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Marco normativo internacional y 
nacional del derecho a la libre 
expresión 

La protección de la libertad de expresión está reconocida en diferentes normativas e instrumentos 

internacionales e instancias internacionales, regionales y nacionales. En su mayoría se trata de 

iniciativas que emanan de la Organización de las Naciones Unidas y que son asumidas e 

incorporadas en instancias regionales como la Organización de Estados Americanos (OEA), entre 

otras. Destacan por su carácter universal la Declaración Universal de los Derechos Humanos, Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Declaración de Principios sobre libertad de expresión 

y la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre. 

Entre las instancias de mayor relevancia relacionadas con la protección del derecho a la libre 

expresión destacan: la Representación Especial para Defensores de Derechos de la Secretaría 

General de la ONU; la Relatoría Especial de las Naciones Unidas para la Libertad de Opinión y de 

Expresión; la Representación de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa 

(OSCE) para la Libertad de los Medios de Comunicación; la Relatoría Especial para la libertad de 

expresión de la Organización de Estados Americanos; y la Relatoría Especial sobre libertad de 

expresión y Acceso a la Información de la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los 

Pueblos (CADHP )1.  

En el marco jurídico nacional interno, la Constitución de la República constituye el principal 

instrumento de garantía y protección de la libertad de expresión y los derechos humanos en 

general. Asimismo, existe una ley específica en la materia, la Ley de Emisión del Pensamiento, y 

una Ley de Acceso a la Información Pública, como instrumentos que fortalecen el derecho a la 

libertad de expresión.  

Existen además otros instrumentos internos de carácter jurídico-administrativo relacionados con 

la libertad de expresión: la Ley Orgánica del Colegio de Periodistas, decreto número 759 del 25 de 

mayo de 1979; la Ley de Colegiación Obligatoria, decreto número 73 del 18 de mayo de 1962; el 

Código de Ética Periodística, del 20 de Octubre de 1924; Ley de Imprenta, del 9 de septiembre de 

1921; la Ley de Simplificación Administrativa, decreto número 255 del 1 de julio de 2002; la Ley 

Orgánica del Tribunal Superior de Cuentas, decreto número 10-2002-E, del 19 de diciembre de 

2002; el Código de Salud, decreto número 65 del 28 de mayo de 1991; el Código Procesal Penal, 

decreto número 9-99-E, de febrero de 2002.  

Desde 1996, y por disposición de la Ley Marco del Sector de Telecomunicaciones, decreto 185-95 

del 31 de octubre de 1995, la Comisión Nacional de Telecomunicaciones (Conatel) regula todo lo 

                                                           
1
C-Libre.Informes sobre libertad de expresión 2010 y 2011.  
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relacionado con las bandas de frecuencias de radiodifusión (radio y televisión) y de telefonía 

celular en Honduras.  
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Metodología de análisis yelaboración 
del Informe2

 

 
Este informe sobre el estado de la libertad de expresión en Honduras se basa en el registro de las 

alertas emitidas durante el año 2014, procesadas conforme a los lineamientos contenidos en 

elManual básico de alertaspara periodistas, comunicadores sociales y ciudadanía en general.3 El 

sistema de alertas está orientado a denunciar, defender y proteger la libertad de expresión como 

un derecho humano establecido en la Declaración Universal de los Derechos Humanos. 

Mediante el monitoreo de agresiones contra la libertad de expresión y de información, C-Libre 

ubica a las víctimas en un contexto, una localidad y un tiempo. Estos registros de agresiones 

constitutivas de violación a la libertad de expresión son la base del presente informe. Los casos se 

han valorado y agrupado de acuerdo a una tipología que incluye datos de la víctima, de las 

circunstancias y de los agresores, con base en la idea de libertad de expresión como derecho 

fundamental reconocido en convenciones acordadas por la comunidad mundial y tomando en 

cuenta el contexto social y político en el que ocurren. 

El procesamiento de la información se corresponde con los procedimientos utilizados por la red 

Intercambio Internacional por la Libertad de Expresión- América Latina y El Caribe (IFEX-ALC) de 

la cual C-Libre es parte, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 

(OACNUDH) y otros sugeridos por el Observatorio Iberoamericano de la Libertad de Prensa, 

asociada a la Cátedra de Comunicación de la Organización de Naciones Unidas para la Ciencia y la 

Cultura (UNESCO). 

Clasificación de las agresiones a la libertad de expresión 

Para fines de este informe, las agresiones a la libertad de expresión se agrupan en dos grandes 

bloques: las que representan acciones directas sobre la persona del o la periodista, o de quien 

comunica; y las acciones indirectas que vulneran la libertad de expresión.Ambas formas, directas e 

indirectas,pueden aparecer manifiestas en un solo caso de agresión ocurrido. También se 

identifican distintas formas de agresión, o subcategorías.  

Si bien algunas de las categorizaciones utilizadas podrían englobarse en otras más amplias, se ha 

optado por particularizarlas, a fin de apreciar las formas más precisas de acciones que repiten las y 

los agentes agresores. En un mismo evento agresor se puede reconocer diversas formas 

violatorias. Por esta razón, la sumatoria de actos de agresión identificados no coincide 

                                                           
2
 Se sigue la metodología utilizada por C-Libre en los informes anteriores sobre libertad de expresión, en particular, el de 

2011.  
3
 Disponible en línea, http://www.clibrehonduras.com/content/manual-b%C3%A1sico-de-alertas 

2 

http://www.clibrehonduras.com/content/manual-b%C3%A1sico-de-alertas
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necesariamente con el número de categorías de agresión identificadas por C-Libre, nicon el 

número de personas, entes o grupos agredidos. 

Para fines de este informe, las agresiones directas e indirectas se definen de la siguiente manera: 

Agresión directa.Son las acciones que atentan o amenazan la integridad física, material, 

psicológica, o la libertad personal de las y los comunicadores sociales o los medios en los que 

laboran,a fin de entorpecer la libre búsqueda, recopilación, tratamiento, elaboración o difusión de 

la información y de la circulación de ideas, o de opiniones.  

Agresión indirecta. Son procedimientos de restricción que con frecuencia conllevan el uso de 

mecanismos legítimos, pero utilizados de modo discriminatorio o abusivo, con el propósito de 

recompensar o de castigar a periodistas, otras personas o medios de comunicación, afectando el 

ejercicio de su trabajo de información. 

A continuación se ofrece una descripción de las categorías y subcategorías empleadas, enlistadas 

en orden alfabético, sin ninguna valoración de intensidad ni de gravedad. 

 

AGRESIONES DIRECTAS 

Asesinato Acción de dar muerte a una persona o a sus familiares, por razones propias de su 

profesión como periodista o comunicador social.  

Atentado 

 

Tentativa de realizar una o varias acciones contra una persona o sus familiaresque 

violenten sus derechos a la vida, integridad personal, psíquica y material, por motivos 

relacionados con el ejercicio de su profesión como periodista o comunicador social. 

Ataque corporal Cualquier acto en el que se producen empujones violentos, golpes o heridas al cuerpo de 

la víctima agredida.  

Ataque corporal con 

arma 

Cualquier acto como el descrito arriba, perpetrado con arma de cualquier tipo. 

Daños a propiedad 

privada 

Se refiere a los daños causados a bienes inmuebles, equipos o implementos en el lugar 

donde se realizan las labores periodísticas, a través de atentados o ataques. 

Daño económico Se refiere a los costos o pagos probables necesarios a raíz de acciones que causan 

destrucción, total o parcial, de equipos, instrumentos y recursos. 

Daño a la salud Daños temporales o permanentes provocados al organismo por medios físicos o químicos, 

a causa del ejercicio de derecho de expresión de una persona.  

Desaparición 

forzada 

Privación de la libertad de una persona o sus familiares, por parte de agentes del Estado o 

con aquiescencia de este, por causas propias de las funciones que realizan en el ejercicio 

del periodismo y la comunicación social. 

Detención arbitraria Acto en el que se priva a una persona de su libertad, utilizando medios o procedimientos 

contrarios a la legislación nacional y los estándares internacionales, que vulneren los 

derechos fundamentales, por razones del ejercicio de la labor periodística o de 

comunicación social.4 

                                                           
4
De acuerdo a los organismos especializados, esta violación se configura aunque no pueda vincularse con una base jurídica, cuando los 

hechos que motivaron un enjuiciamiento o condena tienen a ver con el ejercicio de libertades fundamentales consignadas por la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; o cuando la observancia de los 
estándares mínimos sobre los derechos humanos no se cumple en la detención (negación de atención médica, condiciones precarias 
para la salud del detenido y otros). 



 

12 

AGRESIONES DIRECTAS 

Desplazamiento 

(refugio o exilio)  

forzado 

Cuando una persona que ejerce el periodismo es obligada a salir de su lugar o país de 

origen, sea en forma temporal o definitiva, debido a persecución por una causa 

relacionada con su ejercicio de la libertad de expresión.  

Sabotaje Consiste en una acción deliberada para ejecutar disturbios, obstrucción, interrupción o la 

destrucción de material con el propósito de afectar a otra persona. 

Secuestro Si no se presume la participación del Estado, se perfila un secuestro extorsivo. El Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos y otros instrumentos internacionales obligan a cada Estado Parte a “tomar 

medidas para proteger la vida, libertad, intimidad, reputación y demás derechos 

fundamentales de la población frente a la delincuencia común u organizada”. 

Acciones que afectan la integridad psicológica o moral 

Amenazas Aviso de una represalia inminente. El mensaje es verbal o escrito, dado en forma directa o 

por vías indirectas, como teléfono o mensajes electrónicos, o por medio de otra persona, 

con el objetivo de provocar la autocensura o censura indirecta. 

Amenazas a muerte La represalia anunciada por quien envía o transmite el mensaje es que la víctima escogida 

va a ser asesinada. 

Daño moral 

 

Acciones de agravio o de menoscabo en las que se rebaja el nivel de las capacidades 

personales y subjetivas, o que suscitan un descrédito profesional, siempre en función del 

ejercicio de la libertad de expresión. 

Hostigamiento Es un contexto de acciones repetidas de acoso progresivo en un mismo evento o una 

secuencia de estos, por motivos políticos o presiones externas. Ejemplo: se le niega o 

limita el acceso, entrada o salida a un sitio; se le niega un recurso; confiscación o 

destrucción de sus materiales y equipos; se limita su libertad de movimiento; se le despide 

o se le degrada de puesto; se ataca a sus familiares. 

Intimidación Acciones que buscan infundir miedo, como una angustia perturbadora del ánimo personal 

ante un riesgo o un daño, real o imaginario, provocando el deseo de huir o dejar de 

realizar una actividad relacionada con su misión de informar u opinar.  

Presión sicológica Conjunto de acciones encaminadas a provocar zozobra y desestabilizar sicológicamente a 

la persona agredida. Están destinadas a causar tensión, coaccionar a la víctima para que su 

trabajo informativo o comunicativo se efectúe en cierta forma, o impedir que se realice. 
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AGRESIONES INDIRECTAS 

Acciones legales  

Hostigamiento judicial 

 

Amenazas de funcionarios de iniciar acciones judiciales contra un medio o 

periodista; demandas por daños y perjuicios o querellas por calumnias e 

injurias destinadas a inhibir la difusión de un hecho o de una crítica; 

sentencias a prisión o a pagar indemnizaciones por esos delitos; imposición 

para revelar fuentes de información, arresto o detención por orden de 

autoridades judiciales; allanamiento de medios de comunicación. 

Impunidad Cuando no existen o no se aplican sanciones contra las acciones de 

cualquier tipo realizadas en contra del ejercicio de la libre expresión. 

Suspensión o negación de 

credenciales 

Cuando se le niegan o se le suspenden credenciales a un periodista, o se le 

niega o cancela una visa, con el claro propósito de impedir realizar una 

cobertura informativa. 

Restricciones legales Aprobación de leyes restrictivas para la libertad de prensa individual y de 

medios, o presentación de proyectos legislativos o decretos del Ejecutivo 

con esa finalidad; si se demanda por difamación a una persona a fin de 

suprimir, ignorar o suspender la difusión de una noticia; si el comunicador 

o comunicadora recibe una sentencia a prisión.  

Otras acciones  

Despidos injustificados Cancelación definitiva del empleo a la víctima, por reclamar el derecho a la 

libre expresión, por denunciar irregularidades, o por investigar temas que 

el medio censura. Ocurre casi siempre como resultado de la presión que 

ejercen actores externos, estatales y no estatales. 

Impedimentos informativos Son acciones con las que se retieneinformación o se oculta en forma 

deliberada para obstaculizar la investigación o cobertura de un tema 

determinado. Incluye restringir acceso a la información pública. 

Presiones económicas Se utiliza la contratación de publicidad en un medio determinado como una 

forma de premiarlo o sancionarlo por su línea informativa. Es un elemento 

capaz de inhibir el ejercicio crítico, al igual que la aplicación arbitraria de 

controles administrativos o tributarios.  

Chantaje/ Extorsión Mediante actos violentos o intimidatorios, una persona es obligada a 

realizar u omitir un acto, con la intención de causar un perjuicio 

patrimonial a la víctima o a terceros. 

Obstrucción informativa 

 

 

Diversas formas de agresión que impiden el acceso, o la permanencia, en el 

contexto donde ocurre un acontecimiento para obtener o continuar una 

información a la que se busca darle cobertura periodística.  

Represión ilegal e injustificada Cuando las personas que realizan la cobertura periodística de un evento 

son impedidas de hacerlo o reprimidas por agentes del Estado (policías, 

militares y otros similares) a fin de evitar que obtengan información sobre 

los hechos ocurridos.  

Restricción a la democracia Toda acción que, de una forma o de otra, limita las libertades y la práctica 

de la democracia, mediante normas impuestas por el Estado. Afecta la 

calidad de estado democrático.  
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Contexto sociopolítico e institucional 

 

 

“Quiero reafirmar ante ustedes, hermanos y hermanas,  

periodistas de Honduras, y frente al pueblo hondureño,  

que nuestro gobierno es profundamente respetuoso  

de la libertad de expresión”.  

Juan Orlando Hernández 

Presidente de Honduras  

Discurso pronunciado en la entrega del premio nacional  

de periodismo “Álvaro Contreras”, mayo de 2014. 

 

3. 1 CARACTERIZACIÓN DEL CONTEXTO 

El contexto general en que se inscribe el ejercicio del derecho a la libertad de expresión en el 2014 

se caracteriza por el aumento del autoritarismo y el deterioro de la institucionalidad del Estado de 

derecho y la democracia en el país. El gobierno del nacionalista Juan Orlando Hernández se instaló 

bajo fuertes protestas públicas que demandaban el esclarecimiento del proceso electoral de 

noviembre del 2013. Dos de los partidos políticos participantes en dicho proceso, el Partido 

Libertad y Refundación (Libre) y el Partido Anticorrupción (PAC) venían haciendo graves denuncias 

de fraude en el proceso. El día de la toma de posesión del nuevo gobernante se desplegó un fuerte 

contingente militar y policial para impedir que los manifestantes llegaran al Estadio Nacional, 

donde se realizarían los actos protocolarios.Ello desencadenó acciones represivas, violentando los 

derechos fundamentales a la movilización, manifestación pacífica y libre expresión. 

Ese mismo día se inició de parte del nuevo gobierno un fuerte control sobre los medios 

independientes que no comulgaban con el discurso oficialista. A 15 periodistas que pretendían 

cubrir los actos de toma de posesiónse les impidió ingresar a Casa de Gobierno. El discurso del 

presidente sobre los medios de comunicación críticos de su propuesta de gobierno se centró en 

descalificarlos y deslegitimarlos, aseverando que“los medios y periodistas [que no estén con su 

discurso] están con los criminales”5. Este discurso se ha mantenido en las intervenciones de 

miembros del partido en el poder y los funcionarios del aparato gubernamental. 

Para cumplir con sus promesas de combate a la criminalidad, el mandatario tomó la decisión de 

militarizar la seguridad ciudadana. Esta estrategia, junto con el ocultamiento de las estadísticas 

sobre los asesinatos de personas y la manipulación de datos sobre la inseguridad, pretende crear 

una percepción ciudadana de que todo anda bien en el país.  

                                                           
5
Discurso detoma de posesión de Juan Orlando Hernández como presidente de la República de Honduras. 
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A continuación se presentan los hechos más relevantes que caracterizan el contexto del país en el 

año 2014. 

Militarización de la sociedad hondureña y persistencia de la criminalidad 

Con el golpe de Estado de 2009 empieza en el país un proceso de militarización de la sociedad. El 

cerco militar de la zona del Aguán es característico de la política de control delos conflictos 

sociales por medio del uso de la fuerza. Los campesinos de esa región han vivido desde entonces 

bajo constantes hostigamientos, estigmatización y criminalización. Las autoridades militares y 

algunos medios de comunicación se han encargado de llevar adelante campañas de 

desinformación sobre lo que sucede en la zona, acusando a los campesinos pertenecientes a los 

distintos grupos organizados de pertenecer a organizaciones criminales que atentan contra la 

propiedad privada de los terratenientes. 

El Centro de Documentación de Honduras (Cedoh)cuestionó la estrategia gubernamental de 

combate a la delincuencia, basada en la presencia permanente de los militares fuera de sus 

cuarteles:“Primero, la seguridad es un fenómeno que se explica por el desconocimiento y 

deformación por parte de políticos de toda procedencia partidaria, lo que les motiva a 

desatenderse y delegarlo a quienes siempre lo han hecho, los militares. En segundo lugar, la 

militarización de la seguridad implica una deformación en su conceptualización, abordaje y manejo 

institucional”. 6 

En el marco del 150 período de sesiones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

(CIDH), 28 de marzo de 2014, organizaciones civiles de derechos humanos denunciaron las 

medidas para legalizar la intervención de las Fuerzas Armadas en asuntos de seguridad pública: 

1. El 3 de diciembre de 2011 se aprobó un decreto de interpretación del artículo 274 

constitucional para facultar a las Fuerzas Armadas a realizar funciones específicas de la 

policía.  

2. En abril de 2013 se creó la Dirección Nacional de Investigación e Inteligencia (DNIC), que 

ha asumido muchas funciones de los aparatos policiales en crisis. Esta estructura escucha, 

ve, interviene, da seguimiento y utiliza información de cualquier ciudadano sin que haya 

controles judiciales efectivos sobre sus operaciones; es el ojo estatal que vigila cada 

movimiento de la ciudadanía.  

3. El 27 de junio de 2013 entró en vigencia el decreto 103-2013, que crea la unidad de élite 

Tigres,cuerpocreado para ejecutar operaciones especiales contra el crimen organizado y el 

terrorismo. Es un órgano policial con un importante sesgo militarista.  

4. El 22 de agosto de 2013 se creó en el seno de las Fuerzas Armadas la Policía Militar de 

Orden Público (PMOP), fuerza de choque facultada para intervenir en zonas conflictivas de 

las principales ciudades del país. El presidente ha insistido y desarrollado una campaña 

                                                           
6
Cedoh (2014). Notas sobre la militarización de la seguridad. Tegucigalpa. P. 1.  
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para y otorgarle rango constitucional, pretensión que ha sido rechazada por 

organizaciones de sociedad civil y partidos políticos de oposición por considerarlo 

innecesario y contraproducente. 

5. En enero de 2014 se aprobó la Ley de Secretos Oficiales, que: a) establece sanciones por 

divulgar información clasificada sobre seguridad y defensa; b) limita las funciones del 

Instituto de Acceso a la Información Pública; c) otorga facultades discrecionales a 

cualquier ministro para declarar información en secretividad por 20 años prorrogables; y 

d) clasifica la información en reservada, confidencial, secreta y ultra secreta. 

Las organizaciones de derechos humanos que acudieron a la audiencia de la CIDH exigieron que la 

política de seguridad en Honduras“sea formulada y aplicada por un Estado que respete sus 

obligaciones internacionales en materia de derechos humanos, se sostenga en consensos políticos 

amplios, que se ocupe de las diferentes dimensiones de los problemas que originan la criminalidad 

y la violencia, lo cual requiere abordaje integral, y asegure la protección que requieren personas o 

grupos vulnerables frente a la violencia y el delito”7. 

Fracaso del proceso de depuración policial 

Un total de 54.7 millones de lempirasse ha invertido en los primeros dos años del gobierno del 

presidente Hernández, supuestamente para fortalecera la Dirección de Investigación y Evaluación 

de la Carrera Policial (DIECP); sin embargo, estos fondos, que salieron del erario público, fueron 

utilizados principalmente en pago de personal administrativo y gastos operativos (La Prensa, 2014, 

p. 14), sin haber obtenido los resultados obtenidos.  

El 60 por ciento de los policías a los que se les aplicaron las llamadas pruebas de confianza las 

reprobaron. Sin embargo, solamente se han destituido de sus cargos a policías de bajo rango, y en 

el mejor de los casos, de rangos intermedios(Alianza por la Paz y la Justicia, 2014, pág. 1). 

Porconsiguiente,no se ha tocado a los miembros de la cúpula policial, lo que nos indica que se 

trata de un proceso parcializado.De los 161 agentes de la DNIC que fueron destituidos entre 

diciembredel 2013 y enero del 2014, la mayoría teníabajo rango. Otros fueron dados de baja a 

pesar de haber tenido un resultado favorable en las pruebas de confianza y ostentar una buena 

trayectoria profesional. Muchos de estos agentes fueron destituidos sin percibir derechos 

laborales, mientras que algunos oficiales de alto rangos recibieron una baja honrosa, conservando 

todos sus derechos laborales (Alianza por la Paz y la Justicia, 2014). 

Al respecto, Julieta Castellanos, rectora de la Universidad Nacional Autónoma de Honduras 

(UNAH), manifestó que todavía no se han visto “acciones de persecución del delito a estos jefes 

policiales. Si bien es cierto algunos de ellos estaban suspendidos, nunca hubo una investigación de 

                                                           
7
CEJIL (2014). Remilitarización en Honduras. Denuncia ante la CIDH en el marco del 150 período de sesiones, marzo.  
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sus bienes, que era algo que se estaba pidiendo, no pueden justificar la procedencia de sus 

bienes”.8 

Otros sectores de la sociedad civil, como la Alianza por la Paz y la Justicia, han indicado que la 

depuración se debió hacer de arriba abajo, es decir, aplicando las pruebas de confianza primero a 

los altos rangos de la Policía Nacional. Si no se ha desarticulado a la cúpula de la Policía Nacional 

que está vinculada a la realización de actividades delictivas y al crimen organizado, si los 

expedientes de policías que se envían al Ministerio Público son engavetados, y si la sociedad no 

percibe resultados efectivos en la institución de la Policía Nacional, significa que el proyecto de 

depuración policial ha fracasado. 

Percepción creciente de inseguridad ciudadana 

En los últimos años, Honduras se ha convertido en uno de los países más violentos del mundo, con 

una tasa de homicidios que alcanza las 79 muertes por cada 100 mil habitantes, según datos del 

Instituto Universitario en Democracia, Paz y Seguridad (Iudpas) de la UNAH.9Esta cifra es el reflejo 

de lo que a nivel interno del país se vive en materia de delincuencia común, crimen organizado y 

violencia generalizada. Diariamente, los medios de comunicación informan sobre asesinatos, 

secuestros, intercambio de balas, robos, extorsiones, y otra serie de delitos. Esta no solo es la 

realidad objetiva del país, sino que también refleja el sentimiento generalizado de temor, 

vulnerabilidad y de impotencia que prevalece en la ciudadanía. 

El IUDPAS realizó en 2014 una encuesta a nivel nacional, con el objetivo de diagnosticar la 

percepción de la población en materia de seguridad ciudadana. Uno de los más sobresalientes 

resultados de esta encuesta fue la confirmación de que para la mayoría de los hondureños (70 por 

ciento) la inseguridad es el principal problema que tiene el país en este momento10. Casi la mitad 

de la población (47 por ciento) considera que la situación de violencia e inseguridad en el país ha 

empeorado en relación al año anterior, es decir, al 2013, mientras que 29 por ciento opina que la 

situación permanece igual. En otras palabras, el 76 por ciento de la población no percibe mejoras 

en la situación de inseguridad del paísa pesar de la creciente militarización que la sociedad 

hondureña ha experimentado en los últimos dos años. Más del 45 por ciento de las personas 

entrevistadas consideran que la situación de inseguridad en sus barrios permanecerá exactamente 

igual en el próximo año.Sin embargo, un 39 por ciento cree que la situación habrá mejorado al 

finalizar el último año de la gestión del gobierno actual11 

 

Tasa elevada de femicidios 

                                                           
8
Véase,http://www.elheraldo.hn/sucesos/745728-209/depuraci%C3%B3n-de-la-polic%C3%ADa-nacional-de-honduras-ha-sido-un-

fracaso. 
9
Iudpas, 2013. Boletin sobre muertes violentas en Honduras 2013. Pág. 2, Tegucigalpa. 

10
Iudpas, 2014. Percepción ciudadana sobre inseguridad y victimización. Informe ejecutivo 2014, pág. 7). 

11
Ibid. Pág. 8. 
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La investigación del Iudpas revela que las muertes violentas de mujeres y femicidiosse redujeron 

en un 17.3 por ciento en 2014 con relación al 2013 (Iudpas, p. 9). Este es un hecho positivo; no 

obstante, la cantidad de muertes (526) es todavía muy alta. Segúnla Organización de las Naciones 

Unidas (ONU) Honduras es el país que no está en guerra con mayor número defemicidios en el 

mundo (Facieo, 2014, p. 1). 

De acuerdo con elIudpas (2014), 31.6 por ciento de los femicidios ocurridos de enero a junio 

fueron perpetrados en la vía pública, y el20.2 por ciento de muertes ocurrió dentro de la casa de 

habitación, un hotel o similares. Estos datos confirman que los niveles de violencia contra la mujer 

son igualmente altostanto en espacio público como privado.  

Por su parte, la Fiscalía Especial de la Mujer del Ministerio Público reportó que de enero a 

septiembre del 2014 se registraron 7,020 requerimientos fiscales por motivos médico-legales, de 

los cuales la mayoría correspondía a lesiones sufridas por la pareja, mientras que en segundo lugar 

se encontraron las agresiones y los delitos sexuales (Iudpas, 2015, pág. 9). En tal sentido, se deja 

ver la incapacidad del Estado para dar respuesta a los crímenes cometidos lo que sostiene una 

persistente impunidad para resolver los casos de agresiones y asesinatos de mujeres12. (Revistazo, 

2014, p. 10). 

Denuncias de limpieza social desde el Estado 

Desde el golpe de Estado del 28 de junio del 2009, el fantasma de los escuadrones de la muerte ha 

vuelto a emerger en Honduras en pleno siglo XXI.Durante el año 2014 se hicieron públicas 

denuncias de diversos sectores acusando al Estado de ser responsable de un nuevo proceso de 

“limpieza social”, similar al ocurrido en la década de los ochenta a través de los temidos 

escuadrones de la muerte y el Batallón 3-16.Según defensores de los derechos humanos, “las 

características de muertes y represión obedecen a modelos paramilitares”13 

Por otra parte, en el informe mensual que presenta la organización no gubernamental Casa 

Alianza sobre la condición de los derechos de la niñez y la adolescencia en Honduras se señala que 

en el primer mes del gobierno del presidente Hernández ocurrieron 84 muertes y ejecuciones 

extrajudiciales. 18 de las víctimas se encontraban en un rango de edad entre 0 - 17 años, mientras 

que 67 tenían entre 17 y 23 años.14 También es importante destacar otro informe elaboradopor 

esta misma institución, el Análisis estadístico relacionado a las ejecuciones arbitrarias y/o muertes 

violentas, en el que se revela que entre 1998 y 2014 las ejecuciones de niños ascendieron a 9,641. 

Estos hechos muestran lo trágico que es para los jóvenes vivir en un país donde no se aprecia esta 

etapa de la vida. 

                                                           
12

Véase, http://www.revistazo.biz/web2/index.php/nacional/item/856-impune-el-94-de-femicidios-en-honduras. 
13

Véase,http://www.elobservador.hn/content/manuel-zelaya-no-son-maras-no-son-pandillas-son-escuadrones-de-la-

muerte-los-que-est%C3%A1n 
14

Casa Alianza, 2014. Informe mensual de la situación de los derechos humanos de los niños, niñas y jóvenes en Honduras, febrero 

2014. Pág. 24. 

http://www.revistazo.biz/web2/index.php/nacional/item/856-impune-el-94-de-femicidios-en-honduras
http://www.elobservador.hn/content/manuel-zelaya-no-son-maras-no-son-pandillas-son-escuadrones-de-la-muerte-los-que-est%C3%A1n
http://www.elobservador.hn/content/manuel-zelaya-no-son-maras-no-son-pandillas-son-escuadrones-de-la-muerte-los-que-est%C3%A1n
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En agosto de 2014, el expresidente de la república y actual diputado por el Partido Libertad y 

Refundación (Libre), Manuel Zelaya Rosales, denunció en una entrevista televisiva que muchas de 

las muertes que están ocurriendo en Honduras se ejecutan en nombre de una “limpieza social”, 

perpetrada por escuadrones de la muerte. “No son maras, no son pandillas, son escuadrones de la 

muerte los que están mandando a matar y a hacer limpieza social en Honduras”15, declaró el 

expresidente. Asimismo, expresó que este es un mecanismo para atemorizar a las personas a fin 

de que no protesten.  

La respuesta del gobierno es que estas muertes son producto de la guerra contra el narcotráfico, 

de la guerra entre pandillas, o porque las víctimas están asociadas a alguna actividad criminal. 

Obviamente, el Estado no está en la disposición de reconocer la existencia de escuadrones de la 

muerte; sin embargo, estos tampoco fueron reconocidos oficialmente en la década de los ochenta, 

a pesar de que se tiene plena certeza de que operabanen todo el territorio nacional. 

Ley de Secretos Oficiales: retroceso en la lucha por la transparencia 

La transparencia “es una cultura que se va a llevar hasta el último de los empleados de Gobierno, y 

el que no esté dentro de estas líneas, es seguro que va a afrontar problemas”16esas fueron las 

palabras que el presidente Juan Orlando Hernández pronunció en alusión al convenio firmado con 

Transparencia Internacional (TI) para institucionalizar la luchagubernamental a favor de la 

transparencia y el combate a la corrupción. Sin embargo, apenas un mes después se aprobó en el 

Congreso Nacionalla Ley para la Clasificación de Documentos Públicos relacionados con la 

Seguridad y la Defensa Nacional, o Ley de Secretos Oficiales, como se le conoce, en abierto 

retrocesocon respecto al ejercicio de la libertad de expresión y al acceso a la información.La 

justificación para aprobar esta ley fue que existe información dentro de las instituciones estatales 

“cuya revelación podría poner en riesgo la seguridad y defensa nacional y el logro de los objetivos 

nacionales” (Congreso Nacional, Decreto No. 239-211, 2014, pág. 9). 

La nueva ley establece cuatro niveles de secretividad: 1) reservada; 2) confidencial; 3) secreto; y, 

4) ultra secreto, cuya clasificación permanecerá así durante los siguientes cinco, diez, quince y 

veinticinco años, respectivamente, a partir del momento en que fue declarada.  

Organizaciones de la sociedad civil se pronunciaron abiertamente en contra de la Ley de Secretos 

Oficiales, por considerarla un retroceso en materia de transparencia y corrupción, y una derrota 

para la libertad de información(comunicado de C-Libre, 17 de enero de 2014).Asimismo, se 

interpuso un recurso de inconstitucionalidad ante la Corte Suprema de Justicia(CSJ), 

argumentando que dicha ley va en contra de las obligaciones internacionales que tiene el Estado. 

 

                                                           
15

Véase,http://www.elobservador.hn/content/manuel-zelaya-no-son-maras-no-son-pandillas-son-escuadrones-de-la-

muerte-los-que-est%C3%A1n 
16

 Palabras pronunciadas en el discurso de inauguración de su mandato como presidente, por Juan Orlando 
Hernández, el 27 de enero de 2014. 

http://www.elobservador.hn/content/manuel-zelaya-no-son-maras-no-son-pandillas-son-escuadrones-de-la-muerte-los-que-est%C3%A1n
http://www.elobservador.hn/content/manuel-zelaya-no-son-maras-no-son-pandillas-son-escuadrones-de-la-muerte-los-que-est%C3%A1n
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Escándalo de corrupción en el Instituto Hondureño de Seguridad Social (IHSS) 

A finales de diciembre de 2013 el gobierno nombró una junta interventora en el IHSS, con el 

propósito de retomar el control tras décadas de una ineficiencia manifiesta, y en el marco de la 

estrategia del Fondo Monetario Internacional (FMI) impulsada por el hasta entonces presidente 

del Congreso Nacional, Juan Orlando Hernández, para privatizar la seguridad social, entregándola 

a las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP). Esta modalidad ya había sido implementada 

en 2011, con la intervención el Instituto de Previsión del Magisterio. 

A pesar de que en principio el propósito al crear la junta interventora no era hacerle frente a la 

corrupción existente en el IHSS, la entidad puso al descubierto en su informe una madeja de actos 

de enriquecimiento ilícito y malversación de fondos públicos, en los que están involucrados el 

director y otros responsables de la gestión administrativa de la institución. Los hallazgos van desde 

empresas fantasmas, cheques pagados por servicios sexuales, involucramiento de familiares, 

compras de inmuebles, hasta denuncias de haber sido utilizado los recursos del IHSS para financiar 

la campaña política del Partido Nacional. 

A los hallazgos anteriores, en el informe se señala también que, “las autoridades del IHSS 

sobrevaloraron en sus principales compras y contrataciones más del 40 por ciento respecto de los 

valores del mercado (…) lo que implica pagos en exceso de mil 600 millones de lempiras”. Se 

hicieron compras no justificadas, sin atender las principales prioridades y sin licitación pública, ni 

revisión presupuestaria real, incumpliendo los procedimientos que establece la Ley de 

Contratación del Estado y descapitalizando el régimen de pensiones, lo que pone en precario el 

derecho de muchos de los afiliados a la protección social y atención en salud. 

Educación: intolerancia y autoritarismo  

En abril del 2014, el presidente Hernández juramentó a la Comisión Presidencial por la Calidad de 

la Educación para coordinar la nueva reforma al sistema educativo nacional. Dicha comisión solo 

rendirá cuentas al titular del poder ejecutivo (América Economía, 2014, p. 3), lo cual evidencia la 

creciente centralización del poder en el sector educativo del país. En el mismo año se ratificó 

como ministro de Educación a Marlon Escoto, quiendesde el gobierno de Porfirio Lobo Sosa ha 

venido fungiendo como tal con una gestión caracterizada por el autoritarismo, imponiendo 

medidas sin el consenso de los actores involucrados en el sistema educativo, tales como la 

implementación de la jornada extendida y reformas al Estatuto del Docente, entre otras. 

Salud: crisis permanenteen el sistema de salud pública 

En los dos últimos gobiernos nacionalistas se ha venido profundizado la crisis en el sector salud. Ha 

existido lo que puede decirse un asalto al sector manifestado principalmente en el atraco 

perpetrado a los recursos de la seguridad social donde aparecen involucrados políticos 

importantes que participaron en la creación de empresas fantasmas para delapidar recursos 

públicos. Sin embargo, es desde el Gobierno de Porfirio Lobo en abril de 2012 que se decretó 
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estado de emergencia en el sector salud, debido a la  falta de capacidad de las autoridades, así se 

dijo en ese momento por parte de las autoridades estatales.17 Desde entonces, observamos una 

constante crisis en el sistema de salud, crisis que se muestra difícil de encontrar salidas racionales, 

pues como se dijo antes, la irracionalidad se ha vuelto el aspecto central de la forma en que se 

administra la salud de los hondureños. Así lo deja ver Javier Suazo en su análisis sobre el sector 

salud, 

“Después del golpe de Estado, el sector salud (incluye la seguridad social) fue asaltado por el 

Partido Nacional, donde la poca transparencia de la gestión administrativa y denuncia de actos de 

corrupción todavía no terminan. El más destacado es el atraco a los fondos del Instituto Hondureño 

de Seguridad Social (IHSS) que, al parecer, involucra no sólo a sus funcionarios y empleados sino 

también a connotados líderes del Partido Nacional como Ricardo Álvarez, designado presidencial, 

Pepe Lobo y el propio Juan Orlando Hernández en el uso de fondos para financiar la campaña 

electoral de 2013, la más cara en la historia de Honduras”18 

Los actos de corrupción debilitan la capacidad administrativa del Estado para responder a las 

exigencias ciudadanas para tratar sus dolencias, sino también se muestra como una crisis 

generalizada del sistema que se deja ver en como los principales hospitales públicos del país, el 

Hospital Escuela Universitario (HEU) de Tegucigalpa y el Mario Catarino Rivas de San Pedro Sula, 

han estadosufriendo las consecuencias de una crisis financiera, cuyas consecuencias afectaron los 

salarios del personal administrativo y el inventario de las farmacias de los hospitales. La falta de 

suministrosy medicamentos impide brindar la debida atención a los pacientes, y en última 

instancia pone en riesgo su vida.  

Las respuestas por parte del gobierno han sido temporales, se ha buscado solucionar la crisis 

mediante el abastecimiento de materiales y medicamentos a estos hospitales. Sin embargo, casos 

como los descritos son reiterativos desde que Juan Orlando Hernández asumió la presidencia, sin 

que se haya dado una solución permanente a la problemática de salud de la población hondureña. 

Presupuesto General de la República: asignación de recursos para la PMOP y reducción 
del gasto en aspectos sociales 

El proceso de elaboración, discusión y aprobación del Presupuesto General de Ingresos y Egresos 

de la República para el año 2015 estuvo llenode situaciones irregulares, a tal punto que el Foro 

Social para el Desarrollo y la Deuda Externa de Honduras (Fosdeh) decidió no participar en el 

proceso de discusión y socialización del anteproyecto del Presupuesto General debido a que 

muchos diputados se manifestaron de antemano a favor de la aprobación de cualquier propuesta 

enviada por el Poder Ejecutivo, sin previa discusión: “El Foro Social para el Desarrollo y la Deuda 

Externa de Honduras (Fosdeh) decidió no participar en la socialización de dicho Presupuesto 

debido a la actitud de la mayoría de diputados que de antemano dijeron que aprobarían lo 

                                                           
17

Revista proceso, 2012. Decretan estado de emergencia para el sector salud de Honduras, 23 de abril 2012, obtenida el 17 de mayo 

2014. www.proceso.hn/component/k2/item/38853.html 
18

Suazo J. Crisis en salud tocó fondo. septiembre, 2, 2014. Obtenida el 16 de mayo de 2014. www.alainet.org/es/active/75715. 

http://www.proceso.hn/component/k2/item/38853.html
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enviado desde el Ejecutivo, sin siquiera discutirlo, además, porque no hay claridad en las 

proyecciones que hacen los ministros y diputados”.19 

El Instituto Centroamericano de Estudios Fiscales (Icefi), en un informe de análisis del proyecto del 

Presupuesto General de la República, manifiesta que “las bases que sirven de proyección al 

presupuesto del próximo año, no son del todo confiables” (Icefi, 2014, pág. 4). En el mismo 

informe también señalala reducción presupuestaria proyectada para los sectoressalud y 

educación, por un total aproximado de 850 millones de lempiras, “por la preferencia de 

transferencias en efectivo condicionadas y de transferencias en bonos de diferente naturaleza”, 

así comopor las disposiciones acordadas con el Fondo Monetario Internacional (FMI) para el pago 

de la deuda pública (Icefi, 2014, pág. 8).  

Paralelamente, en el presupuesto seincrementó de manera desproporcionada el rubro asignado al 

sector de defensa y seguridad, con lo cual se afirma implícitamente que el proceso de 

militarización en la sociedad continuará afianzándose, especialmente a través del fortalecimiento 

de la Policía Militar del Orden Público (PMOP).  

Lucha de los pueblos indígenas en defensa de los recursos naturales y el ambiente 

En 2014, el movimiento indígena continuó con su lucha histórica por la defensa de los territorios, 

enfrentando la aplicación de leyes que atentan contra el medio ambiente y la vida de las 

poblaciones indígenas, como la Ley General de Aguas, aprobada tras producirse el golpe de Estado 

de 2009, que tiene por objetivo establecer los principios y regulaciones aplicables al manejo del 

agua (Congreso Nacional, 2009, pág. 3). Esta ley otorga concesiones para explotar los recursos 

hídricos a empresas transnacionales que operan dentro del país. Al mismo tiempo, se aprueba el 

decreto 233 que deroga todas las medidas anteriormente tomadas para el cuidado y protección de 

los recursos hídricos. (EJATLAS, 2013, p. 1). 

La movilización del pueblo indígena lenca ha enfrentado y detenido la construcción de la central 

hidroeléctrica Agua Zarca, ejecutada por la empresa transnacional Sinohydro, una de las empresas 

constructoras de represas más grande del mundo, que también impulsa proyectos similares en 

losríosCangel y Gualcarque, afluentes del río Ulúa que nacen en la cordillera de PucaOpalaca, 

cruzando los municipios de San Francisco de Opalaca e Intibucá.  

Las intenciones de llevar a cabo el Proyecto Agua Zarca continúan en pie, pero también la lucha 

del pueblo lenca. Como consecuencia se han producido una serie de agresiones, amenazas y 

asesinatos contra reconocidos líderes indígenas. Muchos de estos casos permanecen en la 

impunidad, como el del dirigente Tomas García, asesinado por un soldado del ejército que 

también hirió al hijo adolescente del líder comunal. 

Otra acción importante del movimiento indígena con resultado trágico, es la protagonizada en 

mayo de 2014, en el municipio de San Francisco de Opalaca, donde los pobladores no aceptan al 

                                                           
19

Véase http://fosdeh.com/proyecto-de-presupuesto-general-para-2015-debe-preocupar-a-la-ciudadania-segun-fosdeh/ 

http://fosdeh.com/proyecto-de-presupuesto-general-para-2015-debe-preocupar-a-la-ciudadania-segun-fosdeh/
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alcalde electo en un proceso altamente cuestionado. Con las acciones desarrolladas se produce un 

incidentetras finalizar una asamblea indígena, en el quedesconocidos disparan en contra de los 

participantes, dejando como resultado un muerto, el dirigente Irene Meza, y varias personas 

heridas(Copinh, 2014, p. 2). 

3.2 ROL DEL ESTADO EN LA TUTELA Y PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN 

La libertad de expresión se sitúa en el centro de atención de todo gobierno quepresume de ser 

respetuoso de los principios democráticos y de su propia población.Más allá de su contribución a 

la constitución yconsolidación del orden democrático, el ejercicio pleno de la libertad de expresión 

es fundamental para sostener y desarrollar la propia vida de las personas. Su contravención, o la 

negativa a protegerlo y profundizarlos, pueden llegar a lesionar la vida misma del individuo.  

En Honduras, después de varios años de lucha por parte de organizaciones de la sociedad civil, se 

logró en 2006 que el gobierno de Honduras aprobara una Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública (LTAIP). El proceso seguido por las organizaciones para alcanzar este 

propósito, con el liderazgo de C-Libre, incluyó un gran esfuerzo de reflexión y movilización de las 

organizaciones promotoras yfacilitó un proceso dinámico de participación de los ciudadanos de 

distintas regiones del país. 

Mediante este proceso se logró desarrollar una importante capacidad de incidencia política frente 

al Estado y se obtuvola creación del Instituto de Acceso a la Información Pública (IAIP) como el 

instrumento que permitiría a los ciudadanos ejercitar su derecho a la información. 

La lucha ciudadana por transparentar las acciones estatales ha atravesado diversas vicisitudes, 

avances y retrocesos. Actualmente, la aprobación por el Congreso Nacional de la Ley de Secretos 

Oficialesconstituye una regresión de gran alcance para la sociedad hondureña, puesto que deja al 

arbitrio de los funcionarios estatales la clasificación de la información pública, le quita al IAIP su 

capacidad de decidir sobre el tipo de información que puede ser calificada de secreta, potestad 

que se le asigna al Consejo Nacional de Defensa y Seguridad, cuya función no es otra que proteger 

la seguridad del Estado.  

Organizaciones de la sociedad civil han expresado su preocupación ante la posibilidad de que la 

nueva ley permita esconder actos de corrupción por parte de funcionarios gubernamentales, 

relacionados con los proyectos en marcha de privatización de los recursos naturales y 

otorgamiento de concesiones a grandes transnacionales. 

Por otra parte, esta Ley de Secretos Oficiales y de Clasificación de la Información, como se llamó 

primero, o Ley para la Clasificación de Documentos Públicos Relacionados con la Seguridad y la 

Defensa Nacional, como se denominó después, aumenta el riesgo que los periodistas enfrentan 

para ejercer su labor en Honduras.A la escalada de asesinatos contra comunicadores, ahora se 

suma el riesgo de ir a la cárcel que pende sobre la cabeza de los comunicadores que conozcan y 

divulguen información de asuntos públicos considerados secretos por sus funcionarios. La 
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leymanda que “cuando una materia clasificada permita prever que pueda llegar a conocimiento de 

los medios de comunicación, se notificará a éstos el carácter de la misma , con el objeto de que se 

respete su clasificación". Además, prohíbe la publicación de aquella información que será 

supuestamente "clasificada como reservada, confidencial, secreta y ultra secreta", que incluye, 

según el artículo 1, materias consideradas de interés para la seguridad y la defensa nacional. 

En la legislación vigente ya se contempla la reserva de información, por lo que la Ley de Secretos 

Oficiales se aprobó sin tomar en cuenta que ya existen disposiciones legales para la reserva. La Ley 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública define de forma clara cuál es la información 

que se clasifica como secreta, así como los mecanismos que se utilizarán para hacer dicha 

clasificación. 

La ley aprobada establece que la clasificación de la información se declarará a través de resolución 

del Consejo Nacional de Defensa y Seguridad (Conadese). La primera ley establecía que los 

Secretarios de Estado y presidentes, gerentes y directores de entidades descentralizadas del 

Estado, en el ámbito de sus respectivas competencias, podían declarar secreta la información; con 

la reforma se dejó la potestad sólo al Conadese. 

Artículo 3. A los efectos de esta Ley podrán ser declaradas Materias Clasificadas los asuntos, actos, 

contratos, documentos, informaciones, datos y objetos cuyo conocimiento por personas no 

autorizadas pueda dañar o poner en riesgo la seguridad, defensa nacional y el logro de los 

objetivos nacionales, decía la primera ley aprobada. Al ser publicada en La Gaceta, la última parte 

se modificó por: “y el logro de los objetivos en estas materias”. 

Reservado: Nivel inferior en materias clasificadas en el orden nacional. Es toda aquella 

información, documentación o material referida al ámbito estratégico interno de los entes del 

Estado y que su revelación podría producir "efectos institucionales no deseados" si estuviera 

públicamente disponible en contra del efectivo desarrollo de las políticas del Estado o del normal 

funcionamiento de las instituciones del sector público.  

Esta calificación es facultad propia del Titular de cada ente del Estado.  

Confidencial: Nivel intermedio en materias clasificadas en el orden nacional. Es toda aquella 

información, documentación o material referida al ámbito estratégico interno del Estado y que su 

revelación podría originar riesgo inminente o amenaza directa contra la seguridad, la defensa 

nacional y el orden público. Este material podría "dañar o perjudicar internamente" a la seguridad 

nacional si estuviera públicamente disponible. 

Secreto: Nivel alto en materias clasificadas en el orden nacional. Es toda aquella información, 

documentación o material referida al ámbito estratégico del Estado tanto en lo externo e interno y 

que su revelación podría originar riesgo inminente o amenaza directa contra el orden 

constitucional, la seguridad, la defensa nacional, las relaciones internacionales y el logro de los 

objetivos nacionales. Este material eventualmente causaría "serios daños internos y externos" a la 
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seguridad nacional si estuviera públicamente disponible. Esta calificación es facultad propia del 

Consejo Nacional de Defensa y Seguridad. 

Ultra secreto: Nivel más alto de clasificación en materias clasificadas en el orden nacional. Es toda 

aquella información, documentación o material que estando referido al ámbito político-

estratégico del Estado, tanto en lo externo e interno de la defensa nacional, su revelación 

originaría riesgo inminente o amenaza directa contra la seguridad, la defensa nacional, la 

soberanía e integridad territorial, y el logro de los objetivos nacionales. Esta información podría 

provocar un "daño interno y externo excepcionalmente grave" a la seguridad nacional si estuviera 

públicamente disponible. 

De acuerdo con la versión de la ley publicada en el diario oficial La Gaceta, esta calificación es 

potestad del Conase, presidido por el presidente de la república. 

La desclasificación de la información, de acuerdo con la ley, se hará de la siguiente forma: 

Reservado: Su desclasificación se hará después de cinco (5) años. Confidencial: Su desclasificación 

se hará después de diez (10) años. Secreto: Su desclasificación se hará después de quince (15) 

años. Ultra Secreto: Su desclasificación se hará después de veinticinco (25) años. Solamente el 

fiscal general puede pedir desclasificación de la información. El actual fiscal general, Óscar 

Chinchilla, es un funcionario fuertemente ligado a los intereses del partido en el poder. 

Ante el visible retroceso en el acceso a la información que representa la aprobación de esta ley, 

actores de la sociedad civil y organismos internacionales han protestado públicamente. 

A través de un comunicado, el Comité por la Libre Expresión (C-Libre) reveló que la Ley de Secretos 

Oficiales y de Clasificación de la Información violenta el derecho a la libertad de expresión, 

estipulados en los artículos del 72 al 75 de la Constitución de la República, el 13 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, el 19 de la Declaración Universal sobre Derechos Humanos, 

y el principio 1 inciso (d) de los Principios de Johannesburgo sobre la seguridad nacional, la 

libertad de expresión y el acceso a la información, que estipula que "no se podrá imponer 

restricción alguna sobre la libertad de expresión o de información por motivos de seguridad 

nacional a no ser que el gobierno pueda demostrar que tal restricción esté prescrita por ley y que 

sea necesaria en una sociedad democrática para proteger un interés legítimo de seguridad 

nacional. (Comunicado de C-Libre de 17 de enero de 2014). 

“Para la comisionada presidenta del IAIP, Doris Imelda, con esta nueva ley se violentan tratados 

internacionales porque la creación del instituto está fundamentada en leyes como el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su artículo 19; la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos en el artículo 13; la Carta Democrática Interamericana de la Asamblea General 
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de la Organización de Estados Americanos en su artículo 4, cuyo mandato está sobre la 

Constitución de la República”. 20 

“Aurora Pineda, cuyo hijo fue asesinado por policías en octubre de 2011, se pregunta ¿cómo es 

que la secretividad va a garantizar la seguridad? si en su caso, la secretividad se convirtió en un 

obstáculo porque el sistema declaró en secretividad los juicios contra la cúpula policial implicada 

en la ejecución de su hijo y del hijo de la rectora de la UNAH, mientras los mandos bajos de la 

policía ya fueron condenados por este crimen porque la publicidad del caso permitió dar con los 

asesinos materiales”21 

Transparencia Internacional,organización internacional líder en la lucha global contra la 

corrupción,urgió al Congreso Nacional hondureño que rechace la Ley de Secretos Oficiales y 

Clasificación de la Información del Estado, que se aprobó de manera acelerada. De acuerdo con 

esta organización, "la Ley incluye medidas que van en contra de un derecho fundamental como es 

el acceso a la información pública, que promueve la transparencia, la libertad de expresión y que 

es un elemento clave en la lucha contra la corrupción (…) en contra de varias convenciones 

internacionales ratificadas por el país como por ejemplo la Convención Americana de Derechos 

Humanos”. 

La organización internacional resaltó que “si bien la inseguridad y la violencia son temas claves y 

de gran preocupación para los hondureños, esto no justifica atacar un derecho básico como el 

acceso a la información con el pretexto de buscar mejorar la seguridad de los ciudadanos. Medidas 

que restringen la libertad de expresión o de información y que solo facilitan que los corruptos 

actúen con impunidad, tal como fue discutido de manera extensa con el gobierno de Lobo Sosa 

durante el Foro: América Central y República Dominicana por la Transparencia, en Tegucigalpa en 

2012” (Conexihon, enero 20 de 2014). 

Para International PressService, la nueva ley de secretos oficiales de Honduras constituye un 

cerrojo a la libertad de expresión, potencia la corrupción y vuelve secreta información pública 

hasta por 25 años, en materia de defensa y seguridad (ArgenpressCerigua, julio 12 del 2014).  

El IAIP manifestó en un informe que la ley de secretos carece de una definición clara sobre qué se 

entiende por seguridad nacional, y esa ambigüedad abre la discrecionalidad para todo aquello que 

consideren sensible. Por su parte, Omar Rivera, del Grupo de Sociedad Civil, que aglutina a 

organizaciones de incidencia política y de derechos humanos, dijo a IPS que esta “amplia 

discrecionalidad de la ley preocupa mucho, porque así, todo puede ser secreto. La mayor 

incertidumbre lo representa el impuesto de seguridad, que pagan las empresas y particulares 

desde hace dos años, como aporte en la lucha contra la inseguridad y la violencia”22 

                                                           
20

 C-Libre 2014. Análisis del riesgo de la ley de secretos en Honduras. Véase en 
www.Conexihon.hn/site/transparencia-y-corrupción/análisis-del-riesgo-de-la-ley-de-la-ley-de-secretos-en 
Honduras.  
21

Ibid. 
22

Vease en, www.Conexihon.hn/site/opiniones/mirador-ciudadano/no-la-ley-secretos. 

http://www.conexihon.hn/site/transparencia-y-corrupci�n/an�lisis
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A continuación se da cuenta de las leyes nacionales que ya establecen reserva de la información 

en poder del Estado y de los abusos que se podrían cometer al amparo de nuevas leyes que 

favorecen lasecretividad. 

Ley de Inteligencia 

Artículo 18. Sin perjuicio de lo descrito en la LTAIP, las actividades, informaciones y 

documentos de inteligencia, tendrán el carácter de reservados, en vista de que su 

contenido es confidencial o secreto, por ser elementos inherentes a la seguridad y la 

defensa nacional. 

Artículo 19. La información reservada, obtenida y manejada por el Sistema Nacional de 

Inteligencia cuyo conocimiento público vulnere la privacidad de las personas y la seguridad 

nacional, queda exenta del escrutinio de cualquier organismo o persona natural. 

Ley contra el Financiamiento del Terrorismo  

Establece todos los criterios de reserva en cuanto a información relacionada con la 

investigación de este delito. 

Ley del Sistema Penitenciario 

Artículo 13. Los miembros del Consejo Directivo están obligados a mantener la 

confidencialidad de los asuntos tratados en las sesiones, sobre todo cuando se refieran a 

aspectos relacionados a la seguridad del sistema, el tratamiento individualizado o régimen 

progresivo de personas privadas de libertad, aspectos disciplinarios y otros queestablezcan 

las leyes y los reglamentos de esta Ley. 

Ley de Protección a Testigos 

Establece que quienes tengan conocimiento de las medidas de protección o hayan 

intervenido en su preparación, expedición y ejecución, deben ser servidores 

públicos.Indica que los particulares tendrán la obligación de mantener bajo estricta 

reserva laidentidad del o los beneficiarios del Programa y cualquier otra información que 

conduzca a su revelación o ubicación. La infracción de la presente disposición acarreará las 

sanciones penales, civiles y administrativas a que hubiere lugar en derecho. 

Ley del Juicio Político 

Establece la posibilidad de declarar el proceso en total secretividad. 
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Código Procesal Penal 

Artículo 278. Secretividad de las investigaciones. Las investigaciones realizadas por las 

autoridades competentes, se mantendrán en secreto. 

Legislación que favorece la falta de transparencia y comisión de abusos 

1.LaLey de Tropa de Inteligencia y Grupos de Respuesta Especial de Seguridad (Tigres) 

puede permitir abusos policiales, pues establece que en el cumplimiento de misiones 

especiales de seguridad a favor de la población, los miembros de esta unidad de élite 

podrán ser acompañadospor jueces y fiscalescuando así se requiera. De esta forma, se 

deja abierto el espacio para operaciones policiales secretas sin la participación de jueces ni 

fiscales. 

2. La Ley de Policía Militar y de Orden Público. En su artículo 1establece que el 

presupuesto de la Policía Militar puede ser clasificado. El artículo 5de la Ley de Policía 

Militar criminaliza y coloca como terrorismo el derecho a protesta (con el pretexto de 

realizar operaciones ultrasecretas se puede perseguir a opositores políticos). 

3. La Ley de Zonas de Empleo y Desarrollo Económico (ZEDE).Los artículos 11, 13 y 25, 

referidos a funciones específicas del Comité para la Adopción de Mejores Prácticas, tienen 

que ver con expropiaciones, auditorías de recursos recaudados y otros. Al amparo de la 

nueva ley, el manejo de estos recursos podría quedar en secretividad. 

4. La Ley de Promoción de la Alianza Público Privada, que tiene que ver con todas las 

licitaciones del Estado, incluso con las de Defensa y Seguridad, podría ampararse en la 

nueva ley para administrar de manera secreta este tipo de alianzas. 

5. La Ley de Seguridad Poblacional, que grava las operaciones del sistema financiero 

nacional, podría también declararse en secretividad si se considera un asunto de seguridad 

nacional. 

6. La Ley del Tribunal Superior de Cuentasmanda que los informes sean públicos, pero 

podrían declararse en secretividad al amparo de la Ley de Secretos Oficiales. 

Reforma a la Ley contra violencia doméstica de 6 de septiembre de 2013 

Esta reforma,realizada en el contexto de la aprobación masiva de leyes y reformas a leyes por un 

Congreso Nacional dominado por el partido en el poder, el Partido Nacional, cuyas acciones de los 

últimos meses de gobierno fueron bautizadas como “hemorragia legislativa”, constituye otra 

acción negativa del Estado hondureño en la gestión de la libertad de expresión. En alerta 008-14 

de febrero de 2014, el Comité por la Libre Expresión, C-Libre, publicó lo siguiente: 
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“La última reforma a la Ley Contra la Violencia Domestica en Honduras, publicada el 6 de 

septiembre del 2013 en el Diario Oficial La Gaceta (Núm. 33,22), prohíbe a los Medios de 

Comunicación publicar o divulgar información relacionada con procesos de violencia 

doméstica”.“Según la reforma al artículo 23 “Los medios de comunicación se abstendrán de hacer 

publicaciones o divulgar información relacionada con los procesos de violencia domestica ya sean 

estos realizados en sede administrativa o judicial, la transgresión a esta disposición será 

sancionada con multa de diez (10) a veinticinco (25) salarios mínimos en su valor más alto”. De 

igual manera se contempla sanciones y multa para el funcionario(a) administrativo o judicial que 

revele información o la secretividad declarada del proceso”. 

La activista feminista Gladys Lanza, del Movimiento Visitación Padilla, declaró:“Esta es una 

mordaza a la libertad de expresión pues literalmente se prohíbe tocar el tema de violencia 

doméstica en cualquier medio de comunicación. (…) Ya no se puede denunciar públicamente a un 

agresor, tampoco podemos brindar información a los periodistas porque si el medio de 

comunicación publica esta información será sancionado y para colmo de males también será 

multado el funcionario que facilite los datos”.(C-Libre, alerta 008-14). 

Todo lo anterior demuestra un claro retroceso en el marco jurídico de protección de los derechos 

humanos, incluyendo la lucha de las mujeres por reivindicar derechos. “De acuerdo con las 

organizaciones defensoras de mujeres al regresar a la Ley tal como estaba se ha hecho “una 

reversión del retroceso, pero debemos caminar hacia mejores leyes que no incluyan a los hombres 

como denunciantes en la ley, dado que está siendo mal utilizada por los mismos”. (C-libre, alerta 

08-14). 

La Ley del Programa Voluntario de rescate, promoción y fomento del sector de las comunicaciones 

o “del canje publicitario”, como se le conoce, es también un retroceso para afianzar la lucha por la 

libertad de expresión en el país. Fue publicada el 4 de junio del 2013 en el diario oficial La Gaceta, 

número 33,141. En su artículo 1 establece que “las personas naturales o jurídicas dedicadas a la 

comunicación social como ser: radio, televisión, mediosescritos, digitales y de publicidad en 

general que tengan deudas pendientes con el Estado por concepto deimpuestos, tasas, permisos, 

licencias, servicios públicos, multas,recargos o cualquier otro concepto de obligación financiera 

conel Estado ya sea ésta pasada, presente o futura, podrán acogersevoluntariamente a los 

beneficios del Programa Voluntario deRescate del Sector de las Comunicaciones creado en esta 

Ley”. 

La ley puede ser vista como una oportunidad por parte de los operadores de medios de 

comunicación para saldar las deudas que tienen con el Estado; sin embargo, en el fondo tiene el 

propósito manifiestode controlar los medios de comunicación, las organizaciones sociales y todo 

tipo de operador que tenga en su poder una concesión estatal para explotar medios de 

comunicación. Así se entrevé en los artículos 2, 4 y 5, donde se enfatiza que con quien se tiene que 

pactar el pago de la deuda,es con el presidente de la República.  

“Los operadores, sociedades, empresas,organizaciones sin fines de lucro, fundaciones, 

organizaciones nogubernamentales, que exploten una concesión, permiso deoperación, otro tipo 
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de permisos, licencia o registros otorgadosde conformidad a la ley u otra legislación vigente 

nacional…,podrán pactar con el Gobierno, el pago de la deuda exigible afavor del Estado, mediante 

publicidad en la forma en que seestablezca exclusivamente con el Presidente de la República o 

aquien éste delegue”.(Artículo 2). 

“Ningún ente del Estado centralizado, descentralizado o desconcentrado está autorizado a pactar 

con los Medios de Comunicación los alcances del Programa, lo que corresponde exclusivamente al 

Presidente de la República o a quien éste delegue”. (Artículo 4). 

“La publicidad que se pacte mediante el Programa queda a criterio de la Presidencia de la 

República y será compartida proporcionalmente con los Poderes Legislativo y Judicial; también 

podrá ser destinada por el Presidente de la República a la promoción de valores, campañas 

sociales, educativas o actividades similares a cargo de organizaciones no gubernamentales”. 

(Artículo 5). 

“Para los fines de la presente Ley, los operadores o empresas que se acojan a la misma deberán 

firmar un convenio con la Presidencia de la República donde se detallen los acuerdos y establezca 

los arreglos de ejecución particulares para la correcta implementación, control y seguimiento de 

cada caso”. 

La ley establece que los operadores pueden traspasar a empresas los créditos que adquieran con 

el Estado. Esto deja abierto un traslado de recursos a los empresarios privados. En segundo lugar, 

el canje de deuda con el Estado se planteaen términos temporales, pasado, presente y futuro. 

Llama la atención que dejan abierta la posibilidad de canjear a futuro la deuda; esto abre las 

puertas para que el Estado pueda obligar a los operadores, a difundir publicidad estatal aun 

cuando no tengan deudas con el Estado. 

“Los operadores pueden traspasar los créditos fiscales queadquieran con el Estado en el marco de 

esta Ley a empresas osociedades relacionadas al operador, y podrán usarse para elpago del 

Impuesto Sobre la Renta o cualquier otro impuesto quedeba pagarse al Estado”. 

“Los valores que correspondan a cualquier tipo de publicidad que el Gobierno de la República 

solicite a cualquier operador, o persona natural o jurídica en el convenio regulador específico y 

dentro del marco de la presente Ley, podrán ser canjeables por pagos de cualquier tipo de 

impuestos, tasas, pago de permisos, cánones, servicios públicos, licencias o cualquier otro tipo de 

multas, recargos, intereses moratorios y otros conceptos u obligaciones financieras con el Estado 

ya sea ésta pasada, presente o futura”. 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos manda en el artículo 13, numerales 1,2 y 3, 

referidos a la libertad de pensamiento y de expresión: 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho 

comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin 

consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por 

cualquier otro procedimiento de su elección. 
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2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa 

censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la 

ley y ser necesarias para asegurar: a. el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, 

o b. la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. 

3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el 

abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias 

radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por 

cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y 

opiniones. 

La propuesta de Ley de Protección a defensores de derechos humanos, periodistas y 
operadores de justicia 

La discusión deesta propuesta de ley ha sido rechazada y estigmatizados sus actores por parte del 

presidente del Congreso Nacional, Mauricio Oliva: 

“No solo es el disuasivo del carro blindado, de las personas que andan ahí, también es la 

conductala que pone en riesgo a estos grupos considerados vulnerables”(Alerta 072-14). 

“Le dieron seguridad a un periodista. Más bien ese periodista mató a una persona. No es solo el 

disuasivo del carro blindado, de las personas que andan ahí, también es la conducta; el otro día le 

pasó un altercado a un fiscal. Qué le sucedió, en una discoteca a las 3:00 de la mañana, si hubiera 

estado en su casa tranquilo o en un lugar seguro, no le hubiera pasado”(C-Libre, alerta 072-14). 

Cuando fue consultado sobre los motivos para interrumpir la aprobación de la ley,el presidente del 

Congreso sostuvo que el tercer debate de la normativa fue suspendido debido a que “no hay 

presupuesto” y opinó que “la mejor medida de seguridad se la da uno solo”(C-Libre, alerta 072-14). 

Para C-Libre,la respuesta del alto funcionario refuerza la propaganda estatal y la estigmatización 

de las víctimas como una estrategia de justificación de la violencia.De esta forma se le resta 

importancia a un compromiso que el Estado de Honduras hizo cuatro años atrás, en el examen 

periódico universal en Ginebra.  

“El mecanismo de protección a periodistas, comunicadores sociales y operadores de justicia es una 

necesidad ante la falta de protección por parte del Estado, por lo que las declaraciones del 

presidente del Congreso Nacional, son irresponsables y ofenden la dignidad de las víctimas de 

violaciones a los derechos humanos”, sostuvo el Director Ejecutivo de C-Libre, Héctor Longino 

Becerra”, y añadió: “Es fácil que el presidente del Legislativo exprese que tenemos que cuidarnos 

nosotros mismos, cuando él tiene asignado, con recursos del pueblo hondureño y de forma 

privilegiada, un contingente de guardaespaldas y vehículos. Resulta que ahora el señor Oliva, con 

sus palabras, pretende cortarnos nuestras libertades y que los defensores de derechos humanos y 

los periodistas nos encerremos en nuestras viviendas”.(C-Libre, alerta 072-14). 



 

32 

3.3. PAPEL DE LOS ORGANISMOS NACIONALES E INTERNACIONALES DE DERECHOS 
HUMANOS EN LA OBSERVANCIA DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN 

En este apartado se analiza la situacióndelderecho a la libertad de expresión durante el año 2014 

en los informes presentados sobre Honduras por los siguientes organismos internacionales:1) 

Human RightsWatch; 2) PEN internacional; 3) Reporteros sin Fronteras; 4) FreedomHouse; 5) El 

índice de “voz y rendición de cuentas” del Banco Mundial;6) El informe de Amnistía Internacional; 

y 7) informe de la CIDH para Honduras 2015.  

En el plano local se incluyen el informe que presentó el Comisionado Nacional de Derechos 

Humanos y el informe correspondiente al segundo ciclo de revisión del Examen Periódico 

Universal (EPU) que elaboró el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo(PNUD) en 

conjunto con instituciones del Estado, ambos presentados en 2015.  

El informe de Human RightsWatch destaca que periodistas y activistas campesinos son 

particularmente vulnerables a la violencia, aduciendo que el gobierno no hace esfuerzos por 

procesar a los responsables y garantizar la protección de las personas en riesgo.La libertad de 

expresión queda limitada por el estado de excepción en que constantemente vive la población. En 

este contexto, los menores de edad se cuentan entre los más vulnerables, siendo los más 

afectados por la ola de asesinatos que marca al país. Se cita el informe del Comisionado Nacional 

de los Derechos Humanos(Conadeh), según el cual a lo largo de solo cuatro meses de 2014 fueron 

asesinadas 270 personas menores de 23 años. 

Por su parte, el informe del Grupo de Trabajo de las Naciones Unidas sobre la utilización de 

mercenarios declaró que el gobierno de Honduras no hacía nada para regular adecuadamente a 

las empresas de seguridad privada.Asimismo, expresó su preocupación respecto a su “supuesta 

implicación en violaciones de derechos humanos generalizadas, incluyendo asesinatos, 

desapariciones, desalojos forzosos y violencia sexual”.  

El informe presentado por PEN internacional y el Programa de Derechos Humanos de la Facultad 

de Derecho de la Univerdad de Toronto (IHRP), en el marco del segundo Examen Periódico 

Universal (EPU) de la ONU, dice que a pesar de las medidas adoptadas por el Estado de Honduras, 

la mayoría de las áreas de preocupación que se señalaronen 2010 persisten o han empeorado, 

mientras que muchos avances elogiados en ese momento se han visto seriamente afectados. 

También señalan la falta de voluntad para investigar las violaciones a la libertad de expresión y 

para proteger a periodistas. De acuerdo a este informe 26 periodistas fueron asesinados desde el 

último EPU en 2010, y 44 desde 2003, de los cuales sólo se han obtenido condenas para cuatro, 

quedando 40 sin resolver. 

El informe destaca que se ha descubierto que los responsables del 50% de todos los ataques a la 

libertad de expresión en 2013 en los que se pudo identificar a los perpetradores eran agentes 

estatales. Se añade que el fracaso en la investigación trae como consecuencia la negación del 

derecho del público en general de obtener información y conocer la verdad. 
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En el informe se señala que las recomendaciones recibidas por el país en 2010 han sido aplicadas 

de forma insuficiente. Se cita el poco trabajo de la Fiscalía Especial de Delitos contra la Vida 

(FEDCV), creada para investigar y enjuiciar asesinatos de periodistas, resaltando que no está claro 

si su personal cuenta con algún tipo de formación en derechos humanos. La Oficina de la Fiscalía 

Especial para los Derechos Humanos –que se encarga de investigar ataques no mortales contra 

periodistas en los que se sospecha participación del Estado- carece de personal y recursos 

suficientes para llevar a cabo su labor.  

El informe expresa preocupación por la degradación de la Secretaría de Justicia y Derechos 

Humanos a una subsecretaría del Ministerio del Interior, el hecho de que el proceso de selección 

del nuevo Comisionado Nacional de los Derechos Humanos sea excesivamente político, aduciendo 

que el nuevo titular “tiene mucho por hacer para restaurar la credibilidad que la oficina perdió 

después de que el excomisionado apoyara públicamente el golpe de 2009” (PEN, 2015), la 

disolución de la unidad para la aplicación de las recomendaciones de la Comisión de Verdad y 

Reconciliación y de la Comisión de Reforma de Seguridad Pública, creada en febrero de 2012  y 

disuelta en marzo de 2014.  

Por otro lado, el informe afirma que en los escritores y periodistas están limitados en una serie de 

leyes y prácticas nuevas producto de la regresión hacia una cultura del secreto, con acceso a las 

fuentes oficiales cada vez más restringido mediante la Ley de Secretos Oficiales y de Clasificación 

de la Información que entró en vigencia en marzo de 2014, que limita el acceso a la información al 

capricho del funcionario individual.Se menciona la vulneración del derecho a la privacidad con la 

Ley Especial sobre Intervenciones de las Comunicaciones Privadas de diciembre de 2011, que 

permite intervenir llamadas telefónicas de periodistas y defensores de derechos 

humanos.Considera crítico que se haya quitado la prioridad a una promesa hecha por el anterior 

gobierno, en el sentido de despenalizar parcialmente la difamación, que se castiga con hasta cinco 

años de prisión. Según el informe, este hecho amedrenta a los periodistas, quienes también 

“enfrentan cada vez más la amenaza de cargos de sedición”(PEN, 2015).Por último el informe 

destaca la poca inversión que el gobierno ha hecho en el sector cultura y en una política a largo 

plazo para promover la investigación.  

La organización Reporteros sin Fronteras, por su parte, relata el clima hostil en que trabajan los 

periodistas en Honduras, quienes son víctimas de amenazas, hostigamiento judicial, agresiones y 

asesinatos. Señala que el gobierno, lejos de garantizar la seguridad de los periodistas, más bien 

justifica los hechos,acusándolos de tener conexiones con el crimen. Los periodistas críticos, afirma, 

deben hacer frente a las limitaciones en acceso a la información pública, a procesos legales 

indebidos y amenazas de los representantes del Estado.  

El informe señala que los más afectados son las “voces críticas” como Radio Globo o Canal 36, que 

padecen acoso judicial y numerosas amenazas, negándoseles también el acceso a la cobertura 

noticiosa en el Congreso Nacional y en eventos internacionales. El Estado de Honduras, afirma, no 

cumple con la declaración de principios sobre libertad de expresión de la Comisión Interamericana 

de Derechos Humanos, que establece: “el acceso a la información en poder del Estado es un 
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derecho fundamental de los individuos. Los Estados están obligados a garantizar el ejercicio de 

este derecho”. El informe señala amenazas a muerte recibidas por periodistas de parte de las 

autoridades del Congreso y de la presidencia.  

Según el informe, Honduras está lejos de asignar el 33% de las frecuencias a los medios de 

comunicación comunitarios, como lo recomiendan la CIDH y Reporteros Sin Fronteras. Denuncia 

además la situación de vulnerabilidad que atraviesan dichas radios, mencionando que la policía 

intentó allanar lasede en La Asomada, departamento de Lempira, de La Voz de Puca, el 22 de 

enero de 2015, la policía.Honduras ocupa el puesto 132, de los 180 países que conforman la actual 

Clasificación Mundial de la Libertad de Prensa, elaborada por Reporteros sin Fronteras cada año. 

Concordando con otras organizaciones, el informe de la organización FreedomHouse comienza 

afirmando que Honduras es considerada uno de los países más peligrosos del mundo para los 

periodistas, con diez muertos en 2014,en comparación a los tres en 2013. La tasa de impunidad en 

casos de periodistas asesinados es del 95 por ciento. Asimismo, afirma que la libertad académica 

ha estado bajo una creciente amenaza desde el golpe de 2009, ya que los sindicatos de maestros 

han sido blanco de la violencia de Estado y la represión. Los educadores también fueron objeto de 

extorsión por parte de miembros de pandillas, que controlaban la totalidad o parte de las escuelas 

en algunas zonas. En marzo de 2014, el gobierno puso en marcha el programa Guardianes de la 

Patria, que describió como un programa educativo dirigido a jóvenes en riesgo. Liderados por las 

fuerzas armadas de Honduras, el programa ha proporcionado la educación cívica y religiosa a unos 

25,000 niños, según el gobierno, aunque en la práctica promuevela violencia yla militarización de 

la juventud. 

Según FreedomHouse, desde el golpe de 2009 las autoridades han violado sistemáticamente las 

garantías de libertad de prensa establecidas por la constitución. Numerosas estaciones de radio y 

televisión reportaron acoso continuado en 2014, incluyendo vigilancia policial, agresiones, 

amenazas, transmisiones bloqueadas y cortes de energía. Por otro lado, destaca la precariedad a 

que están expuestas las protestas, señalando los casos de Tomás García y Justo Soto, líderes lencas 

muertos durante las manifestaciones contra el proyecto hidroeléctrico de Agua Zarca. 

El informe de Amnistía Internacional también externa su preocupación por la represión contra 

quienes se manifiestan en contra de las medidas gubernamentales. Se citan los casos de Mario 

Argeñal y de la líder Margarita Murillo, quien fue muerta a tiros en la comunidad de El Planón23. Se 

destaca que los pueblos garífunas e indígenas siguieron sufriendo discriminación y violación en su 

derecho a la tierra, vivienda, agua, salud y educación. El informe destaca que se siguen realizando 

proyectos a gran escala en los territorios de estos pueblos sin su consulta ni previo consentimiento 

libre e informado. Se criminaliza la protesta; líderes garífunas e indígenas enfrentan cargos 

penales falsos y son blanco de ataques e intimidación por el trabajo que llevan a cabo.  

                                                           
23

El 24 de febrero, Mario Argeñal se convirtió en blanco de intimidación y acoso por exigir justicia a las autoridades por la muerte de su 

hermano, el periodista Carlos Argeñal, quien fue muerto a tiros en su casa en Danlí, departamento de El Paraíso, el 7 de diciembre de 

2013. El 4 de junio, un miembro del Comité de Familiares de Detenidos Desaparecidos en Honduras (Cofadeh) fue secuestrado en 
Tegucigalpa durante dos horas; fue atacado físicamente, casi estrangulado con un cable y robado antes de ser liberado.  
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Según el informe nacional presentado ante el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones 

Unidas por parte del gobierno de Honduras, en materia de libertad de expresióny del acceso a la 

información y protección de datos privados, se ha consolidado el IAIP, al establecer una red de 

oficiales de información pública en todas las instituciones del gobierno central y resolver un 

promedio de 2,000 solicitudes de información anuales. Asimismo destaca el funcionamiento de 22 

radiodifusoras con fines comunitarios, operadas por ONG y asociaciones de pobladores y 

organizaciones de pueblos indígenas y afrohondureños. Como era de esperarse, el informe no 

señala ninguna de las irregularidades que sí hacen los otros organismos en el plano internacional.  

El Informe del Conadeh sobre lasituación de la libertad de prensa y de expresión en Honduras dice 

que 2014 se caracterizó por una serie de hechos contra periodistas, comunicadores sociales y 

medios de comunicación, que van desde amenazas, actos de intimidación, atentados,agresiones, 

asaltos, persecuciones, cancelación de programas, querellas en los tribunales e inclusola muerte 

de una decena de ellos. El Comisionado registró durante 2014 alrededor de 50 hechos 

relacionados con la libertad de expresión y de información en Honduras: 6 casos de amenazas, 2 

atentados,2 de agresiones, un rapto, dos asaltos, 3 casos de persecución, el cierre de un programa 

radial,la confiscación de un medio de comunicación; 2 casos de decomiso de equipo; 4 sentencias 

condenatorias;2 sentencias absolutorias; 3 audiencias de conciliación; 4 limitaciones a la libertad 

de expresión; la condena contra un periodista; la querella contra un director de noticias; y la 

muerte violenta de diez personas ligadas a los medios de comunicación. 

Sobre esto último, el informe del Conadeh detalla que en el 2014 perdieron la vida en 

circunstancias violentas10 personas ligadas a losmedios de comunicación, de los cuales 5 

laboraban en radio, 2 en televisión, 2 eran propietarios de canales de televisión y uno combinaba 

su laborcomo productor de televisión y locutor de radio. Desde noviembre del 2003,cuando se 

reportó la muerte violenta del periodista Germán Rivas en Santa Rosa de Copán,hasta elaño 2014, 

han muerto 50 personas vinculadas a los medios de comunicación, entre periodistas, 

comunicadores sociales y propietarios de medios. 
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Los hechos. Agresiones a la libertad 
de expresión en cifras 

4.1 ANÁLISIS GENERAL DE LAS PRINCIPALES AGRESIONES A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN 

La libertad de expresiónes uno de los requisitos fundamentales para la construcción de una 

sociedad plenamente democrática y participativa, y forma parte de los mecanismos a través de los 

cuales los sistemas sociales se renuevan y regeneran constantemente. En los últimos cuatro años 

este derecho se ha visto altamente deteriorado en Honduras.  

En términos absolutos, la mayor parte de las agresiones a la libertad de expresión han venido 

desde los diversos entes gubernamentales. Destaca la forma en que desde el ejecutivo se 

mantiene una situación de intimidación permanente hacia los medios de comunicación,con 

algunos casos que han terminado en homicidios. La escalada de violencia en contra de los y las 

periodistas se mantiene constante desde 2009, como parte de la nueva correlación represiva de 

fuerzas que se ha venido conformando en el marco de un Estado militarizado y con mayores 

alcances en torno la capacidad de represión.  

En el período comprendido entre enero a diciembre de 2014, C-Libre monitoreó 94 actos que 

conllevan agresiones a la libertad de expresión. Se contabilizan unos 87 entes o actores 

responsables de las mismas y 81 ofendidos, entre entes y personas particulares. Se registra un 

significativo descenso respeto al 2013; no obstante, aumenta la cantidad de asesinatos, amenazas 

y atentados.  

La falta de acción para controlar estos abusoshace al Estado cómplice de los mismos y tiene como 

resultado una restricción indirecta a la libertad de expresión. 

El patrón tiempo denota sistematicidad en el accionar 

La mayor cantidad de agresiones a la libertad de expresión se da en los tres últimos meses del año 

2014; esto puede deberse a un patrón planificado en donde las agresiones a la libertad de 

expresión acontecen cuando existe menor capacidad de respuesta de la sociedad en general, 

como sucede cuando la población se encuentra disfrutando de tiempo de feriados nacionales y 

sometidos a abundante propaganda comercial y de promoción del ocio. 

  

4 
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Cuadro No. 1  Número de alertas por meses 

Meses Número de alertas   
Enero 6   

Febrero 5   
Marzo 4   
Abril 7   
Mayo 7   
Junio 9   
Julio 4   

Agosto 7   
Septiembre 8   

Octubre 10   
Noviembre 14   
Diciembre 13   

Total 94   

 

Lugares de ocurrencia de los hechos 

La mayor cantidad de agresiones se dieron en los departamentos de Francisco Morazán, con la 

mitad de todas las agresiones (46/94), seguido de Cortés (10/94) y Valle (7/94). En el centro del 

país la mayor cantidad de agravios se dan por obstrucción informativa (7/46), censura (6/46), 

querellas o acusación judicial (4/46), represión judicial (5/46) y denegatoria de información pública 

(3/46), mientras que las víctimas de homicidios son en su mayoría periodistas del interior del país.  

Cuadro No. 2 Frecuencia de agresiones a libertad de expresión en Honduras, según lugar de 

origen en 2014 

Lugar Frecuencia Lugar Frecuenc

ia 

Amapala, Valle 1 Patuca, Olancho 1 

Barra Vieja, Tela, Atlántida 1 Progreso, Yoro 2 

Catacamas, Olancho 2 Puerto Cortés, Cortés 1 

Choloma, Cortés 4 Roatán, Islas de la Bahía 1 

Choluteca 1 Sambo Creek, Atlántida 1 

Comayagua, Comayagua 2 San Francisco de Opalaca, Intibucá 1 

El Paraíso, El Paraíso 1 San Juan de Opoa, Copán 1 

La Ceiba, Atlántida 1 San Pedro Sula, Cortés 6 
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La Masica, Atlántida 1 Santa Elena, La Paz 1 

La Paz 3 Santa Rita, Yoro 1 

Langue, Valle 2 Santa Rosa de Copán, Copán 1 

Limón, Colón 1 Sonaguera, Colón 1 

Nacaome y Langue, Valle 1 Tegucigalpa, DC 46 

Nacaome, Valle 3 Tocoa, Colón 2 

Namasigüe, Choluteca 1 Trujillo, Colón 2 

Olanchito, Yoro 2   

Total 94 

 

Las principales agresiones a la libertad de expresiónse relacionan con el mapa de la conflictividad 

en Honduras, que a su vez refleja los intereses en juego,territorios en conflicto y los grandes 

intereses políticos que se tejen desde los tres principales poderes del Estado.  

Los departamentos de Cortés y Francisco Morazán son el correlato de la vida económica y la 

política, que es el espacio público constitutivo de la libertad de expresión. Sin embargo, es en el 

interior del país donde se presentan la mayor cantidad de asesinatos (8/10)y atentados (todos se 

dan fuera del Distrito Central); ellose explicaría debido a los escenarios de conflicto en la lucha por 

territorios y recursos naturales. Muchos de estos asesinatos están vinculados a la industria 

hidroeléctrica, la minería y la agroindustria, por lo que no es casualidad que de acuerdo a un 

informe de Global Witness, Hondurasesel país más peligroso para ser ecologista, destacando que 

sólo en 2014 más de 14 activistas vinculados con el medio ambiente fueron asesinados, siendo 

Honduras el país con mayor índice per-cápita de activistas del ambiente asesinados (Global 

Witness, 2014 p. 16).  Este mismo informe señala que “los conflictos por la tierra y los proyectos 

extractivos y de presas son las principales causas de la violencia contra activistas. Se producen 

muchos ataques contra líderes indígenas que defienden su tierra y sus recursos naturales, a 

menudo en el contexto del desarrollo de megaproyectos que no cuentan con su consentimiento 

previo e informado” (Global Witness, 2014 p. 16). 

Un caso preocupante es el de la minería, en donde algunas ONGs del país han recursos de 

inconstitucionalidad contra la ley de minería porque no garantiza el consentimiento libre, previo e 

informado y  no obliga a divulgar información financiera y técnica básica sobre los proyectos de 

minería. El informe de Global Witness asegura que dicha ley solo garantiza la protección de las 

fuentes de agua «registradas», lo que deja la puerta abierta a la expropiación de las fuentes de 

agua comunitarias por parte de los proyectos de minería (Global Witness, 2014, p. 16). 
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Gráfico No. 1. Número de violaciones a la libertad de expresión por departamento. 
Honduras, 2014 
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El género: el espacio público como espacio de construcción de la libertad de expresión 

El espacio público sigue siendo predominantemente de los hombres, lo que se denota en las 

estadísticas de la libertad de expresión. En general la mayor parte de las personas agraviadas son 

del sexo masculino (65/78), lo que representa el 69.07%; el sexo femenino (12/78) representa un 

12.37%;. Se registran 17 agresiones que representan un 18.56% donde hombres y mujeres fueron 

agredidos de manera conjunta. Estos datos implican la personalización como política de Estado, 

por un lado; por otro, que los agravios o agresiones tienen un componente circunstancial y que la 

mujer tiene menos espacios para la visibilidad pública. 

Cuadro No. 3. Número de personas agraviadas en su derecho a lalibertad de expresión 
según sexo. Honduras, 2014  

Sexo Frecuencia Porcentaje 

F 12 12.37% 

F/M 17 18.56% 

M 65 69.07% 

TOTAL 94 100.00% 

Gráfico No. 2. Número de actores afectados en su derecho a la libertad de expresión 
según sexo. Honduras 2014. 

 

Tipología de las violaciones a la libertad de expresión 

De un total de 94 casos de violaciones a la libertad de expresióndestacan los actos de intimidación 

y acoso contra periodistas(14/94), quienes a su vez son los que reciben la mayor cantidad de 

amenazas (13/94) durante el 2014. Asimismo,la censura (9/94) yla obstrucción informativa 

(6/94)figuran como como agresiones que imposibilitan el acceso a la información, sobre todo a 

medios de comunicación no oficiales,que podrían brindar coberturas alternativas de diversas 
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agendas que son vitales para la construcción de una ciudadanía bien informada. Asimismo, los 

mecanismos legales funcionan como mordaza para que los periodistas practiquen la autocensura; 

de esta forma se registranquerellas o acusaciones (6/94) y represión judicial (6/94) como prácticas 

que limitan la capacidad de los comunicadores para informar. 

Gráfico No. 3. Cantidad de violaciones a la libertad de expresión según tipo de violación 
Honduras, 2014. 

 

Actores o gremios que son afectados en su derecho a la libertad de expresión en Honduras 

El gremio de periodistas es el más agredido (73/94 agravios), lo que representa un 78% del total 

de casos.Le siguen actores de la sociedad civil, con un 15% del total de los casos, entendiendo por 

sociedad civil todas las personas que están fuera de las estructuras gubernamentales y que no 

forman parte de la empresa privada. 

Cuadro No. 4. Principales actores agraviados en su derecho a la 
libertad de expresión. Honduras 2014 

Categoría Frecuencia Porcentaje 

Actor sociedad civil 14 15% 

Ente gubernamental 2 2% 

Estudiantes UNAH 5 5% 

Periodistas 73 78% 

TOTAL 94 100% 
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Gráfico No. 4. Actores afectados en su derecho a la libertad de expresión según 
categoría y ámbito profesional 

 

Al desglosar la información por profesión de las personas ogremios sujetos a agresiones contra la 

libertad de expresión, los periodistas son los que más agresiones recibieron, con 44/94, que 

equivale a un 46% del total de todas las agresiones. Le siguen defensores de derechos humanos y 

comunicadores sociales con 12 casos de 94. Cabe destacar que los directores de medios 

enfrentaron agravios de manera significativa con 6 casos contabilizados. 

Cuadro No. 5 Actores afectados en su derecho a la libertad de 

expresión en Honduras durante 2014 por Profesión 

 Frecuencia 

Periodista 44 

Comunicador social 12 

Defensor de DDHH 12 

Periodista director de medio 6 

Estudiantes universitarios 6 

Reportero 5 

Instituciones estatales. 2 

Locutor 2 

Camarógrafo y productor 1 

14 2

5
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expresión según categoría ámbito profesional
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Estudiantes UNAH

Periodistas
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Diputados 1 

Dueño de medio 1 

Exdiputada 1 

Asesino de Periodista 1 

TOTAL 94 

 

Gráfico No. 5. Actores afectados en su derecho  a la libertad de expresión, por orden de 
frecuencia.Honduras, 2014 

 
 

¿Quiénes son los responsables de las agresiones a la libertad de expresión? 

La mayoría de las agresiones fueron cometidas por actores que forman parte de la estructura 

gubernamental, lo que supone una sociedad en donde el Estado se convierte en el principal 

órgano reproductor de la violencia estructural y que restringe la libertad de expresión en diversas 

facetas de la cotidianidad. Salvo los actores desconocidos, en su mayoría vinculados con atentados 

y homicidios, el Estado representa la totalidad de los demás casos de agravio a la libertad de 

expresión. Si a esto sumamos el hecho de que los homicidios en su mayoría no han sido resueltos 
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por parte de los órganos judiciales, encontramos un patrón de posible relación entre estos casos 

desconocidos y las demás agresiones que son en su mayoría del Estado,entre entes autónomos y 

semiautónomos (73% del total). Los ataques a periodistas no pueden ser vistos solo como el 

ataque a los derechos de una persona, sino a toda la sociedad que tiene derecho a estar 

informada. De acuerdo al informe de relatoría de las Naciones Unidas 2013, Honduras es el país 

con mayor incidencia de homicidios a periodistas y presumiblemente el mayor índice de casos sin 

ser investigados, lo cual en sí genera aún más violencia.  

Considerando que la mayor cantidad de agresiones se dan de parte de las autoridades 

gubernamentales, y que la mayoría de atentados y asesinatos continúa sin resolver,se puede 

asumir que existe un mecanismo a través del cual se atenta contra la vida depersonas que 

cuestionan ciertas decisiones de política o revelan información de carácter delicado.  

 
 

 

Cuadro No. 6. Número de violaciones a la libertad de 

expresión según ente responsable. Honduras, 2014 

Categoría del ente activo Frecuencia 

Desconocido 23 

Gubernamental (ente autónomo) 1 

Gubernamental (poder ejecutivo) 19 

Gubernamental (poder judicial) 11 

Gubernamental (poder legislativo) 8 

Medio comunicación 3 

Ministerio Público 1 

Municipalidad 12 

Personas particulares 2 

Secretaría de Defensa 3 

Secretaría de Seguridad 6 

UNAH 5 

TOTAL 94 
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Podemos apreciar que el poder ejecutivo comete la mayor parte de las agresiones (19/94), 

después de desconocidos, seguido por las municipalidades (12/94)lo cual tiene relación con que 

gran parte de las amenazas, atentados yhomicidios que se dan en el plano local, el poder judicial 

(11/94) y el legislativo(8/94).  

Gráfico No. 6. Número de violaciones a la libertad de expresión según ente responsable y 
frecuencia. Honduras, 2014 

 
 
La mayor parte  de agresiones a la libertad de expresión proviene de algún ente gubernamental, 

(66/94), lo que representa un 70% del total de las mismas, si tomamos en cuenta que los 

individuos desconocidos (vinculados en su mayoría a asesinatos y atentados)implican un 25%,se 

destaca que el Estado ha hecho poco por investigar dichos casos, tenemos un escenario claro de 

represión directa e indirecta de parte del ente Estatal que no garantiza en los aspectos 

fundamentales la libertad de expresión, dado que la mayor cantidad de agresiones están 

relacionadas con el Estado de Honduras.Es también importante resaltar que un 20% de los casos 

tienen que ver con alguna instancia del poder ejecutivo, especialmente con el Ministerio de la 

Presidencia.  

Todo caso de violencia contra periodistas,así como contra defensores de derechos humanos, debe 

asumirse inicialmente como producto de su profesión hasta que la investigación pueda demostrar 

lo contrario. En general, hay un patrón de intimidación. La militarización del país se hace cada vez 
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más visible, sobretodo desde el golpe de Estado; de esto pueden dar cuenta diversos actores de la 

sociedad civil. En palabras de Guadalupe Ruela, quien fue atacado por la policía militar cuando 

salía de comer en un hotel de la capital, “este militarismo funciona en un orden jerárquico que 

recibe órdenes y obedece, no hace preguntas”. Esta situación puede vivirse en diversos espacios 

de la cotidianidad, pues los órganos de seguridad privada siguen el mismo patrón, en donde el 

soldado ve a la población civil como subordinada que no debe siquiera expresar opiniones ni 

cuestionar24.  

Radio Globo y medios del interior del país los más afectados en su derecho a la libertad 
de expresión 

La mayor parte de las agresiones a la libertad de expresión se cometen en contra de los medios de 

comunicaciónque cuestionan al régimen; de ahí que Radio Globo (15/94) y los canales del interior 

del país (23/94) sean los que más agresiones graves registran y los que mayor cantidad de víctimas 

fatales reportan. La impunidad fomenta la autocensura. 

Número de violaciones a la libertad de expresión según medio de comunicación 
afectado en Honduras 2014. 

Medio Normal Frecuencia Porcentaje 

Medios al Interior del País 23 31.08% 

Globo 15 20.27% 

Canal 6 4 5.41% 

General 4 5.41% 

Radio Progreso 4 5.41% 

Televicentro 4 5.41% 

Comunitario 3 4.05% 

HRN 3 4.05% 

Cholusat 4 5.41% 

Conexihon 2 2.70% 

La Prensa 2 2.70% 

Canal 11 1 1.35% 

Canal 45 1 1.35% 

Diario Tiempo 1 1.35% 

El Libertador 1 1.35% 

HCH 1 1.35% 

Honduvisión 1 1.35% 

TOTAL 74 100.00% 

 

                                                           
24

Hay 15 mil militares, 12 mil policías y unos 120 mil guardias de seguridad privada, negocio para unos pocos, con vigilantes que ganan 

menos de salario mínimo, sin ningún beneficio y en turnos de 24 horas. Según el director de Casa Alianza, hace seis años se ejecutaba a 
43 jóvenes al mes; ahora que la seguridad está en manos de militares se ejecuta a 83. 
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La mayor parte de los ataques se concentran en los medios de comunicación del interior de país, 

(23/94), lo cual implica la existencia deconflictos relacionados con elcrimen organizado, 

transnacionales y campesinos que luchanpor sus tierras, seguido de Radio Globo (15/94), Canal 6 

(4/94) y Radio Progreso (4/94). 

Gráfico No. 7. Número de violaciones a la libertad de expresión según medio de comunicación 

afectado. Honduras, 2014. 

 

Llama la atención que gran parte de las amenazas han sido llevadas a cabo por gobiernos 

municipales; si a esto sumamos que la mayor parte de ofensas en materia de libertad de expresión 

y asesinatos han ocurrido en el interior del país, suponemos un escenario conflictivo desde el 

plano local y al que, por lo general se presta poca atención. 

Las amenazas están enfocadas contra periodistas y estudiantes y tienen como actor central al 

aparato Estatal.  
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Número de violaciones a la libertad de expresión según medio de 
comunicación afectado en Honduras 2014.
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Al revisar las amenazas y los responsables de las mismas, podemos ver que provienen desde 

instituciones del Estado y que están enfocadas en su totalidad contra periodistas y estudiantes. 

Las amenazas refieren a la capacidadque tienen diversos actores, en su mayoría ligados al aparato 

institucional del Estado, de ejercer coerción cuando ven cuestionadas sus acciones. La mayor parte 

de estas amenazas se dan desde los gobiernos municipales. 

Cuadro No. 8. Cantidad de amenazas por tipo según responsable y afectado(a). 

Honduras, 2014 

Tipo  Categoría del 

ente activo  

Ente 

gubernamental 

Estudiantes  

Periodistas  

 TOTAL  

Amenazas  Municipalidad  0 0 2 2 

Amenazas de 

querella 

 

Gubernamental 

(ente 

autónomo)  

0 0 1 1 

Municipalidad      2 2 

Amenazas a 

muerte 

 Desconocido  1 0 2 3 

 Personas o 

entes de 

Sociedad civil  

0 0 1 1 

 Secretaría de 

Defensa  

0 0 1 1 

Amenazas y 

levantamiento 

de perfiles 

Gubernamental 

(poder 

ejecutivo)  

  0 2 2 

 UNAH  0 1 0 1 

   TOTAL  1 1 9 13 

 

En este contexto, los ataques contra periodistas se van constituyendo como algo normal y 

generando legitimidad en la cultura. Las autoridades no investigan estos delitos eficazmente. Las 

intimidaciones vienen, en su mayoría de entes estatales (9/14) y en menor medida de parte de 

desconocidos (4/14).  
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Cuadro No. 9. Actores responsables y víctimas de Intimidación, acoso, 

estigmatizacióno levantamiento de perfiles. Honduras, 2014 

 Categoría del ente activo   Actor sociedad civil   Periodistas   

TOTAL  

 Desconocido  0 4 4 

 Gubernamental (ente autónomo)  0 0 0 

 Gubernamental (poder ejecutivo)  0 2 2 

 Gubernamental (poder judicial)  0 2 2 

 Medio comunicación  0 1 1 

 Municipalidad  0 2 2 

 Secretaría de Defensa  0 1 1 

 Secretaría de Seguridad  1 1 2 

 TOTAL  1 13 14 

 

Los homicidios relacionados con la libertad de expresión se dan en su mayoría contra periodistas, 

a diferencia de otros años en donde había más diversidad en el patrón. Las características 

principales de estos homicidios es que son todos llevados a cabo por desconocidos (modalidad de 

sicariato) y en circunstancias que parecieran ser cotidianas, pero obedecen a un patrón 

premeditado y recurrente, y en contra depersonas que son adversas al régimen de facto. 

 
 

Cuadro No. 10. Asesinatos relacionados con la 

libertad de expresión, por lugar de ocurrencia. 

Honduras, 2014 

Departamento Frecuencia Porcentaje 

Francisco 

Morazán 

1 10.00% 

Comayagua 1 10.00% 

Copán 1 10.00% 



 

50 

Cortés 2 20.00% 

El Paraíso 1 10.00% 

Olancho 2 20.00% 

Yoro 2 20.00% 

TOTAL 10 100.00% 

 

Formas indirectas de censura: querellas, represión judicial y obstrucción informativa 

Existen formas indirectas de censura quese presentan sobre todo desde el plano institucional. 

Diversos actores de los tres poderes del Estado ensayan una especie de mecanismo para impedir 

el acceso a la información, obstruir la cobertura de eventos clave y tomar medidas que son de 

carácter coercitivo, como son las querellas o demandas.  

Las 6 querellas realizadas contra de periodistas y comunicadores sociales, corresponden a 3 

personas que, de alguna manera están ligadas a la institucionalidad del Estado. Por un lado las 

acusaciones de Belinda Flores decana de la facultad de Ciencias Económicas al periodista Julio 

Ernesto Alvarado por difamación y de parte de  Sonia Gálvez, esposa del Fiscal General Adjunto al 

periodista David Romero Ellner de Radio Globo, y por último, las acusaciones de parte de la 

alcaldesa de La Paz, Gilma Ondina Castillo, al periodista Gilberto Gálvez por unos comentarios 

hechos en Facebook. 

Cuadro No. 11 

 

Número de querellas o acusaciones  

 Categoría del ente activo   
Periodistas  

 
TOTAL  

Sonia Gálvez, Esposa Fiscal General Adjunto 2 2 

Belinda Flores, Decana Facultad de Economía UNAH 2 2 

Gilma Ondina Castillo Rodríguez, Alcaldesa Municipalidad La 
Paz. 

2 2 

 TOTAL  6 6 

 

En cuanto a los casos de represión judicial, se contabilizan 6 de los cuales 2 vienen del ejecutivo, 3 
del poder judicial y 1 del legislativo.  
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Cuadro No. 12. Cantidad de casos sujetos a represión judicial por categoría de actor 

responsable y afectado. Honduras, 2014 

 Categoría del ente activo   Actor sociedad civil   

Periodistas  

 

TOTAL  

 Gubernamental (poder ejecutivo)  1 1 2 

 Gubernamental (poder judicial)  1 2 3 

 Gubernamental (poder legislativo)  0 1 1 

 TOTAL  2 4 6 
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4.2 PERFIL DE LAS AGRESIONES A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN POR CASOS 

Asesinatos de periodistas y comunicadores sociales 

La privación de la vida de periodistas y comunicadores sociales representa “la más cruenta 

anulación de la libertad de expresión y de los otros derechos humanos, por cuanto estos, todos, 

pierden sentido sin la existencia del ser humano. En su interpretación de principios, la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) sostiene, que las agresiones cometidas en contra de 

periodistas, se proponen silenciarlos, silenciarlas.(C- Libre, Informe libertad de expresión, 2011).  

El asesinato de quienes dedican su existencia al servicio cotidiano de informar a sus audiencias 

puede ser entendido también, como la acción más brutal y extrema que se ejecuta con el 

propósito de silenciaral comunicador y al mismo tiempo afectar el pensamiento colectivo de la 

sociedad. 

En el año 2014 fueron asesinadosdiez periodistas y comunicadores sociales: Carlos Hilario Mejía 

Orellana, Hernán CruzBarnica, Oscar Anthony Torres, Luis Alonzo Funes Duarte, HerlinIván Espinal, 

Nery Francisco Soto, Dagoberto Díaz, Dorian Ortez, Lilian Lizzeth Reyes y Reynaldo Paz Mayes. El 

número de asesinatos que se producen en este año 2014 sólo son superados por los ocurridos en 

2010 (11) y2012 (12). 

En los diez casos registrados se destaca la existencia de un patrón común. Nueve de los 

comunicadores fueron asesinados con armas de fuego, y de estos, siete fueron acribillados a 

balazos, lo que muestra la saña con la que se ejecutan este tipo de acciones. Solo uno de los 

asesinados recibió un balazo y uno fue asesinado a cuchilladas.Los registros muestran que tres de 

ellos fueron asesinados en sus casas o frente a sus casas; tres fueron son asesinados al interior de 

taxis;uno fue reportado como desaparecido y tres fueron asesinados cuando realizaban 

actividades personales fuera de sus casas y sus centros de trabajo. 

Es importante destacar que en uno de los casosla víctima tenía medidas cautelares otorgadas por 

la CIDH. Este asesinato “es una muestra más del fracaso de las políticas del Estado hondureño y de 

su falta de voluntad política para adoptar las medidas efectivas de protección establecidas por la 

CIDH”(C-Libre, Alerta No. 017-14). 

La acción de las autoridades se limita a opinar sobre el móvil del asesinato, a criminalizar a las 

víctimas y a justificar la ineficacia de los agentes estatales para resolver los casos. Se destaca la 

falta de conocimiento y experiencia de agentes policiales al contaminar la escena del crimen. La 

mayoría de los crímenes no reportan antecedentes a los hechos, a excepción de uno de los 

casos,en el que la víctima había sido reportada desaparecida días antes. Y la denuncia del hecho 

sólo se registra en el caso donde el periodista es miembro o forma parte de una colectividad 

comunicativa. 

En todos los casos, los perpetradores del hecho se registran como desconocidos. Sólo en uno de 

los casos el Secretario de Seguridad, ArturoCorrales Álvarez, manifestó que contaban con 
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información sobre los hechores, lo que nos lleva a incluir estos nuevos casos de asesinatos de 

periodistas en las estadísticas de impunidad imperante. 

 

No.  de alerta 017-14 Descripción de los hechos 

Fecha 03 de abril de 2014 Carlos Hilario Mejía Orellana, miembro del Equipo de 
Reflexión, Investigación y Comunicación (ERIC), de la 
Compañía de Jesús en Honduras, fue asesinado a puñaladas 
la noche del viernes 11 de abril en su casa de habitación. 
 
En conferencia de prensa, el sacerdote jesuita Ismael 
Moreno expresó que el hecho sangriento es un golpe 
directo, no solamente a la vida de Carlos Mejía y su familia, 
sino que también al trabajo que realiza Radio Progreso y el 
ERIC. 

Nombre de la alerta Asesinan a miembro del equipo de 
Radio Progreso 

Nombre de la víctima Carlos Hilario Mejía Orellana 

Profesión u oficio Locutor 

Medio Radio 

Tipo de agresión Asesinato 

Lugar de la agresión Progreso, Yoro. 

Responsable de la agresión Desconocidos. 

Actuación de las autoridades  No hay acciones. 

Antecedentes  La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 
había otorgado medidas cautelares en los años, 2009, 2010, 
2011. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se denuncia este hecho, porque vulnera el trabajo de 
comunicación, y el derecho a la libertad de expresión y la 
vida de todos los miembros de nuestro equipo, dijo el Padre 
Ismael Moreno. 

 

No.  de alerta 028-14 Descripción de los hechos 

Fecha 28 de mayo De un impacto de bala fue asesinado Hernán Cruz Barnica 
de 52 años de edad. La última vez que fue visto con vida fue 
alrededor de las 4:00 pm en el municipio de Santa Rosa de 
Copán, cuando un hombre contrató los servicios de Cruz 
Barnica, quien además de comunicador era conductor del 
taxi 0240, de su propiedad. 

“Aproximadamente una hora después (5:00 pm), el cuerpo 
de Hernán estaba sin vida al interior de su taxi en la calle 
que conduce hacia el municipio de Dulce Nombre”. 

Nombre de la alerta Asesinan a Comunicador social de  
radio comunitaria en Honduras 

Nombre de la víctima Hernán Cruz Barnica.  

Profesión u oficio Comunicador social 

Medio Radio comunitaria “La voz de la 
Esperanza”. 

Tipo de agresión Asesinato 

Lugar de la agresión San Juan de Opoa, Copán 

Responsable de la agresión Desconocidos 

Actuación de las autoridades  Se desconoce 

Antecedentes  No hay antecedentes 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se desconocen las razones. 

No. de alerta 029-14 Descripción de los hechos 

Fecha 31 de mayo de 2014 La mañana del domingo 1 de junio de 2014, en la 
comunidad de Palestina, municipio de Patuca, 
departamento de Olancho, en la zona nororiental del país, 
fue asesinado de varios impactos de bala el joven locutor 
Oscar Anthony Torres, de 24 años de edad. 

Una de las hipótesis de la policía de la zona es que la 
muerte de Torres podría ser el resultado de un asalto que 
se complicó, pues los bolsillos del pantalón del locutor se 
encontraban de fuera, y además, al momento del 
levantamiento el joven no portaba objetos de valor.  

Nombre de la alerta Asesinan a locutor de radio en el 
nororiente de Honduras 

Nombre de la víctima Oscar Anthony Torres 

Profesión u oficio Locutor 

Medio Radio 

Tipo de agresión Asesinato 

Lugar de la agresión Patuca, Olancho. 

Responsable de la agresión Desconocidos. 

Actuación de las autoridades  Se desconoce 

Antecedentes  No hay antecedentes. 
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Razones que motivan  la 
denuncia 

 No hay denuncia. 

 

No. de alerta 037-14 Descripción de los hechos 

Fecha 24 de junio de 2014 El 23 de junio asesinaron con cinco impactos de bala al 
comunicador social, Luis Alonso Fúnez Duarte. 

El crimen se produjo alrededor de las 8:00 pm en el barrio 
La Hoya, justamente frente a la casa de habitación de Fúnez 
Duarte. 

“los asesinos aprovecharon el momento cuando Luis llegaba 
a su vivienda, junto a su hijo, a bordo de una motocicleta. 
Ahí en un momento muy vulnerable le dispararon y lo 
dejaron agonizando”.   

Nombre de la alerta Frente a su  residencia asesinan a 
comunicador social 

Nombre de la víctima Luis Alonzo Fúnez Duarte 

Profesión u oficio Comunicador social 

Medio Radio 

Tipo de agresión Asesinato 

Lugar de la agresión Catacamas, Olancho. 

Responsable de la agresión Desconocidos 

Actuación de las autoridades  Se desconoce 

Antecedentes  No hay antecedentes 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 No hay razones. 

 

No. de alerta 041-14 Descripción de los hechos 

Fecha 21 de julio del 2014 El Secretario de Seguridad, Arturo Corrales, confirmó que el 
cuerpo sin vida encontrado en el sector conocido como La 
Danta, en la comunidad de Santa Cruz de Yojoa, pertenece 
al periodista Herlyn Iván Espinal, quien fue reportado como 
desaparecido unas 48 horas antes. 

Corrales dijo que “hay muchos elementos que indican el 
móvil del asesinato del periodista, pero que no es el 
momento oportuno para darlos a conocer.  

Nombre de la alerta Sin vida fue encontrado periodista 
desaparecido 

Nombre de la víctima Herlin Espinal 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Televisión 

Tipo de agresión Asesinato 

Lugar de la agresión Santa Rita, Yoro. 

Responsable de la agresión Desconocidos 

Actuación de las autoridades  Cuentan con elementos del móvil del asesinato del 
periodista. Tienen información de las personas con las que 
el periodista tuvo contacto antes  de su muerte. Sin 
embargo, No da información sobre el móvil del asesinato, 
pero si se atreve a descartar que este se deba al ejercicio de 
la profesión. 

Antecedentes  Los familiares del periodista, reportaron la desaparición del 
periodista Espinal. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se reportó su desaparición. 

No. de alerta 042-14 Descripción de los hechos 

Fecha 15 de agosto de 2014. El periodista Nery Francisco Soto Torres, de 32 años de edad 
fue acribillado a tiros la noche del jueves 14 de agosto.  

El asesinato se produjo cuando el periodista “se disponía a 
introducir su motocicleta a su casa, y desde una vivienda en 
construcción individuos desconocidos le dispararon en 
repetidas ocasiones”.   

Nombre de la alerta Acribillan a comunicador social 

Nombre de la víctima Nery Francisco Soto 

Profesión u oficio Comunicador social 

Medio Televisión, canal 23 y Radio Full FM 

Tipo de agresión Asesinato 

Lugar de la agresión Olanchito, Yoro. 

Responsable de la agresión Desconocidos 

Actuación de las autoridades  La policía descarta el robo como móvil del asesinato. 

Antecedentes  No hay antecedentes. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Los últimos temas abordados por el periodista tenían que 
ver con el racionamiento de la energía eléctrica y la 
corrupción de funcionarios públicos.  
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No. de alerta 046-14 Descripción de los hechos 

Fecha 25 de agosto del 2014 El periodista Dagoberto Díaz, de 42 años de edad,  fue 
asesinado por desconocidos la noche del viernes 21 de 
agosto en el centro de la ciudad de Danlí.  

Según el informe policial, ofrecido a diversos medios de 
comunicación, el empresario de las telecomunicaciones 
recibió, dos impactos de bala a la altura de la cabeza, y 
lamentablemente murió cuando era trasladado hacia el 
hospital Gabriela Alvarado de la ciudad de Danlí. 

Nombre de la alerta Asesinan a periodista y propietario de 
medio de comunicación en la zona 
oriental del país 

Nombre de la víctima Dagoberto Díaz 

Profesión u oficio Dueño de medio. 

Medio Televisión, Café Visión, Canal 20 

Tipo de agresión Asesinato 

Lugar de la agresión El Paraíso, El Paraíso 

Responsable de la agresión Desconocidos 

Actuación de las autoridades  Se desconoce. 

Antecedentes  Con el asesinato de Díaz ya son cuatro los comunicadores, 
dueños de medios de comunicación, que han sido 
asesinados en este departamento, los otros tres crímenes 
permanecen en absoluta impunidad.  

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se desconocen razones. 

 

No. de alerta 063-14 Descripción de los hechos 

Fecha 14 de octubre de 2014 El 13 de octubre segaron la vida del locutor y cantante de 
reguetón Dorian Ortez (El Vikiry). 

El comisario Rodríguez informó que "según los compañeros 
de él, había sido asaltado y supuestamente luego que se 
viene de la parada de buses lo interceptan para matarlo en 
el vehículo donde iba (en un taxi), me imagino que por 
alguna de las cosas que le pudo haber dicho a los 
asaltantes.  

A veces el delincuente camina en la calle y quizás la víctima 
le dijo algo, a veces la víctima no mide estas 
consecuencias", señaló Rodríguez. 

Nombre de la alerta En una semana, dos comunicadores  
asesinados en confusos asaltos 

Nombre de la víctima Dorian Ortez.  

Profesión u oficio Locutor y cantante de reguetón 

Medio Radio 

Tipo de agresión Asesinato dentro de taxi 

Lugar de la agresión San Pedro Sula  

Responsable de la agresión Desconocidos 

Actuación de las autoridades  Declaración policial confusa porque contradice las 
publicaciones que salieron tras la muerte del cantante. No 
tiene sospechosos. Creen que fue un presunto robo. 

Antecedentes  No hay antecedentes. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 No hay razones de la denuncia. 

 

No. de alerta 063-14 Descripción de los hechos 

Fecha 14 de octubre de 2014 El 7 de octubre reciente fueron acribillados dentro de un 
taxi, la estudiante de periodismo de la Universidad Nacional 
Autónoma de Honduras (UNAH), Liliana Lizzeth Reyes, y el 
taxista, Daynis Flores Solórzano (48), en el bulevar Fuerzas 
Armadas de Tegucigalpa, en la zona central del territorio. 

Nombre de la alerta En una semana, dos comunicadores  
asesinados en confusos asaltos 

Nombre de la víctima  Lilian Lizzeth Reyes 

Profesión u oficio Estudiante de periodismo 

Medio UNAH 

Tipo de agresión Asesinato dentro de taxi. 

Lugar de la agresión  Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Desconocidos 

Actuación de las autoridades  Los portavoces policiales han hablado de la posibilidad de 
que en Honduras se estén dando asaltos simulados para 
cometer crímenes.  
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Antecedentes  Varias mujeres fueron asesinadas anteriormente: Saira 
Fabiola Almendares Borjas en 2012, la periodista Luz 
Marina Paz Villalobos en el 2011. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 No hay razones. 

 

No. de alerta 088-14 Descripción de los hechos 

Fecha 9 de diciembre de 2014 Mientras hacía su rutina diaria de ejercicios, el periodista 
Reinaldo Paz Mayes, fue acribillado a balazos por sujetos 
desconocidos. 

Los vecinos escucharon las detonaciones a eso de las 9:00 
de la mañana, cuando Paz Mayes corría por el polideportivo, 
detrás de la Cámara de Comercio. Dos horas después del 
hecho, a las 11:00 de la mañana, los peritos de Medicina 
Forense llegaron a la escena del crimen para hacer el 
reconocimiento legal en busca de indicios.  

Nombre de la alerta Asesinan a otro periodista en 
Honduras 

Nombre de la víctima Reynaldo Paz Mayes 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Televisión, Canal 28 RPM 

Tipo de agresión Asesinato 

Lugar de la agresión Comayagua, Comayagua. 

Responsable de la agresión Desconocidos 

Actuación de las autoridades  Contaminación de la escena del crimen. En la escena del 
crimen se veía seis policías militares paseándose, el cadáver 
fue tapado con un cartón, un policía preventivo estaba cerca 
de la cinta que resguardaba el lugar de los hechos. 

Antecedentes  No hay antecedentes 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 No hay denuncia. 

 

Asesinatos de personas relacionadas con periodistas 

C-Libre registró el asesinato de dos personas relacionados con periodistas. La primera víctima 

esMerelym Abigail Espinoza Bustillo, hija del periodista de la Radio y TV Globo, Rony Espinoza; la 

segunda es Carlos Acosta Meléndez,asesino del periodista HerlynIvan Espinal. Los dos asesinatos 

tienen la característica común que fueron perpetrados por desconocidos. El cuerpo sin vida de 

Merlym Abigail fue encontrado en una colonia capitalina y el de Carlos Acosta Meléndez en el 

municipio de Talanga, Francisco Morazán. La actuación de las autoridades policiales es mínima 

Con el asesinato de Merelym Abigail Espinoza ya son cinco los hijos de periodistas asesinados en 

Honduras, según los registros deC-Libre. Se detecta así un patrón para investigar las causas de los 

asesinatos.En violaciones a la libre expresión son los periodistas los que reciben la mayor cantidad 

de agresiones. Si bien esta agresión no fue directamente contra la vida del periodista,conlleva un 

mensaje oculto para los trabajadores de los medios de comunicación que tienen una familia que 

proteger.  

No. de alerta 067-14 Descripción de los hechos 

Fecha 23 de octubre de 2014. La adolescente de 14 años Merelym Abigail Espinoza Bustillo, 
encontrada entre las colonias San Francisco y Venezuela, al 
norte de la capital de Honduras, el domingo 2 de noviembre, 
a las 4:00 de la tarde. 

"Me la tiraron a un abismo", repetía este 4 de noviembre el 
periodista Rony Espinoza, en la Sala de dolientes de la 
morgue capitalina. 

Nombre de la alerta Asesinan a la hija de periodista en 
Honduras 

Nombre de la víctima Merelym Abigail Espinoza Bustillo, 
hija del periodista Rony Espinoza. 

Profesión u oficio Reportero 

Medio Radio Globo 

Tipo de agresión Asesinato de su hija 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 
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Responsable de la agresión Desconocidos 

Actuación de las autoridades  Las autoridades forenses analizan las lesiones y evidencias. 
Un comisionado policial se limitó a decir que iba a hacer todo 
lo posible, pero eso fue hasta hoy. 

Antecedentes  Con el asesinato de Abigail Espinoza ya son 5 los hijos de 
periodistas asesinados en Honduras. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 La denuncia se hace por tratarse de la hija de un periodista, 
ya que los trabajadores de los medios de comunicación son 
los que reciben más violaciones a su derecho de informar.  

 

No. de alerta 057-14 Descripción de los hechos 

Fecha 30 de septiembre de 2014 En el municipio de Talanga, departamento de Francisco 
Morazán, fue encontrado el cadáver de Carlos Acosta 
Meléndez, presunto homicida material del Periodista Herlin 
Iván Espinal Martínez.  

El cadáver de Acosta Meléndez fue ingresado a la morgue 
capitalina con el nombre de José Santos Ponce Zúniga, de 34 
años de edad, “los familiares del occiso aseguraron en la 
morgue que se trataba de José Santos Ponce Zúniga, al 
presentar documentación falsa del fallecido, con el fin de 
ocultar su verdadera identidad”. 

Nombre de la alerta Encuentran el cadáver del supuesto 
homicida del periodista Herlin 
Espinal 

Nombre de la víctima Carlos Acosta Meléndez 

Profesión u oficio Presunto Homicida de Herlin Espinal. 

Medio  

Tipo de agresión Asesinato 

Lugar de la agresión Talanga, Francisco Morazán 

Responsable de la agresión Desconocidos 

Actuación de las autoridades  Autoridades forenses constataron, mediante las huellas 
dactilares que le tomaron al joven, que se trataba de Acosta 
Meléndez. 

Antecedentes  No hay antecedentes 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 No hay razones. 

 

Caso de periodista atropellado por autobús que muere varios días después en Hospital 
Mario Catarino Rivas 

El periodista Rodolfo Murillo Santos fue atropellado por una unidad de la ruta interurbana que 

conecta las ciudades de Puerto Cortés y San Pedro Sula y fue ingresado en el Hospital Mario 

Catarino Rivas. Familiares, amigos y compañeros del gremio periodístico consideran que hubo 

negligencia médica en la atención al periodista, apoyados en el hecho de que nunca se le practicó 

un diagnóstico en los trece días que estuvo hospitalizado y porque nunca la esposa pudo hablar 

con una autoridad médica de la institución. Sin embargo, la denuncia por negligencia médica no 

fue interpuesta contra las autoridades del hospital. 

La actuación de las autoridades para esclarecer la muerte del periodista ha sido mínima. La 

impunidad se acrecienta cuando se comprueba que el conductor que atropelló a Murillo se 

encuentra conduciendo otro autobús. 

No. Alerta 047-14 Descripción de los hechos 

Fecha 24 de Agosto de 2014 Un loco al volante y la negligencia médica ocasionaron la 
muerte de Rodolfo Murillo Santos, un comunicador social de 
la ciudad de Puerto Cortés al norte de Honduras, quien murió 
la tarde del 26 de agosto en una camilla del Hospital Mario 

Nombre de la alerta Sistema de salud y de transporte 
ocasionan muerte de periodista. 

Nombre de la víctima Rodolfo Murillo Santos. 
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Profesión u oficio Periodista Catarino Rivas de San Pedro Sula.  

La mañana del jueves 14 de agosto Murillo Santos fue 
atropellado a inmediaciones del barrio Pueblo Nuevo por un 
autobús de la empresa SITUR, por lo que fue trasladado 
inmediatamente al Hospital Mario Catarino Rivas, donde 
permaneció 13 días, hasta el día de su muerte ocasionada por 
un infarto al miocardio. 

Medio Radio 

Tipo de agresión Accidente y negligencia médica 

Lugar de la agresión Puerto Cortés, Cortés. 

Responsable de la agresión Hospital Mario Catarino Rivas 

Actuación de las autoridades  “La muerte de Rodolfo es pura negligencia y aquí no hay más 
responsables, en primer lugar nunca se le hizo absolutamente 
nada al conductor de bus que lo atropelló ni a la empresa de 
transporte y para colmo de males en el hospital jamás dieron 
un diagnostico que precisara la situación de Murillo”. 

Antecedentes  La muerte del periodista se da en un contexto de intervención 
de una comisión de la Secretaría de Salud apoyados por 
miembros de la Policía Militar de Orden Público (PMOP) y de 
la Fuerza de Seguridad Interinstitucional Nacional (Fusina), 
hecho que ocurre tras la muerte de un paciente que adquirió 
gusanos en su cuello, producto de una infección no atendida. 

Razones que motivanla 
denuncia 

 Se hizo la denuncia del atropellamiento. 

 

Atentados 

Un atentado es una forma de agresión que implica el uso de la violencia con distinta intensidad y 

busca causar daño a la integridad física de la persona humana o a los objetivos materiales contra 

los que se atenta, con la finalidad de atemorizar a las víctimas. Los atentados contra la libertad de 

expresión tienen como propósito impedir el ejercicio de dicho derecho en sus diferentes 

manifestaciones. Los atentados registrados por C-Libre durante el año 2014 van dirigidos a impedir 

el ejercicio periodístico y la libertad de prensa. 

En tres de los cuatro atentados registrados destacan como patrones comunes disparos de armas 

de fuego por sujetos desconocidos, en un caso con vestimenta policial. La mayoría de los 

atentados fueron realizados a altas horas de la noche o de madrugada, a excepción de un caso que 

se efectuó en horas de la tarde. Las víctimas son personas que laboran en medios de 

comunicación; dos de ellas han sido víctimas de otro tipo de agresiones con anterioridad. La 

autoridad policial hizo una investigación mínima en el lugar de los hechos. 

Es de destacar, además, el temor que los atentados provocan en las víctimas, la indefensión 

institucional yel riesgo al que están expuestas por su trabajo, así como la violencia e impunidad 

con que actúan quienes realizan los atentados. Especial atención ocupa el atentado perpetrado 

contra la exdiputada Silvia Ayala, quien al momento del ataque se conducía en compañía de su hija 

menor de edad.  

 
No. de alerta 001-14 Descripción de los hechos 

Fecha 1 de enero de 2014 Según el periodista, una vez finalizada la programación musical 
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Nombre de la alerta Desconocidos tirotean vehículo de 

periodista frente al canal de 

televisión. 

especial de fin de año, a eso de la una de la madrugada del 

primero de enero del 2014, justamente cuando se disponía a 

subirse a su vehículo, una camioneta marca Mitsubishi 

Montero, tipo camioneta color negro, observó que había un 

impacto de bala a la altura de la puerta del conductor. 

“Luego supervise y vi que habían más disparos, pero ni el 

vigilante ni yo escuchamos nada, simplemente el carro 

apareció con siete perforaciones de bala. El carro estaba en el 

mismo lugar donde yo lo deje estacionado a eso de las 10 de la 

noche del 31 de diciembre", narró Madrid Vallecillo. 

Nombre de la víctima Héctor Antonio Madrid Vallecillo 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Televisión, corresponsal de canal 10 

Tipo de agresión Atentado 

Lugar de la agresión Tocoa, Colón 

Responsable de la agresión Desconocidos 

Actuación de las 

autoridades 

 El periodista interpuso la denuncia ante la Dirección Nacional 

de Investigación Criminal (DNIC), y las autoridades procedieron 

a hacer el levantamiento respectivo en la escena del tiroteo en 

donde encontraron casquillos de pistola 9 milímetros. 

Antecedentes  No había recibido anteriormente amenaza alguna 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 1. Que se investigue y no quede impune 
2. Por el temor que existe debido a los asesinatos de 

periodistas en el país. 

 

No. de alerta 022-14 Descripción de los hechos 

Fecha 30 de abril Empleados de Canal 11, que se encontraban de turno el 30 

mayo, a las 11:00 de la noche fueron sorprendidos por la 

detonación de proyectiles que impactaron en el edificio del 

medio de comunicación ubicado en la ciudad de San Pedro Sula, 

al norte del país. Los disparos los hicieron personas 

desconocidas desde un vehículo tipo turismo color verde, 

justamente cuando el personal se preparaba para abandonar su 

sede de trabajo. 

Nombre de la alerta Desconocidos disparan contra 

empleados de medio de 

comunicación 

Nombre de la víctima Canal 11 

Profesión u oficio Empleados de medio de 

comunicación 

Medio TV Canal 11 

Tipo de agresión Atentado 

Lugar de la agresión San Pedro Sula, Cortés 

Responsable de la agresión Desconocidos 

Actuación de las autoridades  Reporte. Según el reporte de Agentes de Inspecciones Oculares 

y de la Unidad de Respuesta Inmediata a la Denuncia de la 

Dirección Nacional de Investigación Criminal (DNIC), el tipo de 

casquillos pertenece a un arma de calibre 9 milímetros. 

Antecedentes  No se registran atentados anteriores contra este medio. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Denuncia del hecho. 
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No.  de alerta 050-14 Descripción de los hechos 

Fecha 03 de septiembre El atentado se produjo el día de hoy viernes 19 de 

septiembre, alrededor de las 2:00 de la tarde, a la altura de 

la avenida circunvalación de la ciudad de San Pedro Sula, en 

la zona norte del país. 

Al momento del incidente, Ayala se conducía en su vehículo 

junto a una hija menor de edad, quien fue víctima de un 

ataque de nervios pues las balas impactaron en el lado del 

pasajero. 

“Lo identifique plenamente era una persona que iba con un 

uniforme de la policía preventiva en un busito blanco sin 

placas… Sacó el arma públicamente, hizo dos disparos y 

arrancó, pero yo lo identifique plenamente”, denunció Ayala 

vía telefónica al programa “Interpretando la noticia”, 

dirigido por el periodista David Romero, y que se trasmite 

por Radio Globo. 

Nombre de la alerta Hombre con vestimenta policial 

dispara en contra de ex diputada 

Nombre de la víctima Silvia Ayala 

Profesión u oficio Exdiputada 

Medio Partido político 

Tipo de agresión Atentado 

Lugar de la agresión San Pedro Sula, Cortés 

Responsable de la agresión Desconocido 

Un hombre que portaba el uniforme 

de la Policía Nacional de Honduras 

Actuación de las 

autoridades 

 Se desconoce. 

Antecedentes  La exdiputada ha sido víctima con anterioridad de otras 

agresiones. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Responsabilizó directamente al gobierno de Honduras, teme 

por su vida y la de su familia. 

 

No. de alerta 089-14 Descripción de los hechos 

Fecha 15 de diciembre El hecho ocurrió el 14 de diciembre en Puerto Grande, 

comunidad de la Península de Zacate Grande, al sur de 

Honduras, en el trayecto de la casa del periodista a la radio, 

por una calle real (vía muy transitada) de la zona. 

Una comunicadora de “La Voz de Zacate Grande”, que 

cuenta con medidas cautelares, otorgadas por la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), contó que el 

atacante esperaba a Vásquez dentro de una vivienda 

habitada por un empleado del empresario Miguel Facussé.  

Cuando el comunicador comunitario pasaba cerca de la casa, 

este hombre lo siguió y le metió un cuchillo en la axila 

derecha, la intención era metérselo en el pecho, pero él 

pudo dar la vuelta y le alcanzó a herir el sobaco derecho, 

contó la comunicadora. 

Denunció que desde la noche anterior este hombre extraño 

—y que tenía sólo un par de días de haber llegado a la 

comunidad— fingió un pleito con sus compañeros, Miguel 

intervino y les sugirió que no discutieran. Al parecer este 

hombre insistió en pelear con el comunicador para simular 

Nombre de la alerta Hieren a comunicador comunitario 

de “La Voz de Zacate Grande” 

Nombre de la víctima Miguel Vásquez 

Profesión u oficio Comunicador comunitario 

Medio Radio “La Voz de Zacate Grande” 

Tipo de agresión Atentado. 

Herido con puñal 

Lugar de la agresión Amapala, Valle 

Responsable de la agresión Personas de la comunidad: 

Abelino Martínez y Mauricio Gómez 
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que lo hería en un pleito, pero el reportero evitó la pelea. 

Actuación de las 

autoridades 

 Se interpuso denuncia en la posta policial de la comunidad 

pero se desconoce la actuación de las autoridades 

Antecedentes  No es la primera vez que se agrede, intimida o persigue a los 

y las defensoras de derechos humanos y comunicadores 

sociales de la radio comunitaria, cuya temática es la defensa 

de la tierra y la liberación de las playas de la península de 

Zacate Grande, amenazadas por proyectos turísticos y la 

creación de una Zona Especial de Desarrollo (ZEDE). 

Dieciocho (18) trabajadores de la radio Zacate Grande tienen 

medidas cautelares, otorgadas por la CIDH, de ese total, 12 

son comunicadores sociales. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Que se investiguen los hechos, se sancione a los 

responsables y se garanticen las medidas efectivas de 

protección para las víctimas. 

 

Amenazas 

Una amenaza es un tipo de agresión que se realiza por medios directos o indirectos con el 

propósito de anunciar represalias que pretenden impedir la acción de las personas agredidas en el 

ejercicio de sus libertades, o anunciar la muerte de las mismas como consecuencia de su acción. 

En general, las víctimas principales de las amenazas registradas por C-Libre en el 2014 son los 

periodistas. Se registró una amenaza contra estudiantes universitarios. 

La descripción de los hechos registrados en el período evidencian que las amenazas van desde 

advertencias verbales disuasivas, otras con insultos cargados de agresividad, llamadas telefónicas 

o mensajes electrónicos, aparición en listas con nombres de presuntas personas a ejecutar, así 

como amenazas de acciones judiciales de querella, hasta amenazas a muerte de forma directa, en 

ocasiones, manipulando armas de propiedad oficial del Estado y en otras de propiedad 

desconocida. Se registra un caso de amenaza en el que los agresores la emiten en presencia de 

autoridades policiales (caso del periodista Alex Sabillón). 

Las amenazas son realizadas principalmente por funcionarios públicos, ministros, autoridades 

municipales, policías, militares, empleados de seguridad de instituciones públicas, así como por 

parientes de autoridades públicas y personas desconocidas. Entre los principales motivos que se 

advierten en las amenazas registradas en el período destacan los siguientes:  

 Por críticas a la actuación y desempeño de la función de autoridades públicas: funcionarios 

que no aceptan críticas o cuestionamiento a su desempeño. 

 Por divulgar información deportiva: dirigentes deportivos que no aceptan comentarios 

sobre su administración de los clubes 

 Por dar a conocer información de interés público: revelar casos de fraudes cometidos por 

funcionarios públicos. 
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 Por divulgar información de viajes que realizan los funcionarios 

 Por informar sobre las decisiones y acciones de autoridades municipales 

 Por la labor investigativa que realizan de los periodistas  

 Por informar sobre la actividad delictiva de bandas criminales 

 Por exigir derechos estudiantiles 

En la mayoría de los casos no se registran agresiones sufridas por las víctimas con anterioridad; no 

obstante, enseis casos sí se registran antecedentes de agresiones, entre ellos: 1) Alex Sabillón, 

reportero de televisión y miembro de la Red de Alertas y Protección a Periodistas y 

Comunicadores Sociales (RAPCOS),2) Rogelio Trejo, periodista que labora para Honduvisión TV y 

también es corresponsal de Hable Como Habla, 3) Periodistas de El Libertador, 4) Elvis Guzmán, 

portavoz del Ministerio Público, 5) Eusebio Díaz Matute, director y presentador del Noticiero 

Temas y Noticias, 6) Óscar Edgardo Corea, radio y televisión. 

Todos los casos registrados permiten advertir sobre el inminente riesgo al que están expuestas las 

víctimas. La actuación institucional para garantizar la protección de las mismas es prácticamente 

nula; incluso, en algunos casos,hay agresión directa por parte de las autoridades; en otros se 

presenta complicidad y/u omisión.  

Como consecuencia de las amenazas recibidas, las víctimas experimentan desde temor a enfrentar 

un sistema de justicia que protege a los agresores por su poder de influencia, hasta secuelas 

sicológicas de miedo, inseguridad y temor a perder la vida. 

 

No.  Alerta 002-14 Descripción de los hechos 

Fecha 03 de enero  

El funcionario escribió en su cuenta Twitter @escoto_marlon: 

“Marvin Ortiz de La Radio Globo después del 27 de enero iré a 

buscarte para que me comentes por qué me insultas y si te 

debo algo”. 

 

 

 

Nombre de la alerta Secretario de Educación amenaza a 

periodista a través del Twitter 

Nombre de la víctima Marvin Ortíz 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Radio Globo 

Tipo de agresión Amenaza 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, D.C., F.M 

Responsable de la agresión Funcionario público 

Actuación de las autoridades  Se desconoce actuación. 

Antecedentes  No se registran antecedentes. 
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Razones que motivan  la 

denuncia 

 El periodista Ortiz responsabilizó públicamente al señor Marlon 

Escoto por cualquier agresión en su contra. 

 

No. de alerta 007-14 Descripción de los hechos 

Fecha 05 de febrero  

Según el periodista, el presidente del Deportes Savio le gritó en 

frente de varias personas: “Ya la rayás, vos no te ubicás, no 

sabés que yo soy el presidente del Deportes Savio, te voy a 

montar riata (pegar) y te voy a matar hijo de puta”. 

 

“Me reiteró la amenaza a muerte justamente en la cancha de 

futbol del estadio Sergio Antonio Reyes, cuando un grupo de 

periodistas y camarógrafos pretendíamos realizar entrevistas 

en reacción al partido”, confirmó el comunicador. 

 

Nombre de la alerta Por difundir información deportiva, 

periodista recibe amenazas de 

muerte 

Nombre de la víctima Ramón Rojas 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Televisión, Canal 5 TVC 

Tipo de agresión Amenaza 

Lugar de la agresión Santa Rosa de Copán, Copán 

Responsable de la agresión Presidente del Club Deportivo 

Deportes Savio F.C., Bernardo 

Alvarado 

Actuación de las autoridades  Se presentó denuncia 

Antecedentes  No se registran antecedentes 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Por amenaza a muerte en su contra. 

 

No. de alerta 025-12 Descripción de los hechos 

Fecha 09 de mayo Tras haber revelado un fraude en la firma de escrituras de 

hipoteca, por parte del Registro de la Propiedad en la ciudad de 

Nacaome, al sur de Honduras, el comunicador Leonel García 

Hernández de Canal 19 y Radio Discovery, fue amenazado e 

intimidado, en su propia residencia, por el titular de esta 

institución, Olvin Mejía y su hermano Denis Mejía. 

 

 “Producto de mi trabajo periodístico hoy soy objeto de 

agresiones en mi propia casa frente a mi familia y aparte de los 

insultos también se me amenaza con procedimientos legales en 

mi contra solo porque informé algo de interés general”, detalló 

García. 

 

Nombre de la alerta Comunicador es amenazado por 

funcionario después de haber 

revelado caso de corrupción 

Nombre de la víctima Leonel García Hernández 

Profesión u oficio Comunicador social 

Medio Televisión, canal 19 

Tipo de agresión Amenaza 

Lugar de la agresión Nacaome, Valle 

Responsable de la agresión Funcionario público 

Director del Registro de la 
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Propiedad, Olvin Mejía 

Actuación de las 

autoridades 

 Se desconoce. 

Antecedentes  No se registran antecedentes. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Temor a ser acusado y enjuiciado injustamente, por las 

influencias políticas del funcionario. 

 

No. de alerta 033-14 Descripción de los hechos 

Fecha 06 de junio “No me importa que andés con policía, hijo de puta, te vamos a 

matar”, esta fue la amenaza hecha por Miguel Callejas, director 

de la Comisión Vial de la Alcaldía Municipal de Choloma (zona 

norte del país), al reportero de televisión y miembro de la Red 

de Alertas y Protección a Periodistas y Comunicadores Sociales 

(RAPCOS), Alex Sabillón. 

La agresión se produjo la mañana del día 16 de junio, a eso de 

las 10:00 de la mañana, ante la vista y paciencia del agente 

policía Selvin Omar Cardona, quien es la persona encargada de 

brindar protección al comunicador, producto de las medidas de 

seguridad otorgadas por la Secretaria de Defensa y Seguridad al 

periodista Sabillón. 

La sentencia de muerte emanada por el funcionario en contra 

del reportero, además de tener como testigo al policía Cardona, 

fue realizada frente a la estación policial de la ciudad de 

Choloma, que además se encuentra ubicada frente al canal en 

donde labora Sabillón. 

 

Nombre de la alerta Frente a policía, un empleado 

municipal amenaza de muerte a 

reportero 

Nombre de la víctima Alex Sabillón 

Profesión u oficio Comunicador social 

Medio Televisión 

Tipo de agresión Amenaza 

Lugar de la agresión Choloma, Cortés 

Responsable de la agresión Funcionario público 

Actuación de las autoridades  Incumplimiento de su deber por omisión 

Antecedentes  Ha recibido amenazas con anterioridad, las que han sido 

registradas y divulgadas en diversas ocasiones por el Comité por 

la Libre Expresión- C-Libre 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Salvaguardar la vida del periodista y que la autoridad 

competente proceda conforme a la ley  

 

No. de alerta 043-14 Descripción de los hechos 

Fecha 15 de agosto El reportero televisivo Rogelio Trejo, del municipio de Choloma, 

departamento de Cortés, responsabilizó a Leopoldo Crivelli, hijo 

del alcalde municipal de esa ciudad, por cualquier atentado en 

su contra. 

El periodista que labora para Honduvisión TV y también es 

corresponsal de Hable Como Habla en la zona, denunció a C-

Libre que el 14 de agosto, un emisario le dijo, “te quieren 

pelar”. 

Según Trejo, la amenaza lo pone en alerta debido a las actuales 

Nombre de la alerta Periodista responsabiliza a hijo de 

alcalde municipal si sufre atentado  

Nombre de la víctima Rogelio Trejo 

Profesión u oficio Comunicador social 

Medio Televisión 
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Tipo de agresión Amenza circunstancias que rodean a la familia Crivelli, a quienes el 

Ministerio Público “le han allanado varias casas e incluso la 

misma alcaldía municipal, por malversación de caudales 

públicos”. 

“Es precisamente por esta situación que tomo en serio lo dicho 

por el emisario, pues hace unos días yo interpuse una denuncia 

por amenazas a muerte ante el Ministerio Publico de San Pedro 

Sula en contra de Leopoldo Crivelli hijo, porque este se enojó 

ante la divulgación y cuestionamiento de unas fotos publicadas 

en las redes sociales de un viaje de su papá a Estados Unidos”, 

aseguró Trejo. 

Lugar de la agresión Choloma, Cortés 

Responsable de la agresión Hijo del alcalde municipal de 

Choloma 

Actuación de las 

autoridades 

 Se desconoce. 

Antecedentes  Ha interpuesto denuncia por amenazas a muerte ante el 

Ministerio Público 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Temor a ser víctima de represalias  

 

No. de alerta 049-14 Descripción de los hechos 

Fecha 30 de agosto Tres hombres presuntamente armados amenazaron de muerte 

a la periodista María Chinchilla cuando se trasladaba a bordo de 

un vehículo, a inmediaciones de la comunidad de Namasigüe, 

zona fronteriza del departamento de Choluteca, al sur de 

Honduras. 

“Me gritaron (desde el carro) te vamos a matar si continuás 

haciendo eso”, relató Chinchilla, al detallar que los tres hombres 

la interceptaron en un vehículo “pick up" doble cabina, azul 

oscuro, con franjas rojas y negras. 

La comunicadora, trabaja como corresponsal, desde hace más 

de 23 años, en el noticiario Abriendo Brecha y al momento de la 

amenaza se encontraba haciendo una investigación periodística 

en la zona, según explicó al Comité por la Libre Expresión (C-

Libre). 

Nombre de la alerta Hombres armados amenazan de 

muerte a periodista 

Nombre de la víctima María Chinchilla 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Radio 

Tipo de agresión Amenza a muerte 

Lugar de la agresión Namasigüe,  Choluteca 

Responsable de la 

agresión 

Desconocidos  armados 

Actuación de las 

autoridades 

 Expresaron su compromiso por investigar y brindar protección. 

Antecedentes  No se registran antecedentes. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Que se investigue el hecho. 

 

No. de alerta 053-14 Descripción de los hechos 

Fecha 25 de septiembre A través de una llamada telefónica, la abogada Mélida Isis 
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Nombre de la alerta Por difundir información pública 

regidora municipal amenaza con 

querellar a periodista 

Velásquez, regidora de la corporación municipal de La Paz, 

ubicada en la zona central del país, amenazó al periodista 

Gilberto Gálvez con querellarlo si no le pide disculpas a la 

alcaldesa Gilma Ondina Castillo, del Partido Nacional de 

Honduras 

Según la versión del periodista, la amenaza de querellarlo es a 

consecuencia de haber difundido el punto de acta número 15, 

de fecha 3 de septiembre, en el cual la corporación municipal 

de La Paz, resuelve sin mayores detalles, no trabajar los días 

sábados a partir de esa fecha.  

 

Nombre de la víctima Gilberto Gálvez 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Televisión y radio 

Tipo de agresión Amenaza de querella 

Lugar de la agresión La paz 

Responsable de la 

agresión 

Funcionaria pública. 

Regidora Mélida Isis Velásquez 

Actuación de las 

autoridades 

 Se desconoce actuación 

Antecedentes  No se registran antecedentes 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Garantizar protección del periodista 

 

No. de alerta 060-14 Descripción de los hechos 

Fecha 08 de octubre "Dame el celular hijo de puta, ¿por qué estás grabando?", gritó 

un soldado a un reportero del periódico El Libertador y cerrajeó 

su fusil, después apuntó contra el corresponsal.  

El hecho ocurrió a eso de las 4:30 de la tarde, el martes 7 de 

octubre, a inmediaciones del centro comercial City Mall, de 

Comayagüela, cuando el reportero hacía una toma con la 

cámara de su teléfono móvil para grabar un operativo realizado 

por una tropa de militares y personal de la Dirección Nacional 

de Transporte (DNT) de la Secretaría de Infraestructura y 

Servicios Públicos (Insep). 

De acuerdo con la denuncia emitida el miércoles 8 de octubre 

por El Libertador, "uno de los militares cerrajeó el fusil (subió el 

proyectil a la cámara de disparo) y apuntó a un pequeño bus 

que iba arrancando lentamente. Uno de los periodistas sacó su 

celular para grabar un video de lo que acontecía, pero cuando el 

carro en que se conducían los comunicadores pasó 

relativamente despacio al lado del bus que acosaba el 

operativo, uno de los militares se arrojó con violencia sobre el 

periodista que filmaba con el celular", relató El Libertador. 

 

Nombre de la alerta Militar "cerrajeó" fusil y amenazó con 

disparar contra periodista de El 

Libertador 

Nombre de la víctima Periodistas de El Libertador 

Profesión u oficio Periodistas 

Medio Prensa 

Tipo de agresión Amenza con fusil 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, D.C., F.M 

Responsable de la 

agresión 

Funcionario público 

Militar de la Policía Militar 

Actuación de las 

autoridades 

 Agresión  

Antecedentes  C-Libre ha registrado con anterioridad diversas agresiones 

cometidas por militares y policías contra periodistas y 
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comunicadores sociales de distintos medios de comunicación 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Denunciar y evitar abusos por parte de autoridades 

 

No. de alerta 066-14 Descripción de los hechos 

Fecha 23 de octubre Mientras realizaban una protesta pacífica en la Plaza de las 

Cuatro Culturas, dentro de la Universidad Nacional Autónoma 

de Honduras (UNAH), unos 50 universitarios recibieron 

amenazas este martes 28 de octubre por hombres que 

portaban armas de fuego y cámara fotográficas para hacerles 

un "levantamiento de perfiles". 

Así lo denunció un directivo de la Asociación de Estudiantes de 

Sociología. El universitario explicó en declaraciones al Comité 

por la Libre Expresión que "han estado exigiendo la apertura 

del diálogo sobre las reformas universitarias, tras agotar todas 

las instancias necesarias", pero hasta la fecha sus reclamos "no 

han sido escuchados". 

"Cuando nos desplazábamos para ir a almorzar en el sector 

conocido como Paseo Hollywood un hombre blanco, de ojos 

verdes y de unos 1.75 metros, vestido de civil, con chumpa 

negra, corte militar, iba grabando el rostro de los compañeros. 

Le solicitamos que no grabara pero continúo y se fue", explicó. 

"Él nos dijo que con nuestras actitudes están obligándolo a uno 

a pegarles un balazo o sacarles un puñal", lamentó otra joven 

en el lugar de la manifestación pacífica. 

"Otro hombre que forma parte del canal de UTV, y, que tiene 

estrecha relación con Roger Aguilar Flores, dueño de la 

empresa de seguridad privada, se ha dedicado a grabarnos de 

cerca cuando estamos en las asambleas. Sabemos que este 

hombre está haciendo estas tomas a nivel interno y externo", 

detalló. 

Nombre de la alerta Hombres armados intimidan a 

universitarios por reclamar sus 

derechos 

Nombre de la víctima Estudiantes universitarios 

Profesión u oficio Estudiantes 

Medio UNAH 

Tipo de agresión Amenazas y levantamiento de perfiles 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, D.C., F.M 

Responsable de la agresión Empleados de la institiución 

Jefe de Seguridad de la UNAH, y un 

camarográfo 

Actuación de las 

autoridades 

 Omisión del  hecho 

Antecedentes  No se registran antecedentes 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Denunciar la criminalización de la protesta 

 

No. de alerta 069-14 Descripción de los hechos 

Fecha 05 de noviembre El Fiscal General, Óscar Chinchilla y el Fiscal General Adjunto, 

Rigoberto Cuellar, deben adoptar medidas eficaces para 

salvaguardar la vida del portavoz de la Fiscalía regional de San 

Pedro Sula, Elvis Guzmán y de otros agentes amenazados. 

Así lo exigió, a través de C-Libre, el presidente de la Asociación 

de Fiscales de Honduras (AFH), Santiago Moncada… 

El periodista Guzmán correría riesgo porque supuestamente 

Nombre de la alerta Nombre de periodista amenazado 

aparece en lista encabezada por fiscal 

asesinada 

Nombre de la víctima Elvis Guzmán 
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Profesión u oficio Portavoz institucional del Ministerio 

Público 
aparece como el segundo en un listado que tendría escrito, en 

primer lugar, el nombre de la coordinadora del MP de San 

Pedro Sula, Marlene Banegas, asesinada el 10 de octubre de 

2014, en aquella ciudad, reveló Moncada. 
Medio Institución del Estado, Ministerio 

Público 

Tipo de agresión Amenaza/aparece en lista 

Lugar de la agresión San Pedro Sula, Cortés 

Responsable de la 

agresión 

Desconocidos 

Actuación de las 

autoridades 

 "Hay fiscales amenazados y (las autoridades) no han tomado 

acciones y otros casos lo resuelven trasladándolos a otra unidad 

dentro de la misma fiscalía local, persistiendo el riesgo", 

denunció Moncada. 

Antecedentes  El 20 de marzo de 2012, C-Libre emitió una alerta por amenaza 

al portavoz del MP de San Pedro Sula. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 A Guzmán le han asignado algunas medidas de custodia, pero 

es urgente que el Ministerio Público (MP) coordine con la 

Secretaría de Seguridad la debida protección. 

 

No. de alerta 075-14 Descripción de los hechos 

Fecha 19 de noviembre El gerente de la Empresa Hondureña de Telecomunicaciones 

(Hondutel), Jesús Mejía, amenazó al periodista Héctor Amador 

porque reveló supuestas irregularidades administrativas en la 

estatal telefónica. 

Amador denunció el miércoles 19 de noviembre las presuntas 

anomalías, junto al director de Radio Globo, David Romero 

Ellner, durante la emisión del programa “Interpretando la 

noticia” y unos minutos después recibió las amenazas en su 

celular. 

“Estimado amigo, te recuerdo que seguís siendo empleado de la 

empresa 

Y todo lo que digas podrá ser utilizado en tu contra”, dice el 

mensaje de whatsApp que el funcionario envió al periodista. 

 

Nombre de la alerta Gerente de estatal telefónica 

hondureña amenaza a periodista 

Nombre de la víctima Héctor Amador 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Televisión, globo TV 

Tipo de agresión Amenaza de querella 

Lugar de la agresión Tegucigalpa 

Responsable de la agresión Funcionario público 

Gerente, Jesús Mejía 

Actuación de las 

autoridades 

 Se desconoce actuación. 

Antecedentes  El periodista está suspendido de la institución. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Denunciar la agresión a la libertad de prensa. 

 

No. de alerta 081-14 Descripción de los hechos 
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Fecha 25 de noviembre El director y presentador del Noticiero Temas y Noticias, 

Eusebio Díaz Matute, denunció intimidación, daños sicológicos y 

amenazas por parte del alcalde municipal de Sonaguera, Colón, 

Jefry Miguel López Ocampo. 

La Red de Alertas y Protección a Periodistas y Comunicadores 

Sociales del departamento de Colon (Rapcos-Colón) recogió la 

denuncia del periodista que transmite diferentes acciones y 

decisiones tomadas por el alcalde. 

Como consecuencia, el jefe edilicio ha tomado represalias. "Si 

algo me llegara a suceder a mí o a alguien de mi familia, el 

responsable será el alcalde municipal de Sonaguera, Yefry 

Miguel López Ocampo", dijo el comunicador. 

Nombre de la alerta Alcalde municipal de Sonaguera, 

Colón amenaza a periodista 

Nombre de la víctima Eusebio Díaz Matute 

Profesión u oficio Comunicador social 

Medio Radio Estereo Minerva 

Tipo de agresión Amenza de querella 

Lugar de la agresión Sonaguera, Colón 

Responsable de la agresión Funcionario Público 

Alcade, Jefry Miguel López Ocampo 

Actuación de las 

autoridades 

 Se desconoce actuación. 

Antecedentes  Con anterioridad ha recibido advertencias de amenaza querella. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Defensa del derecho a la libertad de prensa y de información 

pública. 

 

No. de alerta 084-14 Descripción de los hechos 

Fecha 08 de noviembre El periodista de Comayagua Óscar Edgardo Corea, pidió 

protección a las autoridades estatales del país porque un 

desconocido le advirtió que podría perder la vida si seguía 

informando sobre el quehacer de una banda criminal. 

"Emití un comentario donde pregunté por qué la policía no 

actúa", indicó el periodista. Tres días después de esa 

transmisión, a finales de octubre, a eso de las 11:45 de la 

mañana, una persona llegó intempestivamente hasta la cabina 

de radio y le advirtió que si seguía hablando de esa organización, 

ya sabían dónde vivía, dónde trabaja y conocen a su familia. 

La misma persona le preguntó si él se daba cuenta de la muerte 

de un juez de justicia municipal y otras víctimas en distintos 

municipios del departamento y me dijo: "esa misma persona 

que mató a esa gente te va a venir a matar a vos si volvés a 

mencionar la banda y volvés a emitir algún comentario a favor o 

en contra. No quiero que te pase nada porque yo he crecido 

escuchándote a vos", le advirtió. 

 

Nombre de la alerta Periodista recibe amenaza a muerte 

tras denunciar a una banda criminal 

Nombre de la víctima Óscar Egardo Corea 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Radio y televisión 

Noticias Impactos JB, Radio Impacto 

y Noticias HB Informativo, de Canal 

17 

Tipo de agresión Amenazas a muerte 

Lugar de la agresión Comayagua 

Responsable de la agresión Desconocidos 

Banda de El Rosario 

Actuación de las 

autoridades 

 Se desconoce actuación 
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Antecedentes  La Red de Alerta y Protección a Periodistas y Comunicadores 

Sociales de Comayagua (Rapcos Comayagua), ha denunciado 

diferentes tipos de agresiones que sufren los periodistas y 

comunicadores sociales en este departamento. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Petición de medidas de protección 

Censura 

La censura es una forma de agresión que violenta la libertad de expresión del ser humano al 

negarle, bien mediante disposiciones normativas o medidas arbitrarias, expresar o difundir 

libremente sus ideas, opiniones o información de interés público. Aunque la censura tiene 

connotaciones jurídicas que sustentan su aplicación y regulación en situaciones particulares, en 

sociedades como la hondureña, caracterizada por un fuerte predominio del autoritarismo, una 

institucionalidad democrática frágil y un débil Estado de derecho, se utiliza por quienes detentan 

el poder como mecanismo de represión y control. Especialmente, contra quienes expresan ideas u 

opiniones diferentes, informan sobre asuntos de interés colectivo o simplemente disienten con los 

intereses de personas o grupos de poder.  

Las agresiones de censura registradas por C-Libre durante 2014 afectaron a una diversidad de 

víctimas por circunstancias varias. Fueron víctimas de censura:  

 Los diputados de partidos políticos de oposición, al negarles el derecho a expresarse en el 
Congreso Nacional. 

 Un aspirante al cargo de Ombusdman, al cerrar la transmisión de televisión en el 
momento que expresaba sus opiniones sobre la situación de los casos de violaciones de 
lesa humanidad que se siguen en la Corte Penal Internacional. 

 Un movimiento de defensa de derechos humanos por el cierre de su programa radial, 
organizaciones comunitarias de defensa de las comunidades que operan frecuencias 
estatales y se les pretende cancelar arbitrariamente el derecho de operación de dichas 
frecuencias. 

 Periodistas que sufrieron el cierre de sus programas por los contenidos críticos al gobierno 
o por abordar temas de interés público que afectan a las autoridades. 

 Periodistas que fueron despedidos de los medios en que laboraban porque sus notas 
periodísticas afectan los intereses de grupos corporativos que son clientes de estos 
medios. 

 Otros denunciaron haber sufrido cortes de energía eléctrica en los horarios en que se 
transmiten sus programas para sacarlos del aire. 

Los principales responsables de las agresiones de censura son funcionarios públicos, diputados, 
ministros y alcaldes, así como empresarios propietarios de medios de comunicación, que no 
toleran el derecho a opinar, disentir e informar sobre asuntos de interés público. Se desconoce, en 
la mayoría de los casos, la actuación de las autoridades en torno a las denuncias realizadas por las 
víctimas de censura. En algunos casos, las mismas autoridades actúan de forma arbitraria y 
violatoria de la libertad de expresión. 
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En cinco de los casos de censura denunciados se registran antecedentes de agresiones sobre las 

que C-Libre ha emitido alertas con anterioridad; en el resto de los casos las agresiones se 

producen por vez primera. Entre los casos con registro de agresiones anteriores destacan: 1) 

Movimiento Amplio Dignidad Justicia (MADJ), 2) Jorge Burgos, director del programa “Suelte la 

Lengua”, 3) Gonzalo Rodríguez, periodista de televisión,4 y 5)Miguel Dubón, de Radio Estéreo 

Castilla, de quien se registran dos alertas en el período. 

Las razones que motivan las denuncias de censura por parte de las víctimas son exigir el respeto 

del derecho a la libertad de expresión, el acceso a la información pública, a la participación en la 

toma de decisiones, a la democratización de la propiedad comunitaria de los medios 

comunicación, y poner freno a los abusos y arbitrariedades de autoridades públicas y empresarios 

de los medios de comunicación en contra de periodistas, defensores de derechos humanos y 

organizaciones comunitarias. 

 
No.  de alerta 003-14 Descripción de los hechos 

Fecha 15 de enero La acción violatoria se produjo el día martes 21 de enero 

cuando el funcionario de la administración de Porfirio Lobo 

Sosa (Partido Nacional) se negó a otorgarles la palabra a los 

diputados electos por el partido Libertad y Refundación (Libre), 

quienes pretendían introducir una moción ante el pleno para 

nominar una Junta Directiva Provisional del órgano legislativo. 

 

Por otra parte, diputados del Partido Anticorrupción optaron 

por darle la espalda al pódium principal en un acto de protesta 

por la renuencia de Madrid a la democratización en el uso de 

la palabra dentro del hemiciclo legislativo. 

 

Nombre de la alerta Funcionario público restringe libertad 

de expresión a  diputados 

Nombre de la víctima Diputados/as de los partidos políticos 

de la oposición 

Profesión u oficio Diputados 

Medio Bancadas de partidos políticos en el 

Congreso Nacional 

Tipo de agresión Censura 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, F.M. 

Responsable de la agresión Funcionario público 

Secretario del interior y población, 

Áfrico Madrid 

Actuación de las autoridades  Se desconoce  

Antecedentes  No se registran antecedentes  

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Respeto al derecho de libertad de expresión y democratización 

de la participación en el Congreso Nacional 

 

No. de alerta 013-14 Descripción de los hechos 

Fecha 07 de marzo El Canal 8 del Congreso Nacional de la República de Honduras 
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Nombre de la alerta Canal estatal interrumpe trasmisión 

de audiencia pública cuando 

candidato a ombudsman exponía 

sobre crímenes de lesa humanidad 

interrumpió de manera abrupta su trasmisión de las 

audiencias públicas, cuando el abogado Joaquín Mejía, 

candidato a Comisionado Nacional de los Derechos Humanos, 

respondía una interrogante del diputado del Partido Liberal 

Rolando DubónBueso, relacionada sobre crímenes de lesa 

humanidad. 

En el momento de la interrupción y en su respuesta a la 

interrogante del congresista, Joaquín Mejía expresó que 

había una manipulación mediática del tema y brindaba 

información concreta del informe de la fiscalía de la Corte 

Penal Internacional.  

La justificación de esta violación a la libertad de expresión por 

parte del medio de comunicación estatal fue que se hacía una 

pausa para trasmitir la sesión legislativa pero lo único 

difundido fueron imágenes del interior del hemiciclo y luego 

un par de anuncios publicitarios.  

 

Nombre de la víctima Joaquín Mejía 

Profesión uo Defensor de derechos humanos 

Medio ONG/canal 20 

Tipo de agresión Censura 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, F.M 

Responsable de la agresión Institución del Estado 

Canal 8 del Congreso Nacional de la 

República de Honduras 

Actuación de las autoridades  Se desconoce 

Antecedentes  No se registran antecedentes 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Denunciar la censura  

 

No. de alerta 020-14 Descripción de los hechos 

Fecha 28 de abril El diputado suplente en el departamento de Atlántida por el 

Partido Anticorrupción (PAC) y propietario de las únicas dos 

frecuencias radiales en el municipio de La Másica, Antonio 

Mejía, ordenó la cancelación del espacio de información 

“Usted manda” del Movimiento Amplio Dignidad Justicia 

(MADJ), porque en este se fomentaba la creación de una radio 

comunitaria para la zona. 

Así lo aseguró Selvin Merlo, uno de los comunicadores del 

programa radial de la MADJ que se transmitía los días 

domingos con un horario de 5:00-6:00 pm, a través de 

Estéreo San Juan. 

“La razón más importante por la cual nos cerraron nuestro 

espacio informativo, es que al señor Antonio no le pareció la 

idea de que desde su espacio generamos campañas 

económicas para adquirir una frecuencia comunitaria que 

responda a los verdaderos intereses de los ciudadanos del 

departamento de Atlántida”, denunció Merlo. 

Además, el comunicador de la AMDJ, aseveró que otra razón 

que motivó el cierre del espacio radial fueron las recientes 

investigaciones periodísticas sobre el proceso de concesión 

del río San Juan al Grupo Terra, en donde están implicados 

alcaldes y diputados del departamento de Atlántida. 

Nombre de la alerta Cierran espacio radial del Movimiento 

Amplio Dignidad Justicia en el 

municipio de La Másica 

Nombre de la víctima Movimiento Amplio Dignidad Justicia 

(MADJ) 

Profesión u oficio Defensor de derechos humanos 

Medio ONG 

Tipo de agresión Censura 

Lugar de la agresión La Masica, Tela, Atlántida 

Responsable de la agresión Empresario. 

Propietario de frecuencias radiales, 

Antonio Mejía 

Actuación de las 

autoridades 

 Se desconoce actuación 
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Antecedentes  C-Libre ha alertado sobre la censura en distintos medios de 

comunicación en el país. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Democratización del acceso a la propiedad comunitaria de los 

medios de comunicación. 

 

No. de alerta 026-14 Descripción de los hechos 

Fecha 16 de mayo El periodista Jorge Burgos director del programa “Suelte la 

lengua” que se transmitía a nivel nacional por Canal 6, de 

lunes a viernes de 1:30 a 2:30, denunció que la gerencia 

ordenó la cancelación del espacio informativo, debido al 

contenido crítico hacia el actual gobierno que preside Juan 

Orlando Hernández.  

Burgos junto a su colega Emy Padilla, iniciaron las 

transmisiones de “Suelte la lengua”, en julio del año pasado, y 

transcurridos 10 meses de estar al aire, justamente el día 15 

de mayo, el gerente de Canal 6 en Tegucigalpa, Paul 

Misselem, vía telefónica les comunicó que el programa se 

cancelaba, sin dar mayores explicaciones del porqué de la 

decisión. 

El comunicador recuerda que en varias ocasiones se le llamó 

la atención por criticar abiertamente al actual mandatario 

Juan Orlando Hernández o por cuestionar algunos bancos, 

que hacen negocios con los bienes del Estado a través de 

fideicomisos y empresas de comidas rápidas, que gozan de 

beneficios fiscales, “porque son clientes del canal”. 

Nombre de la alerta Periodista denuncia cancelación 

arbitraria de su espacio informativo  

Nombre de la víctima Jorge Burgos 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Televisión, canal 6 

Tipo de agresión Censura 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, F.M 

Responsable de la agresión Empresario 

Propietario de canal 6 

Actuación de las 

autoridades 

 Se desconoce  

Antecedentes  C-Libre ha alertado sobre la censura en distintos medios de 

comunicación en el país. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Denuncia de la censura y exigencia del respeto a la libre 

emisión del pensamiento 

 

No. de alerta 031-14 Descripción de los hechos 

Fecha 04 de junio “El propietario (Ejecutivo de Canal 6), Joaquín Nodarse me 

preguntó de manera directa, ‛oíme vos sos de C-Libre, 

verdad’. Le dije que era un corresponsal del Comité por la 

Libre Expresión (C-Libre) y los compañeros periodistas me 

escogieron como presidente de la Red de Periodistas de 

Colón. Un día después me llamó la jefa de Recursos Humanos 

para confirmarme que estaba fuera", denunció. 

Rodríguez relató que unos quince días antes del encuentro 

nacional de RAPCOS, realizado en Tegucigalpa el 21 mayo, se 

le llamó la atención por "afectar directamente a uno de los 

clientes del canal", con sede en San Pedro Sula. 

Nombre de la alerta Medio de comunicación despide a 

periodistas por pertenecer a C-Libre 

Nombre de la víctima Gonzalo Rodríguez 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Televisión, canal 6 

Tipo de agresión Censura 
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Lugar de la agresión Tocoa, Colón De acuerdo con la fuente, ese cliente es Corporación Dinant, 

propiedad del empresario agroindustrial, Miguel Facussé, 

quien fue señalado en 2012, por la organización internacional 

Reporteros Sin Fronteras (RSF) como uno de los "mayores 

depredadores de la libertad de expresión". 

"Ellos sentían que al momento de hacer mis notas afectaba 

los intereses de esa empresa y, por ende, de Canal 6. Me 

dijeron: ‛No me mande notas que afecten a nuestro cliente’, 

pese a que en mi trabajo he estado escuchando a los dos 

lados del conflicto, es decir a los campesinos y a los 

empresarios, pese a que existe mucha dificultad para obtener 

su versión de los hechos", expresó. 

Responsable de la agresión Empresario 

Propietario de Canal 6 

Actuación de las autoridades  Se desconoce 

Antecedentes  Esta es la segunda alerta consecutiva que C-libre realiza por el 

despido de un periodista en Canal 6. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Denuncia del fuerte hostigamiento de parte de empresarios 

de la comunicación, en contra de periodistas independientes 

que realizan críticas en contra del gobierno actual.  

 

No. de alerta 044-14 Descripción de los hechos 

Fecha 16 de agosto El comunicador Social, Miguel Dubón de la radio Estereo 

Castilla y corresponsal de Radio Globo en la ciudad de Trujillo, 

departamento de Colón, denunció que el alcalde municipal, 

José Antonio Laínez, en acuerdo con el titular de la Empresa 

Nacional de Energía Eléctrica (ENEE) de ese sector, Saúl Ártica, 

ha planificado cortes de energía en los horarios en que se 

trasmiten los noticieros estelares de varios medios de 

comunicación de la zona, principalmente de aquellos que 

cuestionan su gestión municipal. 

Dubón manifestó a C-Libre que los apagones ocurren a la 

misma hora; de 11:00 de la mañana a 1:00 de la tarde, 

“justamente en el horario de transmisión de mi noticiero y 

aunque parezca una locura, la finalidad del alcalde es evitar 

mi labor informativa, porque nunca me ha podido torcer ni 

comprar mi conciencia”.  

“Hace unos días, el alcalde me dijo que me iba a querellar 

porque yo divulgué en mi espacio informativo sobre un viaje 

de este señor a España por más de 10 días y en el cual se llevó 

un cheque por 149,640.40 lempiras, (unos 7,200 dólares) 

para gastos de viáticos”, aseguró Dubón. 

“Yo realice una investigación periodística en donde los 

miembros de la corporación municipal aseguran no haber 

autorizado el viaje e incluso denuncian que a su regreso el 

alcalde quiso obligarles a firmar un acta para avalar el enorme 

gasto”, puntualizó el comunicador. 

Según Dubón, a las amenazas jurídicas se le suman otras 

agresiones directas por parte del alcalde, activistas y ciertos 

empleados de la alcaldía, así como el envío de emisarios con 

el fin de chantajearlo, preguntándole que cuánto dinero 

desea para no seguir con sus críticas.  

Nombre de la alerta Alcalde municipal hostiga a 

comunicador social y sabotea su 

trabajo informativo 

Nombre de la víctima Miguel Dubón 

Profesión u oficio Comunicador social 

Medio Radio, corresponsal de radio globo 

Tipo de agresión Censura 

Lugar de la agresión Trujillo, Colón 

Responsable de la agresión Funcionario público 

Alcalde de Trujillo, Colón, José 

Antonio Laínez 
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Actuación de las 

autoridades 

 Se desconoce. 

Antecedentes  C-Libre emitió una alerta el 15 de agosto del año 2012, 

titulada “Alcalde de Trujillo obstruye la labor periodística de 

reportero”, en la que Dubón, denuncia ser objeto de 

agresiones, hostigamiento judicial y censura por parte del 

alcalde municipal, José Antonio Laínez. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Denunciar la censura y la restricción del derecho  a la 

información pública. 

 

No. de alerta 048 Descripción de los hechos 

Fecha 27 de agosto El periodista Miguel Dubón, aseguró que la denuncia que 

realizó públicamente sobre que el alcalde del municipio de 

Trujillo, departamento de Colón, saboteaba su trabajo 

informativo, propició el cierre de su programa "Noticiero 

independiente", el cual se transmitía desde hace 12 años a 

través de la radioemisora Estéreo Castilla. 

Según Dubón el martes 19 de agosto, un día después de la 

publicación de la alerta, el empleado municipal Pablo 

Mauricio Gámez, encargado del parque, le dijo al propietario 

de la Radio estéreo Castilla: "te voy a pedir un favor, saca a 

este hijo de puta de la radio, cortalo que el alcalde me dijo 

que hay 7 mil lempiras para vos en la municipalidad, si no lo 

cortas te van a cerrar la radio". El hecho se produjo en una 

banca del parque municipal cuando el periodista, el dueño de 

la radio y un reconocido fotógrafo de la zona, sostenían una 

conversación. 

El periodista aseguró que al siguiente día (miércoles 20), 

cuando se apersonó a la emisora para transmitir su programa, 

la radio se encontraba cerrada, situación muy extraña pues él 

siempre llega a la misma hora y jamás habría ocurrido algo 

similar. 

Nombre de la alerta Cierran programa tras denunciar 

hostigamiento y sabotaje informativo 

por parte de alcalde de Trujillo 

Nombre de la víctima Miguel Dubón 

Profesión u oficio Comunicador Social 

Medio Radio 

Tipo de agresión Censura 

Lugar de la agresión Trujillo, Colón 

Responsable de la agresión Funcionario público 

Alcalde de Trujillo, Colón, José 

Antonio Laínez 

Actuación de las 

autoridades 

 Se desconoce 

Antecedentes  C-Libre había emitido dos alertas con anterioridad sobre las 

denuncias de agresiones de las que ha sido víctima el 

comunicador. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Denunciar la censura y la restricción del derecho  a la 

información pública. 

 

No. de alerta 055-14 Descripción de los hechos 

Fecha 26 de septiembre  



 

76 

Nombre de la alerta Comisión Nacional de 

Telecomunicaciones pretende cerrar 

radio garífuna 

La Organización Fraternal Negra Hondureña (OFRANEH), 

denunció el 25 de septiembre que la Comisión Nacional de 

Telecomunicaciones (CONATEL) pretende sacar del aire a la 

radio comunitaria garífuna “Sugua”, que opera desde hace 

seis años en la comunidad de Sambo Creek, en el municipio 

de La Ceiba, departamento de Atlántida.  

La denuncia fue difundida mediante un pronunciamiento 

público emitido por la OFRANEH, en el cual destacan el posible 

cierre de la radio comunitaria “Sugua”, como una clara 

intimidación estatal para concretar la entrega de la costa 

garífuna al capital extranjero bajo el marco de las Zonas de 

Empleo y Desarrollo Económico, (ZEDE), mejor conocidas 

como ciudades modelo. 

El pronunciamiento también resalta el error cometido por 

ConateL al emplazar a La OFRANEH como “propietaria de la 

radio comunitaria Sugua”, puesto que la relación entre la 

radio comunitaria y la OFRANEH es de apoyo solidario en pro 

de la defensa de los derechos territoriales, políticos y 

culturales del pueblo garífuna. 

Nombre de la víctima OFRANEH 

Profesión u oficio Defensa de derechos humanos 

Medio Organización social 

Tipo de agresión Censura 

Lugar de la agresión Sambo Creek, Atlantida 

Responsable de la agresión Institución pública 

Conatel 

Actuación de las autoridades  Arbitraria y violatoria del convenio 169 de la OIT. 

Antecedentes  No hay  antecedentes. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Exigir al gobierno, respeto a la comunidad de Sambo Creek y 

su derecho universal a la libertad de expresión, y a tener sus 

propios medios de comunicación, al amparo de este convenio 

169 de la OIT 

 

No. de alerta 070-14 Descripción de los hechos 

Fecha 10 de noviembre El periodista Ramón Romero de Islas de la Bahía fue 

"obligado" a "no tocar" el tema energético en su medio de 

comunicación, luego de que el diputado liberal Jerry 

DaveHynds Julio, le advirtiera que no iba a darle 

declaraciones y menos favorecerlo con la compra de un 

espacio publicitario. 

El editorial del mensuario Infoinsular, en su edición 29, titula 

"¿Qué le pasa al diputado Álvarez?” en el que Romero hace 

un análisis reflexivo de las declaraciones del diputado 

nacionalista, Oscar Álvarez, en relación al tema energético.  

"Mucho has escrito en tu periódico, no te voy a dar ninguna 

entrevista y tampoco publicidad en mis empresas", así 

reaccionó el congresista, Hynds Julio, cuando el periodista 

Ramón Romero, buscaba una entrevista sobre el posible 

cierre de un conocido centro de entretenimiento en la zona y 

la situación del tema energético en la isla. 

 

Nombre de la alerta Periodista censurado por diputado de 

Islas de la Bahía 

Nombre de la víctima Ramón Romero 

Profesión u oficio Periodista, director de medio digital 

Medio Prensa digital 

Infoinsular 

Tipo de agresión Censura 

Lugar de la agresión Roatán, Islas de la Bahía 

Responsable de la agresión Funcionario público 

Diputado Jerry DaveHynds Julio 

Actuación de las 

autoridades 

 Se desconoce 
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Antecedentes  No hay antecedentes 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Denunciar la censura y exigir el respeto al derecho de 

informar 

Intimidación 

La intimidación es una forma de agresión cuyo propósito es causar daño o infundir miedo en la 

víctima de la agresión a fin de impedir que ésta realice el ejercicio de determinada acción o 

persista en el curso de la misma. En el caso específico contra la libertad de expresión, pretende 

hacer desistir o impedir su libre ejercicio. En el 2014, la principales agresiones de intimidación 

fueron cometidas contra periodistas o comunicadores, y van desde acusaciones de “terroristas 

mediáticos”, persecución en vehículos sin placas, acecho en casa de habitación por sujetos 

desconocidos a bordo de motocicletas, campañas de desprestigio en la prensa escrita, respuestas 

intimidatorias por autoridades públicas, así como insultos y maltrato verbal durante la cobertura 

de hechos noticiosos. 

En la descripción de las agresiones de intimidación registradas se advierte que en su mayoría se 

realizaron de forma verbal y directa.Además, tanto en el contenido como en su expresión verbal, 

se observa un alto grado de agresividad, lo quese refleja en insultos y en la actitud autoritaria de 

prepotencia, soberbia y arrogancia por parte los agresores. Los responsables de las agresiones en 

su mayoría son funcionarios públicos conocidos, entre ellos el presidente actual de la república; en 

otros casosson sujetos desconocidos o con el rostro cubierto con capuchas (militares o agentes 

policiales en servicio).  

Entre los principales motivos que se advierten en las amenazas registradas en el período destacan 

los siguientes:  

 Por abordar casos de corrupción en sus programas noticiosos y de opinión, son acusados 

de terrorismo mediático. 

 Por haber dado cobertura a información noticiosa sobre la detención de un supuesto 

narcotraficante. 

 Por el abordaje crítico de temas de interés público. 

 Por denunciar y cuestionar a propietario de medios de comunicación por el 

incumplimiento de pago de los derechos laborales de los periodistas. 

 Por hacer una pregunta al presidente Juan Orlando Hernández sobre una supuesta 

confabulación del poder ejecutivo en el otorgamiento de permisos de explotación minera: 

el presidente respondió de forma intimidatoria exigiendo al periodista revelar la fuente. 
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 Por constantes denuncias sobre supuestos actos de corrupción en los que se señala al 

Fiscal General Adjunto: periodistas denuncian ser intimidados y sentirse en situación de 

riesgo. 

 Por dar cobertura informativa a desalojos de los pobladores en distintos puntos del país, 

agentes policiales y militares con capuchas en el rostro, intimidan a periodistas. 

 Por la cobertura de una protesta de mujeres frente a la casa presidencial en la que 

denuncian y exigen justicia por la cantidad de asesinatos de mujeres, policía agrede a una 

periodista manifestándole en tono intimidante que ya la conoce. 

 Por enfoques críticos de periodistas sobre la gestión de autoridades municipales, alcalde 

municipal intimida judicialmente con el cierre de programa de opinión aduciendo 

difamación.  

 Por dar cobertura informativa y de opinión sobre la confrontación entre gobierno y crimen 

organizado 

La actuación de las autoridades en la mayoría de los casos se desconoce, no se investigan ni se 

judicializan los casos, tampoco se brinda la debida protección a las víctimas. En otros casos, son las 

propias autoridades las responsables de la intimidación o son cómplices por omisión.  

En 12 de los casos se registran antecedentes que evidencian que las víctimas han sufrido otro tipo 

de agresiones con anterioridad, lo que advierte sobre la reiteración y persistencia de las 

agresiones, así como el riesgo al que están expuestas las víctimas. Los casos son los siguientes: 1) 

Cholusat Sur (canal 36) y Radio Globo; 2) Dennis Menjivar, de Canal 6; 3) José Onorio Cruz, director 

del informativo “Fuera del camino” que se transmite vía internet a través de 

www.laradiopopular.net y quien también es colaborador de los medios alternativos Radio 

Progreso y Radio Uno en la ciudad de Choluteca, al sur del país; 4) Alex Sabillón, presentador y 

reportero del noticiero “Hechos de Choloma”;5) Sandra Maribel Sánchez, comunicadora social; 6) 

José Ramón Maldonado, periodista de televisión; 7 y 8) David Romero Ellner, Globo TV, se 

registran dos alertas en el período; 9) Isaac Leonardo Guevara Amaya, televisión; 10) Amada 

Ponce,periódico digital Conexhion, se registran antecedentes de agresiones por cubrir protestas 

frente a casa presidencial; 11) Radio Progreso, se registran antecedentes de diverso tipo, entre 

ellos, asesinatos que continúan en la impunidad; 12) Coiproden,defensores de derechos de la 

niñez. 

Desdeel golpe de Estado en 2009, hasta la fecha, persiste un contexto de alto riesgo para los 

periodistas y comunicadores sociales, quienes son víctimas de diverso tipo de agresiones en el 

ejercicio de su profesión, desdela manipulación de la información por parte de los funcionarios 

públicos, los mensajes con calificativos que propician el odio y la confrontación social, el 

desprestigio de la labor y la integridad personal de los periodistas, hasta la indefensión 

institucional en que se encuentran y el entramado de circunstancias que pone en riesgo sus vidas. 

 

http://www.laradiopopular.net/
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No. de alerta 009-14 Descripción de los hechos 

Fecha 08 de febrero El ex alcalde capitalino y actual designado presidencial, 

Ricardo Álvarez, arremetió este martes en contra de los 

medios opositores Cholusat Sur (Canal 36) y Radio Globo, 

acusándoles de "terroristas mediáticos". 

Las declaraciones ocurren en el momento en que una rueda 

de periodistas le consultaba sobre su cercanía con el 

exdirector del Instituto Hondureño de Seguridad Social (IHSS), 

Mario Zelaya, quien actualmente tiene una alerta migratoria 

en la Policía Internacional (INTERPOL) acusado de la 

"desaparición" de más de 4,000 millones de lempiras de esa 

institución. 

"Estás son parte de las calumnias de Radio Mel y de 

Cholumel" indicó en un tono enfadado a los medios. La 

entrevista fue transmitida de forma instantánea en el 

programa estelar de Radio Globo a las 12:00 meridiano. 

Los calificativos de Álvarez aluden al ex presidente, Manuel 

"Mel" Zelaya Rosales, actual diputado del partido opositor 

Libertad y Refundación (LIBRE). 

Nombre de la alerta Designado presidencial arremete 

contra medios opositores 

Nombre de la víctima Cholusat Sur (Canal 36) y Radio Globo 

Profesión u oficio Comunicación social 

Medio Televisión y radio 

Cholusat Sur (Canal 36) y Radio Globo 

Tipo de agresión Intimidación 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, F.M. 

Responsable de la agresión Funcionario público 

Designado presidencial, Ricardo 

Álvarez. 

Actuación de las autoridades  Se desconoce 

Antecedentes  Desde el golpe de Estado en 2009, ambos medios han sido 

víctimas de distintas agresiones que atentan contra la libertad 

de expresión. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Denunciar la manipulación de la información por parte de los 

funcionarios públicos y los mensajes con calificativos que 

propician el odio y la confrontación social. 

 

No. de alerta 016-14 Descripción de los hechos 

Fecha 02 de abril El corresponsal de Canal 6 asignado a la fuente policial en la 

ciudad de Choloma, Dennis Menjivar, denunció a C-Libre ser 

víctima de persecución vehicular a partir de la cobertura 

noticiosa de la captura del “Negro Lobo”. 

Según Menjivar diariamente al salir de su vivienda, vehículos 

le dan seguimiento hasta cierto trayecto y luego desaparecen 

como por arte de magia, “primero fue un Ford Ranger y 

ahora son dos ‛turismo’, pero ninguno tienen placas y los 

vidrios son totalmente oscuros además hacen exactamente el 

mismo recorrido”. 

Menjivar aseguró que “lo grave de esta incómoda situación 

es que yo fui víctima de un atentado hace dos años y fue 

precisamente desde un vehículo y casualmente en horas de 

la mañana minutos después de haber salido de mi casa”. 

Nombre de la alerta Periodista podría ser asesinado si las 

autoridades no lo protegen    

Nombre de la víctima Dennis Menjívar 

Profesión u oficio Reportero 

Medio Televisión, Canal 6 

Tipo de agresión Intimidación 

Lugar de la agresión Choloma, Cortés 

Responsable de la agresión Desconocidos 

Actuación de las autoridades  Se interpuso formal denuncia pero se desconoce la actuación 

de las autoridades. 
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Antecedentes  Hace dos años el periodista fu víctima de un atentado. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Que se investiguen los hechos, brindar protección y 

garantizar la integridad del periodista y su familia. 

 

No. de alerta 019-14 Descripción de los hechos 

Fecha 22 de abril El periodista José Onorio Cruz, director del informativo 

"Fuera del camino” que se transmite vía internet a través de 

www.laradiopopular.net y quien también es colaborador en 

la ciudad de Choluteca, al sur del país, para los medios 

alternativos Radio Progreso y Radio Uno, denunció ante C-

Libre que está siendo acechado en su casa de habitación. 

Según Cruz, una vecina constató que desde hace unas 

semanas un tipo a bordo de una motocicleta color negra se 

para frente al portón de su residencia y luego se queda 

observando hacia el interior de su vivienda. 

“Mi trabajo consiste en analizar la realidad desde la óptica de 

la ciudadanía, desde una posición de respeto a los derechos 

del pueblo, en esa línea de pensamiento para mí es 

obligatorio denunciar los mecanismos de sometimiento de la 

ultraderecha hondureña, impulsada por los Juanorlandistas. 

He denunciado la corrupción, la militarización de la sociedad 

y el Estado”, dijo el periodista a C-Libre. 

Nombre de la alerta Periodista es víctima de vigilancia en 

su residencia 

Nombre de la víctima José Onorio Cruz 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Sitio Web 

Tipo de agresión Intimidación 

Lugar de la agresión Choluteca 

Responsable de la agresión Desconocidos 

Actuación de las autoridades  Se desconoce actuación 

Antecedentes  El periodista ha sido víctima de dos amenazas anteriores 

relacionadas con su labor de comunicación 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Que se investiguen los hechos y se garantice su protección. 

 

No. de alerta 027-14 Descripción de los hechos 

Fecha 26 de mayo Se incrementan las acciones intimidatorias en contra de Alex 

Sabillón, presentador y reportero del noticiero “Hechos de 

Choloma”, que se transmite por Multicanal en la ciudad de 

Choloma ubicado en la zona norte del país. 

El reportero, informó a C-Libre que el día viernes 23 de mayo 

por horas de la noche observó como un joven de contextura 

delgada, fotografiaba su residencia en varias ocasiones, para 

luego huir del lugar en un carro tipo turismo color negro y sin 

placas. 

Posteriormente, el martes 27 de mayo, Sabillón captó las 

imágenes de un joven que igualmente le fotografía en plena 

vía pública mientras el periodista realizaba su labor 

informativa. 

 

Nombre de la alerta Persiste la intimidación y el acecho en 

contra de reportero de televisión 

Nombre de la víctima Alex Sabillón 

Profesión u oficio Televisión 

Medio Comunicador social 

Tipo de agresión Intimidación 

Lugar de la agresión Choloma, Cortés 

Responsable de la agresión Desconocidos 

Actuación de las autoridades  Retomaron la seguridad del periodista. 

http://www.laradiopopular.net/
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Antecedentes  Desde el año 2011, el Comité por la Libre Expresión (C-Libre), 

ha registrado 12 agresiones en contra de Sabillón. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Que se investiguen los hecho y se garantice la protección del 

periodista 

 

 

No. de alerta 032-14 Descripción de los hechos 

Fecha 05 de junio La periodista Sandra Maribel Sánchez denunció ser víctima de 

una campaña de desprestigio por parte de Diario Tiempo 

propiedad de Jaime Rosenthal Oliva. 

Según la periodista, la nota publicada el miércoles 4 de junio, 

titulada “Prensa irresponsable, tropiezo para despenalizar 

delitos contra el honor”, disponible en versión digital en 

(http://www.tiempo.hn/portada/noticias/prensa-

irresponsable,-tropiezo-par...), está encaminada a denigrar su 

persona. 

Sánchez manifestó que la nota en mención pareciera tratarse 

de un “libelo” (escrito en que se denigra o infama a alguien o 

algo), y no una noticia ya que carece de todos los elementos 

periodísticos. 

“En realidad el propósito del dueño del periódico es 

desprestigiar a dos periodistas que lo han cuestionado como 

uno de los tres hombres más ricos del país e incapaz de pagar 

los derechos básicos a sus periodistas”, detalló Sánchez. 

La periodista relató que “el texto no hace mención a mi 

persona ni a la del periodista Fredy Guzmán, pero se colocan 

nuestras fotografías en un afán de desprestigiarnos 

visualmente y con esto decirles a sus lectores, miren a estos 

dos, son periodistas que ofenden a la gente”. 

Nombre de la alerta Periodistas denuncian campaña de 

desprestigio     

Nombre de la víctima Sandra Sánchez y Darío Guzmán 

Profesión u oficio Periodistas 

Medio Radio 

Tipo de agresión Intimidación 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, F.M 

Responsable de la agresión Empresario 

Propietario de Diario Tiempo 

Actuación de las autoridades  Se desconoce. 

Antecedentes  En el pasado, la periodista Sandra Maribel Sánchez, ha sido 

víctima de distintas agresiones a la libertad de expresión y ha 

enfrentado juicios por su labor periodística. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Denunciar la manipulación de la información y las campañas 

de desprestigio en contra de los periodistas. 

 

No. de alerta 038-14 Descripción de los hechos 

Fecha 24 de junio El hecho se produjo durante los actos de inauguración del 

servicio de internet inalámbrico gratis, en el parque central 

de la Ceiba, el jueves 10 de julio, mientras Maldonado le 

consultaba al Presidente sobre una supuesta confabulación 

del poder ejecutivo, en el otorgamiento de permisos de 

explotación minera en aquella ciudad caribeña. 

“Vamos a ver, présteme el teléfono que quiero que me 

Nombre de la alerta Presidente hondureño intimida a 

periodista y lo obliga a revelar su 

fuente   

Nombre de la víctima José Ramón Maldonado 

http://www.tiempo.hn/portada/noticias/prensa-irresponsable,-tropiezo-para-despenalizar-delitos-contra-el-honor
http://www.tiempo.hn/portada/noticias/prensa-irresponsable,-tropiezo-para-despenalizar-delitos-contra-el-honor
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Profesión u oficio Periodista conteste la pregunta, yo le digo a usted (refiriéndose al 

periodista Maldonado), estamos hablando con 

responsabilidad aquí; de dónde sacó esa información, que 

para mí es nueva y yo quiero que me graben esto, porque lo 

voy a poner a disposición del Ministerio Público, en este 

momento”, respondió el Presidente 

Seguidamente el abogado Hernández, de manera insistente, 

le solicitó al comunicador el nombre de la fuente; “de dónde 

sacó esa información, deme el nombre, cuál es el nombre de 

la persona”,… 

No bastando con lo anterior el Presidente de Honduras 

ordenó: “yo quiero que todos me graben esto o por lo menos 

la cámara que anda conmigo me grabe la cara de mi amigo y 

su nombre”. Ante tal instrucción, el periodista Maldonado, de 

manera valiente y responsable le dijo su nombre y su número 

de identidad.  

Medio Televisión 

Tipo de agresión Intimidación 

Lugar de la agresión La Ceiba, Atlántida 

Responsable de la agresión Funcionario público 

Presidente de la Republica de 

Honduras 

Actuación de las 

autoridades 

 Se desconoce 

Antecedentes  El 9 de mayo del 2013, Ramón Maldonado, junto a su 

camarógrafo, sufrió un atentado cuando conducía su vehículo 

personal 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Denunciar la agresión a la libertad de expresión y exigir el 

respeto al ejercicio de la labor periodística 

 

No. de alerta 045-14 Descripción de los hechos 

Fecha 18 de agosto El periodista David Romero, director de Radio Globo, 

responsabilizó, durante la transmisión del noticiero matutino 

del 20 de agosto de 2014, al fiscal general adjunto del 

Ministerio Público (MP), Rigoberto Cuellar y su esposa Sonia 

Gálvez, de cualquier atentando en contra de su vida y la de su 

familia. 

Según el periodista, sus constantes denuncias sobre actos de 

corrupción del fiscal general adjunto y su esposa Sonia Gálvez 

a través de la “operatividad de un cartel disfrazado de bufete 

de nombre, Cuellar-Gálvez-López”, es la causa que ha puesto 

en situación de riego su vida y la de su familia.  

“Temo por mi vida, porque estoy enfrentado al poder 

institucionalizado desde el Ministerio Público, por las 

denuncias de cómo este bufete maneja los casos más grandes 

que llegan al Ministerio Público y además utiliza los bienes de 

la institución para trabajo privado del bufete, por esa razón la 

señora Sonia Gálvez, mujer de Rigoberto Cuellar ha instruido, 

sin ser funcionaria del Ministerio Público, una persecución en 

mi contra”, agregó Romero. 

Nombre de la alerta Periodista que denunció corrupción 

por parte del fiscal general adjunto, 

teme por su vida 

Nombre de la víctima David Romero 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Radio 

Tipo de agresión Intimidación 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, F.M 

Responsable de la agresión Funcionario público 

Fiscal general adjunto del Ministerio 

Público (MP), Rigoberto Cuellar y su 

esposa Sonia Gálvez 

Actuación de las 

autoridades 

 El periodista se presentó ante el Ministerio Publico (MP), para 

interponer la formal denuncia, pero no fue atendido 

aduciendo falta de personal, por tal razón Romero acudió al 

Comisionado Nacional de los Derechos Humanos de 
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Honduras (CONADEH) y al Comité de Familiares Detenidos y 

Desaparecidos en Honduras (COFADEH). 

Antecedentes  En ocasiones anteriores el periodista ha denunciado diversas 

agresiones a la libertad de expresión en el ejercicio de su 

labor periodística. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Investigar los hechos, exigir el respeto a la libertad de prensa 

y garantizar la seguridad del periodista. 

 

No. de alerta 058-14 Descripción de los hechos 

Fecha 3 de octubre "Solo le voy a hacer una pregunta, con quién estás, vos sos 

parte del problema o de la solución", preguntó un soldado de 

la Fuerza de Seguridad Interinstitucional Nacional (Fusina), al 

periodista Isaac Leonardo Guevara Amaya, durante la 

cobertura periodística de un desalojo en la comunidad 

garífuna de Barra Vieja, en Tela, Atlántida, al norte de 

Honduras. 

La acción sobreviene minutos después de que el 

comunicador, quien además goza de medidas cautelares por 

la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), 

realizaba varias tomas a pocos metros de distancia de la 

expulsión de los pobladores, ocurrida el 30 de septiembre 

reciente. 

En declaraciones al Comité por la Libre Expresión (C-Libre), 

Guevara explicó que cuando el desalojo comenzaba se 

percató de que un miembro de la Dirección Nacional de 

Investigación Criminal (DNIC) con su rostro cubierto y desde la 

parte trasera de la paila de un vehículo de la Policía Nacional 

le gritó al comunicador "¡bájate de ahí, no podes estar aquí!", 

acto seguido sobrevino la intimidación por parte del militar. 

Nombre de la alerta Militar intimida a periodista 

hondureño "Vos con quién estás, sos 

parte del problema" 

Nombre de la víctima Isaac Leonardo Guevara Amaya 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Televisión 

Tipo de agresión Intimidación 

Lugar de la agresión Barra Vieja, Tela, Atlantida 

Responsable de la agresión Funcionario público 

Militar de FUSINA 

Actuación de las autoridades  Agresión  

Antecedentes  El 19 de febrero del año anterior C-Libre, denunció amenazas 

verbales por parte de elementos de la Policía Nacional 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Que se investigue el hecho, se apliquen las medidas 

normativas pertinentes al militar responsable de la agresión y 

cesen las agresiones en contra de los periodistas 

 

No. de alerta 077-14 Descripción de los hechos 

Fecha 20 de noviembre Luego de dos crímenes sin resolver contra comunicadores de 

Radio Progreso, el director de la emisora, padre Ismael 

Moreno, sostuvo que está preparado para morir. 

Los disparos que se escuchan regularmente en todo el país 

"decimos que son normales". "Probablemente esa es la forma 

en que voy a morir, no por causas naturales. Estoy preparado 

para eso. Si algo sucede, la gente está dispuesta a seguir 

adelante. Ellos saben dónde están mis documentos", 

Nombre de la alerta Director de Radio Progreso: Estoy 

preparado para morir 

Nombre de la víctima Ismael Moreno 

Profesión u oficio Sacerdote 
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Medio Radio Progreso manifestó Moreno en declaraciones a American Catholic 

News Service, publicadas el 19 de noviembre pasado. 

La publicación revela que el sacerdote explicó que los peligros 

para los periodistas y activistas sociales como él, no vienen de 

pertenecer a la izquierda o a la derecha. "El problema es 

transmitir noticias" sobre lo que realmente pasa en el país. 

"La ley del más fuerte" es lo que prevalece en Honduras. "Y 

yo no estoy con los fuertes", expresó 

Tipo de agresión Intimidación e impunidad 

Lugar de la agresión Progreso, Yoro 

Responsable de la agresión Estado de Honduras 

Actuación de las 

autoridades 

 El Padre Moreno, afirmó que las autoridades se han negado a 

informar acerca de la investigación sobre la muerte de Mejía 

y se han limitado a decir que hay una orden de arresto 

pendiente de ejecución, cita la publicación 

Antecedentes  Se registran diverso tipo de agresiones contra los miembros 

de esta radio, incluido el asesinato del director de mercadeo, 

Carlos Mejía Orellana, que permanece sin resolver.  

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Denunciar el riesgo y peligro en que se encuentran los 

periodistas y activistas sociales, la impunidad y la indefensión 

institucional. 

 

No. de alerta 078-14 Descripción de los hechos 

Fecha 21 de noviembre El comunicador de la radio comunitaria Éxtasis, Ángel Antonio 

García, denunció que el alcalde de Langue, Valle, Óscar Yánez 

y el director de justicia municipal, Ezequiel Cárdenas, le 

advierten que le van a cancelar su programa aunque él porta 

un carné de la radio comunitaria. 

"El alcalde me dijo: ‛estamos en el poder así que nosotros 

podemos cerrar el programa’" y le advirtió que la policía 

también está con ellos, denunció el comunicador. 

"A veces tenemos que tocar cosas que talvez a las 

autoridades del municipio, como el alcalde Óscar Yánez, del 

Partido Nacional", regidores y al director de justicia municipal 

no les gustan.  

"El juez de policía a veces me insulta cuando me encuentra en 

la calle porque dice: ‛Mirá, vos no sos periodista, no sos 

comunicador social, vos no sos nada; tenés que tener un 

documento que te acredite’ y le digo yo, y los seis años de 

lucha que tenemos capacitándonos". 

Por su parte, García Guevara, director del programa “Dígalo 

como quiera, frente al pueblo” de Canal 19 Dek TV y de la 

radio Discovery FM 99.1 e integrante de la Red de Alertas y 

Protección a Periodistas y Comunicadores Sociales (Rapcos 

Valle), denunció que en el mes de septiembre, la 

gobernadora del departamento de Valle, Juana López, le dijo 

a él y al comunicador social Gabriel Hernández, "ustedes no 

andan carné". 

Nombre de la alerta Gobernadora y autoridades 

municipales de Valle intimidan a 

comunicadores 

Nombre de la víctima Leonel García y Ángel Antonio García 

Profesión u oficio Reporteros 

Medio Radio y televisión 

Éxtasis radio comunitaria/Discovery y 

Dex TV 

Tipo de agresión Intimidación 

Lugar de la agresión Nacaome y Langue Valle 

Responsable de la agresión Funcionarios públicos. Gobernadora 

Juana López, alcalde de Langue, Óscar 

Yánez, juez de policía, Ezequiel 

Cárdenas 

Actuación de las 

autoridades 

 Abuso de autoridad por agresión directa 

Antecedentes  C-Libre, ha registrado diverso tipo de agresiones contra 

periodistas y comunicadores sociales por parte de 

autoridades que limitan el ejercicio periodístico y la libertad 
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de prensa 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Exigir que se respete la Declaración de Principios sobre 

Libertad de Expresión que, en su numeral 6, establece: "toda 

persona tiene derecho a comunicar sus opiniones por 

cualquier medio y forma. La colegiación obligatoria o la 

exigencia de títulos para el ejercicio de la actividad 

periodística, constituyen una restricción ilegítima a la libertad 

de expresión. La actividad periodística debe regirse por 

conductas éticas, las cuales en ningún caso pueden ser 

impuestas por los Estados 

 

No.  de alerta 080-14 Descripción de los hechos 

Fecha 25 de noviembre Mientras varias mujeres reclamaban al gobierno del 

presidente Juan Orlando Hernández, por las cifras de 

feminicidios impunes, en conmemoración del Día 

Internacional para la Eliminación de la Violencia contra la 

Mujer; un militar que impedía el acceso a Casa Presidencial 

le preguntó a la periodista: 

-¿Y usted para dónde va? 

-Soy periodista, respondió. 

-A usted yo la conozco, le advirtió el militar luego de 

escrutarla con la mirada.  

El incidente ocurrió este 25 de noviembre, frente al 

estacionamiento principal de Casa Presidencial. 

Nombre de la alerta "A usted ya la conozco": advierte 

militar a periodista de Conexihon 

Nombre de la víctima Amada Ponce 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Periódico digital 

Conexhion 

Tipo de agresión Intimidación 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, F.M. 

Responsable de la agresión Funcionario público militar de la 

guardia presidencial 

Actuación de las autoridades  Agresión 

Antecedentes  No es la primera vez que los militares agreden a una 

reportera frente a Casa de Gobierno. El 13 de diciembre de 

2011, policías e integrantes de la Guardia de Honor 

Presidencial, del entonces presidente Porfirio Lobo Sosa 

golpearon y lanzaron gas lacrimógeno contra mujeres 

periodistas agrupadas en el Colectivo de Mujeres por la Vida 

y la Libertad de Expresión. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Que se investigue el hecho, se apliquen las medidas 

normativas pertinentes al militar responsable de la agresión 

y cesen las agresiones en contra de los periodistas  

 

No. de alerta 083-14 Descripción de los hechos 

Fecha 03 de diciembre Como parte de su visita in loco a Honduras, la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) conoció que 

hace 12 días, agentes de investigación criminal le habrían 

advertido al director de Radio Globo, David Romero Ellner, 

Nombre de la alerta Policías de investigación advierten a 

periodista: pueden perder la vida 



 

86 

Nombre de la víctima David Romero Ellner que en la confrontación entre gobierno y crimen organizado 

varios periodistas pueden perder la vida. 

"Hace 12 días, agentes de investigación me llamaron para 

decirme que tenían que decirnos que pueden atentar contra 

nosotros, porque en la confrontación entre gobierno y 

crimen organizado podemos perder la vida", denunció 

Romero Elner ante los representantes de la CIDH, en 

Tegucigalpa, la capital del país. 

 

Profesión u oficio Periodista, director de medio 

Medio Radio Globo 

Tipo de agresión Intimidación telefónica 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, F.M. 

Responsable de la agresión Funcionarios públicos.  Agentes de 

investigación no identificados 

Actuación de las autoridades  Agresión 

Antecedentes  Desde  el golpe de Estado en 2009, hasta la fecha, persiste 

un contexto de alto riesgo para los periodistas quienes son 

víctimas de diverso tipo de agresiones en el ejercicio de su 

profesión. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Investigar los hechos y proteger la vida de los periodistas  

 

No. de alerta 091-14 Descripción de los hechos 

Fecha 18 de diciembre  El alcalde de Langue, Valle, Óscar Yánez y su esposa, Donina 

Matamoros, consultados por vía telefónica, advirtieron a C-

Libre que tienen derecho a proceder legalmente contra el 

comunicador Leonel García, porque se sienten difamados por 

sus enfoques de opinión a través de Radio Discovery FM y 

DEK.-TV.  

La denuncia fue interpuesta ante C-Libre por Douglas Mejía, 

propietario de ambos medios. "Se han ido otros más grandes, 

no digamos ese gato (hondureñismo para minimizar a una 

persona), locutorcito", habría dicho la esposa del alcalde de 

Langue, Valle al propietario de Radio Discovery FM y DEK.-TV. 

"He sentido que me han querido cerrar el medio, me han 

querido coaccionar. Conatel está encima de la radio y del 

canal, es cierto que hay que tener cuidado con lo que se va a 

decir, pero hay que decir la verdad. Créame que me siento 

intimidado porque hay otros medios de comunicación que no 

están autorizados por Conatel y nadie los supervisa y nadie 

los visita. Considero que en el país no se puede criticar a 

nadie porque ya lo amenazan con cerrar el medio o amenazas 

a muerte a las personas que están criticando", denunció. 

Nombre de la alerta Alcalde de Langue y su esposa 

señalan por “difamación” a 

periodista 

Nombre de la víctima Leonel García 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Radio y televisión 

Discovery y Dek TV 

Tipo de agresión Intimidación judicial 

Lugar de la agresión Langue, Valle 

Responsable de la agresión Funcionario público 

Alcalde Óscar Yánez y su esposa 

Donina Matamoros 

Actuación de las autoridades  Agresión 

Antecedentes  No se registran antecedentes, es la primera vez que recibe 

este tipo de agresión 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Exigencia de la garantía y el respeto a la libertad de prensa 
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No. de alerta 094-14 Descripción de los hechos 

Fecha 20-diciembre La policía aún no investiga el atentado que "pretendió acabar 

con la vida" de una de las integrantes de la Coordinadora de 

Instituciones Privadas pro las Niñas, Niños, Adolescentes, 

Jóvenes y sus Derechos (Coiproden), ocurrido en Tegucigalpa, 

la capital del país. 

El coordinador de la organización no gubernamental, 

Coiproden, Wilmer Vásquez, denunció, por medio de C-Libre, 

que a la 1:00 de la madrugada del 20 de diciembre salían de 

la cena navideña en sus oficinas de la colonia Humuya y 

encontraron un artefacto con 24 clavos de acero, situado en 

la llanta delantera del vehículo de la coordinadora de 

Incidencia Política, Doris García. 

 

Nombre de la alerta Policía encubre por omisión 

intimidación y atentado contra 

defensores de la niñez 

Nombre de la víctima Doris García, Wilmer Vásquez, Silvia 

Ayala 

Profesión u oficio Defensores de derechos humanos 

Medio ONG, Coiproden 

Tipo de agresión Intimidación 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, F.M. 

Responsable de la agresión Policía por omisión 

Actuación de las 

autoridades 

 Se interpuso la denuncia pero la policía no acudió al lugar 

para investigar los hechos. 

Antecedentes  C-Libre, ha registrado diferentes atentados contra defensores  

de derechos humanos, periodistas y líderes políticos en el 

país. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Porque no es una situación común y pone en riesgo la 

seguridad de los miembros de la organización. 

 

Represión judicial 

La represión judicial puede ser considerada una forma de impedir por parte de los tomadores de 

justicia, que las personas hagan uso del derecho a la libertad de expresión,ya sea acallando su voz 

u obstaculizando su trabajo relacionado con la difusión de información dirigida a potenciar el 

interés colectivo. Se puede considerar a la represión judicial un tipo de violación no directa, que 

tiene como propósito causar daño sicológico a las personas y organizaciones que hacen uso de la 

expresión y la difusión de la información. Los seis casos reportados por C-Libre sobre este tipo de 

violación a la libertad de expresión, en el año 2014, van dirigidas a impedir la libertad de 

expresión, de prensa y de información, como se puede ver en la información contenida en las 

fichas de las alertas. 

Las agresionesse dirigieron contra dos organizaciones de sociedad civil que defienden derechos 

humanos: C-Libre y la Alianza por la Paz y la Justicia, APJ (en este caso la agresión directa se ejerció 

contra su coordinador, Josué Murillo); una agresión general contra periodistas y los medios de 

comunicación mediante la emisión de una reforma a la Ley de Violencia Doméstica realizada por el 

Congreso Nacional, la cual busca impedir a los medios de comunicación que informen sobre temas 

relacionados con la violencia doméstica. C-Libre emitió dos alertas relacionadas con el periodista 
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Julio Ernesto Alvarado, y una agresión contra la comunicadora social Albertina Manueles. Como se 

observa, las agresiones van dirigidas contra periodistas y contra organizaciones sociales que 

trabajan en los temas de libertad de expresión, acceso a la información y justicia. 

En lo que respecta al lugar, la mayoría de las agresiones denunciadas (5) se efectuaron en 

Tegucigalpa y una en el municipio de San Francisco de Opalaca, departamento de Intibucá. Los 

responsables fueron organismos estatales: una entidad de evaluación de la carrera policial, la Sala 

de lo Penal, un Ministerio, el Congreso Nacional y un Juzgado de Letras. Como se observa, todos 

los poderes de Estado se encuentran involucrados en este tipo de agresión a la libertad de 

expresión.  

En los casos denunciados se observa el uso de los canales judiciales para que las víctimas limiten 

sus acciones de denuncia contra la ineficiencia y responsabilidades criminales de los organismos 

estatales y sus agentes. Se trasluce la pretensión estatal de cerrar organizaciones que monitorean 

y alertan sobre violaciones a derechos humanos. También se busca silenciar a periodistas y 

comunicadores sociales para que no puedan informar sobre violaciones a derechos políticos, 

violencia doméstica y actos de corrupción pública. 

Solamente en dos casos encontramos antecedentes sobre las violaciones a la libertad de 

expresión; en uno se declara culpable al periodista Julio Ernesto Alvarado por la Sala de lo Penal en 

diciembre de 2013; en otro se registran amenazas a la población de San Francisco de Opalaca por 

el cargo de sedición, por parte del Ministro de Derechos Humanos, Justicia, Gobernación y 

Descentralización. 

Por último, se destaca que las personas y organizaciones agredidas interponen las denuncias por 

las siguientes razones: porque se criminaliza la expresión; porque se busca inhabilitar para el 

ejercicio periodístico; porque se busca amordazar a los periodistas y a los medios para que no 

denuncien públicamente a los agresores de mujeres; y porque se atropella a las organizaciones 

defensoras de derechos humanos. 

No. de alerta 005-14 Descripción de los hechos 

Fecha  1 de febrero 2014 El titular de la Dirección de Investigación y Evaluación de la 
Carrera Policial (DIECP), Eduardo Villanueva, solicitó al fiscal 
general del Ministerio Publico (MP), citar a Josué  Murillo, 
coordinador de la Alianza por la Paz y la Justicia, para que se 
le tome una  declaración oficial por las afirmaciones públicas 
vertidas, en relación a que altos jefes policiales son 
responsables de la comisión de delitos y faltas constitutivas 
de responsabilidad penal. 

El coordinador de la APJ, expresó que la DIECP no ha 
"privilegiado la investigación patrimonial, la cual es una 
herramienta esencial en la identificación de los policías 
involucrados en narcoactividad, crimen organizado y en otras 
formas de delitos como el robo de armas, robo de vehículos, 
extorsión, secuestros, asesinatos y sicariato". 

Murillo también denunció que "entre cuatro y cinco oficiales 
de alto rango lideran bandas del crimen organizado desde lo 
interno de la Policía Nacional y son los responsables de que el 

Nombre de la alerta Con acción legal, funcionario 
amenaza a coordinador de la 
Alianza por la Paz y la Justicia 

Nombre de la víctima Josué  Murillo coordinador de la 
Alianza por la Paz y la Justica 

Profesión u oficio Defensor de derechos humanos 

Medio ONGs 

Tipo de agresión Represión judicial 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Titular de la Dirección de 
Investigación y Evaluación de la 
Carrera Policial (DIECP), Eduardo 
Villanueva 
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crimen organizado y el narcotráfico hayan permeado este 
cuerpo policial". 

Actuación de las autoridades  Criminalizó la postura del informe de APJ y su coordinador 
manifestando intolerancia a la crítica de un formador de 
opinión pública y defensor de derechos humanos. 

Antecedentes  No hay antecedentes. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se hace la denuncia por considerar que la actitud del titular 
de la DIECP además de ser intolerante e intimidatoria es una 
clara criminalización de la información y una flagrante 
violación a la libertad de expresión 

 

No. de alerta 006-14 Descripción de los hechos 

Fecha 05 de febrero del 2014 La Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia (CSJ) 
pretende inhabilitar temporalmente al periodista Julio 
Ernesto Alvarado por haber difundido en el año 2006, la 
denuncia sobre el tráfico de equivalencias en la Facultad de 
Ciencias Económicas de la Universidad Nacional Autónoma de 
Honduras (UNAH), por parte de la decana Belinda Flores. 

Alvarado también podría ser sentenciado a un año y cuatro 
meses de arresto por ser la persona señalada como el “autor 
penalmente responsable del delito consumado de difamación, 
por expresiones constitutivas de injurias en perjuicio de la 
señora Belinda Flores”. 

Nombre de la alerta Periodista a un paso de ser 
arrestado e inhabilitado para 
ejercer su profesión. 

Nombre de la víctima Julio Ernesto Alvarado 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Noticiero “Mi nación” TV. Globo 

Tipo de agresión Represión Judicial 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Sala de lo Penal de la Corte 
Suprema de Justicia (CSJ) 

Actuación de las autoridades  La Corte Suprema de Justicia, por unanimidad de votos de la 
Sala de lo Penal declara con lugar el recurso de casación. 

Antecedentes  El hecho se produjo en el año 2006 cuando el periodista 
facilitó su espacio informativo al catedrático universitario de 
la Facultad de Ciencias Económicas, Carlos Gustavo Villela, 
para denunciar el tráfico de equivalencias por parte de la 
decana de la Facultad de Economía de la UNAH, Belinda 
Flores. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se hace la denuncia por que la sentencia establece la 
inhabilitación del periodista para ejercer el periodismo por el 
mismo tiempo de la condena principal. Cabe señalar que esta 
sentencia aún no está en firme. 

 

No.  Alerta 008-14 Descripción de los hechos 

Fecha 14 de febrero 2014. Según la reforma al artículo 23 “Los medios de comunicación 
se abstendrán de hacer publicaciones o divulgar información 
relacionada con los procesos de violencia doméstica, ya sean 
estos realizados en sede administrativa o judicial, la 
transgresión a esta disposición será sancionada con multa de 
diez (10) a veinticinco (25) salarios mínimos en su valor más 
alto”. De igual manera se contempla que sanciones y multa 
para el funcionario(a) administrativo o judicial que revele 
información o la secretividad declarada del proceso. 

Nombre de la alerta Multarán a medios de 
comunicación que publiquen o 
divulguen casos de violencia 
doméstica. 

Nombre de la víctima Periodistas y medios de 
comunicación 

Profesión u oficio Periodistas 

Medio  

Tipo de agresión Represión judicial 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Congreso Nacional 

Actuación de las autoridades  Reforma a la Ley Contra la Violencia Doméstica en Honduras, 
publicada el 6 de septiembre del 2013 en el diario oficial La 
Gaceta (Num 33,22). 

Antecedentes  No hay antecedentes 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se denuncia esta reforma a la ley contra la violencia doméstica 
por considerarla una mordaza a la libertad de expresión. Con 
la ley no se puede denunciar públicamente a un agresor, ni 
tampoco se puede brindar información a los medios de 
comunicación. 
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No.de alerta 012-14 Descripción de los hechos 

Fecha 04 de marzo de 2014 La asociación Comité por la Libre Expresión (C-Libre), ante la 
comunidad nacional e internacional denuncia públicamente la 
orden del Ejecutivo de cancelar la personería jurídica de 
nuestra organización, lo que se considera como una escalada 
en contra de las organizaciones que realizan críticas a las 
políticas del actual gobierno y que promovemos y 
defendemos los derechos humanos en Honduras. 
 
La disposición fue publicada el pasado viernes 28 de febrero 
del 2014, en el diario oficial La Gaceta No. 33,367, en la cual 
la Unidad de Registro y Seguimiento de Asociaciones Civiles 
(URSAC), adscrita a la Secretaría del interior y de población, 
ordena iniciar el proceso de cancelación de 5,429 
asociaciones civiles. 

Nombre de la alerta Poder Ejecutivo ordena el cierra del 
Comité por la Libre Expresión (C-
Libre) 

Nombre de la víctima Comité por la Libre Expresión 

Profesión u oficio Defensor de derechos humanos 

Medio ONG 

Tipo de agresión Represión judicial 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión  

Actuación de las autoridades Secretaría del interior y población. Amenaza con la aplicación del artículo 93 del código civil 
vigente. 

Antecedentes  No hay antecedentes. 

Razón que motiva la denuncia  C-Libre al contar con la documentación en tiempo y forma, 
considera que esta acción es un atropello a sus derechos. 

 

 

No. de alerta 021-14 Descripción de los hechos 

Fecha 29 de abril 2014 El Juzgado de Ejecución, Sección Judicial de Tegucigalpa, a 

través de la abogada Marta Alicia Cuellar, en su condición de 

Juez de Ejecución resolvió extender carta de libertad 

definitiva al periodista Julio Ernesto Alvarado, acusado por el 

delito de difamación por expresiones constitutivas de injurias 

en perjuicio de la señora Belinda Flores catedrática de la 

Universidad Nacional Autónoma de Honduras (UNAH). 

Con esta sentencia de conmuta de pena de reclusión por 

pago efectivo y suspensión de las penas accesorias que 

consistían en la inhabilitación del ejercicio periodístico, al 

señor Alvarado se le restablecen sus derechos en calidad de 

ciudadano y con ello queda facultado para ejercer el 

periodismo.  

Nombre de la alerta Carta de libertad para periodista 

condenado por el delito de 

difamación por expresiones 

constitutivas de injurias 

Nombre de la víctima Julio Ernesto Alvarado 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Noticiero “Mi nación”, TV Globo 

Tipo de agresión Represión judicial 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión  

Actuación de las autoridades  La juez resuelve extender carta de libertad al periodista Julio 

Ernesto Alvarado. 

Antecedentes  El 9 de diciembre de 2013 la Sala de lo Penal de la Corte 

Suprema de Justicia condenó al periodista Julio Ernesto 

Alvarado a un año y cuatro meses de reclusión, y penas 

accesorias de inhabilitación especial e interdicción civil por 

los delitos de difamación por expresiones constitutivas de 

injurias, en perjuicio de Belinda Flores Padilla. 

Razones que motivan  la 

denuncia 

 No hay razones por que la sentencia es a favor del periodista. 
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No. de alerta 034-14 Descripción de los hechos 

Fecha 16 de junio de 2014 La comunicadora Albertina Manueles Pérez, corresponsal de 

Radio Progreso en el departamento de Intibucá, fue citada por 

el Juzgado Primero de Letras de esa zona para responder por 

el supuesto delito de sedición en contra de la seguridad 

interior del Estado de Honduras.  

 

 

 

 

Nombre de la alerta Bajo el cargo de sedición, 

comunicadora social es citada por 

los tribunales de justicia 

Nombre de la víctima Albertina Manueles 

Profesión u oficio Comunicadora social 

Medio Radio comunitaria 

Tipo de agresión Represión judicial 

Lugar de la agresión San Francisco de Opalaca, en el 

departamento de Intibucá 

Responsable de la agresión Juzgado Primero de Letras de 

Intibucá 

Actuación de las autoridades  Acusar a la comunicadora social Manueles Pérez por supuesto 

delito de sedición contra la seguridad interior del Estado de 

Honduras. 

Antecedentes  En febrero de 2014 el ministro de derechos humanos, justicia, 

gobernación y descentralización, Rigoberto Chang Castillo, 

advirtió públicamente a los pobladores que participaron en la 

elección de la corporación mediante Audiencia Pública, que 

de no desistir de esta postura serian acusados por sedición.  

Razones que motivan  la 

denuncia 

 Denunció que la difusión de un acuerdo por parte de las 

comunidades lencas fue la causa para que le acusaran del 

delito de sedición, pues no encuentra otro motivo para tal 

imputación. 

 

Violaciones a los derechos civiles y políticos de la ciudadanía 

Los derechos civiles y políticos son fundamentales para el ejercicio democrático de un país. El 

derecho a participar libremente en todas las actividades que tienen que ver con el destino común 

que los miembros de una sociedad deseen darle, así como su derecho a oponerse a ciertas formas 

de organización de esa vida social, están protegidos como derecho constitucional y los derechos 

humanos internacionales.  

El análisis de la información registrada por C-Libre sobre agresiones a la libertad de expresión, 

expresada directamente en violaciones a los derechos civiles y políticos, deja ver que el ejercicio 

de esta violación está dirigido contra toda la población, como se observa en los dos casos 

registrados. En uno se impide a la población manifestarse libremente, y en el otro, los datos 

personales de la población están en peligro de ser utilizados por empresas privadas para su 

manipulación arbitraria de acuerdo a sus intereses. 
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Se identifican como responsables directos de estas violaciones, al Presidente de la República de 

Honduras, por impedir a la población su derecho a manifestarse ypor imponer una cadena 

nacional para transmitir los actos de juramentación del propio presidente; y al Registro Nacional 

de las Personas (RNP) por el mal manejo de los datos personales de los hondureños. Los dos casos 

se registran en la ciudad de Tegucigalpa. En el caso de la violación a los derechos individuales y 

políticos realizados por el RNP, las autoridades que vigilan dentro del Estado las acciones de los 

funcionarios públicos (IAIP, Conadeh, CNA) actuaron para conocer del caso, pero no se difundió 

información sobre la investigación realizada.  

No. de alerta 004-14 Descripción de los hechos 

Fecha 28 de enero  Durante los actos protocolarios de la toma de posesión del 
presidente de la Republica de Honduras para el período 2014-
2018, Juan Orlando Hernández, se reportaron violaciones de 
derechos civiles y políticos de los hondureños. Entre estos 
destacan los derechos a la libertad de expresión, acceso a la 
información, libertad de asociación, la libertad personal y a la 
libre movilización. 
 
Imposición de una cadena nacional de radio y televisión para 
transmitir por más de dos horas los actos protocolarios de la 
juramentación del Presidente. 

Nombre de la alerta Nuevo gobierno inicia mandato con 
violaciones a derechos civiles y 
políticos 

Nombre de la víctima Ciudadanos hondureños 

Profesión u oficio  

Medio  

Tipo de agresión Violaciones a derechos civiles y 
políticos 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, DC. 

Responsable de la agresión Presidente de la República de 
Honduras, Juan Orlando Hernández 

Actuación de las autoridades  Se desconoce. 

Antecedentes  No hay antecedente. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Abuso de las cadenas de radio y televisión. Impedimento a 
movilizarse libremente para apoyar u oponerse al nuevo 
Presidente, y se niega el ingreso a 15 periodistas para cubrir 
actividades de juramentación de los nuevos funcionarios 
públicos. 

 

No. de alerta 087-14 Descripción de los hechos 

   

Fecha 06 de diciembre Cinco discos duros con datos personales de hondureños se 
perdieron del sistema del Registro Nacional de las Personas 
(RNP) y, como consecuencia, se suspendió la emisión de 
cédulas de identidad y partidas de nacimiento en Tegucigalpa 
y San Pedro Sula. 

 

 

 

 

Nombre de la alerta Poder Ejecutivo pierde discos duros 
con datos personales de 
hondureños. 

Nombre de la víctima Ciudadanos hondureños. 

Profesión u oficio  

Medio La Prensa 

Tipo de agresión Violaciones a derechos civiles y 
políticos 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, D.C. 

Responsable de la agresión Registro Nacional de las Personas. 

Actuación de las autoridades  Esta denuncia es investigada por el Instituto de Acceso a la 
Investigación pública (IAIP). 

Antecedentes  En mayo de este año, el IAIP inspeccionó los servidores del 
RNP para investigar si esta dependencia estatal comerció con 
los datos personales de los ciudadanos. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 No fueron divulgados los resultados de investigación 
realizada al RNP, para constatar si actuó con base en la ley al 
firmar contratos con empresas operadoras de telefonía 
celular. 
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Restricción informativa 

La restricción informativa es entendida como aquellas acciones que ejecutan las autoridades 

públicas para impedir que los comunicadores tengan acceso a las fuentes que necesitan para 

informar a sus audiencias. El derecho a la información es un derecho protegido por los derechos 

humanos internacionales, es un derecho constitucional y fundamental de las personas, es 

importante para generar opinión pública, para la construcción y desarrollo de procesos 

democráticos y la incorporación informada de los ciudadanos a la toma de decisiones.  

En tal sentido, la restricción de la información se ubica en aquellos espacios sociales poco 

transparentes que buscan esconder decisiones públicas de interés colectivo. La información, al no 

ser del conocimiento de todos los ciudadanos, puede ser controlada con propósitos poco 

transparentes. 

Son periodistas y medios de comunicación los que recibieron este tipo de agresión en 2014: 

periodistas y comunicadores sociales del municipio de Nacaome, la Radio Cadena de Noticias, 

(CHN), el Canal 36, la Radio y TV Globo que recibió la mayor cantidad de agresiones de restricción 

informativa (tres de las seis), y periodistas del diario La Prensa.Los agresores fueron 

losfuncionarios públicos siguientes: el alcalde de Nacaome; la Oficina Administradora de Bienes 

Incautados, OABI; el presidente del Congreso Nacional; el presidente de la República y su 

Secretaria de Comunicaciones; los militares del primer Batallón de Infantería; los magistradosdel 

Tribunal Superior de Cuentas. Sobresalen las instituciones del ejecutivo como las principales 

agresoras, seguidas del poder legislativo, los militares y una alcaldía. 

Las agresiones consistieron en no dejar entrar a los periodistas a las sesiones de la corporación 

municipal, en interrumpir la transmisión de la radio, en ordenar quitar la luz, el agua y el aire 

acondicionado del hemiciclo legislativo, en ordenar a los funcionarios públicos no brindar 

entrevistas a los medios, en negar acceso a periodistas para cubrir hechos informativos. Como se 

observa, en todos los casos, lo que se pretende es que los periodistas no obtengan la información 

de sus fuentes, por un lado, y por otro, interrumpir la transmisión de información a sus audiencias.  

Sólo en dos casos se registran antecedentes a los hechos denunciados. En el caso de la Radio 

Cadena Hondureña de Noticias, CHN, se desalojó a los periodistas de la cabina radial en plena 

transmisión de noticias, mientras que en el Hospital Escuela Universitario se impuso un control y 

horario para el ingreso de periodistas al hospital. Este control es el primer antecedente dentro de 

las instituciones públicas que encontramos para este tipo de agresión. En la mayoría de los casos 

la acción de las autoridades es reforzar la agresión. 

Las denuncias por los casos registrados se realizaron tomando en cuenta que las agresiones 

entorpecen la labor informativa, porque existe un claro atropello a la libertad de expresión y de 

prensa, porque al suspender los servicios públicos, principalmente la energía eléctrica en el 

hemiciclo legislativo, se impide la labor de informar al público, y porque desde el poder ejecutivo 

se trata de imponer una agenda informativa contraria a la libertad que tienen los medios para 

construir y transmitir la información.  
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No. de alerta 010-14 Descripción de los hechos 

Fecha 18 de febrero de 2014 El alcalde de la municipalidad de Nacaome, en el 
departamento de Valle, al sur de Honduras, Víctor Manuel 
Flores Montalván, restringe el ingreso de periodistas a las 
sesiones de la Corporación Municipal; así lo denunció el 
presidente de la Red de Alertas y Protección de Periodistas y 
Comunicadores Sociales (Rapcos) de esa ciudad, Juan 
Leonardo Alvarenga. 
 
“Esta es una clara violación al artículo 34 de la Ley de 
Municipalidades que reza: Las sesiones serán públicas, no 
obstante en casos excepcionales, la Corporación Municipal 
podrá determinar que se haga de otra forma, pero 
actualmente no hay motivos para que se nos prive del 
derecho al acceso a la información pública”. 

Nombre de la alerta Alcalde municipal restringe ingreso 
a periodista a las sesiones de 
corporación 

Nombre de la víctima Periodistas y comunicadores 
sociales del municipio de Nacaome. 

Profesión u oficio Periodistas 

Medio  

Tipo de agresión Restricción informativa 

Lugar de la agresión Nacaome, Valle 

Responsable de la agresión Alcalde de Nacaome Valle, Víctor 
Manuel Flores Montalván 

Actuación de las autoridades  Alcalde de municipalidad de Nacaome restringe el ingreso de 
periodistas a las sesiones de la Corporación Municipal. 

Antecedentes  No hay antecedentes. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se hace la denuncia porque el afán del edil es entorpecer la 
labor informativa sobre la administración municipal. 

 

No. de alerta 011-14 Descripción de los hechos 

Fecha 24 de febrero de 2014 La Oficina de Bienes Incautados de Honduras (OABI), 
interrumpió durante al menos cinco horas la programación 
informativa de Cadena Hondureña de Noticias (CHN). 

El hecho se produjo el día cuatro de marzo del 2014, cuando 
guardias de seguridad privada, siguiendo directrices de la 
OABI, desalojaron a periodistas de la cabina radial en plena 
transmisión habitual de noticias.  

Según el director de CHN, DenovanGalacia a eso de las 11:35 
de la mañana de ese día recibió una llamada de la señora 
Eugenia Mourra, funcionaria de la OABI, quien le manifestó 
que; “por instrucciones de Casa Presidencial la radio iba a 
quedar fuera del aire y que también procedería judicialmente 
en mi contra por haber alborotado sobre el cierre de la 
emisora” 

Nombre de la alerta Después de cinco horas fuera del 
aire emisora radial restablece 
trasmisiones    

Nombre de la víctima Cadena Hondureña de Noticias 
(CHN) 

Profesión u oficio Periodistas  

Medio Radio 

Tipo de agresión Obstrucción informativa. 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, D.C. 

Responsable de la agresión Oficina de Bienes Incautados de 
Honduras (OABI). 

Actuación de las autoridades  Acciones de desalojo de periodistas de la cabina de 
transmisión. Acción ejecutada con guardias de seguridad 
privada. 

Antecedentes  La OABI desde el 6 de abril del 2013 incautó la emisora radial 
por orden del juzgado de Letras de Privación de Dominio de 
Bienes de Origen Ilícito, con Jurisdicción Nacional, por un 
juicio de supuesto enriquecimiento ilícito en contra del señor 
Marcelo Chimirri propietario de CHN. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se denuncia por ser un atropello a la libertad de expresión y 
de prensa., por el cierre arbitrario de la radio. 

 

No. de alerta 018-14 Descripción de los hechos 

Fecha 12 de abril de 2014 Las periodistas Lidieth Díaz y Wendy Funes denunciaron que 
militares del Primer Batallón de Infantería les negaron el 
acceso a entrevistar al supuesto "narcotraficante" , Carlos 
Arnoldo Lobo. La periodista Lidieth Díaz declaró que solicitó 
el permiso a Lourdes Paz Haslam, jueza de extradición de la 
Corte de Suprema de Justicia, pero ella le dijo que debía 
dirigirse al director del Instituto Penitenciario, Simeón 

Nombre de la alerta Sistema judicial de Honduras impide 
a periodistas entrevistar al 
extraditable Carlos Arnaldo "El 
Negro" Lobo 

Nombre de la víctima Lidieth Díaz y Wendy Funes 

Profesión u oficio Periodistas 
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Medio Televisión, TV Globo. Flores. 

"Simeón Flores dijo que él no tenía nada que ver y me 
remitió con el jefe del Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas 
Armadas, Fredy Díaz Zelaya. Sin embargo, Díaz Zelaya 
también nos negó el permiso y dijo que era responsabilidad 
de Haslam", describió la periodista Díaz. 

Tipo de agresión Impedimentos informativos 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Militares del Primer Batallón de 
Infantería 

Actuación de las autoridades  Las autoridades niegan el acceso trasladando 
responsabilidades de un funcionario a otro. 

Antecedentes  No hay antecedentes. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Hacen la denuncia ante la negativa de las autoridades. 

 

No. de alerta 052-14 Descripción de los hechos 

Fecha 25 de septiembre de 2014 Los Magistrados del Tribunal Superior de Cuentas (TSC), 
impidieron, el 24 de septiembre, que los periodistas Cesar 
Silva de Globo TV y Wilson Herrera de Radio Globo 
ingresaran a esa institución del Estado para cubrir la firma de 
un convenio con el Banco Interamericano de Desarrollo (BID).  

Según Silva, ante la negativa de dejarlos entrar por parte de 
la empleada de la institución, quien era custodiada por dos 
guardias de seguridad, ellos en su condición de periodistas 
argumentaron que se trataba de un evento público y que por  
tal razón no se les podía impedir el ingreso a la prensa. 

Nombre de la alerta Magistrados del Tribunal Superior de 
Cuentas impiden que periodistas 
cubran evento público 

Nombre de la víctima Cesar Silva/Wilson Herrera 

Profesión u oficio Periodistas 

Medio Televisión, TV Globo 

Tipo de agresión Impedimentos informativos 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Magistrados del Tribunal Superior de 
Cuentas 

Actuación de las autoridades  “lamentablemente por instrucciones superiores no hay 
autorización para que ingresen los periodistas de la Globo”. 

Antecedentes  No hay antecedentes. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se denuncia por el impedimento a participar en evento de 
firma de convenios. 

 

Ataques a la integridad física de las personas que ejercen la libertad de expresión 

Los ataques a la integridad física de las personas son considerados un tipo de agresión que se 

realiza cuando otros tipos de agresión. Primero se estigmatiza, se amenaza con criminalizar y 

penalizar a los sujetos, se ejerce una constante presión sicológica sobre las personas. 

En el caso del ataque a la integridad física del director de Casa Alianza Honduras, José Guadalupe 

Ruelas, donde los hechos dejan ver claramente que no es una casualidad que la policía militar en 

frente de la misma casa presidencial lo haya arrastrado, golpeado y luego trasladado a una posta 

policial. Antes ya había existido unproceso de estigmatización y criminalización persistente de las 

organizaciones de derechos humanos y los medios de comunicación independientes por parte del 

presidente Juan Orlando Hernández. 

En los primeros meses del año, Casa Alianza denunció el asesinato extrajudicial de 352 menores de 

23 años y la implementación de un proyecto dirigido a menores de edad denominado “Guardianes 

de la Patria”, ejecutado por el gobierno a través de las fuerzas armadas de Honduras. 
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Se registra como antecedente de este caso de agresión el discurso pronunciado por el presidente 

Juan Orlando Hernández con motivo de llegar a los 100 días de gobierno, cuando afirma lo 

siguiente: “Hay organizaciones de derechos humanos que ponen en mal el nombre de Honduras 

en el extranjero”. (C-Libre, alerta 024-14).  

La estrategia de criminalización de personas y organizaciones sociales y de defensa de derechos 

humanos ha sido constante en el discurso del gobierno, desde el presidente, pasando por sus 

secretarios de Estado y funcionarios de nivel medio, así también, encontramos el mismo discurso 

en el presidente del Congreso Nacional y los diputados del partido en el poder. La jerarquía 

católica y protestante se unen a estas acciones, y ciertos medios de comunicación aliados del 

gobierno repiten en coro la estrategia. 

La actuación de las autoridades en este caso consistióen señalar a Ruelas como el culpable por 

haber atropellado la motocicleta policial y por “andar en estado de ebriedad”, a pesar de que no 

pudieron aportar prueba científica de que esto fuera cierto.  

La denuncia se hace porque Ruelas, por ser una figura pública crítica de las actuaciones del 

gobierno y un importante defensor de los derechos de la niñez, está en riesgo de ser víctima 

deagresiones mayores, incluso la pérdida de la vida,considerando el contexto de creciente 

inseguridad en el país, donde los grupos paramilitares permitidos por el Estado pueden 

aprovechar para disfrazar sus actuaciones como delincuencia común o crimen organizado. 

 

No. de alerta 024-14 Descripción de los hechos 

Fecha 08 de mayo de 2014 A inmediaciones de Casa Presidencial el director de Casa 
Alianza, José Guadalupe Ruela, fue víctima del abuso policial, 
al recibir una golpiza por parte de agentes de la Policía 
Militar. 

De acuerdo con las declaraciones de Ruela, cuando se 
conducía hacia su casa de habitación, frente a Casa 
Presidencial, una motocicleta impactó en su vehículo y luego 
fue rodeado por elementos de la Policía Militar, que lo 
arrastraron, golpearon en la cara y lo llevaron a la posta de 
Tránsito de la colonia Kennedy, en la ciudad capital.  

Nombre de la alerta Director de Casa Alianza golpeado 
brutalmente por policía militar 

Nombre de la víctima José Guadalupe Ruela 

Profesión u oficio Defensor de derechos humanos 

Medio ONG 

Tipo de agresión Ataques a la integridad física 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Policía Militar 

Actuación de las autoridades  Criminalización constante de Juan Orlando Hernández contra 
medios de comunicación críticos que difundieron la 
información de Casa alianza, señalándolos de impulsar una 
campaña política en su contra. 

La policía asegura que Ruela se conducía en evidente estado 
de ebriedad al tiempo de señalar que en ningún momento le 
hicieron la prueba del alcoholímetro que dejara evidencia de 
esa versión. 

Antecedentes  Hernández en su discurso de cien días dijo: “hay 
organizaciones de derechos humanos que ponen en mal el 
nombre de Honduras en el extranjero”.  

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se denuncia porque Ruela es una fuente fidedigna y 
permanente de los medios de comunicación y por el temor de 
que esta agresión pueda pasar a una mayor que es la pérdida 
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de su vida. 

 

Impunidad en la investigación de casos de asesinatos de periodistas 

La impunidad como una agresión a la libertad de expresión puede ser vista como la no 

investigación o la falta de avance en las investigaciones para dar con los responsables de las 

agresiones, principalmente en los casos de las personas que han sido asesinadas por hacer uso 

efectivo de este derecho. A nivel general, las autoridades del sector justicia sólo tienen la 

capacidad de investigar el 10% por ciento del total de casos. De los 47 casos de periodistas que 

han perdido la vida desde el golpe de Estado de 2009, sólo siete han sido judicializados. 

El caso registrado por C-Libre como impunidadse relaciona con la fuga de la cárcel del asesino del 

periodista sampedrano, Jorge Alberto “Georgino” Orellana, condenado a 24 años de prisión. Llama 

la atención la facilidad con que el asesino logra fugarse, pues desde hace varios años las Fuerzas 

Armadas vienen ejerciendo labores de vigilancia en las prisiones del país. El asesino salta el muro y 

burla los anillos de seguridad que mantienen las Fuerzas Armadas fuera de la prisión. 

El hecho deja en claro la negligencia de las autoridades penitenciarias al ejercer su función de 

evitar que se escapen los delincuentes, y también es preocupante el retroceso que se observa en 

los procesos de esclarecimiento de los casos. Es uno de los pocos casos de asesinatos de 

periodistas resueltos por las autoridades, y el hechor se escapa de la cárcel. 

 

No. de alerta 035-14 Descripción de los hechos 

Fecha 18 de junio de 2014 El día miércoles 18 de junio, el asesino del periodista 
sampedrano Jorge Alberto “Georgino” Orellana, burló la 
seguridad de la Penitenciaría Nacional (PN), ubicada en la 
comunidad de Támara, en el Distrito Central. 
 
Según la versión del inspector del Instituto Nacional 
Penitenciario, el teniente Ramón Nolberto García, el asesino 
del periodista Orellana y cuatro reclusos más se escaparon 
alrededor de las 12:30 del mediodía, al lograr saltar los 
muros de la penitenciaría y burlar los anillos de seguridad de 
la prisión a cargo de elementos de las Fuerzas Armadas.  

Nombre de la alerta Se fuga asesino de periodista 
condenado a 24 años de prisión 

Nombre de la víctima Asesino del periodista sampedrano 
Jorge Alberto “Georgino” Orellana 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Televisión 

Tipo de agresión Impunidad 

Lugar de la agresión San Pedro Sula, Cortés 

Responsable de la agresión Jonathan Joseph Cookborn Delgado 

Actuación de las autoridades  Negligencia. Reclusos burlan anillo de seguridad de las 
Fuerzas Armadas. 

Antecedentes  El privado de libertad Cookborn Delgado, ingresó a la PN el 
13 de febrero de 2013 por orden de un juzgado de Puerto 
Cortés. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 De los pocos casos judicializados y se escapa el asesino. 

 

Rapto temporal de defensora de derechos humanos 

El rapto de defensores de derechos humanos se presenta como una nueva agresión a la libertad 

de expresión, relacionado con impedir lasaccionesde defensa de sus territorios que las 
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comunidades garífunas han venido realizando durante mucho tiempo contra terratenientes, 

grupos empresariales y ahora las mafias del crimen organizado que buscan insistentemente 

sacarlos de las tierras que han habitado por varios siglos. 

C-Libre registró el rapto temporal de Miriam Miranda, CoordinadoraGeneral de la Organización 

Fraternal Negrade Honduras (OFRANEH) y más de 20 líderes y lideresas de las comunidades 

garífunas por parte de hombres fuertemente armados. 

La actuación de las autoridades para identificar a los agresores, como en la mayoría de los casos, 

se desconoce. Tampoco existen antecedentes. Se destaca que la acción rápida de la comunidad 

para hacer la denuncia en los medios de comunicación y movilizarse para encontrar con vida a sus 

líderes, fue determinante para evitar que los raptores pudieran ejecutar una agresión mucho más 

extrema. 

 

No. de alerta 039-14 Descripción de los hechos 

Fecha 17 de julio de 2014 El día de hoy (17 de julio), alrededor de las 10:00 de la 
mañana, en la comunidad de Vallecito, municipio de Limón, 
departamento de Colón, sujetos desconocidos, 
fuertemente armados raptaron a Miriam Miranda, 
coordinadora general de la Organización Fraternal Negra 
de Honduras (OFRANEH) y a más de 20 personas, líderes y 
lideresas de diferentes comunidades garífunas de 
Honduras. Los raptores despojaron a Miriam Miranda y a 
sus compañeros y compañeras de sus teléfonos celulares y 
los mantuvieron cautivos por unas horas.  

Nombre de la alerta Líderes garífunas en Honduras fueron 
raptados temporalmente por 
hombres armados 

Nombre de la víctima Mirian Miranda 

Profesión u oficio Defensora de derechos humanos 

Medio ONG 

Tipo de agresión Rapto 

Lugar de la agresión Limón Colón. 

Responsable de la agresión Desconocidos. 

Actuación de las autoridades  Se desconoce la actuación de las autoridades. 

Antecedentes  No hay antecedentes. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 “De no ser por la denuncia a tiempo que se hiciera sobre la 
detención por parte de grupos armados que resguardan los 
intereses del crimen organizado en esta zona, todos 
estarían muertos en este momento”. 

 

Desaparición de periodista 

La desaparición de personas ha sido una práctica que se ejecutó en Honduras en la década de los 

años ochenta, como parte de la aplicación de la doctrina de la seguridad nacional, que identificaba 

enemigos del Estado que era preciso quitar del camino. No afirmamos que esta es una práctica 

vigente en la actualidad; sólo se menciona como antecedente. 

En el caso registrado de desaparición del periodista Herlym Espinal, Coordinador de Prensa del 

noticiero Hoy Mismo de la Corporación Televicentro en la ciudad de San Pedro Sula, hubo una 

rápida actuación policial y una investigacióndel caso que no se ha observado en los otros casos de 

asesinatos y agresiones contra periodistas que no pertenecen a grandes cadenas de radio y 

televisión. Como no existen antecedentes de desaparecimiento de periodistas, este caso se 

registra como una nueva modalidad de atentado contra la libertad de expresión. Los familiares 
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realizaron la denuncia en todos los medios de comunicación para dar conel paraderodel 

periodista. 

 

No. de alerta 040-14 Descripción de los hechos 

Fecha 21 de julio del 2014 Desde la madrugada del domingo 20 de julio permanece en 
condición de desaparecido el periodista Herlin Iván Espinal 
de 33 años de edad, coordinador de prensa del noticiero 
“Hoy Mismo”, de la Corporación Televicentro, en la ciudad 
de San Pedro Sula, al norte de país. 

Mirna Fuentes, tía de Herlin Espinal, declaró a diversos 
medios de comunicación que su sobrino salió de la casa de 
su hermana, ubicada en el municipio de Santa Rita, 
departamento de Yoro, a eso de las 9:00 de la noche y fue 
visto por última vez departiendo con amigos en horas de la 
madrugada del día domingo. 

Nombre de la alerta Desaparece periodista hondureño 

Nombre de la víctima Herlin Espinal 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Televisión. 

Tipo de agresión Desaparición 

Lugar de la agresión Santa Rita, Yoro. 

Responsable de la agresión Desconocidos. 

Actuación de las autoridades  La Policía Nacional ha desplegado varios operativos y 
allanamientos en zonas aledañas al municipio de Santa Rita. 
Una nota periodística de Radio Progreso informa que “la 
policía ha desplegado un equipo de investigación por la 
aldea Campo Llano donde fue visto por última vez el 
comunicador 

Antecedentes  No hay antecedentes. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Familiares hicieron la denuncia de desaparecimiento del 
Periodista en diversos medios de comunicación. 

 

Querellas contra personas que hacen uso de la libertad de expresión 

La querella puede ser entendida “como el acto por el cual un particular ejerce ante un juez o un 

tribunal la acción penal contra quienes se estiman responsables de un delito”. Es utilizada porque 

la persona considera que ha sido ofendida en su honor. Es un mecanismo judicial para llevar a los 

periodistas ante los tribunales nacionales, con el propósito de que los jueces actúen ante las 

demandas interpuestas por los ofendidos, y se produzca, en primer lugar, la autocensura del 

querellado y posteriormente el acto extremo de limitar al periodista en su derecho fundamental 

de la libertad de expresión y de prensa. 

El Comité por la Libre Expresión ha venido trabajando en la despenalizaciónde los “delitos contra 

el honor” por considerar que se contrapone directamente a la libertad que tienen los 

comunicadores sociales y toda persona a expresar cualquier crítica contra los funcionarios 

públicos. La querella tiene como propósito final vulnerar el derecho a la libre expresión.  

En 2014 C-Libre registró seis casos25 en los que periodistasfueron sometidos a querellas por sus 

opiniones contra funcionarios públicos y personas ligadas a altos funcionarios. Los periodistas 

querellados son, David Romero Ellner, director general de radio y TV Globo y Julio Ernesto 

                                                           
25

 Los seis casos corresponden a seis alertas emitidas a favor de los periodistas querellados. 
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Alvarado, director de noticias Mi Nación que se transmite por esos mismos medios. Y por último, 

Gilberto Gálvez del Canal 33 del municipio de la Paz. Se registran como querellantes a la abogada 

Sonia Gálvez, esposa del fiscal general adjunto del Ministerio Público, a los magistrados de la Corte 

de Apelación, la diputada Waldina Paz, la alcaldesa del municipio de La Paz, Gilma Ondina Castillo 

Rodríguez, y Belinda Flores, Secretaria del Consejo Universitario de la UNAH, y decana de la 

Facultad de Ciencias Económicas . 

Los casos tienen la característica común de que la acusación es por el cargo de difamación 

derivada de expresiones constitutivas de injurias y calumnias. Solo en uno de los casos, el de Julio 

Ernesto Alvarado, que se detalla más adelante, se registra que el juzgado avanzó a lo que desde la 

perspectiva de derechos humanos se considera como la vulneración de los derechos 

constitucionales, al impedir el ejercicio del periodismo.  

La actuación de las autoridades en los distintos casos muestra una actitud a favor de las personas 

que interponen la querella. Las acciones de jueces y tribunales incluyen diligencia de la corte para 

inhabilitar al periodista; aceptación de la querella por las personas que la interponen; en tres de 

los casos los jueces participan en audiencias de conciliación; las tres se consideran fracasadas por 

la posición de los periodistas que consideran que la conciliación busca vulnerar derechos 

fundamentales como la libertad de expresión. Se destaca un solo caso donde las autoridades 

judiciales deciden notificar la inhabilitación de un periodista, a pesar de que cuenta con medidas 

cautelares de la CIDH. Es importante destacar la posición valiente de los tres periodistas que no se 

dejaron amedrentar ante las amenazas y la posibilidad de quedar fuera del ejercicio de su 

profesión.  

 

No. de alerta 051-14 Descripción de los hechos 

Fecha 19 de septiembre de 2014 El periodista David Romero Ellner, director de noticias de 
Radio Globo, enfrentará un juicio oral y público, producto de 
la querella, por más de 15 cargos entre ellos el delito de 
difamación derivado de expresiones constitutivas de injurias 
y calumnias, interpuesta por la señora Sonia Inés Gálvez, 
esposa del fiscal general adjunto del Ministerio Publico (MP). 
“no llegamos a ninguna conciliación, porque se quiere 
condicionar la libertad de expresión. Aunque sí hay voluntad, 
pero lo que pasa es que no hay el espacio o el momento 
debido a la inflexibilidad en la conceptualización del caso”.  

Nombre de la alerta Un juicio oral y público afrontará 
periodista acusado de injurias y 
calumnias 

Nombre de la víctima David Romero 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Director de Televisión y Radio 
Globo 

Tipo de agresión Querella. 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Abogada Sonia Galvez, esposa de 
fiscal general adjunto 

Actuación de las autoridades  El juez Mario Díaz, quién declaró fracasada la audiencia de 
conciliación entre el periodista y la señora Gálvez. 

Antecedentes  El 21 de agosto, la esposa del fiscal general adjunto interpuso 
ante los Tribunales de Sentencia de Tegucigalpa una querella 
en contra de: Ellner, Ivis Alvarado, César Silva y Rony 
Martínez, todos periodistas de Radio Globo, por más de 15 
delitos. Cabe destacar que a excepción de Romero, los demás 
periodistas fueron desestimados de la acusación. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se pretendió condicionar la libertad de expresión. 
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No. de alerta 059-14 Descripción de los hechos 

Fecha 3 de octubre El periodista promoverá un amparo alegando que los jueces 
de la Corte Primera de Apelaciones de Francisco Morazán 
vulneraron sus garantías constitucionales al prohibirle ejercer 
el periodismo, basados en una condena por difamación por 
expresiones constitutivas de injurias en perjuicio de la decana 
de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad 
Nacional Autónoma de Honduras (UNAH), Belinda Flores. 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ya 
tiene conocimiento que los magistrados del Poder Judicial 
insisten en impedir que Alvarado ejerza el periodismo, aunque 
en distintas sentencias, jueces de primera instancia han 
decretado que sí tiene derecho a practicarlo.  

Nombre de la alerta “Esta es una barbarie, sólo faltan 
que nos pongan en un paredón para 
que nos fusilen”: Julio Ernesto 
Alvarado 

Nombre de la víctima Julio Ernesto Alvarado 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Director de noticiero  “Mi nación”. 
TV Globo. 

Tipo de agresión Querella. 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Magistrados de apelación. 

Actuación de las autoridades  Alvarado está sorprendido por la diligencia de la Corte 
Primera de Apelaciones para inhabilitarlo. 

Antecedentes  Este juicio inició tras varias denuncias de supuesta corrupción, 
irregularidades académicas y anomalías en la elección de la 
decana Flores, hechas por el periodista en el noticiario “Mi 
nación”. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se denuncia porque este juicio tiene como pretensión el 
silenciamiento de un periodista.  

 

No. de alerta 062-14 Descripción de los hechos 

Fecha 10 de octubre de 2014 Se trata de un "mecanismo de intimidación judicial" para 
evitar que siga ejerciendo el periodismo, denunció el director 
de Radio Globo, David Romero Ellner, en referencia a la 
querella por difamación que promovió en su contra la 
diputada del Partido Liberal, Waldina Paz. 

De acuerdo con Romero Ellner, en los últimos cinco años "han 
metido un montón de querellas, (en su contra) algunas han 
prosperado, otras no". Ante eso, asegura sentirse como un 
"objetivo del poder" y recordó que lo mismo ha sufrido Esdras 
Amado López y Julio Ernesto Alvarado. 

Nombre de la alerta Aumentan las presiones y 
amedrentamiento judicial contra 
medios críticos en Honduras 

Nombre de la víctima David Romero Ellner 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Periodista (director de medio) 

Tipo de agresión Querella/destrucción de vehículo. 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Waldina Paz/Desconocidos 

Actuación de las autoridades  Aceptaron la querella interpuesta por la diputada Waldina 
Paz. 

Antecedentes  El 21 de agosto pasado, Sonia Gálvez Ferrari, la esposa del 
fiscal general Adjunto, Rigoberto Cuellar, acusó a Romero 
Ellner. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Hizo la denuncia porque ya son más de cinco años que tienen 
de ser querellados. 

 

No. de alerta 082-14 Descripción de los hechos 

Fecha 1 de diciembre de 2014 Después de haber transmitido críticas dirigidas a las 
autoridades de la alcaldía de la Paz, el periodista Gilberto 
Gálvez está sufriendo restricciones para entrar a la 

Nombre de la alerta Este maje no lo quiero ver...: 
advierte alcaldesa de La Paz tras 
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querellar a periodista municipalidad, ofensas con palabras vulgares de parte de la 
alcaldesa de este municipio, Gilma Ondina Castillo Rodríguez; 
amenazas, acecho en contra de sus familiares e intimidación 
judicial por medio de una querella cuya pretensión es llevarlo 
a prisión. 

"Este maje no lo quiero ver..." 
-"Este maje no lo quiero ver aquí, sáquenlo", ordenó hace 
unos 15 o 20 días, a la Seguridad, la alcaldesa Castillo 
Rodríguez, cuando Gálvez intentó entrar a la municipalidad. 

Nombre de la víctima Gilberto Gálvez 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Corresponsal HRN, TEN, Canal 33 de 
La Paz 

Tipo de agresión Querella 

Lugar de la agresión La Paz 

Responsable de la agresión Alcaldesa Gilma Ondina Castillo 
Rodríguez 

Actuación de las autoridades  Fue citado en calidad de imputado por los delitos de injurias y 
difamación contra la alcaldesa del oficialista Partido Nacional.  

Antecedentes  El 26 de septiembre de 2014, C-Libre emitió la alerta 053-
2014 para revelar que a través de una llamada telefónica, la 
abogada Velásquez amenazó al periodista Gálvez con 
querellarlo si no le pedía disculpas a la alcaldesa. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Hace la denuncia por las amenazas de la alcaldesa de llevarlo 
a los juzgados. 

 

No. de alerta 085-14 Descripción de los hechos 

Fecha 05 de diciembre de 2014 Ante una Jueza de Paz de lo criminal del departamento de 
Comayagua, la alcaldesa del municipio de La Paz, Gilma 
Ondina Castillo López, admitió que llamó a su oficina al 
periodista Gilberto Gálvez para que cada vez que hablara de 
su gestión le consultara a ella sobre cualquier situación que 
deseaba conocer. En virtud de que el periodista no hizo caso a 
esa amonestación, lo querelló criminalmente por injurias y 
difamación, según se consigna en el libro de control interno 
del Tribunal de Sentencia de Comayagua. 

Nombre de la alerta Alcaldesa somete a periodista a 
juicio oral por comentarios en 
Facebook 

Nombre de la víctima Gilberto Gálvez 

Profesión u oficio Periodista de radio y televisión 

Medio Corresponsal HRN, TEN, Canal 33 de 
La Paz 

Tipo de agresión Querella. 

Lugar de la agresión La Paz 

Responsable de la agresión Alcaldesa Gilma Ondina Castillo 
Rodríguez 

Actuación de las autoridades  Al no conciliar, el caso pasa a juicio oral y público, tal como lo 
establece el Código Procesal Penal de Honduras. 

Antecedentes  El periodista había sido querellado anteriormente el 29 de 
septiembre de 2014. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

  Hace la denuncia en virtud de lo peligroso del caso para los 
periodistas, ya que las varias querellas tienen la intención de 
inhabilitarlos. 

 

No. de alerta 086-14 Descripción de los hechos 

Fecha 06 de diciembre El director del noticiario “Mi nación”, Julio Ernesto Alvarado, 
denunció en su programa que aún con medidas cautelares 
otorgadas por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH), un juzgado de ejecución del país intentó 
prohibirle ejercer el periodismo. 

Alvarado fue absuelto en el Tribunal de Sentencia, pero el 9 
de diciembre de 2013, la Sala Penal de la Corte Suprema 
reformó la sentencia, confirmó la absolución de las fuentes 
del periodista y condenó al comunicador a un año y cuatro 
meses de cárcel. 

Nombre de la alerta Violentando medidas otorgadas por 
la CIDH, juez intenta inhabilitar a 
periodista hondureño 

Nombre de la víctima Julio Ernesto Alvarado 

Profesión u oficio Periodista de Televisión 

Medio TV Globo 

Tipo de agresión Querella 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Belinda Flores, secretaria del 
Consejo Universitario de la UNAH 

Actuación de las autoridades  Las autoridades judiciales hondureñas decidieron notificarlo 
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aunque en el país estaban los representantes de la CIDH que 
realizaron una visita in loco del 1 al 5 de diciembre y también 
visitaba Honduras el relator especial para la libertad de 
expresión, Edison Lanza. 

Antecedentes  Alvarado está acusado de haber difamado a la ex decana de la 
Facultad de Economía de la UNAH, Belinda Flores Mendoza, 
por transmitir denuncias de supuestas irregularidades 
cometidas por la funcionaria. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se hizo por considerar que ese fallo de la Corte Primera de 
Apelaciones vulnera garantías constitucionales. 

 

Denegatoria de información pública 

La denegatoria de información es un acto de negación del derecho de las personas y 

organizaciones a conocer información pública. En el año se registraron cinco casos. Las personas y 

organizaciones agredidas fueron Signy Fiallos y Wendy Fúnez,periodistas del periódico digital 

Conexihon (Wendy Fúnez sufrió dos veces esta agresión);Regina Fonseca, del Centro de Derechos 

de la Mujer(CDM);Felipe Benítez, Pedro Amaya y Martín Gómez Vásquez, dirigentes del 

Movimiento IndígenaMilpa y Consejo Lenca de Nahuaqueterique;el Observatorio de la Violencia 

adscrito al Instituto Universitario en Democracia Paz y Seguridad, Iudpas, de la UNAH. 

La información denegada ha impedido que las organizaciones defensoras de derechos humanos 

desarrollen de forma adecuada su trabajo. La unidad de investigación de C-Libre tuvo problemas 

para investigar el uso de los fondos de la tasa de seguridad en cuatro corporaciones municipales 

del país; asimismo se le dificultó obtener información pública sobre una copia de la liquidación 

presentada en 2013 por el entonces diputado Juan Orlando Hernández, por la supuesta donación 

de un millón de lempiras que hizo el Congreso Nacional para la remodelación del Estadio José Elías 

Nazar de Nacaome; CDM no obtuvo información sobre 45 casos que no aparecen en las 

estadísticas oficiales de la policía nacional, lo que lleva a la organización a demandar que le 

presenten la información sobre esos casos y a denunciar los subregistros estatales como una 

estrategia para esconder los altos índices de homicidios de mujeres en el país; al Movimiento 

Indígena Milpa y Consejo Lenca Nahuaterique se les impide conocer sobre lo discutido en cabildo 

abierto sobre la aprobación de un permiso de operación de embalse a una empresa 

hidroeléctrica,y no se le hace entrega del acta correspondiente; por último, al Iudpas el bloqueo 

de información le imposibilita la elaboración y publicación del informe sobre el estado de la 

violencia en Honduras.  

En cuanto a los antecedentes, las instituciones en varias ocasiones han negado información 

pública a las organizaciones e instituciones que sufrieron esta agresión; en tres ocasiones se 

registra que existe una denegatoria definitiva y sólo en dos casos la información es entregada pero 

incompleta. 
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Por último, se registran las razones por las que se denuncia la agresión. Ante las negativas 

interponen recursos de revisión, porque no se cumplió con lo demandado y porque se entregó 

información incompleta. 

 

No. de alerta 054-14 Descripción de los hechos 

Fecha 26 de septiembre Las autoridades del Comité Técnico de Fideicomiso (CTF), 
órgano encargado de administrar los fondos de la tasa de 
seguridad poblacional, negaron información a dos 
periodistas de investigación de esta organización (C-Libre). 

Las periodistas Wendy Funes y Signy Fiallos, investigan 
desde marzo anterior, la forma en que el CTF y cuatro 
corporaciones municipales del país ejecutaron fondos de la 
tasa de seguridad en cuatro ciudades. Como parte de la 
indagación se trata de probar las condiciones de acceso a la 
información pública en estas dependencias de Estado y por 
esa razón se solicitó información al CTF. Sin embargo, esta 
les fue negada y alguna información que les remitieron 
estaba incompleta. 

Nombre de la alerta Comité Técnico de Fideicomiso niega 
información sobre fondos de tasa de 
seguridad poblacional  

Nombre de la víctima Signy Fiallos/Wendy Funes 

Profesión u oficio Periodistas 

Medio Conexihon 

Tipo de agresión Denegatoria de información pública 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Comisionados del Comité Técnico del 
Fideicomiso 

Actuación de las autoridades  El portal de transparencia que el CTF está obligado a tener, 
según la Ley de Transparencia y Acceso a la información 
Pública, fue desarticulado y en su lugar hospedaron una 
página web que no contiene información sobre estas 
erogaciones, a todo esto hay que sumar que las autoridades 
del CTF se niegan a brindar declaraciones al respecto. 

Antecedentes  Ya en otras ocasiones instituciones estatales han negado 
información al Comité por la Libre expresión (C-Libre). 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Ante la negativa de información, las periodistas 
interpusieron 3 recursos de revisión en el Instituto de 
Acceso a la Información Pública, que aún no da una 
resolución. 

 

No. de alerta 064-14 Descripción de los hechos 

Fecha 07 de octubre de 2014 La Secretaría de Seguridad oculta información pública sobre 
la muerte violenta de mujeres en Honduras, denunció el 
Centro de Derecho de Mujeres (CDM). Al mismo tiempo, el 
CDM exigió al ministro de seguridad, Arturo Corrales, que dé 
acceso a la información pública sobre la muerte violenta de 
mujeres y feminicidios e informe cómo está la investigación 
criminal de estos casos. 

Entre la información que está reservando el gobierno están 
45 crímenes documentados por CDM que no aparecen en las 
estadísticas, divulgadas en junio reciente por la Policía 
Nacional, describió la coordinadora del Observatorio de 
Derechos Humanos de las Mujeres del CDM, Regina Fonseca. 

Nombre de la alerta Gobierno hondureño oculta 
información pública para encubrir 
cifras de feminicidios 

Nombre de la víctima Regina Fonseca 

Profesión u oficio Defensora de derechos humanos. 
Feminista. 

Medio ONG-CDM 

Tipo de agresión Denegatoria de información pública 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Arturo Corrales, ministro de 
seguridad 

Actuación de las autoridades  La policía Nacional mantiene un sub registro de casos de 
muertes violentas de mujeres. 

Antecedentes  Se registra que en reiteradas ocasiones CDM ha realizado 
peticiones de información sobre casos de muertes de 
mujeres y la Secretaría de seguridad niega dicha 
información. 

Razones que motivan  la  Se hizo la denuncia por el mantenimiento de sub registros 
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denuncia policiales que muestra una forma tendenciosa del gobierno a 
mostrar una baja en los asesinatos de mujeres. 

 

No. de alerta 071-14 Descripción de los hechos 

Fecha 11 de noviembre El Congreso Nacional (CN) negó información pública, 
relacionada con la supuesta donación de un millón de 
lempiras que hizo el ex presidente del Poder Legislativo, Juan 
Orlando Hernández, para la remodelación del estadio José 
Elías Názar de la ciudad de Nacaome, Valle, al sur del país. 

La información pública que se solicitó al CN fue una copia de 
la "liquidación” presentada en 2013 por el entonces diputado 
Juan Orlando Hernández por la supuesta donación. 

Nombre de la alerta Congreso Nacional niega 
información pública después de 
recibir premio de transparencia 

Nombre de la víctima Periodista Wendy Fúnez 

Profesión u oficio Periodista de C-Libre 

Medio ONG 

Tipo de agresión Denegatoria de información pública 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Congreso Nacional 

Actuación de las autoridades  El oficial de información pública, Rolando Raudales, 
respondió a una periodista del Comité por la Libre Expresión 
(C-Libre) a través de un correo electrónico, el 25 de octubre 
de 2014, que "la gerencia financiera no remitió información a 
esta Oficina de Transparencia en relación a su solicitud". 

Antecedentes  La información fue negada exactamente un mes después que 
el actual presidente del Congreso Nacional, Mauricio Oliva, 
escribiera en su muro de Facebook "Somos 100% 
TRANSPARENTES", en relación al premio otorgado por el 
Instituto de Acceso a la Información Pública (IAIP) por el 
cumplimiento de la Ley del IAIP que obliga a mantener 
actualizado el portal de transparencia con la información "de 
oficio". 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se hace la denuncia en virtud de la denegatoria de 
información por parte del Congreso nacional. 

 

No. de alerta 093-14 Descripción de los hechos 

Fecha 20 de diciembre El alcalde del municipio de Santa Elena, ubicado en 
departamento de La Paz, en la zona central de Honduras, 
Víctor Ventura, negó información pública relacionada con el 
permiso de operación para la construcción de una represa 
hidroeléctrica en el río Chinacla. 

Mediante una solicitud de información pública, el 
coordinador del Movimiento Indígena Independiente de La 
Paz (Milpa), Felipe Benítez, el representante del Consejo 
Indígena Lenca del municipio de Nahuaterique, Pedro Amaya 
y Martín Gómez Vásquez pidieron copia escrita del acta 
certificada del Cabildo Abierto del 6 de octubre pasado, 
organizado por la alcaldía para aprobar el permiso de 
operación del embalse. 

Nombre de la alerta Alcaldía de Santa Elena niega 
información pública a ciudadanos 

Nombre de la víctima Felipe Benítez, Pedro Amaya y 
Martín Gómez Vásquez, 

Profesión u oficio Dirigentes indígenas 

Medio MILPA y Consejo Lenca 
Nahuaterique 

Tipo de agresión Denegatoria de información pública 

Lugar de la agresión Santa Elena, La Paz. 

Responsable de la agresión Alcalde de Santa Elena, Víctor 
Ventura 

Actuación de las autoridades  Entregaron información parcial a los demandantes. 

Antecedentes  No hay antecedentes. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Hacen la denuncia porque no les dieron copia del nombre de 
los asistentes al cabildo abierto porque las personas de Santa 
Elena que fueron a esa reunión no participaron ya que 
decidieron salirse.  
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No. de alerta 036-14 Descripción de los hechos 

Fecha 20 de junio de 2014 Ante la negativa de la Secretaría de Seguridad de entregar la 
información que recaba sobre los homicidios en Honduras, 
autoridades del Observatorio de la Violencia del Instituto 
Universitario en Democracia, Paz y Seguridad (IUDPAS), 
adscrito a la Universidad Nacional Autónoma de Honduras 
(UNAH), decidieron suspender la publicación del “Informe 
nacional sobre el estado de la violencia en Honduras”. 

Según MigdoniaAyestas, coordinadora del IUDPAS, el bloqueo 
informativo por parte de la Secretaria de Seguridad y la 
Policía Nacional imposibilitan la elaboración de la publicación 
sobre el estado de la violencia, ya que de estas entidades 
proviene el 25% de la información. 

Nombre de la alerta Secretaría de Seguridad niega 
información al IUPDAS 

Nombre de la víctima Observatorio de la Violencia 
adscrito al Instituto Universitario 
en Democracia Paz y Seguridad 

Profesión u oficio Generador de información 

Medio Instituto de Investigación-UNAH. 

Tipo de agresión Denegatoria de información 
pública 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Secretaría de Seguridad 

Actuación de las autoridades  “Ni el ministro de Seguridad ni el director de la Policía han 
cooperado en la facilitación de información pública. 

Antecedentes  Se ha solicitado información desde el año pasado por 
diferentes vías y ha sido imposible obtenerlas. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se denuncia la negación de la información porque impide que 
se publique información sobre el estado de la violencia en 
Honduras. 

 

Robo de información a ONG de la comunidad LGTB 

El robo de información se registra como una acción que busca impedir que el trabajo de las 

organizaciones sociales y personas se realice de forma plena. Se ubica dentro de la violación del 

derecho a la libertad de expresión y del derecho a la información. 

En el caso registrado en 2014,supuestos delincuentes ingresaron a las oficinas de la Asociación 

para una Vida Mejor (APUVIMEH), pero solo robaron la computadora que contenía información 

confidencial de la organización, base de datos, colaboradores, beneficiarios y documentos 

especiales relacionados con los proyectos que desarrollan. El robo es realizado por 

desconocidos.La actuación de la policía se limita a recabar pruebas periciales, pero informan que 

no cuentan con los materiales para hacer la investigación científica. 

Como antecedentes, en el año 2013 otra organización LGTB fue víctima del robo de una 

computadora que registraba imágenes de la cámara de seguridad. La denuncia fue interpuesta 

ante los crecientes ataques que han estado sufriendo las organizaciones que defienden los 

derechos de la comunidad LGTB. 

No. de alerta 056-14 Descripción de los hechos 

Fecha 30 de septiembre El 29 de septiembre, desconocidos ingresaron de forma 
clandestina a las instalaciones físicas de la Asociación Para 
una Vida Mejor (APUVIMEH), y extrajeron documentación de 
vital importancia institucional. De acuerdo a la versión 
proporcionada por Sandra Zambrano, coordinadora de 
APUVIMEH, los delincuentes únicamente sustrajeron el 
equipo de cómputo que contenía información confidencial 
de su organización, entendiéndose por confidencial el 
contenido de la base de datos de colaboradores y 
beneficiarios, entre otros documentos. 

Nombre de la alerta Roban computadora con la base de 
datos de una organización LGBT 

Nombre de la víctima Apuvimeh 

Profesión u oficio  

Medio ONG 

Tipo de agresión Robo de información 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Desconocidos. 
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Actuación de las autoridades  Llegaron a la oficina a recabar las pruebas periciales, pero 
no tenían polvo para la toma de huellas dactilares. 

Antecedentes  C-Libre registró, el 5 de septiembre del año 2013, un caso 
similar en contra de la Asociación LGTB “Arcoíris”, que 
fueron víctimas de un “extraño robo” de la computadora 
que registraba las imágenes de las cámaras de seguridad de 
sus oficinas. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Interpusieron la denuncia formal ante las autoridades de 
investigación, por los crecientes ataques que han estado 
sufriendo las organizaciones que defienden los derechos 
LGTB. 

 

Criminalización de la protesta estudiantil 

Criminalizar es identificar que un sujeto es considerado peligroso, es señalar que se encuentra 

fuera del ámbito aceptado del orden constituido, y por tanto, es necesario ejercer sobre él un 

control social. De no someterse a las directrices sociales y políticas del sistema, es necesario 

mostrar la fuerza de las instituciones encargadas de disciplinarlo: policía, jueces, cárceles. 

La criminalización no es un tema nuevo; lo que ha cambiado es la forma en que se expresa según 

los contextos.Se enmarca en el temor de las élites a perder el poder y la lucha de las 

organizaciones sociales por reivindicar sus demandas. Antes del golpe de Estado había cierta 

tolerancia hacia la protesta social; en muy pocas ocasiones se pasa a la acción concreta de 

penalizar a los líderes sociales, todo se resolvía en el ámbito de las salidas de tipo político. Desde el 

golpe se puso en práctica la criminalización de los líderes sociales y los asesinatos selectivos de 

personas que han hecho uso de la protesta social como instrumento reivindicativo de derechos 

humanos. 

Los estudiantes universitarios han sufrido la criminalización por manifestar su inconformidad por 

la forma en que se maneja la política educativa en el espacio universitario.En 2014 se registraron 

tres agresiones directas, las tres en la UNAH:dos en Ciudad Universitaria y una en UNAH-VS. 

En el Valle de Sula la criminalización de la protesta estudiantil se materializa cuando después de 

varios días de protesta de los estudiantes en contra de la aprobación de las nuevas normas 

académicas, las que según los estudiantes vendrían a privatizar la educación superior, el Ministerio 

Público comienza a investigar a los estudiantes a petición del Director de la UNAH-Valle de Sula, 

Francisco Herrera. La denuncia interpuesta contra los estudiantes es “por apropiarse de áreas de 

una institución pública”(C-Libre, 061-14),que conlleva una pena de dos a cuatro años de prisióny 

una multa de treinta a sesenta mil lempiras.  

En Ciudad Universitaria la criminalización se expresó de dos formas: primero la rectora Castellanos 

y el vicerrector de Asuntos Estudiantiles,Ayax Irías, dispusieron que era necesario solicitar permiso 

para protestar dentro de los predios universitarios.El vicerrector Irías no solo hace una 

advertencia, sino también amenaza con la aplicación de sanciones a los estudiantes, diciendo 
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que"hay un reglamento que ya tipifica el tipo de sanción para los estudiantes que impidan el 

acceso a clases o "secuestren" los edificios de la institución”.(C-Libre, alerta 073-14). En segundo 

lugar, las autoridades universitarias ejecutan las amenazas y expulsan a seis estudiantes, Sergio 

Ulloa, José Herrera, Dayanara Castillo, Javier Barahona, Moisés Cáceres y Cesario Padilla, cuatro de 

ellos de la carrera de sociología, uno de periodismo y uno de trabajo social. La penalización fue 

aplicada un día antes de que terminara el período académico y consistió en la expulsión por dos 

períodos académicos. 

La actuación de las autoridades universitarias en ambos centros universitarios consistió en utilizar 

mecanismos represivosy penalizadores en contra del ejercicio del derecho universal a la protesta, 

a lo que se suma la intimidación judicial en UNAH-Valle de Sula, la aplicacióndel reglamento 

estudiantil y aplicar la sanción de expulsión por dos periodos académicos. 

Los antecedentes se encuentran en la respuesta estudiantil a las imposiciones que las autoridades 

universitarias desde el Consejo Universitario han venido haciendo, al impedir la realización de 

elecciones estudiantiles y en su lugar utilizar mecanismos antidemocráticos para la elección de 

representantes estudiantiles. 

 “La acción se originó porque los universitarios iniciaron una serie de tomas de edificios en San 

Pedro Sula, al norte de Honduras, y otros actos de protesta en Tegucigalpa, en contra de normas 

académicas que consideran discriminatorias”. (C-Libre, alerta 073 -14). 

“Los estudiantes argumentan que para aprobar normas académicas en la universidad se tiene que 

tener representantes estudiantiles democráticamente electos en el Consejo Universitario”.(C-Libre, 

alerta 073 -14). 

Varias organizaciones de la sociedad civil y personalidades de la sociedad hondureña criticaron las 

actuaciones de las autoridades universitarias, entre ellas elexrector Juan Almendárez Bonilla. 

Las denuncias realizadas por los estudiantes se centraron en exigir que se detenga la 

criminalización de la protesta estudiantil yque las autoridades universitarias accedan al diálogo 

con los estudiantes. 

 

No. de alerta 061-14 Descripción de los hechos 

Fecha 08 de octubre La criminalización de la protesta estudiantil se materializó el 
8 de octubre pasado ya que el Ministerio Público tomó la 
declaración de tres estudiantes de la Universidad Nacional 
Autónoma de Honduras del Valle de Sula (UNAH-VS), porque 
los universitarios ejercieron su derecho de protesta, pues 
consideran que las nuevas normas académicas privatizarán 
la educación superior. El Ministerio Público investiga a los 
estudiantes por apropiarse de espacios o áreas de una 
institución pública, que según el artículo 331 del Código 
Penal contempla una pena de dos a cuatro años de prisión y 
multa de treinta a sesenta mil lempiras. 

La denuncia interpuesta en el Ministerio Público por el 
director de la UNAH-Valle de Sula, Francisco Herrera, violenta 

Nombre de la alerta Autoridades amenazan a estudiantes 
con apresarlos hasta 4 años por 
protestar   

Nombre de la víctima Estudiantes universitarios (3) 

Profesión u oficio Estudiantes universitarios 

Medio UNAH-VS 

Tipo de agresión Criminalización de la protesta. 
Denuncia en el MP. 

Lugar de la agresión San Pedro Sula 

Responsable de la agresión Autoridades UNAH-VS y MP SPS. 
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la Declaración de Principios Sobre Libertad de Expresión que 
cita "convencidos que cuando se obstaculiza el libre debate 
de ideas y opiniones se limita la libertad de expresión". 

Actuación de las autoridades  Utilizaron mecanismos de intimidación judicial. 

Antecedentes  Los estudiantes argumentan que para aprobar normas 
académicas en la universidad se tiene que tener 
representantes estudiantiles democráticamente electos en 
el Consejo Universitario. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Hicieron la denuncia para exigir que se detenga la 
criminalización de la protesta estudiantil. 

 

No. de alerta 073-14 Descripción de los hechos 

Fecha 11 de noviembre La rectora de la Universidad Nacional Autónoma de 
Honduras (UNAH), Julieta Castellanos, dijo este 11 de 
noviembre que además de pedir permiso para protestar, los 
estudiantes tienen vedado hacer ruido porque está 
prohibida la contaminación sónica en los predios 
universitarios. Sobre el mismo tema, el vicerrector de 
Asuntos Estudiantiles, Ayax Irías, explicó que "hay un 
reglamento que ya tipifica el tipo de sanción" para los 
estudiantes que impidan el acceso a clases o "secuestren" 
los edificios de la institución.  

Nombre de la alerta Prohibido protestar y hacer ruidos en 
la UNAH 

Nombre de la víctima Estudiantes universitarios. (7). 

Profesión u oficio Estudiantes de la UNAH 

Medio Estudiantes. 

Tipo de agresión Criminalización de la protesta social 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Autoridades Universitarias. 

Actuación de las autoridades  La respuesta de las autoridades ha sido denunciar a sus 
alumnos ante los órganos judiciales del país o aplicarles 
sanciones internas.  Seis estudiantes universitarios fueron 
llamados a audiencias de descargo a partir de este lunes 17 
en Ciudad Universitaria. 

Antecedentes  La acción se originó porque los universitarios iniciaron una 
serie de tomas de edificios en San Pedro Sula, al norte de 
Honduras, y otros actos de protesta en Tegucigalpa, en 
contra de normas académicas que consideran 
discriminatorias 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 La criminalización de la protesta se vienen llevando a cabo 
porque exigimos un diálogo nacional donde se vinculen los 
centros universitarios y se logre una verdadera 
representación estudiantil, no impuesta en el Consejo 
Universitario y un Plan de Arbitrios con las condiciones que 
existen en cada carrera y una reforma a las normas 
académicas que permita la inclusión". 

 

No. de alerta 092-14 Descripción de los hechos 

Fecha 19 de diciembre Las autoridades de la Universidad Nacional Autónoma de 
Honduras (UNAH) expulsaron durante dos períodos 
académicos a estudiantes que "se atrevieron" a protestar 
para exigir participación estudiantil. 

Esta persecución ha sido condenada por diversas 
organizaciones de sociedad civil de Honduras, el claustro 
pleno de Maestros de Sociología y la Asociación de 
Docentes de la UNAH (Adunah). 

 

Nombre de la alerta Estudiantes de la UNAH suspendidos 
por protestar 

Nombre de la víctima Sergio Ulloa, José Herrera, Dayanara 
Castillo, Javier Barahona, Moisés 
Cáceres y Cesario Padilla 

Profesión u oficio Estudiantes 

Medio Estudiantes UNAH-CU 

Tipo de agresión Criminalización de la protesta 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Julieta Castellanos, Rectora de la 
UNAH; Belinda Flores, secretaria del 
Consejo Universitario 
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Actuación de las autoridades  Criminalizaron a las organizaciones de derechos humanos 
que apoyan a los estudiantes que reivindican su derecho a 
la protesta. 

Antecedentes  De igual modo, el 27 de noviembre, en una conferencia de 
prensa, el ex rector de la UNAH, Juan Almendárez Bonilla, 
cuestionó la actitud de las autoridades universitarias por su 
intolerancia. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Denunciaron que esta es una represión sistematizada 
puesto que los universitarios de la UNAH, con extensión en 
el Valle de Sula y también de la carrera de sociología, Ovét 
Córdova, Franklin Benítez, Marcos Rubí y Javier Hernández 
fueron denunciados ante el Ministerio Público como si se 
tratase de delincuentes comunes.  

 

Interferencia técnica del equipo de transmisión de canal de televisión 

La interferencia técnica del equipo de transmisión de radio y televisión, es entendida como aquel 

tipo de agresión que tiene como propósito evitar que la señal de un medio de comunicación pueda 

ser lanzada al aire. Constituye una violación a la libertad de expresión. 

El dueño de Canal 36, Esdras Amado López,denunció que la señal fue interrumpida por 18 horas. 

Esta ha sido una estrategia puesta en práctica desde el golpe de Estado de junio de 2009, con el 

bloqueo del satélite en el gobierno de facto de Roberto MichelettiBaín. 

Se desconoce la actuación de las autoridades para restablecer la señal y tratar esta agresión. El 

periodista y dueño del canal, Esdras Amado López, identifica como agresores al gobierno de Juan 

Orlando Hernández, principalmente a su hermana, la Secretaria de Comunicaciones, Hilda 

Hernández, y al asesor presidencial, Juan José Rendón. La denuncia se presenta debido a las 

persistentes amenazas que dice sufrir de parte de estos funcionarios. 

 

No. de alerta 065-14 Descripción de los hechos 

Fecha 21 de octubre La señal se cortó a las 6:30 de la tarde del 20 de octubre en 
forma intempestiva, habiendo cumplido una hora de 
transmisión y estuvo así hasta las 12:00 del mediodía 
siguiente, describió López. 

"Nosotros esperamos un tiempo prudencial, pero esperamos 
toda la noche y no se rehabilitó la señal, por la experiencia 
que hemos tenido durante el golpe de Estado, hemos sido 
víctima de situaciones similares cuando fue bloqueado el 
satélite del canal y la microonda del canal. El satélite nos 
permite llegar a todo el país y la microonda es el enlace entre 
los estudios y el transmisor principal.  

Nombre de la alerta Por 18 horas interrumpen señal de 
Canal 36 

Nombre de la víctima Esdras Amado López 

Profesión u oficio Periodista (director del medio) 

Medio Canal 36 

Tipo de agresión Interferencia técnica del equipo de 
transmisión 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Gobierno Juan Orlando Hernández, 
Hilda Hernández, Juan José Rendón 

Actuación de las autoridades  Se desconoce la actuación de las autoridades. 

Antecedentes  Canal 36 ha sido víctima de situaciones similares cuando fue 
bloqueado el satélite del canal y la microonda del canal 
durante el golpe de Estado 
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Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se hace la denuncia por las amenazas de funcionarios 
gubernamentales y asesor presidencial contra el periodista y  
el canal. 

Exhumación de cadáver de periodista 

El periodista Nery Francisco Soto Torres, fue asesinado el 14 de agosto de 2014, cuando se 

disponía a introducir su motocicleta a su casa, y desde una vivienda en construcción desconocidos 

le dispararon en repetidas ocasiones. El periodista Soto Torres fue enterrado sin que se le realizara 

la autopsia correspondiente, lo que constituye un enorme fallo por parte del Ministerio Público 

que obstaculiza el proceso de la investigación criminal. 

Dos días después del asesinato del periodista, la fiscalía solicitó al juzgado de letras competentela 

práctica de la exhumación,lo que se realizó tres meses despuésdel asesinato, por el que la fiscalía 

acusó a Carlos Javier Martínez Ponce, que guarda prisión en la penitenciaría de El Porvenir, en el 

departamento de Atlántida. 

 

No. de alerta 068-14 Descripción de los hechos 

Fecha 04 de noviembre Casi tres meses después de su asesinato, el Ministerio 
Público exhumó el cadáver del periodista Nery Francisco Soto 
Torres para realizar la correspondiente autopsia, pues 
entregaron el cuerpo a sus familiares sin practicar este 
peritaje, necesario para la investigación del crimen. Un 
análisis del expediente judicial, realizado por C-Libre, permite 
concluir que la investigación criminal empezó a fallar desde 
el momento que el Ministerio Público (MP) no solicitó a su 
dependencia encargada, es decir, la Dirección de Medicina 
Forense, que practicara este procedimiento. 

Nombre de la alerta Sin dictamen de autopsia 
enterraron a periodista asesinado 
en Olanchito 

Nombre de la víctima Periodista Nery Soto 

Profesión u oficio Reportero 

Medio Televisión 

Tipo de agresión Exhumación 

Lugar de la agresión Olanchito, Yoro 

Responsable de la agresión Autoridades judiciales 

Actuación de las autoridades  Dos días después del asesinato del profesional de la 
comunicación, la Fiscalía Regional de Olanchito rectificó el 
error y solicitó al juzgado de letras competente "la práctica 
de exhumación de cadáver con la formalidad de prueba 
anticipada".  

Antecedentes  La oficina regional de la Fiscalía del MP acusó por el 
asesinato del periodista a Carlos Javier Martínez Ponce, 
actualmente, con un auto de prisión en la Penitenciaría 
Nacional de El Porvenir, en el departamento de Atlántida. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se hace la denuncia porque las pifias (errores de las 
autoridades forenses debilita el proceso de investigación. 

 

Estigmatización de periodistas, operadores de justicia y criminalización de medios de 

comunicación 

Estigmatizar es marcar, señalar, identificar a alguien como partidario o portador de alguna 

conducta determinada.En los casos registrados la estigmatización se realiza primero, para luego 

criminalizar a los sujetos. 
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El Presidente del Congreso Nacional, Mauricio Oliva, utilizó el mecanismo de la estigmatización 

contra periodistas y operadores de justicia en el marco de discusión de la propuesta de una ley 

que busca proteger a estos dos grupos. El funcionario aseguró que la conducta de estos sujetos es 

lo que los hace vulnerables, y que de nada serviría que se busque protegerlos. En su análisis sobre 

la necesidad de protección de estos dos grupos, menciona el caso de un periodista que ha sido 

denunciado de asesinar a otra persona y a un fiscal que fueagredido, según el parlamentario, por 

andar en una discoteca. Según Oliva, si los periodistas y operadores de justicia “…hubieran estado 

en su casas tranquilos o en un lugar seguro, no le hubiera pasado nada".(C-Libre, alerta 072-14). 

Para el presidente del Congreso los miembros de estos dos grupos no pueden hacer uso de su 

libertad de movilización, y por lo tanto, justifica los hechos trágicos que les 

suceden,atribuyéndolos a su conducta y noal contexto de inseguridad y de alta peligrosidad que 

existe en la sociedad hondureña. 

Por su parte, el presidente de la República, Juan Orlando Hernández, estigmatiza y criminaliza a 

dos medios de comunicación, Canal 36 y Radio y TV Globo, como los medios que en su opinión 

están desarrollando una agenda de enfrentamiento y desprestigio contra el Estado de Honduras, 

cuando en comparecencia pública en un medio de comunicación el periodista le pregunta al 

presidente si el Estado de Honduras es cómplice de eliminar delincuentes pregunta también 

tendenciosa. Al identificar al sujeto que sufre la violencia (víctimas del sistema) como 

delincuentes, se construye una estrategia desde las estructuras de poder y desde los medios de 

comunicación entregados a ese poder, para justificar acciones contrarias a la protección de la vida 

y la defensa y protección de los derechos humanos. 

Las palabras del presidente fueron: 

“Para nada, eso sería una irresponsabilidad de parte de alguien decirlo, porque si algo tenemos 
claro nosotros a nivel de Fuerzas Armadas, de Policía, es que no vamos a tolerar el más mínimo 
exceso y por el contrario estamos promoviendo una cultura de promoción de protección a los 
derechos humanos en Honduras…,. Ahora habrán colegas suyos de lado de la oposición de Libre 
que ya están usando eso (limpieza social) y hablémoslo claramente es el 36, es Radio Globo y ya 
sabemos cuál es su agenda política y el pueblo hondureño ya aprendió a discernir de donde vienen 
las cosas y por qué se dicen”.(C-Libre, alerta 014-14). 

Los antecedentes de estas acciones de agresión por estos dos presidentes de poderes del Estado, 
se encuentran en el marco generalizado de represión y violenciaen el que han sido asesinados diez 
periodistas, comunicadores y trabajadores de medios, además de cuatro fiscales y un exfiscal. Se 
denuncian estas agresiones se realizan porque las respuestas de los funcionarios refuerzan la 
propaganda del gobierno y la estigmatización de las víctimas como una estrategia de justificación 
de la violencia. 

 

No. de alerta 072-14 Descripción de los hechos 

Fecha 11 de noviembre Mauricio Oliva estigmatizó esta semana el trabajo realizado 
por profesionales de la comunicación y operadores de 
justicia, asegurando que "no solo es el disuasivo del carro 
blindado, de las personas que andan ahí, también es la 

Nombre de la alerta Presidente del Congreso Nacional 
estigmatiza a periodistas y operadores 
de justicia 
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Nombre de la víctima Periodistas y operadores de justicia conducta" la que pone en riesgo a estos grupos 
considerados vulnerables. "Le dieron seguridad a un 
periodista. Más bien ese periodista mató a una persona. No 
es solo el disuasivo del carro blindado, de las personas que 
andan ahí, también es la conducta; el otro día le pasó un 
altercado a un fiscal. Qué le sucedió, en una discoteca a las 
3:00 de la mañana, si hubiera estado en su casa tranquilo o 
en un lugar seguro, no le hubiera pasado". 

Profesión u oficio Periodistas y operadores judiciales 

Medio  

Tipo de agresión Estigmatización. 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Presidente del Congreso. 

Actuación de las autoridades  Oliva sostiene que el tercer debate de la normativa fue 
suspendido debido a que "no hay presupuesto" y opinó 
que "la mejor medida de seguridad se la da uno solo". 

Antecedentes  Entretanto, suman nueve periodistas, comunicadores 
comunitarios y trabajadores de medios, asesinados en 
Honduras de abril a octubre de 2014, también fueron 
asesinados cuatro fiscales y un ex fiscal. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 La respuesta del alto funcionario refuerza la propaganda 
estatal del gobierno y la estigmatización de las víctimas 
como una estrategia de justificación de la violencia. 

 

No. de alerta 014-14 Descripción de los hechos 

Fecha 13 de marzo de 2014 El presidente de la Republica de Honduras, Juan Orlando 
Hernández, dijo que Canal 36 y Radio Globo tienen como 
agenda política inculpar al Estado de Honduras en los 
múltiples asesinatos de jóvenes ocurridos recientemente. 
Las declaraciones fueron vertidas durante el programa 
televisivo “Frente a Frente” del día viernes 21 de marzo a 
las 8:42 de la mañana, conducido y dirigido por el 
periodista Renato Álvarez. 

El periodista le manifestó al Presidente de la República de 
Honduras…, en los últimos días se rumora que existe una 
limpieza social por parte del Estado. La respuesta del 
Presidente se limitó a explicar que los crímenes son las 
consecuencias de “poner orden y recuperar la paz y la 
tranquilidad…, el periodista retomó el tema original y le 
preguntó al Presidente de Honduras: “¿Debe descartar el 
hondureño que aquí hay limpieza social, que el Estado es 
cómplice de eliminar delincuentes?” 

“Para nada, eso sería una irresponsabilidad de parte de 
alguien decirlo, porque si algo tenemos claro nosotros a 
nivel de Fuerzas Armadas, de Policía, es que no vamos a 
tolerar el más mínimo exceso y por el contrario estamos 
promoviendo una cultura de promoción de protección a los 
derechos humanos en Honduras…,. Ahora habrán colegas 
suyos de lado de la oposición de LIBRE que ya están usando 
eso (limpieza social) y hablémoslo claramente es el 36 es 
Radio Globo y ya sabemos cuál es su agenda política; y el 
pueblo hondureño ya aprendió a discernir de donde vienen 
las cosas y por qué se dicen.  

Nombre de la alerta Presidente de Honduras acusa a dos 
medios de comunicación de tener 
como agenda política  inculpar a su 
gobierno por matanza de jóvenes 

Nombre de la víctima Canal 36 y Radio globo 

Profesión u oficio Sistemas de medios 

Medio Canal 36 y Radio Globo 

Tipo de agresión Estigmatización 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Presidente de la Republica de 
Honduras, Juan Orlando Hernández 

Actuación de las autoridades  No hay acciones 

Antecedentes  No hay antecedentes. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se hace la denuncia porque en las expresiones del 
presidente se deja ver la criminalización de las  
organizaciones de derechos humanos por las denuncias a 
violaciones que han realizado. 
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Detención ilegal 

La detención ilegal de personas que hacen uso de lalibre expresión contra un sistema que 

interpretan injusto, o por realizar su trabajo de comunicar imágenes y palabras, en el caso de 

camarógrafos y periodistas, se constituye en una acción contraria a los derechos y libertades 

fundamentales.  

En el año 2014 se registraron tres arrestos ilegales relacionados con la libre expresión. En marzo, 

agentes policiales arrestan a un periodista y decomisan su equipo de trabajo, en el municipio de 

Catacamas. El periodista víctima de la agresión no sólo es detenido de forma arbitraria, sino que 

también sufre otra agresión, el decomiso de su equipo de trabajo que está protegido por la 

Constitución y las leyes del país. En noviembre se detiene de forma ilegal a siete estudiantes 

universitarios después de participar en una protesta dentro de los predios universitarios, y en el 

mismo mes, el camarógrafo de canal de televisión Discovery y Dek TV del municipio de Nacaome, 

es detenido frente a su casa por la Policía Nacional sin ninguna justificación. 

La actuación de las autoridades policiales ante estas violacionesconsistió en negar información, 

decir que no estaban al corriente del caso o que no se encontraba nadie que diera información 

sobre el suceso. También inventaron cargos, negaron que se haya hecho la detención, no anotaron 

al joven camarógrafo en el libro de novedades. Y en el caso de los estudiantes detenidos la rectora 

universitaria calificó el hecho: “como una detención ilegal de estudiantes bajo su responsabilidad 

como un montaje”.(C-Libre, 074-14), esto en un contexto de confrontación entre autoridades y 

estudiantes por la demanda de estos últimos de un proceso democrático en las elecciones de 

representantes universitarios en el Consejo Universitario y otros temas relacionados con la 

situación de la UNAH. 

“Debe ser falso eso, eso no debe ser cierto. Yo ya supiera si eso fuera cierto, debe ser un montaje 

de ellos” (C-Libre, 074-14). 

Sin embargo, en los registros policiales sobre detenciones de personas se encuentra anotado el 

hecho. Agentes policiales de la Patrulla RPM 42 de la Unidad Metropolitana de la Policía (Umep) 

número 4 de la colonia Kennedy habían detenido y trasladadoa los estudiantes a la posta policial 

del Manchénpor más de cinco horas sin ser puestos ante un juez competente; así consta en el libro 

de registros de detenidos de la posta policial. Este hecho fue verificado por C-Libre. 

Como antecedentede la detención de los estudiantes universitarios se encuentra la prohibición de 

las autoridades universitarias de protestar y hacer ruido en la UNAH;los estudiantes regresaban de 

protestar cuando la policía los detuvo de forma arbitraria. 

No. de alerta 015-14 Descripción de los hechos 

Fecha 24 de marzo de 2014 Agentes de la Policía Nacional asignados al municipio de 
Catacamas, en el departamento de Olancho, arrestaron 
temporalmente al periodista Cesar Rosales, reportero de 
45 TV y decomisaron su equipo de trabajo. El hecho se 

Nombre de la alerta Agentes Policiales arrestan a periodista 
y decomisan su equipo de trabajo 

Nombre de la víctima Cesar Rosales 
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Profesión u oficio Reportero produjo en las inmediaciones del Parque Central, el día 
martes primero de abril a eso de las 9:00 de la mañana. 

 

Medio Televisión. 

Tipo de agresión Arresto/decomiso de equipo de 
trabajo 

Lugar de la agresión Catacamas, Olancho  

Responsable de la agresión Policía Nacional. 

Actuación de las autoridades  Se negaron a dar información limitándose  a decir no estar 
al corriente del caso y que no se encontraba nadie que nos 
pudiera informar sobre el suceso. 

Antecedentes  No hay antecedentes. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 “A la detención arbitraria se le suma el hecho que los 
Policías borraron todas las imágenes de la cámara de 
video”. 

 

No. de alerta 074-14 Descripción de los hechos 

Fecha 12 de noviembre Los agentes de la patrulla RPM 42 de la Unidad 
Metropolitana de la Policía (Umep) número 4 de la colonia 
Kennedy, de Tegucigalpa, detuvieron a los jóvenes a las 
5:45 de la tarde de este 18 de noviembre, unos minutos 
después de salir de una protesta de la UNAH. En el libro de 
registro de detenidos de la estación policial del barrio El 
Manchén—foliado y autorizado por la Policía Nacional— 
consta que siete universitarios fueron aprehendidos por 
más de cinco horas, sin ser puestos ante un juez 
competente. 

“Debe ser falso eso, eso no debe ser cierto. Yo ya supiera si 
eso fuera cierto, debe ser un montaje de ellos”, respondió 
unas horas después la rectora Castellanos al consultarle 
sobre esta detención aunque sólo unos segundos antes, en 
relación con el crimen de Ebed Yánez, un adolescente de 15 
años acribillado por soldados, había dicho que la de 
Honduras “es una policía criminal y son militares 
criminales”. 

Nombre de la alerta Detención ilegal de estudiantes 
universitarios 

Nombre de la víctima Siete universitarios 

Profesión u oficio Estudiantes de la UNAH 

Medio Estudiantes 

Tipo de agresión Detención ilegal 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Policía de la posta de la Kennedy y el 
Manchén 

Actuación de las autoridades  La rectora universitaria calificó el hecho: como una 
detención ilegal de estudiantes bajo su responsabilidad 
como un montaje. 

Antecedentes  Las autoridades universitarias han prohibido protestar y 
hacer ruido en la UNAH, contra toda esa situación 
regresaban de protestar los alumnos, cuando la policía los 
detuvo arbitrariamente. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Se hace la denuncia en vista que la detención fue ilegal 
porque el artículo 101 de la Ley de Policía y Convivencia 
Social ya establece que en caso de escándalo público, a la 
persona se le impondrá una multa mediante un 
procedimiento gubernativo. Eso quiere decir que la sanción 
la debe imponer, en este caso, un juez de paz o de 
conciliación. 

 

No. de alerta 079-14 Descripción de los hechos 

Fecha 24 de noviembre "Nuestro camarógrafo y operador del canal Dek Tv y 
Discovery FM se trasladaba en el vehículo del canal hacia su 
casa de habitación en el barrio La Ceiba, y dice (quiere) abrir 
el portón, cae una patrulla y se lo lleva", relató el 
comunicador social Leonel García Guevara, integrante de la 

Nombre de la alerta Detención ilegal de camarógrafo en 
Nacaome, Valle 

Nombre de la víctima Luis Antonio Valencia 

Profesión u oficio Camarógrafo y productor 
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Medio Discovery y Dek TV Red de Alertas y Protección a Periodistas y Comunicadores 
Sociales (Rapcos Valle). Valencia le explicó a las autoridades 
que trabajaba en Canal 19 y preguntó a la policía que ¿por 
qué lo llevaban? le ordenaron: ‘¡no hablés nada, cállate!’”  

Relató que lo anotaron en el libro de incidencia a las 11:00 
horas y su detención fue a las 11:43 de la noche. "Me 
liberaron hasta las 10:30 de la mañana del viernes. No me 
informaron por qué estaba detenido, hasta después 
escribieron en el libro de novedades que fue por vagancia", 
indicó. En ningún momento le informaron si la vagancia es 
considerada un delito o una falta. 

Tipo de agresión Detención ilegal 

Lugar de la agresión Nacaome Valle 

Responsable de la agresión Policía de Nacaome 

Actuación de las autoridades  Inventaron cargos, negaron que se haya hecho la detención, 
no anotaron al joven camarógrafo en el libro de novedades. 

Antecedentes  No hay antecedentes. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 Está agresión pudo tener su origen en las denuncias contra la 
policía transmitidas por el comunicador. García Guevara 
mostró a C-Libre grabaciones en las que la ciudadanía 
denuncia que los policías les piden dinero para no aplicar la 
ley.  

 

Control arbitrario de la publicidad gubernamental 

El control de la publicidad estatal es una forma de censura y castigo contra aquellos medios de 

comunicación que no se alinean con el discurso oficial. Tiene el propósito de establecer un control 

hegemónico sobre los mismos, para lograr apoyos en el sostenimiento de la gobernabilidad del 

Estado y de las figuras que necesiten promocionar,como también para asegurar la continuidad de 

los líderes políticos del partido en el poder. Por otra parte, el control de la publicidad estatal busca 

manipular a periodistas y medios de comunicación para que cedan ante las pretensiones del 

Estado de imponer temas, manipular la información, desinformar a las audiencias; en resumen, 

busca que los medios y comunicadores sociales distorsionen la verdad. 

Es una estrategia que se desarrolla desde los más altos niveles de control del Estado, según 

manifiesta el director de noticias de Radio Globo, David Romero Ellner: “Lo mismo pasó con una 

campaña que desarrollaron a nivel internacional y la agencia nos mandó a pedir una propuesta y 

después nos mandaron una disculpas, pero que realmente la radio no está en las preferencias de 

Casa de Gobierno”.(C-Libre, 076-14). 

El gobierno nacionalista presidido por Juan Orlando Hernández se ha caracterizado por“una 

persecución a la prensa, una persecución a medios de comunicación y a estar estigmatizando a 

periodistas que de una u otra manera cuestionan el quehacer gubernamental”.(C-Libre, 076-14). 

 

No. de alerta 076-14 Descripción de los hechos 

Fecha 20 de noviembre El director de noticias de Radio Globo, David Romero Ellner, 
denunció que el gobierno hondureño les ha prohibido a sus 
funcionarios dar entrevistas a este medio. Reveló además 
que la asesora estatal de comunicaciones y estrategia, Hilda 

Nombre de la alerta Gobierno asigna arbitrariamente 
publicidad y prohíbe a funcionarios 
dar entrevista 
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Nombre de la víctima David Romero Ellner Hernández, tiene controlada la publicidad oficial. Señaló 
que ha invitado a funcionarios del Poder Ejecutivo y le han 
respondido que sólo pueden ir a la radio con la venia de la 
hermana del presidente Juan Orlando Hernández, Hilda 
Hernández. 

 

Profesión u oficio Periodista 

Medio Globo TV 

Tipo de agresión Controles oficiales de publicidad y 
denegatoria de acceso a información 

Lugar de la agresión Tegucigalpa, M.D.C. 

Responsable de la agresión Hilda Hernández/JOH 

Actuación de las autoridades  Control de la publicidad oficial. 

Antecedentes  En varias ocasiones David Romero y Esdras Amado López, 
han denunciado esta acción gubernamental de la existencia 
de una distribución arbitraria de la publicidad oficial, como 
otros mecanismos de censura indirecta. 

Razones que motivan  la 
denuncia 

 “Este gobierno se ha caracterizado por una persecución a la 
prensa, una persecución a medios de comunicación y a 
estar estigmatizando a periodistas que, de una u otra 
manera cuestionan el quehacer gubernamental”. 

 

4.3  CASOS EMBLEMÁTICOS 

La selección de casos emblemáticos del año 2014 busca mostrar distintas formas en que la libertad 

de expresión es violentada. Se consideran emblemáticos debido a la valentía y el compromiso con 

la que los periodistas han respondido a las agresiones. 

Se presentan a continuación tres casos importantes. El primero se refiere auna acción legal de 

querella que busca inhabilitar al periodista Julio Ernesto Alvarado. El segundo es un caso 

persistente de amenazas a muerte, intimidaciones y acciones judiciales contra el periodista Alex 

Sabillón. Por último, el caso del periodista Gilberto Gálvez, que por comentar en una red social es 

querellado por la Alcaldesa del municipio de La Paz, quien busca inhabilitarlo.  

El caso Julio Ernesto Alvarado  

Es el caso de un periodista que por informar sobre actos irregulares en la administración 

académica de la Escuela de Economíade la UNAHfue querellado con el propósito de inhabilitarlo 

del ejercicio de su profesión. Este caso se constituye en paradigma porque el Tribunal de Sentencia 

en nombre del Estado de Honduras absolvió de forma contundente al periodista del supuesto 

delito de “difamación por imputaciones constitutivas de injurias, en perjuicio de la señora Belinda 

Flores Padilla”. Con Julio Ernesto Alvarado también fueron querellados por el mismo delito el 

doctor Guillermo Ayes, expresidente de la Asociación de Docentes de la Universidad Nacional 

Autónoma de Honduras (ADUNAH), y el catedrático Gustavo Villela de la Escuela de Economía.  

Según la acusación, el periodista Alvarado, en su noticiero Mi Nación, habría emitido junto a su 

entrevistado el doctor Villela “expresiones que son constitutivas de injurias difamatorias, por 

cuanto fueron formuladas en medios de comunicación masivas. Expresaron que…, Belinda Flores 

estaba implicada en tráfico de títulos y que era una persona que carecía de los méritos para ser 

decana, porque había sido encontrada chepeando en el programa de maestría del cual ella había 
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tomado parte, que había sido expulsada, que los señores de la maestría de Monterreyse habían 

retirado del paíspor esa conducta inmoral”. (Sent. No. STST-SIII-026-2011, página No. 2).“Expreso 

también que en los noticieros anteriores Julio Ernesto hizo afirmaciones sobre la elección que se 

había producido en la universidad…”. (Sent. No. STST-SIII-026-2011, páginasNo. 2 y 3). 

El abogado de la querellante Belinda Flores, Isauro Aguilar, señaló los aspectos donde consideraba 
que su representada había sido agraviada, como las expresiones vertidas por el periodista y el Dr. 
Villela.Presentó asimismo documentos como el título de maestría, la reelección en el cargo y la 
prueba testimonial de dos personas que mencionaron los hechos de forma difusa (según el 
argumento del Tribunal). 

En la valoración de los hechos probados por el Tribunal se manifiesta: “Tercero: El señor, Julio 
Ernesto Alvarado, en su programa televisivo “Mi Nación” en las fechas 4 de Junio, 11 de Junio y 9 
de julio de 2006 se refirió al nombramiento que la Comisión de Transición efectuó en la señora 
Belinda Flores de Mendoza como decana de la Facultad de Ciencias Económicas, y en una de sus 
comparecencias el día 4 de junio dijo que la señora Belinda Flores, según resultado de una 
investigación que se ordenó, resolvió extender equivalencias cometiendo varias arbitrariedades; y 
en el programa de fecha 11 de junio de 2006 dijo que la señora Belinda estaba implicada en el 
tráfico de títulos y fue encontrada en un examen de maestría “chepeando”; y en fecha 9 de julio 
de 2006…, se refirió que de acuerdo a un informe que tenía en sus manos, la decana de ciencias 
económicas estaba involucrada en la expedición de títulos amañados”. (Sent. No. STST-SIII-026-
2011, página, No. 12). 

El Tribunal menciona en la sentencia del 25 de marzo de 2011 seis hechos probados,de los cuales 

se rescatan dos de estos (el cuarto y el quinto) por ser importantes para el juicio y la absolución 

del periodista: el cuarto hecho probado es que la denuncia de irregularidades ya había sido 

publicada en medios de comunicación escritos, como el Heraldo de fecha 13 de mayo de 2006, 

cuando la señora Belinda Flores se desempeñaba como secretaria de la Junta Directiva de la 

Facultad de Economía. Y el quinto hecho probado que se refiere a que “la señora Belinda Flores de 

Mendoza extendió equivalencias de asignaturas a alumnos de la Facultad de Ciencias Económicas 

bajo la forma de compensación sin seguir los procedimientos establecidos por el Consejo 

Universitario”. (Sent. No. STST-SIII-026-2011, páginaNo. 13). 

Otro hecho contundente encontrado por el Tribunal de Sentencia fue la denuncia interpuesta por 

la ADUNAH, que en asamblea del 13 de junio de 2006 “dio a conocer la existencia de un informe 

de la Comisión Especial de Supervisión, indicando que según el mismo se extendieron 

equivalencias por parte de la señora Belinda Flores de asignaturas que no tienen relación entre 

sí…” (Sent. No. STST-SIII-026-2011, página, No. 13). 

La parte querellante presentó el testimonio de dos testigos para apoyar la acusación contra el 

periodista Alvarado. Sobre la testigo número 1, Lesly Carol Garcés Rivera, la valoración de la 

prueba testifical del Tribunal fue la siguiente: 1. Estima que su relato no es preciso, “de manera 

vaga e imprecisa se refiere a un programa que ella vio, en el cual se encontraba el doctor Villela 

con el periodista, cuyo nombre no menciona…” ; al ser interrogada sobre a quién de las dos 

personas que menciona le oyó decir esas expresiones, “dijo que no podía asegurar quien de los 
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dos lo dijo, también menciona no recordar la hora en que ocurrió el hecho y no se muestra segura 

sobre la fecha en que presenció el programa referido”. (Sent. No. STST-SIII-026-2011, p. 15). 

El Tribunal refiereque esta testigo deja un margen de duda no solo respecto de quien efectúo las 

expresiones a las que se refiere, sino que también sobre el día y fecha en que ocurre. El Tribunal es 

contundente y va más allá en cuanto a la debilidad de la prueba y dice lo siguiente: “Cualquiera de 

los dos personajes que estaban en la televisiónque las haya dicho, estas expresiones no entrañan 

un ánimo “injuriandi” como lo asevera la parte querellante, sino una crítica al proceder de la Junta 

de Transición que efectuó la elecciónde la decanatura de la Facultad de Ciencias Económicas”. 

(Sent. No. STST-SIII-026-2011, P. 15). 

Sobre la aportación de pruebas de la testigo número 2 de la parte querellante, el tribunal se 

refiere de la misma forma que la anterior, “su relato no es preciso, habla de que oyó a uno y otro, 

pero luego dice que no recuerda lo que cada uno dijo, además cuando refiere a lo que decían de 

forma general, se estima que no se logra en dichas expresiones obtener la existencia de un ánimo 

Injuriandi, por un lado, por otro dichas expresiones van dirigidas no a la persona de Belinda, sino, 

al cargo que ella ostenta como decana y se critica el procedimiento empleado en su elección”. 

(Sent. No. STST-SIII-026-2011, P. 17). 

Cuando el Tribunal analiza como prueba documental los videos del Noticiero “Mi Nación”, de 

fecha 4 de junio de 2006 y de 9 de julio del año 2006, donde aparecen las declaraciones del 

periodista Julio Ernesto Alvarado, considera lo siguiente: “En relación al señor Julio Ernesto 

Alvarado, esta prueba revela que este hace mención de algunas irregularidades en que se señala a 

la Licenciada, Belinda Flores, como el hecho de otorgar equivalencias a alumnos de la carrera de 

Economía sin reunir los requisitos exigidos para ello, y que esto se considera como tráfico de 

títulos, y otros aspectos, como que la señora Belinda no reunía los requisitos para ser decana, 

manifestó que esto era de acuerdo a un informe de una comisión investigadora, no se observa en 

el periodista un ánimo de injuriar o de despertar odio por parte del público que lo escuchó…, se 

trata más de darlo a conocer como noticia…” (Sent. No. STST-SIII-026-2011, P. 18). 

Sobrelos documentos aportadospor la parte querellante, que se refieren al acuerdo de 

nombramiento de la Licenciada Belinda Flores, la acreditación de su grado académico y los 

documentos presentados para el proceso de selección, el Tribunal no considera que esta prueba 

logre establecer la autoría de delito imputado por parte de los querellados; por el contrario, dice 

el tribunal, “con esta prueba queda acreditado que la señora Belinda Flores, al momento de 

ocurrir los hechos objeto de esta querella, ostentaba el cargo que la ubica en condición de 

funcionario público y por lo tanto sujeto a críticas o imputaciones relacionadas con el ejercicio de 

su cargo”.  

La defensa de Julio Ernesto Alvarado presentó las pruebas documentales necesarias para enfrentar 

la querella, entre estas: a) Recorte diario El Heraldo sobre comunicado de 20 de junio de 2006, en 

el cual se publicó lo siguiente: “ADUNAH docentes rechazan a la decana de economía” y continúa 

diciendo “denuncian que nombramiento violenta la ley orgánica por informe que la implica en la 

aprobación de equivalencias de manera irregular”, b) Informe de la Comisión de Control de la 



 

120 

Gestión, que practicó la Comisión Especial de Supervisión de Secretaría General, que señala en su 

página No. 10 arbitrariedades cometidas por la Licenciada Belinda Flores en su condición de 

Secretaria de la Facultad de Ciencias Económicas y que la inhabilitan, según el informe, 

moralmente para ser nombrada en el cargo de decana de dicha facultad. Este documento de 

medio de prueba fue puesto a la vista en el juicio oral y se realizó su probatoria por el tribunal con 

su secretaria, y ante las partes procesales, la querellante y los querellados. El tribunal es enfático 

en que en la evacuación de este medio de prueba, “se nos puso a la vista el informe antes 

referido” (Sent. NºSTST-SIII-026-2011, P. 21). 

La valoración del tribunal sobre la prueba documental  

La valoración de la prueba documental presentada por la defensa del periodista Alvarado fue 

considerada como confiable y creíble por el tribunal. Con esta documentación, “se prueba que la 

señora Belinda Flores, al ser electa como decana de la Facultad de Economía, presentó 

cuestionamientos en relación a su desempeño profesional, particularmente con el otorgamiento 

de equivalencias a estudiantes de la UNAH. Se dieron, también, algunas falencias por parte de la 

Comisión de Transición en su elección”. 

Algunos aspectos de los fundamentos jurídicos en los que se basa el Tribunal de Sentencia para 

absolver al periodista Julio Ernesto Alvarado son los siguientes: 

Después de escuchar los argumentos, y luego de ser confrontados, declarados y probados los 

hechos, se encontró que los mismos no resultan adecuados en relación a lo dispuesto con los 

artículos 157 y 160 del vigente Código Penal. 

El artículo 157 establece: “Será penado por injuria, con reclusión de uno (1) a dos (2) años, quien 

profiera expresión o ejecute acción en deshonra, descrédito o menosprecio de otra persona”. El 

160 señala: “Se incurre en difamación y se impondrá al culpable la pena de la calumnia o de la 

injuria según proceda, aumentada en un tercio cuando las imputaciones constitutivas de injuria o 

calumnia se hicieren en forma o por medios de divulgación que pueden concitar en contra del 

ofendido al odio o al desprecio público” (Sent. NºSTST-SIII-026-2011, P. 35). 

En al análisis del delito de injuria establecido en el artículo 157 del Código Penal, el Tribunal 

precisa que este delito, tal y como aparece en el artículo 157, precisa de dos elementos esenciales: 

1. Un elemento o requisito objetivo, es decir, la acción que en este caso es la de “proferir 

expresión o ejecutar acción en deshonra, descredito o menosprecio de otra persona”; 2. El 

requisito o elemento subjetivo está determinado por el dolor, es decir, el conocimiento de la 

acción criminal y la voluntad de su realización: “Este elemento exige el conocimiento y voluntad de 

realizar todas las circunstancias del tipo objetivo, es decir, se debe tener pleno conocimiento de 

que se está profiriendo una expresión o ejecutando una acción con un ánimo de injuriar a otro, es 

decir, con animusinjuriandiy tiene la voluntad de hacerlo”.  

En el caso del periodista Julio Ernesto Alvarado, si bien pronunció algunas expresiones que 

quedaron expuestas por el tribunal, se estimó que: “No basta con que se exprese algo o se ejecute 
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determinada acción —que en cierto momento fue vista como injuriosa—, sino que es 

absolutamente necesario que el autor lo haga con el pleno conocimiento de que está ejecutando 

un acto injusto; además, debe querer causar daño, es decir, injuriar al otro, y tendrá que cumplir 

con el otro elemento subjetivo del injusto, determinado en este caso como animus injuriandi. En 

tal sentido, el tribunal expresa: “Todo el acervo probatorio de cargo no establece la existencia de 

este elemento subjetivo, pues lo dicho no es creación suya. El imputado se limitó a dar 

conocimiento sobre lo contenido en el informe de una comisión investigadora, en relación a las 

irregularidades habidas con el otorgamiento de compensaciones de asignaturas a estudiantes de 

la universidad y otras en relación al desempeño de la decana de la Facultad de Economía. No se ve 

la intención de injuriar a la señora Belinda Flores. Sobre el delito de difamación contenido en el 

artículo 160 del Código Penal, se incurre en dicha conducta cuando se calumnia o se injuria a otra 

persona, pero haciéndolo por medios que conciten, o en motivando el odio y el desprecio público 

contra el ofendido. En tal sentido, la difamación es una forma delictiva distinta a la calumnia y a la 

injuria, pero no autónoma, pues requiere de la existencia de cualquiera de las anteriores para su 

existencia. El tribunal concluye que, al no cumplirse el elemento objetivo ni subjetivo del tipo de 

injurias del acusado y que estos son trasladados al delito de difamación, tampoco se estaría ante 

un delito de difamación, como se detalla en el artículo 160 del Código Penal”.  

En el apartado cuarto de los fundamentos jurídicos, el Tribunal de Sentencia es contundente al 

decir que: “No puede dictarse una sentencia condenatoria contra los querellados Julio Ernesto 

Alvarado, Guillermo Ayes y Gustavo Villela, dado que la prueba practicada en el acto del juicio oral 

a cargo de la acusación —tal como ha sido analizada en el apartado correspondiente de esta 

sentencia—, ha resultado insuficiente e incapaz de enervar el estado de inocencia de los 

querellados”. 

El Tribunal de Sentencia de Tegucigalpa falla por unanimidad de votos que: “Debemos absolver, y 

absolvemos al señor Julio Ernesto Alvarado, cuyas menciones generales ya han sido expresadas, 

por su supuesta participación en un delito de difamación por expresiones constitutivas de 

injurias, supuestamente cometido en perjuicio del honor de la señora Belinda Flores Padilla. El 

Tribunal de Sentencia manda a que se notifique la sentencia a las partes”.  

La señora Belinda Flores quiere ver castigado a Julio Ernesto Alvarado 

A pesar del contundente fallo absolutorio realizado por el Tribunal de Sentencia de Tegucigalpa, el 

día 25 de marzo de 2011, la Sala Penal de la Corte Suprema reformó la sentencia el 9 de diciembre 

de 2013, confirmó la absolución de las fuentes del periodista y condenó al comunicador a un año y 

cuatro meses de cárcel. Luego de ese fallo, el expediente bajó al Juzgado de Ejecución y el 

periodista conmutó la pena para evitar ir a la cárcel. La parte acusadora impugnó, ya que Belinda 

Flores, decana de Ciencias Económicas de la UNAH, aceptó que el periodista no fuera a prisión, 

pero insistió en inhabilitarlo (C-Libre, alerta Nº 059-14). El apoderado legal de Flores, Félix Ávila, 

impugnó que la conmuta se aplicara también a las penas accesorias de inhabilitación especial 

(prohibición para ejercer el periodismo) y a la interdicción civil.  
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Belinda Flores interpuso un recurso de casación. Mediante este recurso, los magistrados de la Sala 

Penal absolvieron a las fuentes de Alvarado, pero revocaron la sentencia absolutoria a su favor. No 

obstante, este fallo de casación revalida las irregularidades en la Facultad de Ciencias Económicas 

de la UNAH. 

Kenia Oliva, defensora del periodista Alvarado, explicó: “Hay dos cosas graves aquí y es que la 

casación fue resuelta como quebrantamiento de forma y no de ley, es decir, el abogado plantea un 

recurso de casación por quebrantamiento de ley. Esto significa que hay una ley no aplicada a Julio 

Ernesto, aunque la Corte resolvió como si la casación fuera por quebrantamiento de forma y al 

final no manda a hacer el juicio oral nuevamente, sino que deciden como si fuera un 

quebrantamiento de forma” (C-Libre, 059-14). 

En consecuencia, el 22 de agosto de 2014 la Corte Primera de Apelaciones declaró “ha lugar” la 

impugnación y se ordenó al Juzgado de Ejecución activar la pena accesoria para inhabilitar al 

periodista, aunque hubiese conmutado la pena principal. 

Desde que la Corte de Apelaciones falló, la resolución de la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos (CIDH) se produjo hasta el 5 de noviembre. Alvarado estuvo expuesto a la inhabilitación 

pues el Juzgado de Ejecución pudo haber ejecutado la sentencia ordenada por el Tribunal de 

Alzada. Este caso ha estado en la mira internacional por las denuncias realizadas por varias 

organizaciones, el equipo del Comité por la Libre Expresión (C-Libre), el Centro PEN Internacional, 

PEN Honduras y periodistas independientes, en solidaridad con Julio Ernesto Alvarado. 

Acciones de solidaridad con el periodista 

El 17 de octubre de 2014, trece periodistas presentaron amparos ante la Corte Suprema de 

Justicia, solicitando la suspensión del acto reclamado por considerar que el fallo de la Corte de 

Apelaciones vulnera garantías constitucionales. Los comunicadores fueron: Johnny Lagos, Brayan 

Flores y Johnny Josué Lagos Sevilla del Periódico El Libertador; Víctor Rodríguez del Noticiero “Mi 

Nación”; Marvin Ortiz, de Radio Globo; Héctor Becerra, Amada Ponce, Wendy Funes y Thirzia 

Gáleas de C-Libre; Fred Alvarado, Miriam Elvir y la periodista y defensora de derechos humanos, 

Dina Meza, como presidenta del Centro PEN Honduras. Hasta la fecha, la Corte Suprema no se ha 

pronunciado al respecto. 

“En este momento todos debemos estar unidos ante los embates del poder”, dijo el director 

ejecutivo del Comité por la Libre Expresión (C-Libre), Héctor Longino Becerra, tras interponer uno 

de los recursos de amparo en la Secretaría de la Sala Constitucional. 

La valentía del comunicador 

C-Libre ha recogido las palabras de Julio Ernesto Alvarado en este informe por tratarse del caso 

más importante de lucha que se ha librado para evitar la prepotencia de los intolerantes y las 

personas que se consideran ofendidas y, sobre todo, por las actuaciones contradictorias de los 

tribunales de la república. Encontramos, por un lado, la consistencia de un juicio llevado a cabo 

por el Tribunal de Sentencia de Tegucigalpa que absuelve al periodista y nos devuelve las 
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esperanzas perdidas en la justicia hondureña; sin embargo, otro tribunal lo condena y manda a 

inhabilitarlo. La intervención oportuna de la CIDH impide que este acto nefasto para la libertad de 

expresión se ejecute. 

“Me siento complacido de haber llegado hasta aquí porque este es un caso emblemático. Con 

todas las reacciones que ha habido, lo único que se le está pidiendo al gobierno que dé vuelta a 

ese arcaico pensamiento de la penalización, la difamación y la calumnia. Eso prácticamente está 

en la época de piedra, todos los países han reformado esas leyes. Por otra parte, es frustrante ver 

cómo el gobierno y particularmente la Corte Suprema de Justicia, realiza persecuciones contra 

periodistas” dijo Alvarado al conocer la resolución de Apelaciones. 

Al consultarle sobre cómo ha sido enfrentarse al poder de los funcionarios, el periodista confesó 

con voz quebrantada que ha tenido momentos difíciles: “¡Vamos a triunfar! La prensa es 

soñadora, pero son sueños que pueden cristalizarse. Este es el comienzo y creo que lo vamos a 

lograr”, dijo sobreponiéndose, con la mirada llorosa. 

Este juicio cuya pretensión es silenciar a un periodista ha sido condenado por la Sociedad 

Interamericana de Prensa (SIP), PEN Internacional, PEN Honduras, Reporteros sin Fronteras y el 

Instituto Internacional de Periodistas (IPI). Asimismo, tanto CIDH como la Relatoría Especial para la 

Libertad de Expresión tienen conocimiento del caso. 

La actuación oportuna de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el caso de Julio 

Ernesto Alvarado 

Mediante resolución 33/2014, la CIDH estableció la medida cautelar 196/2014 a favor de Julio 

Ernesto Alvarado para solicitar al Estado hondureño suspender la ejecución de la sentencia 

condenatoria del 9 de diciembre de 2013 de la Corte Suprema de Justicia y abstenerse de realizar 

cualquier acción para inhabilitar al periodista. La CIDH consideró que “el asunto reúne prima facie, 

los requisitos de gravedad, urgencia e irreparabilidad, contenidos en el artículo 25 de su 

reglamento” (C-Libre, 086-14). 

La CIDH requirió al Estado hondureño informar en diez días hábiles sobre la presente 

comunicación. La resolución fue aprobada el 5 de noviembre de 2014 por Tracy Robinson; Felipe 

González, segundo vicepresidente; los comisionados Rosa María Ortiz, José de Jesús Orozco, Paulo 

Vannuchi y James Cavallaro. En la introducción, la CIDH relata que el 29 de mayo de 2014, se 

recibió una solicitud de medidas cautelares presentada por Kenia Oliva, Dina Meza y PEN 

Internacional. 

La misma resolución sirvió para que la CIDH requiriera al Estado de Honduras a fin de que adopte 

las medidas de protección necesarias con el fin de garantizar los derechos del señor Julio Ernesto 

Alvarado.  

Esta solicitud está relacionada “con la petición individual P1414-14, en la que se alegan presuntas 

violaciones a los derechos consagrados en los artículos 8, 13 y 25 en relación a las garantías 

judiciales, la libertad de expresión y la protección judicial, respectivamente, a la luz de las 



 

124 

obligaciones del artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos” (C-Libre, 086-

14). 

El caso Alex Sabillón, un retrato de la impunidad de los agresores 

Las agresiones a periodistas en los últimos cinco años después del golpe de Estado se han 

multiplicado como lo muestran los registros de C-Libre. En el municipio de Choloma, Alex Sabillón 

es uno de los periodistas que más ha sido objeto de agresiones por parte del alcalde municipal, 

funcionarios municipales y la empresa Aguas de Choloma, entre otros. Sabillón, comunicador 

social del noticiero “Hechos de Choloma” que se transmitía por Multicanal, es uno de los 

hondureños desplazados por la violencia. Su caso puede ser considerado como símbolo del 

irrespeto a la libertad de expresión en Honduras (documento elaborado por C-Libre, 2 de 

diciembre de 2014).  

De 2011 a 2014, C-Libre registró once agresiones en su contra. Dichos ataques van desde daños 

psicológicos, físicos y materiales y querella por injurias, hasta una denuncia de “sedición” por 

parte de la empresa Aguas de Choloma, en represalia a su actividad periodística. Sabillón inició con 

estas denuncias desde 2012, año en el que comenzaron las agresiones. Desde entonces, C-Libre 

estuvo emitiendo alertas a favor de Sabillón por reiteradas amenazas de parte de funcionarios 

municipales y empresarios locales. 

Las amenazas responden a las denuncias que la comunidad realizó por su medio de comunicación: 

“La gente empezó a quitar y destruir los medidores y al ver que yo les di cobertura, empezaron a 

enviarme una serie de documentos que evidencian actos de corrupción a lo interno de Aguas de 

Choloma. Las denuncias de viva voz son constantes y eso ha desatado una serie de intimidaciones 

en mi contra” (documento elaborado por C-Libre, 2 de diciembre de 2014). 

La instalación de medidores en el municipio es un proyecto de la Alcaldía Municipal apoyado por el 

Banco Mundial. Este hecho no sólo inscribe la lucha del comunicador social contra los poderes e 

intereses locales, sino también contra el capital financiero internacional que no mide las 

consecuencias de sus acciones y provoca acciones privatizadoras de los bienes públicos.  

En tal sentido, las primeras agresiones contra el comunicador social ocurrieron el martes 11 de 

septiembre de 2012, frente a las oficinas de Aguas de Choloma. Unos ochenta residentes de la 

colonia Canadá se presentaron a las instalaciones de esta empresa para devolver varios micro-

medidores que la empresa prestadora de agua pretendía instalar. “El hecho fue captado por el 

comunicador en el ejercicio de su profesión, quien grabó las imágenes y causó la molestia de 

varios empleados de la mencionada empresa, quienes insultaron a Sabillón al tiempo de 

fotografiarle mientras realizaba su trabajo” (C-Libre, 2012). 

Consecuencias sociales, personales y familiares de las agresiones 

El periodista vivió la angustia de desplazarse de la zona junto a toda su familia. El desplazamiento 

obligado fue para proteger su vida, mientras tanto, su situación económica es difícil. Hacer un 
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periodismo comprometido le ha traído dificultades diversas; así lo manifiesta: “Soy un periodista 

que vive de su salario como reportero, no cobro publicidad a nadie. Lo único que quiero es que el 

gobierno me garantice el libre ejercicio de mi profesión y mi integridad física. Yo practico el 

periodismo comunitario, de denuncia fehaciente, y lo hago con las pruebas necesarias. Hacer un 

periodismo ético y apegado a la verdad me ha costado el marginamiento por parte de los políticos 

municipales. Estoy pensando en dedicarme a otra cosa, pues tengo que pensar en mis hijos: yo soy 

madre y padre para ellos, solamente me tienen a mí y no es justo que los exponga y arriesgue de 

esta manera. Lamentablemente me toca decidir entre mis hijos y mi profesión, créame que no ha 

sido nada fácil para mí” (C-Libre, alerta 027-14). 

Como se deja ver, las constantes amenazas a muerte de las que es objeto Sabillón le ha llevado a 

autocensurarse, dejando la profesión. Le ha traído complicaciones económicas y le ha afectado 

psicológicamente; sin embargo, el mismo comunicador ha manifestado que ni autocensurándose 

disminuyen las amenazas por parte de los agresores. Los niveles de intolerancia a la crítica en el 

municipio, la prepotencia con la que actúan sus autoridades y los intereses privados, son tan 

grandes que pueden llegar a amenazar la vida de los periodistas. El 30 de agosto de 2014, luego de 

amenazas a muerte y asesinatos ligados con el supuesto escándalo de corrupción que denunciaba, 

el comunicador tuvo que abandonar su casa y dirigirse a otro lugar del país para proteger su vida y 

la de su familia.  

Las agresiones de las que ha sido objeto Alex Sabillón 

Son múltiples las agresiones que ha recibido Alex Sabillón. En la mayoría de los casos las 

autoridades policiales no tomaron parte, o se realizó una investigación superficial de los hechos. 

“Me gritaban: ‘¡Por tu culpa nos señalan de mañosos y nos tachan de corruptos!’ Otros tapaban 

con sus manos el lente de mi cámara fotográfica. Ante tales acciones argumenté que simplemente 

hacía mi trabajo, y en algunos casos tuvo que intervenir la Policía Nacional para que me dejaran 

realizar mi labor”. 

“Enviaban a desconocidos con amenazas: ‘Alex, van a matarte o demandarte’. En una caminata 

que hubo en apoyo a mi persona el sábado 18 de agosto, me hicieron llegar un documento con un 

joven en bicicleta, el borrador de una supuesta denuncia que se presentó ante la Fiscalía y en la 

que Aguas de Choloma me acusa de sedición”. 

“Hace un año, un policía municipal me puso la pistola en la sien. Mi camarógrafo lo grabó y fui con 

las imágenes a poner la denuncia ante la Fiscalía. Hasta la fecha, jamás se han comunicado 

conmigo y el policía sigue tranquilo en la calle”. 

“Todos los días recibo mensajes de texto en mi celular con amenazas, dicen que van a matarme. 

También recibo llamadas en las cuales me incitan a negociar con Aguas de Choloma. En la calle me 

gritan: ‘¡Alex, te van a matar, te andan buscando para fregarte! Ese es mi diario vivir desde hace 

unos seis meses”. 
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Nuevamente, el reportero denunció ante C-Libre que el 24 de agosto de 2012 fue objeto de una 

campaña de intimidación, de agresiones y amenazas a muerte. C-Libre emitió el 24 de agosto de 

2012 la alerta: “Por cobertura periodística y denunciar anomalías, el periodista es acusado ante la 

Dirección General de Investigación Criminal (DGIC) por ‘sedición’ denuncia realizada por la 

empresa Aguas de Choloma”.  

Este año, C-Libre emitió alerta a favor del comunicador social con fecha de 28 de mayo de 2014. 

Ahí se revela que “persiste la intimidación y el acecho en contra del reportero de televisión”, 

mediante la alerta 027-14. El comunicador informó a C-Libre que el día viernes 23 de mayo de 

2014, observó en horas de la noche cómo un joven de contextura delgada fotografiaba su 

residencia en varias ocasiones, para luego huir del lugar en un carro turismo, color negro y sin 

placas. 

Sabillón recordó que hace un mes, aproximadamente, las intimidaciones a través de mensajes de 

texto, llamadas telefónicas y acecho fotográfico se incrementaron y que de nada ha servido el 

autocensurarse. 

Mediante la alerta 033-14, el comité reveló que el 16 de junio de 2014, “frente a custodia policial, 

empleado municipal amenaza de muerte a reportero: ‘No me importa que andés con policía, hijo 

de puta, ¡te vamos a matar!’” Esa fue la amenaza hecha por Miguel Callejas, director de la 

Comisión Vial de la Alcaldía Municipal de Choloma. La agresión se produjo ante la presencia del 

agente policial Selvin Omar Cardona, encargado de brindar protección al comunicador, producto 

de las medidas de seguridad otorgadas por la Secretaría de Defensa y Seguridad. El periodista 

aseguró que no es la primera ocasión en que el funcionario municipal lo agrede: “Hace un tiempo 

este mismo señor me arrebató la cámara de video y en otra ocasión intentó agredirme físicamente 

en una pulpería de mi colonia pues, para colmo de males, somos vecinos”. 

Las continuas intimidaciones en contra de Sabillón han sido registradas y divulgadas en diversas 

ocasiones por C-Libre, con la finalidad de salvaguardar la vida del periodista. Tal es el caso de la 

alerta emitida a favor del reportero el pasado 28 de mayo, con la que se logró la reactivación de 

medidas de protección por parte de la Secretaría de Seguridad. C-Libre hizo formal solicitud a las 

autoridades nacionales competentes para que se proceda a la inmediata captura del funcionario 

Miguel Callejas, autor material de la amenaza de muerte en contra del periodista. 

Asesinatos de personas ligadas al caso de denuncia de actos de corrupción en el municipio de 

Choloma 

C-Libre registró que este año un policía de apellido Espinal, que escoltaba a Sabillón, fue asesinado 

por desconocidos en el barrio El Centro de Choloma. Asimismo, fue liquidado Benito López, 

presidente de la Junta de Agua de San Francisco “El Ceibón”, luego de haber denunciado, a través 

del periodista Sabillón, los supuestos actos de corrupción en la administración, con cifras que 

ascienden los dos millones de lempiras, relacionados con la empresa Aguas de Choloma. También 

ultimaron al asistente de auditoría de la municipalidad, Dolores Campos y, en años anteriores, 



 

127 

fueron asesinados el jefe de catastro y el regidor municipal, Dennis Muñoz, que denunciaba 

públicamente estas irregularidades. 

El caso tiene implicaciones que investigan la Fiscalía Especial contra la Corrupción, la Fiscalía de 

Derechos Humanos, la Fiscalía Especial de Protección al Consumidor, la Fiscalía Especial contra el 

Crimen Organizado y la Fiscalía de Delitos Comunes. 

Ante graves amenazas a muerte, pide pasar la noche en estación policial 

Ante la gravedad de las amenazas, Sabillón Chávez solicitó al jefe de la Policía Preventiva de la 

ciudad de Choloma, Encarnación Guerra, le permitiera pasar la noche en la estación policial bajo 

su custodia. Sólo unas horas después de comparecer ante la DGIC, el reportero se refugió en la 

estación policial para salvaguardar su vida. Esto ocurrió porque, horas después de su declaración 

en la DGIC de la ciudad de San Pedro Sula, Sabillón Chávez fue advertido por un hombre que se 

conducía en bicicleta, quien le dijo que lo iban a asesinar. 

El 27 de agosto de 2013, Sabillón fue citado por los Juzgados de Choloma, para conciliar en una 

audiencia por el delito de “injurias leves” en perjuicio del señor Luis Omar Flores, presidente del 

patronato de la Colonia López Arellano. El periodista aseveró que la demanda responde a un 

comentario emitido durante la transmisión de su programa, donde catalogó de “corrupto” a Flores 

quien, junto a empleados de la Alcaldía Municipal, protagonizaba la toma de las oficinas del 

Registro Nacional de las Personas. Al día siguiente (martes 28 de agosto) fue trasladado con 

escolta policial a su casa de habitación. Luego el reportero interpuso ante la DGIC de la ciudad de 

Choloma una denuncia en contra de la empresa mercantil Aguas de Choloma y de su gerente 

Alexis García por ser, según Sabillón, responsables de las amenazas en su contra. 

La impunidad 

La impunidad es la norma en Honduras. El caso del periodista Sabillón es paradigmático para 

conocer la actuación de las autoridades al momento de esclarecer los casos. Según información 

registrada por C-Libre, el 28 de agosto de 2014, lo llamaron a declarar a San Pedro Sula. El caso se 

conoció con el registro 132-2014. Un fiscal —al que sólo se identificó como “Wilmer”— lo llamó y 

le dijo: “Tu caso está casi resuelto. Cité a la persona que te amenazó, pero no quiere presentarse”, 

le comentó el fiscal. Es muy interesante que una autoridad judicial llame para decirle que el caso 

esté “casi” resuelto, pero que la persona no quiso presentarse. Como puede verse, esta es la 

forma en que actúan las autoridades para postergar las acciones en la mayoría de los casos y dejar 

pendiente la espera de la justicia por parte de los agredidos. 

El periodista también interpuso una denuncia contra el regidor Alexander Mejía ante la DGIC de 

Choloma por amenazas a muerte, pero no hubo respuesta alguna de esta institución estatal. 
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El caso Gilberto Gálvez: la prepotencia y persistencia de una alcaldesa por ver castigado 
a un periodista 

El caso del periodista Gilberto Gálvez demuestra que la libertad de expresión está censurada 

incluso en espacios como las redes sociales. La opinión vertida por Gálvez, sobre el ejercicio 

público de una funcionaria municipal, trajo como consecuencia la reacción preponte e insistente 

de la aludida, quien ha insistido en encarcelarlo e inhabilitarlo de su profesión como periodista. 

Los hechos 

El 29 de septiembre de 2014, la alcaldesa del municipio de La Paz, Gilma Ondina Castillo, querelló 

al periodista José Gilberto Gálvez, con la pretensión de llevarlo a prisión e inhabilitarlo, pues 

consideró que fue objeto de una falsa imputación, vertida por Gálvez a través de su cuenta 

personal de Facebook. La querella interpuesta por la funcionaria es por injurias constitutivas de 

difamación. El apoderado legal de la alcaldesa, Denis Joel Mejía Manueles, demanda que el 

periodista publicó que su representada lo tiene amenazado y que, anteriormente, había hablado 

con los fiscales para mandarlo a la cámara de gas. “El comentario o expresión de menosprecio, 

descrédito y deshonra hacia la señora alcaldesa no tuvo sentido. Además, expresó que la señora 

alcaldesa no justificaba la remodelación del puente Casita, situación que resulta absurda”, dijo el 

demandante. 

La parte demandante fundamenta su acusación en los artículos 157, 160 y 161 del Código Penal 

porque violentó los derechos fundamentales al honor, la intimidad personal y familiar y la propia 

imagen. Los medios de prueba de la demanda son: a) Documentales b) Interrogatorio (declaración 

de la ofendida Gilma Ondina Castillo Rodríguez) c) Inspección personal del juez d) Nombramiento 

de peritos e) Confesión f) Testifical (declaración de la abogada Nélida Isis Velásquez Grande). 

La petición de la parte demandante es condenar al demandado por injurias y difamación, más la 

pena de inhabilitación especial para un determinado cargo u oficio público. 

Las opiniones que molestan a la alcaldesa 

Estas fueron las palabras difundidas por el periodista. En la publicación no se señala directamente 

a la servidora local y solamente se remite a realizar una pregunta: 

“Estimados amigos: Hoy voy a confesarles que la señora alcaldesa Gilma Ondina Castillo —que 

para conocimiento de ustedes ya no quiere ser alcaldesa—, en la próxima va de diputada para 

amarrar el Partido. Me tiene amenazado con que, si sigo hablando de ella, ya habló con los fiscales 

para mandarme a la cámara de gas. No conozco el miedo pero tampoco soy Supermán, soy 

humano como todos. Mi pregunta es: ¿Cómo se justifica que, para remodelar este puente Casita, 

ícono de los paceños, el primer remanente fue de 132,000 lempiras, más otro desembolso de un 

remanente de 234, 932 lempiras? Explíquenme por favor... ¿Será que soy ignorante y hablo sin 

fundamento, como muchos dicen a diario? Eso sí, no conozco el miedo y no soy asalariado ni 

tarifado” (C-Libre, alerta 053-14). 
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Con respecto al hecho de llamar “jodarria” a la alcaldesa, nuevamente se puede argumentar que 

en la publicación no se mencionan nombres: “Alcalde de Guajiquiro inaugura muy pronto un 

centro básico con todas las comodidades para unos 4 mil alumnos en Santa Rosita, a un costo de 

40 millones de lempiras, fondos financiados por el gobierno de España. Estos sí son alcaldes, no 

como unas jodarrias que conozco que sólo son maquillaje. Felicidades Lic. Flavio García, alcalde de 

Guajiquiro” (053-14). 

Las acciones que buscan un control sobre la libertad de expresión por parte de la alcaldesa 

C-Libre denunció este caso el 26 de septiembre de 2014, mediante la alerta 053-14, y lo hizo a 

nivel nacional e internacional señalando que la abogada Mélida Isis Velásquez, regidora de la 

corporación municipal de La Paz, a través de una llamada telefónica amenazó con querellar al 

periodista, si este no pedía disculpas a la alcaldesa Gilma Ondina Castillo, del Partido Nacional de 

Honduras.  

Según el audio, la regidora aconseja al periodista de la siguiente forma: “Se va a meter a un 

cagadal (problema), mejor vaya a pedir disculpas a la alcaldía, trate de hablar con ella (alcaldesa). 

Pídale disculpas, haga lo que tenga que hacer, como dice Juan Orlando, pero no se meta a pedos 

(problemas). Yo le hago esta sugerencia, si no lo hace, nos vamos a ver en los juzgados”. 

Las palabras amenazantes de la regidora violentan el derecho a la libertad de expresión. En tal 

sentido, C-Libre pidió a las organizaciones y organismos de derechos humanos, nacionales e 

internacionales, dar el apoyo y la protección debida al comunicador.  

Mediante la alerta 082, del 3 de diciembre de 2014, C-Libre reveló que después de haber 

transmitido críticas dirigidas a las autoridades de la alcaldía de La Paz, el periodista Gilberto Gálvez 

sufrió restricciones para entrar a la municipalidad. La funcionaria ordenó: “A este maje no lo 

quiero ver aquí. Sáquenlo”, ofensas vertidas con lenguaje soez unos 15 o 20 días antes de la 

denuncia. Además de eso, ha existido acecho en contra de sus familiares e intimidación judicial. 

La funcionaria pretende ejercer un control sobre el periodista y limitar sus libertades para 

expresarse, como se deja ver en lo siguiente: “Llegamos al acuerdo de que él vendría a mí para 

cualquier situación que quisiera conocer y nos retiramos ese día en términos armoniosos, con el 

convenido de que íbamos a tener una relación de trabajo”, lo anterior consta en el expediente 

número 320-2014 del Tribunal. 

Después de salir del despacho judicial, la alcaldesa declaró a la prensa que había arreglado su 

relación con el periodista, pero de no cumplir sería el Tribunal de Sentencia el que decida. Esta 

audiencia se celebró sin un defensor público o privado que representara al periodista y 

únicamente con la presencia de la funcionaria y de su apoderado legal. Por otro lado, ha usado las 

redes sociales argumentando: “Eso afecta mi gestión como alcaldesa”.  
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La valentía del periodista en defensa de su libertad de expresión 

Según la versión del periodista, la amenaza ocurrió después de haber difundido el punto de acta 

número 15, de fecha 3 de septiembre, en el cual la Corporación Municipal de La Paz resuelve, sin 

mayores detalles, no trabajar los días sábados a partir de esa fecha.  

Lo anterior lo llevó a enfrentar una querella y una audiencia de conciliación en el Juzgado de Letras 

de lo Penal de la Sección Judicial de Comayagua. Ese 4 de diciembre, en la audiencia de 

conciliación, frente a la Jueza de Paz de lo Criminal del departamento de Comayagua, la alcaldesa 

del municipio de La Paz admitió que llamó a su oficina al periodista para que, cada vez que hablara 

de su gestión, le consultara a ella sobre cualquier situación. La querella se realizó en virtud de que 

el periodista no hizo caso a la “sugerencia”, según se consigna en el Libro de Control Interno del 

Tribunal de Sentencia de Comayagua. 

El periodista Gálvez ha expresado que: “Si algo me pasa, a mí o a mi familia, responsabilizo a la 

alcaldesa, porque no tengo enemigos” (C-Libre, alerta 085-14), lo anterior consta en la denuncia 

con registro 12-01-2014-15-5-3. 

La movilización en defensa del periodista Gálvez 

La solidaridad de los miembros del gremio periodístico ha sido importante para enfrentar las 

amenazas que los comunicadores del centro del país están sufriendo por parte de las autoridades 

locales. Directivos de las Redes de Alertas y Protección a Periodistas y Comunicadores Sociales, 

(Rapcos) de ambas ciudades (Comayagua y La Paz) y personal de C-Libre de Tegucigalpa, 

estuvieron pendientes de este caso que consideran un atentado contra la libertad de expresión. 

Además, cerca de treinta y un periodistas de Comayagua emitieron un pronunciamiento para 

condenar el atropello contra Gálvez y la violación contra el derecho a informar. 

La periodista de Comayagua, Sandra Pérez, señaló que están unidos para apoyar a Gálvez. Según la 

periodista Pérez, en un momento también tuvo un reclamo de la alcaldesa de La Paz por transmitir 

denuncias hechas por los pacientes del hospital de aquel municipio, sobre supuestas 

irregularidades. 

El integrante de la Rapcos de Comayagua, Vidal Andino, indicó que desde que conocen de este 

caso han pasado la información a todos sus compañeros para acuerpar a Gálvez. 

Asimismo, el presidente de Rapcos de La Paz, Salustio Cervantes, describió que le han dado 

seguimiento al caso de Gálvez y seguirán monitoreando la situación de respeto a la libertad de 

expresión en la zona, por medio de C-Libre y Rapcos (C-Libre, alerta 085-14). 
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Balance analítico de los hechos 

 

5.1 Persistencia de los asesinatos: patrones causales 

Desde una perspectiva histórica, encontramos que fue después del golpe de Estado que los 

atentados contra la vida de periodistas se acrecentaron de manera significativa. Desde el año 

2012, C-Libre y otras organizaciones de protección de los derechos humanos han venido exigiendo 

al Estado de Honduras la necesidad de avanzar en una ley que obligue a las instancias estatales a 

crear mecanismos viables con presupuesto suficiente para proteger la vida de periodistas y 

defensores de derechos humanos. 

De los últimos cinco años, el 2010, 2012 y 2014 han sido calificados como los más violentos y 

desfavorables a la libertad de expresión y de prensa, y al derecho a la información. En los primeros 

dos años después del golpe de Estado, la tendencia ha sido terminar con la vida de trabajadores de 

la comunicación de medios cuya agenda editorial no está alineada a la política oficial del gobierno. 

Según los informes de C-Libre para esos años, estos fueron quienes recibieron la mayor cantidad 

de agresiones en las diferentes tipologías registradas. 

El siguiente cuadro muestra la tendencia en asesinatos de periodistas y comunicadores sociales 

que se ha manifestado desde el año 2003. Se parte de ese año porque hasta entonces los casos no 

se presentaban o eran prácticamente desconocidos. 

Cuadro No. 13. Asesinatos de periodistas y comunicadores sociales por año, 2003-2014 

Año 2003 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 Total 

Nº de 
asesinatos 

1 1 1 4 11 6 12 3 10 49 

Fuente: Elaboración propia. 

Como se observa, es a partir del año 2010 que los asesinatos de periodistas y comunicadores 

sociales se acrecientan de manera significativa. Se observa una disminución en 2011, pero para el 

2012 vuelve a subir. Como muestra el cuadro, ese año hasta ahora ha sido el más nefasto para la 

libertad de expresión en el país. 

En 2013 la tendencia de los asesinatos de periodistas y comunicadores sociales reporta una baja 

extraordinaria. Para C-Libre esta realidad se vuelve significativa, pues a pesar de que ese año 

estuvo marcado por la violencia electoral y por las posturas extremas expresadas por los partidos 

políticos y medios de comunicación, no se llegó a los extremos de la violencia física y de privación 

de la vida como había ocurrido en el año anterior. Sin embargo, las esperanzas de que en 2014 se 

mantuviera esta tendencia se desvanecieron, ya que en la campaña del candidato ganador se 

5 
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observó un discurso cargado de violencia e intolerancia hacia sus opositores políticos. Tratar al 

opositor como enemigo político es ubicarse en un campo donde el otro es ignorado, y elimina el 

diálogo y los acuerdos necesarios para lograr gobernabilidad política. Tal ha sido la estrategia del 

nuevo gobernante, de su equipo de gobierno y su partido político, ignorando que un principio 

importante de la democracia es reconocer que pueden tenerse diferencias irreconciliables, pero 

que se vive en un espacio común, que pertenece a todos y no sólo a una parte de la población. 

Lo anterior no significa que la intolerancia y la visión unilateral que el gobierno ha venido 

manifestando sea la causa de la violencia habida en el año 2014; sin embargo, mientras las 

autoridades responsables de la investigación no aclaren quiénes son los culpables, el Estado 

seguirá siendo señalado como responsable de los asesinatos. Para C-Libre lo importante es dejar 

en claro que en Honduras existe una realidad persistente de asesinatos de periodistas y 

comunicadores sociales. 

La Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión afirma que el asesinato, el secuestro, la 

intimidación, las amenazas por el ejercicio del derecho de expresión y la destrucción material de 

medios de comunicación, busca eliminar a periodistas que investigan atropellos, abusos, 

irregularidades o ilícitos de todo tipo. Los actos suelen ser cometidos por funcionarios públicos, 

organizaciones, o particulares, a fin de impedir que se concluyan investigaciones y entren al 

necesario debate público. Quitar del medio al comunicador impide que el público conozca los 

hallazgos. 

Un análisis de los diez asesinatos ocurridos en el año 2014, desde los distintos aspectos que se 

registran en las alertas que para cada caso elaboró C-Libre, deja ver que en cuatro de los casos no 

se establecieron hipótesis de los hechos que concluyeron con asesinatos; en tres de ellos, el móvil 

señalado por la policía es un robo; en uno de ellos, la policía descarta que se trate de un robo y 

sólo en uno la hipótesis señala el ejercicio de un periodismo crítico como causa del asesinato. La 

falta de establecimiento de hipótesis y la estéril declaración policial muestran la debilidad con la 

que proceden en un primer momento las autoridades policiales, primeras en llegar a la escena del 

crimen y que sin tener la prueba forense se atreven a calificar los hechos. 

Hay un patrón común en relación del tipo de armas utilizadas en la mayoría de los casos: ocho de 

fueron con armas de fuego y en la mayoría las víctimas fueron acribilladas a balazos. Se registra 

una persona asesinada con arma blanca y una en la que no se detecta empleo de arma. 

Igualmente, se da un patrón común de reconocer a los agresores o perpetradores como 

desconocidos. 

La participación de las autoridades policiales en las escenas del crimen se limita a una mínima 

investigación del hecho. Sus declaraciones son confusas; suelen mencionar ciertos móviles, pero 

no logran precisar en qué consisten; los equipos forenses se presentan tardíamente y, en algunos 

casos, la misma policía contamina la escena del crimen. Es importante destacar que sólo uno de 

los diez casos tuvo la atención de las más altas autoridades para su esclarecimiento, dado que el 

periodista pertenecía a una de las cadenas de comunicación más poderosas del país. La 

participación del ministro de Seguridad deja ver la forma en que en todos los niveles actúan las 
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autoridades: no ofrecen información precisa y se atreven a descartar de inmediato la relación 

entre asesinato y ejercicio de la profesión: “Hay muchos elementos que indican el móvil del 

asesinato del periodista, pero no es el momento oportuno para darlos a conocer, en este caso son 

muy pocas las probabilidades de que el crimen se deba al ejercicio de la profesión” (C-Libre, alerta 

041-14). 

Otra constante es el lugar de los asesinatos, que en la mayoría de los casos se da en las casas o 

frente a las casas de las víctimas. Esto demuestra que para perpetrar tales crímenes, las víctimas 

fueron vigiladas previamente para conocer sus rutinas. Dos de los casos tuvieron lugar cuando las 

víctimas realizaban actividades en espacios alejados de sus casas y de sus centros de trabajo. En 

otros casos, los hechos ocurren al interior de un taxi. Esta forma de perpetrar asesinatos es nueva.  

En cuatro de los casos no se reportan escenarios previos, hay uno en el que anteriormente se 

había hecho la denuncia de desaparecido. En dos de los casos, después de disparar contra la 

humanidad de las víctimas, estos fueron llevados a hospitales. 

En cuanto a la situación de los casos, C-Libre solicitó información a la Fiscalía y su petición fue 

denegada, por lo que en este informe nos limitaremos a presentar la evidencia de las acciones 

realizadas. Se observa una mínima actuación de las autoridades y en la mayoría de los casos se 

desconoce el accionar policial. Sobre las denuncias presentadas, se destaca la exigencia de una 

investigación a fondo sobre los hechos: “Se exige una investigación seria y diligente que 

identifique y sancione a los responsables materiales e intelectuales” (C-Libre, alerta 017-14). 

Las agresiones contra la libertad de expresión han tenido las siguientes reacciones por parte de 

personas involucradas o colegas de las víctimas: 

“El asesinato de nuestro compañero busca atemorizar a los miembros del equipo y debilitar el 

trabajo de un medio de comunicación comprometido con la justicia” (C-Libre, alerta 017-14). 

“RPM está de luto. Descanse en paz y resignación a familiares y televidentes” (C-Libre, alerta 088-

14). 

5.2 Autoritarismo de los funcionarios públicos 

Desde el golpe de Estado de 2009 a la actualidad, las violaciones a la libertad de expresión se han 

incrementado e intensificado bajo distintas modalidades. La debilidad institucional, el 

autoritarismo de los funcionarios públicos y el férreo control político que se impone desde las 

instituciones del Estado en detrimento del derecho de la ciudadanía a estar informada sobre 

asuntos de interés público y a expresar libremente sus opiniones, vulneran los principios 

democráticos sobre el ejercicio periodístico, la libertad de prensa, la defensa de los derechos 

humanos, la participación política, el derecho a la protesta, entre otros.  

La incapacidad institucional de garantizar estos derechos se expresa en la falta de coherencia por 

parte del Estado en el efectivo cumplimiento de sus atribuciones, en la irresponsabilidad y la 
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complicidad institucional con las violaciones a la libertad de expresión, especialmente, cuando los 

propios funcionarios públicos son los responsables de las agresiones. 

Del total de agresiones a la libertad de expresión registradas por C-Libre en el 2014, en alrededor 

de 70 casos se evidencia la participación de funcionarios públicos, desde el presidente de la 

república, fiscal general, ministros, autoridades municipales, policías, militares, autoridades 

universitarias, parientes de funcionarios públicos, etc. Destaca en la descripción de los hechos 

denunciados por las víctimas, el autoritarismo y la arbitrariedad con la que actúan los funcionarios. 

Agresiones, amenazas, intimidación, censura, represión judicial, obstrucción informativa, ataques, 

querellas y un largo etcétera, ponen de manifiesto las actitudes de intolerancia, prepotencia, 

soberbia e irrespeto de los funcionarios públicos responsables de las agresiones (ver el cuadro 

siguiente).  

Estos hechos evidencian la debilidad institucional y el carácter contradictorio de la tutela la 

libertad de expresión en Honduras, en tanto responsabilidad del Estado a través de sus 

instituciones y la actuación de sus funcionarios de protegerla. Para cambiar esta situación se 

requiere de una voluntad y un compromiso serio por parte de quienes dirigen el Estado, en apego 

a principios de responsabilidad del funcionario público, basados en el respeto a los derechos 

humanos, la democracia y el Estado de Derecho. Para ello, es importante la garantía efectiva del 

respeto a los derechos humanos en general y a la libertad de expresión en particular. El 

pluralismo, el respeto a las ideas y opiniones, su emisión de forma libre, la existencia de un 

régimen de opinión pública con una prensa y periodismo independiente, críticos y éticos, con 

instituciones que garanticen su pleno goce a través de mecanismos de protección y aplicación de 

las leyes, y una ciudadanía consciente y dispuesta a hacerlos valer, constituyen condiciones 

necesarias para el efectivo ejercicio de la libertad de expresión.  

 
Registro de alertas en las que los responsables de las agresiones son funcionarios públicos 

 Secretario de Educación amenaza a periodista a través del Twitter. 

 Funcionario público restringe libertad de expresión a diputados. 
 Nuevo gobierno inicia mandato con violaciones a derechos civiles y políticos. 
 Con acción legal, funcionario amenaza a coordinador de la Alianza por la Paz y la Justicia.  
 Periodista a un paso de ser arrestado e inhabilitado para ejercer su profesión.  
 Multas a medios de comunicación que publiquen o divulguen casos de violencia 

doméstica.  
 Designado presidencial arremete contra medios opositores. 
 Alcalde municipal restringe ingreso a periodista a las sesiones de corporación. 
 Después de cinco horas fuera del aire, emisora radial restablece trasmisiones.  
 Poder Ejecutivo ordena el cierre del Comité por la Libre Expresión (C-Libre). 
 Canal estatal interrumpe trasmisión de audiencia pública cuando candidato a 

ombudsman exponía sobre crímenes de lesa humanidad. 
 Presidente de Honduras acusa a dos medios de comunicación de tener como agenda 

política inculpar a su gobierno por matanza de jóvenes. 
 Agentes policiales arrestan a periodista y decomisan su equipo de trabajo. 
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 Sistema judicial de Honduras impide a periodistas entrevistar al extraditable Carlos 
Arnaldo “El Negro” Lobo. 

 Presidente del Congreso Nacional obstruye labor informativa de periodistas. 
 Director de Casa Alianza golpeado brutalmente por Policía Militar. 
 Comunicador es amenazado por funcionario después de haber revelado caso de 

corrupción.  
 Detienen a integrante de Zacate Grande por falsa denuncia. 
 Periodistas denuncian bloqueo informativo del Poder Ejecutivo.  
 Frente a policía, un empleado municipal amenaza de muerte a reportero.  
 Bajo el cargo de sedición, comunicadora social es citada por los tribunales de justicia.  
 Presidente hondureño intimida a periodista y lo obliga a revelar su fuente. 
 Amenazas por parte del hijo del alcalde municipal. 
 Alcalde municipal hostiga a comunicador social y sabotea su trabajo informativo. 
 Periodista que denunció corrupción por parte del fiscal general adjunto, teme por su 

vida.  
 Sistema de Salud y de Trasporte ocasionan muerte de periodista.  
 Cierran programa tras denunciar hostigamiento y sabotaje informativo por parte de 

alcalde de Trujillo. 
 Hombre con vestimenta policial dispara en contra de ex diputada. 
 Un juicio oral y público afrontará periodista acusado de injurias y calumnias. 
 Magistrados del Tribunal Superior de Cuentas impiden que periodistas cubran evento 

público. 
 Por difundir información pública, regidora municipal amenaza con querellar a periodista. 
 Comité Técnico de Fideicomiso niega información sobre fondos de Tasa de Seguridad 

Poblacional.  
 Comisión Nacional de Telecomunicaciones pretende cerrar radio garífuna. 
 Militar intimida a periodista hondureño: “Vos con quién estás, sos parte del problema”. 
 “Esta es una barbarie, sólo faltan que nos pongan en un paredón para que nos fusilen”: 

Julio Ernesto Alvarado 
 Militar “cerrajeó” fusil y amenazó con disparar contra periodista de El Libertador. 
 Autoridades amenazan a estudiantes con apresarlos hasta cuatro (4) años por protestar.  
 Gobierno hondureño oculta información pública para encubrir cifras de feminicidios.  
 Por dieciocho (18) horas interrumpen señal de Canal 36. 
 Hombres armados intimidan a universitarios por reclamar sus derechos. 
 Prohíben acceso de la prensa a sesión legislativa en Honduras. 
 Sin dictamen de autopsia entierran a periodista asesinado en Olanchito.  
 Periodista censurado por diputado de Islas de la Bahía. 
 Congreso Nacional niega información pública después de recibir Premio de 

Transparencia. 
 Presidente del Congreso Nacional estigmatiza a periodistas y operadores de justicia. 
 Prohibido protestar y hacer ruidos en la UNAH. 
 Detención ilegal de estudiantes universitarios. 
 Gerente de estatal telefónica hondureña amenaza a periodista.  
 Gobierno asigna arbitrariamente publicidad y prohíbe a funcionarios dar entrevista. 
 Director de Radio Progreso expresa: “Estoy preparado para morir” 
 Gobernadora y autoridades municipales de Valle intimidan a comunicadores. 
 Detención ilegal de camarógrafo en Nacaome, Valle. 
 “A usted ya la conozco”, advierte militar a periodista de Conexihon. 
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 Alcalde municipal de Sonaguera amenaza a periodista. 
 “Este maje no lo quiero ver...”, advierte alcaldesa de La Paz tras querellar a periodista. 
 Policías de investigación advierten a periodistas: “Pueden perder la vida”. 
 Alcaldesa somete a periodista a juicio oral por comentarios en Facebook. 
 Violentando medidas otorgadas por la CIDH, juez intenta inhabilitar a periodista 

hondureño. 
 Esposa de alcalde de Langue amenaza a periodista. 
 Periodista despedido de Canal 6 por presiones del presidente de Honduras.  
 Alcalde de Langue y su esposa señalan por “difamación” a periodista.  
 Estudiantes de la UNAH suspendidos por protestar. 
 Alcaldía de Santa Elena niega información pública a ciudadanos. 
 Policía encubre omisión, intimidación y atentado contra defensores de la niñez. 

5.3 Violaciones a la libertad de expresión en las zonas rurales 

Elsurgimiento de los medios de comunicación de distinto tipo y capacidades ha posibilitado que se 

inunden los espacios que antes sólo las grandes cadenas podían ocupar. En la actualidad, el 

desarrollo de la televisión por cable, la apertura de medios de comunicación que han desarrollado 

capacidad nacional, la radio comunitaria y el Internet, ha venido a generar nuevas posibilidades 

comunicativas en las comunidades y municipios al interior del país. 

Esta realidad no ha sido entendida por los liderazgos políticos locales; estos, y en algunos casos 

incluso sus familiares, creen tener el poder para enfrentar la crítica que la prensa hace para tratar 

la agenda comunicativa local; es el caso del hijo del alcalde de Choloma y la esposa del alcalde de 

Nacaome. Sumado a ello están los viejos y nuevos propietarios, así como el potente actor con el 

que tienen que tratar los periodistas y comunicadores sociales al trabajar con la información y sus 

audiencias en la actualidad: las mafias criminales del narcotráfico. Los viejos temas que tratan los 

abusos de los funcionarios y la corrupción, se unen a la amenaza del narcotráfico y actores 

transnacionales sedientos por explotar los recursos naturales.  

Una mirada a las agresiones que se dieron en los municipios rurales del país deja ver graves 

posturas de intolerancia, prepotencia, soberbia, situaciones de arbitrariedad y de abuso de 

autoridad.  

a) Intolerancia: En muchos casos se busca imponer a los comunicadores sociales que porten un 

carné oficial del gremio periodístico para brindarles la oportunidad de acceder a entrevistas y a los 

lugares en los cuales se genera la agenda informativa, como lo expresa un juez de policía del 

municipio de Nacaome: “Mirá, vos no sos periodista, no sos comunicador social, vos no sos nada. 

Tenés que tener un documento que te acredite. Te lo digo yo y los seis años de lucha que tenemos 

capacitándonos” (C-Libre, alerta 078-14). 

“Por transmitir información relacionada con irregularidades que le generó molestias a la alcaldesa 

del municipio de La Paz, está el alcalde de Trujillo quien se puso de acuerdo con el titular de la 

Empresa Nacional de Energía Eléctrica (ENEE) para cortar la electricidad justo a la hora que se 
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transmite un programa que genera críticas a las actuaciones del funcionario” (C-Libre, alerta 085-

14, alerta 044-14).  

“Se han hecho cierres de espacios radiales por la crítica de una organización de defensa de 

derechos territoriales contra transnacionales que explotan recursos en el municipio de La Masica y 

contra posicionamientos de diputados del Congreso Nacional con temas que tratan los intereses 

del municipio. El periodista Ramón Romero de Islas de la Bahía fue obligado a no tocar el tema 

energético en su medio de comunicación, por el caso del apoyo que el diputado Óscar Álvarez 

ofreció al diputado nacionalista Jerry DaveHynds Julio, quien seopuso a las iniciativas del alcalde 

para establecer mecanismos democráticos de adquisición de la energía eléctrica en Islas de la 

Bahía y dejar atrás la concentración del trabajo a sola empresa, propiedad del diputado isleño. El 

editorial del mensuario Infosular en su edición 29 titula ‘¿Qué le pasa al diputado Álvarez?’. Ahí 

Romero hace un análisis reflexivo de las declaraciones del diputado nacionalista, Oscar Álvarez, en 

relación al tema energético. ‘Mucho has escrito en tu periódico, no te voy a dar ninguna entrevista 

y tampoco publicidad en mis empresas’, así reaccionó el congresista Hynds Julio, cuando el 

periodista Ramón Romero buscaba una entrevista sobre el posible cierre de un conocido centro de 

entretenimiento en la zona”(C-Libre, alerta 070-14). 

b) Prepotencia: Se entiende por prepotencia el mostrar que se tiene poder sin aplicarlo 
directamente, así como anunciar que se pueden hacer acciones en determinadas circunstancias. 
Entre los casos, está el impedir la entrada de un periodista a un establecimiento público; no 
brindar entrevistas a un comunicador social que ha hecho alguna crítica; o que agentes policiales 
junto a representantes de derechos humanos obliguen a tener una reunión a la fuerza a 
comunicadores sociales. 
 
“’Estamos en el poder, así que nosotros podemos cerrar el programa’. Además advirtió que ‘la 
policía también está con ellos’, denunció el comunicador”. (C-Libre, alerta 078-14). 
 
“Tanto el titular de la ENEE como el alcalde municipal de Trujillo no permiten ser entrevistados por 

él y, por tal razón, además de boicotear su programa, restringen el derecho a la información 

pública” (C-Libre, alerta 044-14). 

“El día viernes 30 de mayo llegaron a la radio ‘La Voz de Zacate Grande’ el inspector Duarte y el 

sargento García, acompañados por la encargada de derechos humanos de Nacaome. Entraron de 

forma arbitraria a las instalaciones de la radio, sin permiso de los encargados del Campamento de 

Observación y Defensa de los Derechos Humanos, exigiendo realizar una reunión con los 

beneficiarios de las medidas de protección cautelar”(C-Libre, alerta 089-14). 

c) Soberbia: Este tipo de agresiones son poco frecuentes, en los registros de C-Libre solamente 
encontramos un caso: 
 
“La alcaldesa del municipio de La Paz, Gilma Ondina Castillo López, admitió que llamó a su oficina 

al periodista Gilberto Gálvez para que cada vez que hablara de su gestión le consultara a ella sobre 

cualquier situación que deseara conocer. En virtud de que el periodista no hizo caso a esa 

amonestación, lo querelló criminalmente el 29 de septiembre de 2014, por injurias y difamación, 
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según se consigna en el Libro de Control Interno del Tribunal de Sentencia de Comayagua”(C-Libre, 

alerta 085-14). 

“Llegamos al acuerdo de que él vendría a mí para cualquier situación que quisiera conocer y nos 

retiramos ese día en términos armoniosos, con el convenido de que íbamos a tener una relación 

de trabajo”, dijo la alcaldesa ante la juez. Esto consta en el expediente número 320-2014 del 

tribunal (C-Libre, alerta 085-14). 

d) Amenazas: Este es el tipo de agresión que más se reitera en los municipios rurales. Las 
amenazas encontradas son diversas, las más frecuentes son aquellas que atentan contra la vida de 
las personas; también, las que buscan querellar a los comunicadores sociales con el fin de 
apresarlos; otras que incurren en actos de humillación; amenazas a mano armada; juicios y 
designaciones como “sedicioso”; intimidaciones a través de emisarios del crimen organizado; 
daños psicológicos, etc.  
 
“’No me importa que andés con policía, hijo de puta, ¡te vamos a matar!’, fue la amenaza hecha 

por Miguel Callejas, director de la Comisión Vial de la Alcaldía Municipal de Choloma al reportero 

de televisión y miembro de la Red de Alertas y Protección a Periodistas y Comunicadores Sociales 

(Rapcos), Alex Sabillón” (C-Libre, alerta 033-14). 

“El periodista que labora para Honduvisión TV y también como corresponsal de Hable Como Habla 

(HCH), denunció a C-Libre que el 14 de agosto, un emisario le dijo: ‘Te quieren pelar’”. (C-Libre, 

alerta 043-14). 

“Según periodista, el presidente del Deporte Savio le gritó en frente de varias personas: ‘Ya la 

rayás, vos no te ubicás, no sabés que yo soy el presidente del Deporte Savio. ¡Te voy a montar 

riata (golpear) y te voy a matar, hijo de puta!’”(C-Libre, alerta 007-14). 

“Me gritaron (desde el carro): ‘¡Te vamos a matar si continuás haciendo eso!’, relató Chinchilla al 

detallar que los tres hombres la interceptaron en un vehículo pick up, doble cabina, azul oscuro, 

con franjas rojas y negras”(C-Libre, alerta 049-14). 

“El periodista de Comayagua, Óscar Edgardo Corea pidió protección a las autoridades estatales del 

país porque un desconocido le advirtió que podría perder la vida si seguía informando sobre el 

quehacer de una banda criminal. La misma persona le preguntó si él se daba cuenta de la muerte 

de un juez de justicia municipal y otras víctimas en distintos municipios del departamento, y me 

dijo: ‘Esa misma persona que mató a esa gente te va a venir a matar a vos si volvés a mencionar la 

banda y volvés a emitir algún comentario a favor o en contra. No quiero que te pase nada porque 

yo he crecido escuchándote a vos’, le advirtió”(C-Libre, alerta 084-14). 

Amenazas que buscan querellar a periodistas 
 
“Producto de mi trabajo periodístico hoy soy objeto de agresiones en mi propia casa, frente a mi 

familia y, aparte de los insultos, también se me amenaza con procedimientos legales en mi contra 

sólo porque informé algo de interés general”(C-Libre, alerta 082-14). 



 

139 

“Hace unos días, el alcalde dijo que me iba a querellar porque divulgué en mi espacio informativo 

sobre un viaje de este señor a España por más de diez días y en el cual se llevó un cheque por 

149,640.40 lempiras (unos 7,200 dólares) para gastos de viáticos”(C-Libre, alerta 081-14). 

“El alcalde además señaló que los dueños de medios son irresponsables por permitirle a Dubón 

‘dar a conocer estas informaciones’, por tal razón, el funcionario municipal se presentará ante 

juzgados a donde procederá en contra del periodista y de la radio, pues considera que ‘son 

corresponsables’”(C-Libre, alerta 044-14). 

“Que tenga mucho cuidado quiere decir que las leyes le pueden, porque sólo por estar en un 

programa no significa que tiene todo el derecho a decir lo que se le antoje. Lo que ahí ha 

expresado puede ser una difamación, para todo esto hay que buscar a los abogados”(C-Libre, 

alerta 091-14). 

Amenazas que tienen como objetivo la humillación 

 “Según el audio, la regidora aconseja al periodista de la siguiente forma: “Se va a meter a un 

cagadal (problema), mejor vaya a pedir disculpas a la alcaldía, trate de hablar con ella (alcaldesa). 

Pídale disculpas, haga lo que tenga que hacer, como dice Juan Orlando, pero no se meta a pedos 

(problemas). Yo le hago esta sugerencia, si no lo hace, nos vamos a ver en los juzgados”(C-Libre, 

alerta 082-14). 

Amenaza que tiene como objeto acusar de sediciosa a comunicadora social 

“La acusación de sedición se origina porque el Consejo de Ancianos del municipio de San Francisco 

de Opalaca junto a treinta y cinco comunidades, determinó elegir una corporación paralela, pues 

considera que las elecciones del 24 de noviembre del 2013 avaladas por el Tribunal Supremo 

Electoral (TSE), fueron fraudulentas. Manueles Pérez denunció que la difusión de este acuerdo por 

parte de las comunidades lencas fue la causa para que le acusaran del delito de sedición, pues no 

encuentra otro motivo para tal imputación”(C-Libre, alerta 034-16). 

Amenaza como instrumento de presión psicológica 
 
“Los primeros días del mes de octubre, yo estaba en la comunidad de Parmas, acompañado de los 

regidores Abilio Medina, Leonardo Alvarado, Julio Ramos y Juan Alberto Sauceda, cubriendo los 

daños ocasionados por fuertes lluvias en esta comunidad, cuando el alcalde llegó al lugar de 

manera repentina, se acercó a mi persona y me dijo en tono amenazante: ‘Mañana te voy a 

mandar un abogado’”(C-Libre, alerta 081-14). 

Amenaza haciendo daño a propiedad de los comunicadores 
 
“Durante la transmisión musical del último día del año 2013, desconocidos tirotearon el vehículo 

del periodista Héctor Antonio Madrid Vallecillo, quien se encontraba estacionado frente a las 

instalaciones de Canal 35 ubicadas en barrio La Ceiba, en la ciudad de Tocoa, departamento de 

Colón”(C-Libre, alerta 001-14). 
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e) Intimidaciones: Las intimidaciones tienen muchos propósitos, busca amedrentar a las personas 

a las que va dirigida. En los municipios rurales de Honduras encontramos, según los registros 

recopilados por C-Libre para este año, distintas formas de intimidación expresadas. No brindar una 

entrevista a los comunicadores sociales y exigir la portación de carné; detención por parte de la 

policía y no anotar al detenido en el Libro de Novedades; hacer visible que el comunicador social 

está siendo vigilado, el agresor cuenta con un militar para enfrentar a los periodistas y 

comunicadores sociales; se utiliza a otros alcaldes, diputados y emisarios de los diputados para 

enviar mensajes para que se desista de informar sobre los hechos de la realidad municipal, etc. 

“‘¿Y cómo vienen a buscar entrevistas acá? ¿Qué quieren preguntarme?’, inquirió la funcionaria. El 

comunicador le replicó que la iba a entrevistar sobre la proliferación de juegos de azar en el 

departamento. Y ella dijo: ‘Si no traen carné no los dejo entrar’. Es como queriendo amedrentarlo 

a uno, ‘si no andás carné, no entrás a las oficinas del gobierno’, manifestó García Guevara”(C-

Libre, alerta 078-14). 

“El comisionado Leiva me llamó y me dijo: ‘Ahí está anotado en el Libro de Novedades’, pero la 

abogada fue y no lo habían registrado. ‘Imagínese acá pueden meter presa a una gente y no 

registrarla’, dijo el comunicador”(C-Libre, alerta 079-14). 

“El reportero informó a C-Libre que el día viernes 23 de mayo por horas de la noche, observó 

cómo un joven de contextura delgada fotografiaba su residencia en varias ocasiones, para luego 

huir del lugar en un carro turismo, color negro y sin placas. Posteriormente, el martes 27 de mayo, 

Sabillón captó las imágenes de un joven que igualmente le fotografía en plena vía pública mientras 

el periodista realizaba su labor informativa”(C-Libre, alerta 027-14). 

“La esposa del jefe edilicio de Langue, Óscar Yánez, se le acercó a Mejía para decirle: ‘Usted tiene 

una persona trabajando en su radio, un muchacho que tiene un noticiero de 11 a 12 que se llama 

Dígalo como Quiera’, me dijo. ‘Leonel García’, repliqué. ‘Sí —me dice—, este señor ya me tiene 

con los nervios de punta, voy a hablar con los derechos humanos. Además, yo tengo un hermano 

que es militar y quería ir a arreglar las cosas a Nacaome’, advirtió la esposa del funcionario, según 

Douglas Mejía”(C-Libre, alerta 091-14). 

 
“Según el empresario de la comunicación, ha sentido mayor intimidación por las transmisiones de 

Leonel. Lo han llamado personas como alcaldes, diputados y mensajeros de diputados”(C-Libre, 

alerta 091-14). 

“Sólo le voy a hacer una pregunta: ‘¿Con quién estás? ¿Vos sos parte del problema o de la 

solución?’, preguntó un soldado de la Fuerza de Seguridad Interinstitucional Nacional (Fusina), al 

periodista Isaac Leonardo Guevara Amaya durante la cobertura periodística de un desalojo en la 

comunidad garífuna de Barra Vieja, en Tela, Atlántida, al norte de Honduras”(C-Libre, alerta 058-

14). 
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f) Arbitrariedades: La arbitrariedad puede ser entendida como aquellos actos o formas de 

proceder que son contrarias a la justicia. El proceder de los que actúan de manera arbitraria es 

guiado y dictado sólo por la voluntad o el capricho. 

Los actos registrados como arbitrarios en los municipios rurales se expresan de distintas maneras: 

Se detiene a periodistas sin tener cargos que justifiquen su detención, se celebran audiencias sin 

que los periodistas cuenten con un defensor público o privado, policías arrestan temporalmente y 

decomisan equipo de trabajo de comunicadores sociales, raptan a defensores de derechos 

humanos: 

“Nuestro camarógrafo y operador del canal Dek Tv y Discovery FM se trasladaba en el vehículo del 

canal, doble cabina, color verde, hacia su casa de habitación en el barrio La Ceiba, cuando nomás 

que se baja del vehículo y quiere abrir el portón, cae una patrulla y se lo lleva”, relató el 

comunicador social Leonel García Guevara, integrante de la Red de Alertas y Protección a 

Periodistas y Comunicadores Sociales (Rapcos-Valle). Valencia le explicó a las autoridades que 

trabajaba en Canal 19 y preguntó a la policía que ¿por qué lo llevaban? le ordenaron: ¡no hablés 

nada, cállate!”(C-Libre, alerta 079-14). 

“Esta audiencia se celebró sin un defensor público o privado que representara al periodista y 

únicamente con la presencia de la funcionaria y de su apoderado legal”(C-Libre, alerta 085-14). 

“Agentes de la Policía Nacional asignados al municipio de Catacamas en el departamento de 

Olancho, arrestaron temporalmente al periodista César Rosales, reportero de 45 TV y decomisaron 

su equipo de trabajo. El hecho se produjo en las inmediaciones del Parque Central, el día martes 1 

de abril a eso de las 9:00 de la mañana. A la detención arbitraria se le suma el hecho de que los 

policías borraron todas las imágenes de la cámara de video”(C-Libre, alerta 015-14). 

“En la comunidad de Vallecito, municipio de Limón, departamento de Colón, sujetos desconocidos 

fuertemente armados raptaron a Miriam Miranda, coordinadora general de la Organización 

Fraternal Negra de Honduras (Ofraneh) y a más de veinte personas, líderes y lideresas de 

diferentes comunidades garífunas de Honduras”(C-Libre, alerta 039-14). 

g) Abuso de autoridad: Se da cuando una persona que ostenta un puesto público se excede en el 

ejercicio de sus atribuciones, con perjuicio de otra persona a su supervisión o de algún ciudadano. 

Sobre este tipo de agresión a la libre expresión, de prensa y de información, en los municipios 

rurales encontramos los siguientes casos: Se restringe el ingreso de periodistas a las sesiones 

públicas de la municipalidad; se restringe entrar a las instalaciones de edificios; se ordena el cierre 

de programas, y si no se hace, se amenaza con cerrar la radio; se niega información pública sobre 

permisos de operación de transnacionales en el sector hidroeléctrico que pretenden desarrollar 

proyectos en los municipios.  

“‘El alcalde de la municipalidad de Nacaome en el departamento de Valle, al sur de Honduras, 

Víctor Manuel Flores Montalván, restringe el ingreso de periodistas a las sesiones de la 

Corporación Municipal’, así lo denunció el presidente de la Red de Alertas y Protección de 
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Periodistas y Comunicadores Sociales (Rapcos) de esa ciudad, Juan Leonardo Alvarenga”(C-Libre, 

alerta 010-14). 

“El periodista Gilberto Gálvez está sufriendo restricciones para entrar a la municipalidad, ofensas 

con palabras vulgares por parte de la alcaldesa de este municipio, Gilma Ondina Castillo 

Rodríguez”(C-Libre, alerta 082-14). 

“Le dijo al propietario de la Radio Estéreo Castilla: ‘Te voy a pedir un favor, sacá a este hijo de puta 

de la radio, cortalo. El alcalde me dijo que hay 7,000 lempiras para vos en la municipalidad, y si no 

lo cortás te van a cerrar la radio”(C-Libre, alerta 048-14). 

“El diputado suplente en el departamento de Atlántida por el Partido Anticorrupción (PAC) y 

propietario de las únicas dos frecuencias radiales en el municipio de La Másica, Antonio Mejía, 

ordenó la cancelación del espacio de información ‘Usted manda’ del Movimiento Amplio por la 

Dignidad y la Justicia (MADJ), porque en este se fomentaba la creación de una radio comunitaria 

para la zona”(C-Libre, alerta 020-14). 

“El alcalde del municipio de Santa Elena, ubicado en departamento de La Paz, en la zona central de 

Honduras, Víctor Ventura, negó información pública relacionada con el permiso de operación para 

la construcción de una represa hidroeléctrica en el río Chinacla”(C-Libre, alerta 093-14). 

Después de haber evidenciado las distintas formas en que se producen las violaciones a la libertad 

de expresión en los municipios rurales de Honduras, nos damos cuenta de que tienen 

características distintas en relación a las expresadas en las grandes ciudades, realizadas 

principalmente por los poderes del Estado y por los ministerios en su mayoría. La policía y los 

militares aportan a un buen número de violaciones. De frente a esos actores urbanos, en los 

municipios rurales encontramos a los alcaldes como principales agresores, aparecen familiares de 

estos, no dejan de estar presentes policías y militares, bandas criminales. A estas últimas, habrá 

que darles mayor seguimiento para diferenciarlo de las formas tradicionales de agresiones a la 

libertad de expresión. 

Es importante destacar que, de los diez casos registrados de asesinatos a periodistas, ocho fueron 

cometidos en las zonas rurales. Esto da a entender que en estas zonas existe una mayor 

intolerancia a la crítica.  

5.4 Latencia del riesgo en casos persistentes de violación a la libertad de expresión 

En general, todos los casos de agresiones a la libertad de expresión registrados por C-Libre en el 

2014 advierten sobre el inminente riesgo al que están expuestas las víctimas, pero este se 

incrementa en aquellos casos con antecedentes de agresiones anteriores, alrededor de 40 casos. 

La persistencia de agresiones a la libertad de expresión en sus diferentes formas provoca en las 

víctimas temor a sufrir daños en su integridad personal o a perder la vida.  
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La latencia del riesgo, así como los sentimientos de miedo y temor de las víctimas, no son 

infundados, pues la cantidad de asesinatos y atentados perpetrados en los últimos años contra 

periodistas, comunicadores sociales, defensores de derechos humanos, operadores de justicia y 

líderes de organizaciones civiles y políticas, constituyen hechos concretos de violación a los 

derechos humanos. Estos hechos se producen en un contexto de violencia generalizada, 

impunidad e indefensión institucional.  

La denuncia pública de las agresiones a través de alertas, la interposición formal de las denuncias 

ante las respectivas autoridades competentes, la solicitud de medidas cautelares, así como el 

apoyo brindado por los organismos de derechos humanos y la adopción de medidas personales de 

seguridad, son los únicos recursos con que cuentan las víctimas para poder disuadir o prevenir la 

materialización de posibles acciones extremas de violación a la libertad de expresión. La actuación 

de las instituciones y autoridades públicas para garantizar la efectiva protección de las víctimas es 

prácticamente nula; en la mayoría de los casos su actuación se desconoce, no se investigan ni se 

judicializan los casos. En otros, son las propias autoridades las responsables directas de las 

agresiones o son cómplices por omisión. 

La persistencia de las violaciones a la libertad de expresión permite afirmar que existe una falta de 

responsabilidad de parte del Estado hondureño. El Estado es el responsable de tutelar los 

derechos humanos y las garantías fundamentales; pero al no tener una actuación coherente por 

intermedio de los órganos de investigación y de impartición de justicia con el fin de sancionar a los 

responsables de las violaciones a la libertad de expresión, el Estado se vuelve cómplice de las 

mismas. En ninguno de los gobiernos, desde el golpe de Estado hasta el actual, se han tomado las 

medidas de orden institucional correspondientes para prevenir las violaciones a dicho derecho.  

Es importante que el Estado rectifique en su comportamiento, que las autoridades del gobierno 

asuman con responsabilidad la tutela de los derechos humanos y que comiencen a enmendar los 

errores que se han producido, como también a resarcir los daños relacionados con las violaciones 

a la libertad de expresión y los derechos humanos en general.  

5.5 Patrones comunes en las violaciones a la libertad de expresión cometidas contra 
defensores de derechos humanos 

Los defensores de los derechos humanos en Honduras cumplen un papel importante en la 

defensa, extensión, protección, exigencia y garantía de derechos de las personas y comunidades. 

Durante el año 2014 este sector fue objeto de numerosas agresiones a su libertad de expresión. 

De acuerdo con los registros de C-Libre, 12 organizaciones y personas fueron agredidos: la Alianza 

por la Paz y la Justicia, APJ; el Comité por la Libre Expresión, C-Libre; Joaquín Mejía, del Equipo de 

Reflexión, Investigación y Comunicación, Eric; Movimiento Amplio por la Dignidad y La Justicia, 

MADJ; el director de Casa Alianza, José Guadalupe Ruelas; Instituto Universitario en Democracia, 

Paz y Seguridad, Iudpas; Miriam Miranda, de Ofraneh, y 20 líderes y lideresas de diferentes 

comunidades garífunas de Honduras; Asociación para una Vida Mejor, Apuvimeh; Centro de 
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Derechos de la Mujer, CDM; Movimiento Indígena Independiente de la Paz, Milpa, y el Consejo 

Indígena Lenca del municipio de Nahuatequerique; la Red Coiproden. 

Como puede observarse, las agresiones van dirigidas contra las organizaciones en 8 de los casos 

registrados; en los restantes 4 casos, la agresión se dirige contra miembros de las organizaciones, 

principalmente sus directores o coordinadores. La Ofraneh fue objeto de dos agresiones durante 

el año, una contra la organización en su conjunto y una contra sus miembros. 

Las agresiones recibidas por las organizaciones tienen que ver con las acciones que realizan en el 

marco de su trabajo constante y permanente sobre los temas particulares que las ocupan en la 

defensa de los derechos humanos. Los campos de trabajo de las organizaciones agredidas son los 

siguientes: justicia y paz, libre expresión, reflexión, investigación y comunicación de problemas de 

la realidad social, defensa de derechos territoriales de las comunidades, derechos de la niñez, 

democracia, derechos de las comunidades indígenas y negras de Honduras, comunidad LGTB y 

derechos de las mujeres.  

Se reportaron dos casos de represión judicial, una de ellas contra el coordinador de la Alianza por 

la Paz y la Justicia por denunciar que altos funcionarios en el campo de la seguridad pública son 

responsables de cometer delitos y faltas, y denunciar al mismo tiempo que la Dirección de 

Investigación de la Carrera Policial, DIECP, no ha privilegiado la investigación patrimonial, que es 

uno de los instrumentos importantes para la identificación de policías en actividades criminales.  

Las afirmaciones del defensor generan la reacción del director de la DIECP y exhorta al Fiscal 

General para que llame a declarar a Alvarado. 

“El coordinador de la APJ, expresó que la DIECP no ha privilegiado la investigación patrimonial la 

cual es una herramienta esencial en la identificación de los policías involucrados en narcoactividad, 

crimen organizado y en otras formas de delitos como el robo de armas, robo de vehículos, 

extorsión, secuestros, asesinatos y sicariato. Murillo también denunció que entre cuatro y cinco 

oficiales de alto rango lideran bandas del crimen organizado desde lo interno de la Policía Nacional 

y son los responsables de que el crimen organizado y el narcotráfico hayan permeado este cuerpo 

policial”.  (C-Libre, alerta 051-14). 

La otra agresión bajo la forma de represión judicial se dirigió contra C-Libre, que resulta afectado 

por la orden emitida por la Secretaría del Interior y Población de cancelar la personería jurídica de 

5,429 asociaciones civiles, entre las que se encuentran organizaciones defensoras de los derechos 

humanos, impulsoras de la economía solidaria, entre otras.  

C-Libre inicia un proceso de denuncia ante la comunidad nacional e internacional de la agresión 

perpetrada contra una organización que durante más de una década ha venido defendiendo la 

libertad de expresión en el país y ha cumplido con todas las exigencias y requerimientos estatales 

en cuanto a la presentación de documentos de gestión, informes, inscripción de juntas directivas, 

etc. 



 

145 

“C-Libre cuenta con toda la documentación soporte en donde se deja constancia que presentó en 

tiempo y forma, todos y cada uno de los requerimientos administrativos e incluso se cuenta con los 

recibos de pagos y acuse de recibo extendida por la URSAC. Por tal razón exigimos que la URSAC de 

manera inmediata proceda a pedir disculpas públicas a fin de reparar el daño vertido a la 

trayectoria de nuestra organización. De no ser así nos reservamos el derecho de proceder 

legalmente a instancias internacionales en contra del Estado hondureño. Nuestra lucha 

permanente es la defensa de la libertad de expresión y el Acceso a la Información Pública y esto es 

un vil atropello a dichos derechos”. (C-Libre, alerta 012-14). 

En tres casos se cometieron agresiones por censura para impedir que las organizaciones y 

personas manifiesten libremente sus capacidades de comunicar conocimiento y reflexión sobre 

temas relacionados con la construcción de una sociedad de mayor respeto por los derechos 

humanos. En primer lugar, al abogado Joaquín Mejía, miembro del Equipo de Reflexión, 

Investigación y Comunicación, Eric, de la Compañía de Jesús, se corta su participación de forma 

Abrupta en el canal estatal, canal 8, precisamente cuando se encuentra contestando una pregunta 

del diputado DubónBueso, del Partido Nacional de Honduras, sobre crímenes de lesa humanidad. 

Sobre este tema el Comisionado de los Derechos Humanos Ramón Custodio López había declarado 

que en un informe de la Corte Penal Internacional, se “concluye que en Honduras no se 

cometieron crímenes de lesa humanidad” lo que significa “la absolución de una acusación 

infundada que expuso a Honduras como un pueblo que vivía en la barbarie política”.  

“En el momento de la interrupción, y en su respuesta, a la interrogante del congresista, Joaquín 

Mejía expresó que había una manipulación mediática del tema y brindaba información concreta 

del informe de la Fiscalía de la Corte Penal Internacional. La justificación de esta violación a la 

libertad de expresión por parte del medio de comunicación estatal fue que se hacía una pausa para 

trasmitir la sesión legislativa pero lo único difundido fueron imágenes del interior del hemiciclo y 

luego un par de anuncios publicitarios”. (C-Libre, alerta 013-14). 

El segundo caso de censura a organizaciones de derechos humanos en 2014 se cometió en 

perjuicio del Movimiento Amplio por la Dignidad y la Justicia, MADJ, por un diputado suplente del 

Partido Anticorrupción, PAC. La agresión consistió en varios actos: primero, cortando por un 

espacio de cinco minutos la transmisión de un programa que el movimiento tiene en la radio, y 

posteriormente, cancelando el programa, en represalia porque los miembros del MADJ 

promocionan la apertura de una radio comunitaria. 

“La razón más importante por la cual nos cerraron nuestro espacio informativo es que al señor 

Antonio, no le pareció la idea de que desde su espacio generamos campañas económicas para 

adquirir una frecuencia comunitaria que responda a los verdaderos intereses de los ciudadanos del 

departamento de Atlántida. Yo recuerdo que justamente el domingo antepasado (13 de abril), el 

señor Antonio estaba en los controles de la radio, mientras junto a mi compañero Martin 

Fernández promocionábamos la llegada de la radio comunitaria, él nos sacó del aire durante unos 

cinco minutos, nos dimos cuenta porque la gente nos empezó a llamar y poner mensajes 

preguntado qué estaba pasando”. (C-Libre, alerta 020-14). 
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El tercer caso de agresión por censura se dio contra la Organización Fraternal Negra Hondureña 

(Ofraneh). La organización denunció que la Comisión Nacional de Telecomunicaciones, Conatel, 

pretende sacar del aire a la radio comunitaria garífuna Sugua. La lucha del pueblo garífuna para no 

ser expropiados de sus territorios es cotidiana ante las amenazas del capital transnacional y la 

actitud permisiva y represora del Estado, que utiliza las fuerzas militares y policiales para reprimir 

a los pobladores. 

“La denuncia fue difundida mediante un pronunciamiento público emitido por la Ofraneh, en el 

cual destacan el posible cierre de la radio comunitaria Sugua, como una clara intimidación estatal 

para concretar la entrega de la costa garífuna al capital extranjero bajo el marco de las Zonas de 

Empleo y Desarrollo Económico (ZEDE), mejor conocidas como ciudades modelo”. (C-Libre, alerta 

055-14). 

La denegatoria de información fue un tipo de agresión que sufrieron las organizaciones de 

derechos humanos, organizaciones como el Centro de Derechos de la Mujer, CDM, y el 

Movimiento Indígena Independiente de la Paz, Milpa, así como el Consejo Indígena Lenca del 

municipio de Nahuatequerique. Las agresiones consistieron en impedir que las organizaciones 

tuvieran información oportuna sobre el trabajo que realizan en la defensa de la población que 

representan, las mujeres y los indígenas lencas, respectivamente.  

En el caso de CDM, se le negó información sobre las muertes de mujeres, pues la organización 

cuenta con información no registrada por la policía y demandó que se les presentaran los datos 

correctos. El subregistro de la policía busca aparentar que ha disminuido el número de casos de 

femicidios, para evitar ser vistos como un país donde se violentan de manera flagrante los 

derechos de las mujeres. 

“La Secretaría de Seguridad oculta información pública sobre la muerte violenta de mujeres en 

Honduras, 45 crímenes documentados por CDM no aparecen en las estadísticas divulgadas en junio 

por la policía nacional”. (C-Libre, alerta 064-14). 

En el caso de las organizaciones indígenas, se les negó información sobre proyectos hidroeléctricos 

que buscan sacarlos de sus territorios, explotar y destruir sus recursos naturales. La petición de 

información llevaba como propósito comprobar las artimañas de las autoridades municipales y 

representantes de la hidroeléctrica, que llevaron personas que no son del municipio a participar 

en un cabildo abierto en el que se pretendía dar el visto bueno a las intenciones de la 

transnacional. 

“Víctor Ventura, alcalde municipal, negó información relacionada con el permiso de operación para 

la construcción de una represa hidroeléctrica en el Río Chinacla”. (C-Libre, alerta 093-14) 

En otro caso, las denuncias constantes de asesinatos de jóvenes en Honduras hechas por el 

director de Casa Alianza, José Guadalupe Ruelas, disgustaron al presidente, quien mantiene en su 

discurso una constante criminalización de las organizaciones de derechos humanos. En este 
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contexto, no puede ser vista como una casualidad la paliza que la policía militar dio al defensor de 

los derechos de la niñez.  

“Ruela es una fuente fidedigna y permanente para los medios de comunicación, debido al trabajo 

que la organización que dirige, Casa Alianza, realiza para promover y proteger los derechos 

humanos de la niñez en Honduras. En los primeros cuatro meses del año Casa Alianza ha 

denunciado convincentemente el asesinato extrajudicial de 352 menores de 23 años y la 

implementación de un proyecto dirigido a menores de edad denominado ‘Guardianes de la Patria’, 

ejecutado por el gobierno a través de las Fuerzas Armadas de Honduras, situación que ha 

incomodado al Titular del Poder Ejecutivo, Juan Orlando Hernández, quien constantemente 

criminaliza la labor de las organizaciones de sociedad civil, particularmente las que defienden los 

derechos humanos en Honduras, al punto que en el discurso de los primeros cien días de su 

gobierno expresó que ‘hay organizaciones de derechos humanos que ponen en mal el nombre de 

Honduras en el extranjero’”. (C-Libre, alerta 024-14). 

Otro caso consistió en la agresión sufrida por un grupo de líderes y lideresas garífunas de 

Honduras, pertenecientes a Ofraneh, que fueron víctimas de un rapto temporal perpetrado por 

hombres desconocidos fuertemente armados. Estas acciones en contra de la dirigente Miriam 

Miranda y demás líderes de las comunidades garífunas busca amedrentarlos para que cesen la 

lucha en defensa de sus territorios, disputados durante décadas por diversos grupos, entre ellos, 

militares, diputados y narcotraficantes. 

“La defensora de los derechos de la comunidad garífuna y 20 líderes y lideresas fueron raptados 

temporalmente por hombres fuertemente armados. La comunidad garífuna ha venido defendiendo 

su territorio de intenciones de expropiar a la comunidad de 980 hectáreas por parte de 

narcotraficantes, gente armada, diputados y militares”. (C-Libre, alerta 070-14). 

La comunidad LGTB, representada por la Asociación para una Vida Mejor, Apuvimeh, fue víctima 

de robo de información en las oficinas donde desarrollan sus actividades de defensa de los 

derechos de la comunidad. Después del golpe de estado este tipo de agresiones se volvió 

constante en Honduras y muchas organizaciones sociales fueron asaltadas en sus oficinas, 

saqueados sus equipos y asaltados sus miembros con el propósito de robarles información y 

entorpecer la lucha en la defensa de los derechos humanos.  

“De acuerdo a la versión proporcionada por Sandra Zambrano, coordinadora de Apuvimeh, los 

delincuentes únicamente sustrajeron el equipo de cómputo que contenía información confidencial 

de su organización, entendiéndose por confidencial el contenido de la base de datos de 

colaboradores y beneficiarios, entre otros documentos. En un tono de preocupación, Zambrano 

hizo un llamado de alerta y de reflexión por el incremento de los ataques en contra de las 

organizaciones que trabajan con el sector lésbico, gay, bisexual y transexual (LGBT)”. (C-Libre, 

alerta 056-14). 

Por último, se registra la intimidación que sufre la coordinadora de incidencia política del equipo 

de la Red Coiproden y directora del Inhfa durante el gobierno del presidente Manuel Zelaya 
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Rosales, Doris García. Se encontró un artefacto de clavos en una de las llantas delanteras de su 

vehículo, posiblemente con la intención de generar un accidente. "Están queriéndonos enviar un 

mensaje", sostuvo el defensor de derechos de la niñez y portavoz institucional, Wilmer Vásquez”. 

(C-Libre, alerta 094-14). 

“Además, Coiproden divulgó esta semana un comunicado público para denunciar que en el 

Presupuesto General de Ingresos y Egresos de la República redujeron en un 70 por ciento el dinero 

destinado a la niñez, sin embargo, se le aumentó la partida presupuestaria a las Fuerzas Armadas”. 

(C-Libre, alerta 094-14). 

“Vásquez mencionó que el 30 de octubre estuvo en Washington denunciando la situación de la 

niñez en el Bajo Aguán, una zona de conflicto entre terratenientes y campesinos. Al regreso de 

Washington, la actitud de los funcionarios fue negativa y el lenguaje corporal intimidante y lo más 

reciente que hicimos fue denunciar ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 

el tema de Guardianes de la Patria y la militarización de la sociedad hondureña". (C-Libre, alerta 

094-14). Guardianes de la Patria es un programa para entrenamiento de niños en instalaciones 

militares.  

Cuadro No. 14. Resumen de violaciones a la libertad de expresión cometidas contra defensores 

de derecho humanos  

Agredido Agresor Tipo de agresión Descripción de la agresión 
Josué Murillo. 
Coordinador de la Alianza 
por la Paz y la Justicia. 
(Alerta 5). 

Eduardo Villanueva. 
Titular de la Dirección 
de Investigación y 
Evaluación de la Carrera 
Policial. 

Represión judicial Por las afirmaciones públicas 
vertidas en relación que altos 
funcionarios policiales son 
responsables de la comisión de 
delitos y faltas constitutivas de 
responsabilidad penal. 

Comité por la Libre 
Expresión, C-Libre. 
(Alerta 12). 

La Unidad de Registro y 
Seguimiento de 
Asociaciones Civiles 
URSAC. 

Represión judicial La agresión busca cancelar 
personería jurídica de la 
organización y cerrar actividades. 

Joaquín Mejía, del Equipo 
de Reflexión e 
Investigación y 
Comunicación. (Alerta 
13). 

Canal Estatal, canal 8 Censura. Se impide el derecho a la 
información cuando de manera 
abrupta el canal interrumpe la 
transmisión, precisamente 
cuando el abogado Mejía expone 
sobre el informe de la Fiscalía de 
la Corte Penal Internacional. 

Movimiento amplio por la 
Dignidad y la Justicia. 
(Alerta 20). 

Diputado suplente del 
Partido Anticorrupción, 
PAC. 

Censura. Cancelación de espacio radial por 
fomentar la creación de una radio 
comunitaria. 

Director de Casa Alianza, 
José Guadalupe Ruelas. 
(Alerta 24) 

Policía Militar del 
Orden Público. 

Ataque Víctima de abuso policial. Ruelas 
ha venido denunciando el 
asesinato de 352 menores de 23 
años y la implementación de un 
proyecto dirigido a menores de 
edad denominado “Guardianes de 
la Patria”, ejecutado por las 
Fuerzas Armadas. Esto molestó al 
titular del poder ejecutivo, Juan 
Orlando Hernández. 
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Instituto Universitario en 
Democracia, Paz, y 
Seguridad (Iudpas). 
(Alerta 36) 

Secretaría de Seguridad Impedimento 
informativo 

Niegan la información sobre los 
homicidios, hecho que 
imposibilita al Iudpas la 
elaboración del Informe Nacional 
sobre el estado de la violencia en 
Honduras. 

Miriam Miranda de 
Ofraneh y 20 líderes y 
lideresas de diferentes 
comunidades garífunas 
de Honduras. (Alerta 39) 

Hombres armados 
desconocidos. 

Rapto La defensora de los derechos de la 
comunidad garífuna y 20 líderes y 
lideresas fueron raptados 
temporalmente por hombres 
fuertemente armados. La 
comunidad garífuna ha venido 
defendiendo su territorio de 
intenciones de expropiar a la 
comunidad de 980 hectáreas por 
parte de narcotraficantes, gente 
armada, diputados y militares. 

Organización Fraternal 
Negra Hondureña 
(Ofraneh). (Alerta 55). 

Conatel Censura La Organización Fraternal Negra 

Hondureña (Ofraneh), denunció el 

25 de septiembre que la Comisión 

Nacional de Telecomunicaciones, 

Conatel, pretende sacar del aire a 

la radio comunitaria garífuna 

Sugua, que opera desde hace seis 

años en la comunidad de Sambo 

Creek, en el municipio de La 

Ceiba, departamento de 

Atlántida.  

 
Apuvimeh (Alerta 56). Desconocidos Robo de información Sustraen el equipo de cómputo 

que contenía información 
confidencial de la organización. 

Centro de Derechos de la 
Mujer. (Alerta 64). 

Secretaría de Seguridad Denegatoria de 
Información. 

La Secretaría de Seguridad oculta 
información pública sobre la 
muerte violenta de mujeres en 
Honduras. 45 crímenes 
documentados por CDM no 
aparecen en las estadísticas 
divulgadas en junio por la policía 
nacional. 

Movimiento Indígena 
Independiente de la Paz, 
Milpa, y el Consejo 
Indígena Lenca del 
municipio de 
Nahuatequerique. (Alerta 
93) 

Alcalde del municipio 
de Santa Elena. 

Denegatoria de 
información. 

Víctor Ventura, alcalde municipal, 
negó información relacionada con 
el permiso de operación para la 
construcción de una represa 
hidroeléctrica en el Río Chinacla. 

Doris García, de la Red 
Coiproden. (Alerta 94). 

Policía Nacional por 
omisión. 

Intimidación Encontraron un artefacto con 24 
clavos de acero, situado en la 
llanta delantera del vehículo de la 
coordinadora de incidencia 
política, Doris García. García fue 
directora del Ihnfa durante el 
gobierno del Presidente Manuel 
Zelaya Rosales. 
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5.6 Persistencia de control institucional en el acceso a la información pública, el ejercicio 
periodístico y la libertad de prensa 

Las alertas emitidas por C-Libre durante el período sobre denuncias de diversos periodistas y 

medios de comunicación a nivel nacional evidencian actos restrictivos y de obstrucción 

informativa, lo que da cuentadel control de la información que se impone desde las propias 

instituciones y autoridades del Estado en sus distintos ámbitos.  

Sumado al conjunto de agresiones directas de asesinatos, atentados, amenazas, intimidación, 

entre otras, desde la institucionalidad del Estado se imponen medidas normativas de restricción y 

control que limitan e impiden el acceso a la información pública. Con ello se afecta el derecho de 

todos los ciudadanos a conocer asuntos de interés público, y se le ponen trabas al ejercicio del 

trabajo periodístico y la libertad de prensa. Destaca, en este contexto, la Ley de Secretos Oficiales 

y de Clasificación de la Información, publicada en el Diario Oficial La Gaceta, el 7 de marzo de 

2014. Esta ley violenta los derechos ciudadanos de acceso a la información y de libre expresión, y 

atenta contra la transparencia, puesto que deja a discrecionalidad de funcionarios públicos la 

clasificación de información pública y quita atribuciones al Instituto de Acceso a la Información 

Pública, IAIP. 

Por otra parte, desde las autoridades gubernamentales también se descalifica y se denigra la labor 

de periodistas, medios de comunicación y defensores de derechos humanos, a quienes se acusa de 

campañas de desprestigio que inculpan al gobierno por la ola de asesinatoscometidos en el país, 

especialmente contra jóvenes. Con ello se estigmatiza a estos actores sociales como enemigos que 

dañan la imagen del país y se propicia un entorno de mayor vulnerabilidad y riesgo para el 

ejercicio de su labor.  
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 Rol desempeñado por la ciudadanía 
en general en el ejercicio y defensa de 
la libertad de la libertad de expresión 

6.1 Responsabilidad, compromiso y coraje de los periodistas 

A pesar de las reiteradas violaciones a la libertad de expresión, la mayoría de los periodistas 

persiste en el ejercicio del periodismo con coraje, convicción y compromiso con su trabajo. 

Conscientes del riego e indefensión en que se encuentran, anteponen la ética periodística a su 

propia vida. Así se refleja en la declaración del sacerdote jesuita Ismael Moreno, director de Radio 

Progreso: 

Los disparos que se escuchan regularmente en todo el país, decimos que son normales. 
Probablemente esa es la forma en que voy a morir, no por causas naturales. Estoy 
preparado para eso. Si algo sucede, la gente está dispuesta a seguir adelante. (…) El 
problema es transmitir noticias sobre lo que realmente pasa en el país. La ley del más 
fuerte es lo que prevalece en Honduras. Y yo no estoy con los fuertes”. 

La vida de los periodistas y comunicadores sociales está directamente amenazada y en constante 

peligro, como lo evidencian las alertas emitidas por C-Libre, especialmente en los últimos cuatro 

años. Pese a los riesgos que conlleva hacer públicas las agresiones, los periodistas las denuncian, 

exigen respeto a la libertad de expresión, investigación de los hechos, sanción para los 

responsables, medidas de protección para las víctimas y que se ponga freno a los abusos y 

arbitrariedades de autoridades públicas y empresarios de los medios de comunicación. 

Sus reiteradas denuncias y su persistencia en el trabajo demuestran que siguen adelante, con valor 

y un alto grado de convicción y compromiso con el ejercicio y la defensa de la libertad de 

expresión, los derechos humanos en general, el Estado de derecho y la democracia. Esto 

demuestra la existencia de una conciencia social en el ámbito del periodismo y la comunicación 

social que sirve de escudo ante la embestida de quienes atentan contra las libertades 

fundamentales en el país.  

6.2 Papel de la Red de Alertas y Protección a Periodistas y Comunicadores Sociales, 
Rapcos 

C-Libre ha venido desarrollando como iniciativa ciudadana desde el año 2011 la organización de 

Redes de Protección a Periodistas y Comunicadores Sociales, Rapcos, en distintas partes del 

territorio nacional. El propósito de estas redes de defenderse de las agresiones que los periodistas 

y comunicadores sociales han venido sufriendo desde el golpe de Estado. Las violaciones a los 

derechos humanos se han agudizado desde el rompimiento del orden constitucional y esto trajo 

consigo la vulneración de los derechos de los comunicadores sociales, periodistas, sistemas y 
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medios de comunicación que se opusieron al golpe y no formaron parte de la maquinaria de 

chantaje y violencia que impuso el gobierno de facto, y por lo tanto, ejercieron un periodismo 

crítico. 

Desde junio del 2009, 47 periodistas y comunicadores sociales han perdido la vida. Además, se 

registran otras agresiones, entre ellas, amenazas, acosos, intimidaciones, secuestros, censuras, 

que en algunos casos cumplen su misión, teniendo efectos desastrosos para el ejercicio del 

periodismo, pues, encontramos que varios comunicadores aterrorizados por esta realidad deciden 

abandonar su profesión, autocensurarse o autoexiliarse para proteger sus vidas. 

Según el director ejecutivo de C-Libre, a lo anterior se une “la impunidad total en los procesos de 

investigación y de acceso a la justicia, como factores centrales que contribuyen a poner en riesgo la 

vida de quienes ejercen el periodismo y la comunicación social. Hasta ahora solo 7 casos han sido 

judicializados y en los que se tiene identificado, al menos, a los autores materiales de estos hechos. 

Produciendo una tasa de impunidad muy elevada y preocupante”. 

Es significativo destacar que las medidas cautelares solicitadas por la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos al gobierno de Honduras no han servido para proteger la vida de los 

periodistas asesinados. C-Libre en sus últimos cuatro informes (2010-2013) ha venido 

evidenciando que el gobierno de Honduras no ha cumplido en su totalidad con la protección física 

de los periodistas amenazados a muerte. En muchos casos, los periodistas que gozan de medidas 

cautelares han sido víctimas de acoso, atentados e intimidación que afectan no sólo al sujeto que 

sufre o es víctima de alguna de estas formas de violación a su derecho, sino también a sus 

familiares. Esta situación se agudiza por el contexto de inseguridad existente y la indefensión que 

a diario sufren los ciudadanos ante las mafias, que han crecido al amparo de una institucionalidad 

debilitada, y favorecidas por la cercanía existente entre los criminales y los agentes estatales. 

Ante la falta de respuestas y soluciones por parte de las instituciones del Estado a las violaciones 

de los derechos humanos de los periodistas y los comunicadores sociales, estos sujetos se ven en 

la necesidad de proponer mecanismos de protección que permitan, por un lado, evidenciar a nivel 

nacional e internacional las violaciones a sus derechos humanos; por otro lado, se busca construir 

un proceso organizativo que permita tener capacidad de denuncia en todo el territorio nacional 

para generar respuestas rápidas sobre lo que le esté sucediendo a un miembro del gremio de los 

comunicadores. Un aspecto más se relaciona con la capacidad de propuesta conjunta y de 

exigencia organizada. 

Por estas razones es que desde 2011 C-Libre ha venido promoviendo la Rapcos, que impulsa 

medidas de prevención, protección e investigación en aquellos casos donde la libertad de prensa, 

de expresión y la vida de los comunicadores y periodistas se encuentren amenazados y de esta 

forma buscar medidas que aseguren la vida. 

Durante 2014 el papel de las Rapcos fue muy activo y significativo. A sólo cuatro de años de 

existencia, la organización ha tomado fuerza para asumir la denuncia y protección de sus 

miembros,así como informar sobre las violaciones que se generan en las zonas rurales, lugares 
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donde la atención del público es menor y donde los niveles de agresión son bastante altos y 

directos.  

Para el análisis del papel de las Rapcos se ha tomado en consideración dos aspectos centrales: el 

primero relacionado con las agresiones directas que los miembros han sufrido durante el año; y en 

segundo lugar, se rescatan aquellas acciones donde los miembros son protagonistas en la 

denuncia de las violaciones y defensa de la libertad de expresión en distintas partes del país. Se 

identifican también los lugares donde se producen las violaciones, con la intención de encontrar 

patrones de tipo territorial en las agresiones a la libre expresión. 

Son nueve los lugares del país donde se registra la participación de las Rapcos y 17 agresiones 

reportadas. De estas, nueve fueron agresiones directas a miembros de las redes, mientras que en 

ocho la participación de los miembros fue importante para denunciar las violaciones a la libertad 

de expresión. En el municipio de Nacaome, departamento de Valle, se reportan 4 agresiones; en 

Choloma 2, en La Paz 3, en la zona del Aguán 1, en las Islas de la Bahía 1, en Catacamas 2, en 

Comayagua 2, en Olanchito 1 y en Sonaguera 1.  

Alex Sabillón, miembro de las Rapcos del municipio de Choloma, fue agredido en dos ocasiones en 

este año. Según los registros de C-Libre, el periodista Sabillón ha recibido doce agresiones desde el 

2009. Por su parte, el periodista Gilberto Gálvez en el municipio de La Paz sufrió tres agresiones.  

Las agresiones incluyen restricciones a acceder a la información directamente de sus fuentes en 

las alcaldías municipales; falta de reconocimiento como comunicadores sociales por parte de las 

autoridades departamentales y municipales; intimidaciones directas; amenazas a muerte; 

amenazas de ser querellados por las denuncias que realizan; despidos por pertenecer a las redes y 

a C-Libre; censura. Sin embargo, a través de las redes se han generado procesos de solidaridad, 

llegando al convencimiento de que la agresión es contra todos los miembros del gremio. E la 

primera vez que se observa la unidad del gremio en la región central del país. 

LasRapcosse han ido constituyendo en organizaciones receptoras de denuncias, investigan, 

informan sobre las agresiones de que son objetos periodistas y comunicadores. 

Cuadro. No. 15. Resumen de acciones de las Rapcos 

Lugares donde se 
generan las agresiones 
a la libertad de 
expresión 

Miembros de Rapcos 
agredidos 

No agredido 
directamente y actúa 
en la defensa de la libre 
expresión 

Tipo de acción realizada en la 
defensa de la libertad de 
expresión. 

Nacaome, Valle. Alerta 
010-14. 

Presidente de Rapcos, 
Nacaome. José Leonardo 
Alvarenga 

 Denuncia la restricción para 
ingreso de periodistas a las 
sesiones de la Corporación 
Municipal. 

Nacaome. Alerta 078-
14. 

Periodista, Leonel García 
Guevara. Miembro de 
Rapcos. 

 Les exigen Carné para poderles 
reconocer como periodistas. 
Tienen que enfrentar la 
prepotencia e intimidaciones de 
las autoridades del municipio y 
departamento. 
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Choloma, Cortés. Alerta 
027-14. 

Alex Sabillón, miembro 
de Rapcos. 

 Sufre intimidación y acecho por 
desconocido que hace fotografías 
a su casa de habitación y en los 
lugares donde realiza su trabajo 
periodístico. 

Choloma, Cortés. Alerta 
033-14. 

Alex Sabillón, miembro 
de Rapcos. 

 Recibe amenazas a muerte. 

La Paz, Alerta 053-14. Periodista, Gilberto 
Gálvez, Miembro de 
Rapcos.  

 Amenaza de Querella por difundir 
punto de acta de la Corporación 
municipal. 

La Paz. Alerta 082-14 Gilberto Gálvez, miembro 
de Rapcos 

 Solidaridad gremial: Todos los 
periodistas de Rapcos unidos y se 
movilizan para proteger al 
periodista, estos vienen de 
Marcala La Paz, y Comayagua. Por 
primera vez están unidos gracias 
al trabajo de C-Libre. 

La Paz. Alerta 085-14 Gilberto Gálvez, Miembro 
de Rapcos. 

 Solidaridad: Las Rapcos de la PAZ 
y Comayagua acompañan al 
periodista en el juicio que le 
interpuso la alcaldesa de la Paz. 
Emiten un pronunciamiento a 
favor del periodista. 
Cerca de 31 periodistas miembros 
de las Rapcos de estos dos lugares 
lo acompañan. 

Zona del Aguán. Alerta 
031-14. 

Gonzalo Rodríguez. 
Presidente de Rapcos 
Aguán. 

 Despedido del canal por 
pertenecer al C-Libre. El trabajo 
periodístico del comunicador 
afecta a la Corporación Dinant, 
cliente del canal. 

Islas de la Bahía. Alerta 
070-14. 

Periodista Ramón 
Romero. Presidente de 
Rapcos. 

 Censurado por informar sobre 
temas que tocan intereses de 
individuos y de grupos: diputado 
Jerry DaveHynds Julio, hace una 
crítica al diputado Álvarez por 
defender intereses empresariales 
del sector eléctrico. 

Catacamas. Alerta 015-
14. 

 No agresión directa a 
un miembro. 

Periodista agredido interpone 
denuncia ante la Rapcos. El 
presidente de la Rapcos se 
pronuncia ante este acto de 
agresión. 

Catacamas. Alerta 037-
14. 

 No agresión directa a 
un miembro 

El presidente Rolando Iscoa 
cumple labor de informar sobre el 
asesinato de Luis Alonzo Fúnez 
Duarte. 

Nacaome. Alerta 025-
14. 

 No agresión directa a 
un miembro 

El presidente de la Rapcos realizó 
importante acción investigando la 
amenaza de que es objeto el 
comunicador Leonel García 
Hernández. 

Nacaome. Alerta 079-
14. 

 No agresión directa a 
un miembro 

El periodista, Leonel García 
Guevara, miembro de Rapcos, 
denuncia la detención ilegal de 
camarógrafo de canal. 

Comayagua. Alerta 084-
14. 

 No agresión directa a 
un miembro 

La Rapcos de Comayagua, 
denunció que en este 
departamento, sufren amenazas a 
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muerte, los corren de las fuentes, 
en algunos casos se les trata de 
velones, periodistas tarifados y 
existe regulación de la publicidad 
estatal como un mecanismo de 
premio o castigo para controlar 
los contenidos de los medios 
locales. 

Comayagua. Alerta 088-
14. 

 No agresión directa a 
un miembro 

Periodista Sandra Pérez, miembro 
de Rapcos informa y opina sobre 
periodista asesinado. 

Olanchito, Yoro. Alerta 
042-14. 

 No agresión directa a 
un miembro 

Osman Guardo, miembro de la 
Rapcos, denunció el asesinato del 
que fue objeto el periodista Nery 
Francisco Soto, en el programa 
cuarto poder que compartía con 
el asesinado. 

Sonaguera, Colón. 
Alerta 081-14. 

 No agresión directa a 
un miembro 

La Rapcos de Colón recogió la 
denuncia del periodista Eusebio 
Díaz Matute, que transmite 
diferentes acciones y decisiones 
tomadas por el alcalde. 

 

  



7 Conclusiones y recomendaciones 

1. Conclusiones 

  
1. 2014 fue otro año trágico para el ejercicio de la libertad de expresión. Se registraron 10 

asesinatos, como forma de violencia extrema, más otras 84 agresiones de diverso tipo. 
Estos hechos evidencian que en Honduras la libertad de expresión es un derecho 
vulnerado de forma persistente.  

2. Desde el golpe de Estado a la actualidad, las agresiones a la libertad de expresión se han 
incrementado e intensificado en sus distintas formas. En muchos casos las agresiones se 
producen de forma reiterada, lo que incrementa el riesgo para las víctimas y el 
sentimiento de temor ante la amenaza constante a su integridad personal, de sus bienes y 
de sus familiares.  

3. El Estado desarrolla una estrategia de estigmatización y criminalización contra los 
defensores de derechos humanos, comunicadores y movimientos indígenas. Hay indicios 
incluso que desde el Estado se están ejecutando acciones de “limpieza social”, como 
forma extrema de represión. 

4. La aprobación de la Ley de Secretos Oficiales constituye un enorme retroceso en la 
transparencia, la lucha contra la corrupción y el ejercicio del acceso a la información. 

5. Las agresiones se producen en un entorno de permisividad y complicidad institucional que 
propicia la impunidad, pues la mayoría de los casos no se investigan, ni se judicializan, 
mucho menos se sanciona a los responsables. En otros casos, son los propios funcionarios 
públicos los responsables de las agresiones.  

6. El autoritarismo persistente en las instituciones del Estado limita y vulnera el derecho a la 
libertad de expresión. Alrededor de 70 casos de agresiones cometidas por funcionarios 
públicos evidencian la prepotencia, soberbia y arrogancia con que intentan poner freno al 
ejercicio del periodismo, la libertad de prensa, el acceso a la información pública, la libre 
opinión, la participación democrática, el derecho a protestar y la defensa de los derechos 
humanos.  

7. Pese a las consecuencias trágicas del ejercicio del derecho a la libertad de expresión, en 
medio de un contexto de indefensión institucional y de alto riesgo, periodistas y 
defensores de derechos humanos persisten en su trabajo y siguen adelante con 
compromiso, coraje y convicción. La existencia de esta conciencia social constituye el 
principal escudo para enfrentar la embestida de quienes atentan contra las libertades 

fundamentales en el país.  

8. Los agresores contra la libertad de expresión actúan en la mayoría de los casos con 

absoluta impunidad. No se captura a los asesinos, la aportación de pruebas por parte de 

las autoridades es débil, hay fallos en los procesos investigativos, contaminación de 

escenas del crimen; no se cuenta con los instrumentos necesarios para recabar pruebas, lo 



que hace que la persecución del delito no se haga de manera científica y que no se llegue 

a identificar a los criminales. 

9. El ejercicio del periodismo en las zonas rurales del país es de mayor riesgo, como lo 

demuestra el hecho de que ocho de los diez comunicadores asesinados en 2014 realizaban 

su trabajo en estas zonas, como también la intolerancia con que las autoridades locales 

reaccionan ante la crítica.  

10. En 2014 se notó la presencia de un nuevo actor agresor de la libertad de expresión: las 

mafias criminales del narcotráfico que presionan a los periodistas y comunicadores 

sociales para que no informen a sus audiencias sobre determinados temas relacionados 

con actividades del crimen o con actos de corrupción de las autoridades, o secuestrando 

líderes sociales para intimidarlos para que desistan de la defensa de sus territorios 

amenazados por grupos criminales. 

11. La Red de Alertas y Protección a Periodistas y Comunicadores Sociales, Rapcos, se 

constituye en un nuevo actor en la defensa y protección del derecho a la libre expresión. 

El trabajo de las redes en los municipios rurales se consolida y muestra capacidades de 

acción en la denuncia, la investigación de las agresiones y la movilización para defender a 

las víctimas. 

2. Recomendaciones 

1. El Estado es el responsable de tutelar los derechos humanos y las garantías 
fundamentales, y debe hacerlo en apego a los principios del Estado de Derecho, no hay 
más mecanismos que una actuación coherente por intermedio de los órganos de 
investigación y de impartición de justicia que permita sancionar a los responsables de las 
violaciones. Esta es la principal tarea de orden práctico que el Estado debe implementar. 
En esta tarea, las organizaciones civiles de derechos humanos son aliadas estratégicas 
para acompañar los procesos de adecentamiento de la justicia, fortalecer el Estado de 
Derecho y la Democracia en el país. 

2. Los funcionarios públicos deben asumir con responsabilidad el respeto a los derechos 
humanos, enmendar los errores que se han producido como consecuencia de su 
autoritarismo y resarcir los daños relacionados con la libertad de expresión y los derechos 
humanos en general. Este cambio de actitud constituye un paso importante hacia una 
voluntad política de las instituciones del Estado para llevar a cabo la garantía de los 
derechos humanos.  

3. Es necesario seguir fortaleciendo el trabajo de las redes y generar procesos que permitan 
a los periodistas y comunicadores sociales desarrollar capacidades para que desde sus 
propios lugares, las Rapcos se constituyan en organizaciones autónomas que puedan 
gestionar recursos, desarrollar movilización y solidaridad para la protección de sus 
miembros. 

4. Persiste la necesidad de desarrollar mayor capacidad de investigación y seguimiento de los 
casos de asesinatos de periodistas. Es tarea pendiente mostrar al Estado hondureño que el 
asesinato de periodistas en Honduras está ligado al ejercicio de la profesión. Si bien es 



cierto esta es una responsabilidad estatal, hacerlo permitirá desenmascarar el discurso 
penalizador que utiliza el Estado cada vez que un periodista es asesinado. 

5. Las agresiones contra organizaciones civiles de derechos humanos ha venido en aumento; 
ante esta situación se recomienda desarrollar un programa para capacitar a los defensores 
de derechos humanos y organizaciones de periodistas sobre el uso de medidas de 
seguridad, principalmente para los territorios rurales donde han aparecido nuevos 
peligros, por lo que las maneras de enfrentarlos también deben ser nuevas. 

6. Es importante seguir reforzando el acompañamiento de C-Libre en los casos de agresiones 
que se producen y hacerlo de forma inmediata como se realizó en varios casos durante el 
año 2014. Esto dio resultados importantes para disminuir el impacto de las agresiones. 
Importante también, el acompañamiento a los periodistas y comunicadores sociales, 
defensores de derechos humanos que se encuentran en proceso de ejecución legal de la 
agresión. A futuro, es importante desarrollar acompañamiento legal y no sólo 
acompañamiento moral como se ha venido realizando desde el Comité. 

7. Ante la estrategia del gobierno de Juan Orlando Hernández de criminalizar a las 
organizaciones de derechos humanos, medios de comunicación, periodistas y 
comunicadores sociales, C-Libre debe impulsar junto a otras organizaciones de sociedad 
civil dos acciones centrales: 1) hacer petición a la Comisión Interamericana de los 
Derechos Humanos, para revisar la actuación del Estado y su estrategia de criminalización, 
y 2) generar un amplio debate sobre el tema para crear conciencia social y desarrollar 
acciones de investigación sobre las causas. 
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Anexos 

Anexo 1 
El Congreso Nacional de Honduras aprobó una ley que limita funciones al Instituto de Acceso a la 
Información Pública (IAIP), violenta los derechos ciudadanos de acceso a la información y de 
expresión y atenta contra la transparencia que debe prevalecer en la administración pública. 
  
El Comité por la Libre Expresión C-Libre ante la aprobación, por parte del Congreso Nacional de la 
República de la “LEY DE SECRETOS OFICIALES Y DE CLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN”, el 
pasado martes 14 de enero, hace las siguientes consideraciones: 
  
1.- Que la “LEY DE SECRETOS OFICIALES Y DE CLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN” en el artículo 2 
le otorga la potestad, para clasificar y reservar información, al Presidente de la República, al 
Consejo Nacional de Defensa y Seguridad, a los Secretarios de Estado, y Presidentes, Gerentes y 
Directores de entidades descentralizadas del Estado.  
  
Esta facultad de clasificación, de acuerdo al artículo 6 de la misma Ley, no podrá ser transferida ni 
delegada, por ser exclusiva de cada una de las autoridades en el ámbito de sus competencias. 
Artículo que limita sustancialmente las funciones del Instituto de Acceso a la Información Pública, 
(IAIP), garantizadas en el artículo 2 y 10 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, (LTAIP). 
  
2.- Que el acceso a la información es el derecho que tiene toda persona de buscar, recibir y 
difundir información en poder del gobierno. En ese sentido las Naciones Unidas, en una de sus 
primeras asambleas generales afirmó que: “la libertad de información es un derecho fundamental 
y… la piedra angular de todas las libertades a las que están consagradas las Naciones Unidas”. En 
otras palabras, es un derecho instrumental que puede ser utilizado para garantizar el 
cumplimiento de otros derechos esenciales del ser humaNo.  
  
Por lo tanto dejar a disposición de los funcionarios públicos la clasificación de la información es 
convertir oficialmente al IAIP en un “elefante blanco”. Asimismo restringir el acceso a la 
información de los ciudadanos y ciudadanas, es una regresión del derecho de acceso a la 
información pública y de la libertad de expresión y prensa.  
  
Lo antes expuesto contradice el artículo 26 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, de la que Honduras es signataria, que estipula que “Los Estados Partes se 
comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación 
internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena 
efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, 
ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada 
por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u 
otros medios apropiados”. 
  
3.- El artículo 11 de la Ley establece que : “La persona a cuyo conocimiento o poder llegue 
cualquier materia clasificada , conforme a esta Ley , siempre que le conste esta condición , estará́ 
obligada a mantener el secreto y entregarla a la autoridad civil, policial o militar más cercana y , si 
ello no fuese posible , a poner en conocimiento de ésta su descubrimiento o hallazgo . Esta 

http://www.filedropper.com/leydesecretosoficiales
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autoridad lo comunicará sin dilación a la Dirección Nacional de Investigación e inteligencia , 
adoptando, entretanto, las medidas de protección que su buen juicio le aconseje”.  
  
Así mismo continua el artículo que “cuando una materia clasificada permita prever que pueda 
llegar a conocimiento de los medios de comunicación, se notificará a éstos el carácter de la misma, 
con el objeto de que se respete su clasificación”.  
  
A nuestro criterio el artículo anterior, limita y trasgrede entre otros, el derecho a la libertad de 
expresión estipulados en los artículos del 72 al 75 de la Constitución de la República, el 13 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, el 19 de la Declaración Universal sobre 
Derechos Humanos, y el principio 1 inciso (d) de los Principios de Johannesburgo sobre la 
seguridad nacional, la libertad de expresión y el acceso a la información, que estipula que “no se 
podrá imponer restricción alguna sobre la libertad de expresión o de información por motivos de 
seguridad nacional a no ser que el gobierno pueda demostrar que tal restricción esté prescrita por 
ley y que sea necesaria en una sociedad democrática para proteger un interés legítimo de 
seguridad nacional”.  
  
4.- Que la disposición anterior, aprobada por el Congreso Nacional, profundiza aún más el riesgo 
de ejercer el periodismo en Honduras, al imponer censura previa y criminalizar la información, 
en vista que prohíbe la publicación de aquella información que será supuestamente “clasificada 
como reservada, confidencial, secreta y ultra secreta”, que incluye, según el artículo 1 materias 
consideradas de interés para la seguridad, la defensa nacional y el logro de objetivos nacionales.  
  
Esta última frase subrayada, es muy ambigua y puede ser utilizada por el funcionario para colocar 
en secretividad información que nada tiene que ver con la seguridad y la defensa nacional, y peor 
aún, puede dar lugar a un incremento de la corrupción estatal, particularmente de los fondos 
públicos provenientes de la Tasa de Seguridad, las ciudades modelos, Coalianza y el mismo 
paquete de medidas fiscales aprobado recientemente, acciones que no permitirían a las 
organizaciones de sociedad civil auditar estos recursos que aporta el pueblo hondureño y 
administrados por el gobierno.  
  
5.- Que los periodistas, comunicadores sociales y medios de comunicación están expuestos a ser 
sancionados/as y hasta ser enjuiciadas/os por el delito de “traición a la patria” o terrorismo, si 
revelan información que está clasificada dentro de las 4 categorías que la normativa contempla.  
  
6.- Esta ley, sin duda alguna, aunada a las reformas que también se le hicieron el pasado 14 de 
enero al Fondo de Seguridad Poblacional, más conocido como el “Tasón” y la posible aprobación 
de una Ley de Protección a Funcionarios expuestos a riesgos, y otras que están por aprobarse en el 
Congreso Nacional,se convierten en una verdadera “Ley Mordaza” para los ciudadanos/as, los 
periodistas, comunicadores sociales y medios de comunicación.  
  

Tegucigalpa 17 de enero de 2014. 
Comité por la Libre Expresión 

(C-Libre) 





Anexo 2 

Cuadro analítico sobre los asesinatos de periodistas y comunicadores sociales en el 2014 

 Asesinatos 

Criterio
s 

Carlos H. 
Mejía 

Hernán 
Cruz 

Oscar 
Torres  

Luis 
Fúnez 

Herlym 
Espinal 

Nery 
Soto 

Dagobert
o Díaz 

Dorian 
Ortez 

Liliana 
Reyes 

Reynaldo 
Paz M. 

Hipótesi
s del 

asesinat
o 

  1-asalto 
que se 

complic
ó 

  La policía 
descarta 

robo 
como 

móvil del 
asesinat

o 

 Aparente 
asalto 
dentro 
de taxi 

Aparente 
asalto 

dentro de 
taxi. 

Hacía 
periodism
o crítico 

Forma 
del 

asesinat
o 

Asesinad
o a 

puñalada
s 

Asesinad
o de un 
impacto 
de bala 

Asesinad
o de 

varios 
impacto

s de 
bala. 

Asesinad
o de 
cinco 

impacto
s de bala 

 Acribillad
o a tiros 

Asesinad
o de dos 
impactos 
de bala 

Le 
disparar

on. 

Muere 
acribillad

a 

Acribillad
o a 

balazos 

Agresor
es 

Descono
cidos 

Descono
cidos 

Descono
cidos 

Descono
cidos 

Descono
cidos 

Descono
cidos 

Desconoc
idos 

Descono
cidos 

Desconoc
idos 

Desconoc
idos 

Particip
ación 
de las 

autorid
ades 

  Pesquisa 
mínima 

del 
hecho 

 1-La 
Secretarí
a 
segurida
d está 
atenta al 
caso. 
2-no 
brinda 
informa
ción 
sobre el 
móvil 
del 
asesinat
o. 
3-se 
atreve a 
descarta
r que 
fue por 
el 
ejercicio 
de la 
profesió
n. 

  No 
precisa 
que le 

robaron 
a la 

víctima. 
Declaraci

ones 
policiales 
confusas

, se 
contradi
cen con 

las 
publicaci
ones que 
salieron 
tras su 

muerte. 
 

Tampoco 
en este 
caso la 
policía 
dio una 
versión 
oficial 

sobre las 
pertenen

cias 
supuesta

mente 
robadas. 

Los 
forenses 
hacen el 
reconoci
miento 
legal en 
busca de 
indicios. 
Policía 
militar 

contamin
a la 

escena 
del 

crimen. 
Pusieron 
un cartón 

encima 
del 

cadáver 

Lugar 
del 

asesinat
o 

Asesinad
o en su 
casa de 

Habitació
n 

Asesinad
o en el 
interior 
de su 
taxi. 

En el 
municipi

o de 
Patuca 

Asesinad
o frente 
a su casa 

de 
habitaci

ón 

Encontr
ado en 

el sector 
de la 

Danta, 
santa 

Crúz de 
yojoa. 

Asesinad
o frente 
a su casa 

En el 
centro de 
la ciudad. 

Asesinad
o dentro 
de Taxi 

Asesinad
a dentro 
de Taxi 

En el 
Polidepor

tivo 

Escenari
os 

1-Hubo 
vigilancia 

  1.- Hubo 
vigilanci
a 

1Report
ado 

como 
desapar

ecido 

1-Hubo 
vigilancia 

2-
Asesinad

o 
3.Fué 

llevado 
el cuerpo 

1-Hubo 
vigilancia 

2-le 
disparan 

3-
trasladad

o al 
Hospital. 

 
 

 1-Hubo 
vigilancia 
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al 
Hospital. 

Situació
n del 
caso 

Fiscalía 
no 

informaci
ón 

Fiscalía 
no 

informa
ción 

Fiscalía 
no 

informa
ción 

Fiscalía 
no 

informa
ción 

Fiscalía 
no 

informa
ción 

Fiscalía 
no 

informac
ión 

Fiscalía 
no 

informaci
ón 

Fiscalía 
no 

informac
ión 

Fiscalía 
no 

informaci
ón 

Fiscalía 
no 

informaci
ón 

Acción 
de las 

autorid
ades en 

la 
escena. 

Se 
desconoc

e 

Se 
descono

ce 

   Pesquisa 
mínima. 

 Pesquisa 
mínima 

Pesquisa 
mínima 

 

Denunci
a 

realizad
a 

Se exige 
una 

investiga
ción seria 

y 
diligente 

que 
identifiq

ue y 
sancione

s a los 
responsa

bles 
materiale

s e 
intelectu

ales 

         

Mensaj
es 

enviado
s 

Busca 
atemoriz
ar a los 

miembro
s del 

equipo 

        Para 
mostrar 

que 
también 

una 
muerte 
de un 

periodista 
impacta 

en las 
audiencia

: “RPM 
está de 

luto 
Descanse 
en paz…, 

y 
resignació

n a 
familiares 

y 
televident

e”. 

Opinion
es 

importa
ntes  

La 
muerte 

de Carlos 
Hilario, 
“es un 

Golpe al 
trabajo 

de la 
radio y al 

Eric” 
“denunci

amos 
este 

hecho 

    “La 
muerte 
de Nery 

ha 
causado 
indignaci
ón en el 
gremio 

periodíst
ico y en 

la 
comunid

ad”. 
“los 

Con la 
muerte 

de 
Dagobert
o ya son 

cuatro los 
comunica

dores 
asesinad
os en el 

departam
ento. 
2-Los 

asesinato

Según el 
policía el 
asesinat

o del 
comunic
ador se 
debe a 
que: “a 
veces el 
delincue

nte 
camina 

en la 
calle y 

La rectora 
de la 

UNAH 
“demand
ó que el 
crimen 

no quede 
impune”. 

“Los 
portavoc

es 
policiales 

han 
hablado 

 



 

166 

porque 
vulnera 

el trabajo 
de 

comunic
ación, a 

la 
libertad 

de 
expresió

n y la 
vida de 
todos y 

cada uno 
de los 

miembro
s de 

nuestro 
equipo” 

temas 
abordad
os por el 
periodist
a antes 
de su 

muerte 
tenían 

que ver 
con el 

racionam
iento de 

la 
energía 
eléctrica 

y la 
corrupci

ón de 
funciona

rios. 

s 
anteriore

s 
permane
cen en la 
impunida

d. 

quizás la 
víctima 
le dijo 
algo, a 

veces la 
víctima 
no mide 

estas 
consecu
encias 

de la 
posibilida
d de que 

en 
Honduras 
se estén 
dando 
asaltos 

simulado
s para 

cometer 
crímenes

” 

Lo que 
se 

busca 
con el 

asesinat
o 

El 
asesinato 

de un 
miembro 

del 
equipo 
busca 

intimidar 
al resto, 
debilitar 

el trabajo 
de un 

medio de 
comunic

ación 
compro
metido 
con la 

justicia. 

         

Criticas 
a las 

autorid
ades 

“Su 
asesinato 

es una 
muestra 
más del 
fracaso 
de las 

políticas 
de 

segurida
d del 

estado y 
de la 

falta de 
voluntad 
política 

para 
adoptar 

las 
medidas 

de 
protecció

n 
estableci
das por 
la CIDH” 
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Anexo 3 

Patrones en distintos casos de asesinatos de periodistas desde el año 2003 al 2014 

 2003 2011 2011 2012 2012 2013 2013 2014 

German 
Rivas 

Nery 
Orellana 

Héctor 
Medina 

Erick 
Martínez 

Alfredo 
Villatoro 

Juan Carlos 
Argeñal 

Aníbal 
Barrow 

Nery Soto 

Hipótesis Diversas:  
1-Crimen 
organizado 
2-La minera 
3-Pasional 

Diversas: 
1-Pleito 
2-Robo 
3-Pasional 
4-Postura 
crítica al PN 

Diversas: 
1-
Activista 
político. 
2-
Denunció 
corrupció
n. 
3. Una 
condena 
contra 
sicario 

Diversas: 
1-pleito 
interno/Libr
e. 
2-Gay, 
Pleito 
pasional. 
3-Crimen 
organizado. 

Diversas: 
1-Crimen 
organizad
o. 

Diversas: 
1-
Denuncias 
de 
corrupción. 
2-Político 
3-
descartan 
pasional. 

Diversas: 
1-crimen 
organizado 
2-Pasional 
3-posición 
crítica.  

Diversas: 
1-Testigo de 
algo por eso 
lo mataron. 
2-Lo 
confundiero
n. 
3-crimen 
organizado. 

Participació
n 

Dos 
participant
es 

1-se 
menciona a 
políticos 
locales 
2-se 
menciona a 
policías 
amenazando 
a 
comunicador
es. 

 Deficiente 
investigació
n policial. 

Armas 
policiales 
utilizadas 
para darle 
muerte 

 1-es 
removido 
estando la 
policía. 
2-policía 
contamina 
escena del 
crimen. 

1-Soborno a 
policía. 
2-Investigan 
a 
funcionaria 
judicial por 
implicacion
es con el 
sicario 

Casos 
simultáneos 

Varios 
asesinatos 

Un asesinato: 
Calixto 
Rodríguez. 

Un 
asesinato. 

1-Un 
homicidio: 
Wilmer 
Un 
asesinato: 
Eduardo 
José López 
Gutiérrez. 

5 
asesinatos 
en altos 
de Santa 
Rosa 

 Suicidio de 
Aldo 
Calderón 

 

Antecedent
es de 
implicados 

Personas 
con orden 
de captura 
y con 
múltiples 
antecedent
es policiales 

1-Una 
persona que 
emigró de 
Estados 
Unidos 
2-Político de 
Candelaria 
supuesto 
autor 
intelectual. 

 1-supuestos 
ladrones de 
vehículos. 
2-
Pandilleros 
con 
múltiples 
antecedent
es 
policiales. 

Banda de 
los 
Osorios. 

 Supuestos 
pandilleros. 

Banda de 
sicarios. 

Situación 
del caso. 

judicializad
o 

En 
Investigación 

Una 
sentencia 

Absuelto el 
implicado 

Sentencia Investigaci
ón 

Sentencia Auto de 
prisión. 

Lugar del 
asesinato 

1-Llegan a 
matarlo a la 
casa 
2-hubo 
vigilancia 

1-lo matan 
cuando iba 
para el canal. 
2-hubo 
vigilancia. 

1-Lo 
matan a 
la salida 
del canal. 
2-hubo 
vigilancia. 

1-Lo sacan 
de 
apartament
o, 
secuestran, 
torturan, 
asesinan. 

1-
Secuestra
do en 
Semros. 
2-Hubo 
vigilancia. 

1-Lo matan 
en su casa 

1-Vigilancia  

Acción 
investigativ
a 

Orden de 
captura sin 
ejecutar 
hace dos 
décadas 

Muchos 
meses sin 
dictamen. 

 Varias 
requisas 
para 
obtener 
evidencia. 

 8 meses 
después no 
tenían la 
autopsia. 

 Exhuman 
para hacer 
autopsia. 

Escenarios Muere en la 
escena 

1-Lo hieren 
2-Lo llevan al 

1-Lo 
hieren 

1-Rapto del 
apartament

1-Vigilado 
en la 

1-La casa 1-Es raptado 
2-es 

1-Le dispara 
en la casa. 
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Hospital El 
Salvador. 

cerca del 
canal. 
2-lo 
llevan a la 
clínica. 

o. 
2-
maniatado 
y 
amordazad
o. 
3-lo matan 
y torturan. 
4-aparece 
en 
guasculile. 
5-Wilmer 
herido en 
Hospital 
Escuela 
6-Pasa a 
segundo 
plano por la 
muerte de 
Villatoro. 

Semros. 
2-
secuestrad
o 
3-
encontrad
o muerto 
en las 
uvas. 

descuartizad
o. 
3-
encontrado 

2- muere en 
el hospital. 

Mensajes 
enviados 

    Lenguaje 
simbólico: 
encontrad
o con 
vestiment
a similar al 
del 
escuadrón 
policial 
Cobras 
con una 
venda 
color rojo 
en la cara, 
sus 
calcetines 
también 
rojos.  
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